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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NUMERO 179 DE 2006 CAMARA, 08 DE 2006 

SENADO
Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre  
de 2006, según Acta 032, por medio del cual se modifican los nume-
rales 8 y 9 del artículo 135, se modifican los artículos 299 y 312, y se 
adicionan dos numerales a los artículos 300 y 313 de la Constitución 
                                        Política de Colombia. 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El numeral 8 del artículo 135 de la Constitución Políti-
ca de Colombia quedará así:

8. Citar y requerir a los ministros, superintendentes y directores de 
departamentos administrativos para que concurran a las sesiones. Las 
citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de cinco 
días y formularse en cuestionario escrito. En caso de que los minis-
tros, superintendentes o directores de departamentos administrativos 
no concurran, sin excusa aceptada por la respectiva Cámara, esta po-
drá proponer moción de censura. Los ministros, superintendentes o 
directores administrativos deberán ser oídos en la sesión para la cual 
fueron citados, sin perjuicio de que el debate continúe en las sesiones 
posteriores por decisión de la respectiva Cámara. El debate no podrá 
extenderse a asuntos ajenos al cuestionario y deberá encabezar el orden 
del día de la sesión.

Artículo 2°. El numeral 9 del artículo 135 de la Constitución Políti-
ca de Colombia quedará así:

9. Proponer moción de censura respecto de los ministros, superin-
tendentes y directores de departamentos administrativos por asuntos 
relacionados con funciones propias del cargo, o por desatención a los 
requerimientos y citaciones del Congreso de la República. La moción 
de censura, si hubiere lugar a ella, deberá proponerla por lo menos la 
décima parte de los miembros que componen la respectiva Cámara. La 
votación se hará entre el tercero y el décimo día siguientes a la termi-
nación del debate, con audiencia pública del funcionario respectivo. 
Su aprobación requerirá el voto afirmativo de la mitad más uno de los 
integrantes de la Cámara que la haya propuesto. Una vez aprobada, el 

funcionario quedará separado de su cargo e inhabilitado para ocupar 
otro cargo durante el período institucional del nominador. Si fuere re-
chazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia a menos que 
la motiven hechos nuevos. La renuncia del funcionario respecto del 
cual se haya promovido moción de censura no obsta para que la misma 
sea aprobada conforme a lo previsto en este artículo. 

Artículo 3°. El artículo 299 de la Constitución Política de Colombia 
quedará así:

En cada departamento habrá una corporación administrativa de 
elección popular que se denominará asamblea departamental, la cual 
estará integrada por no menos de 11 miembros ni más de 31. Dicha 
corporación gozará de autonomía administrativa y presupuesto propio, 
y podrá ejercer control político sobre la administración departamental.

Artículo 4°. Adiciónese al artículo 300 de la Constitución Política 
de Colombia con estos numerales:

13. Citar y requerir a los secretarios del despacho del gobernador 
para que concurran a las sesiones de la asamblea. Las citaciones debe-
rán hacerse con una anticipación no menor de cinco días y formularse 
en cuestionario escrito. En caso de que los secretarios del despacho del 
gobernador no concurran, sin excusa aceptada por la asamblea, esta 
podrá proponer moción de censura. Los secretarios deberán ser oídos 
en la sesión para la cual fueron citados, sin perjuicio de que el debate 
continúe en las sesiones posteriores por decisión de la asamblea. El 
debate no podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario y deberá 
encabezar el orden del día de la sesión.

14. Proponer moción de censura respecto de los secretarios de des-
pacho del gobernador por asuntos relacionados con funciones propias 
del cargo, o por desatención a los requerimientos y citaciones de la 
asamblea. La moción de censura deberá ser propuesta por la tercera 
parte de los miembros que componen la asamblea. La votación se hará 
entre el tercero y el décimo día siguientes a la terminación del debate, 
con audiencia pública del funcionario respectivo. Su aprobación reque-
rirá el voto afirmativo de las dos terceras partes de los miembros que 
integran la corporación. Una vez aprobada, el funcionario quedará se-
parado de su cargo e inhabilitado para ocupar otro cargo en la adminis-
tración departamental durante el período institucional del nominador. 
Si fuere rechazada, no podrá presentarse otra sobre la misma materia 
a menos que la motiven hechos nuevos. La renuncia del funcionario 
respecto del cual se haya promovido moción de censura no obsta para 
que la misma sea aprobada conforme a lo previsto en este artículo. 
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Artículo 5°. El artículo 312 de la Constitución Política de Colombia 
quedará así:

En cada municipio habrá una corporación administrativa elegida 
popularmente para períodos de cuatro (4) años que se denominará con-
cejo municipal, integrado por no menos de 7, ni más de 21 miembros 
según lo determine la ley de acuerdo con la población respectiva. Esta 
corporación podrá ejercer control político sobre la administración mu-
nicipal.

La ley determinará las calidades, inhabilidades, e incompatibilida-
des de los concejales y la época de sesiones ordinarias de los concejos. 
Los concejales no tendrán la calidad de empleados públicos.

La ley podrá determinar los casos en que tengan derecho a honora-
rios por su asistencia a sesiones.

Su aceptación de cualquier empleo público constituye falta absoluta.
Artículo 6°. Adiciónese al artículo 313 de la Constitución Política 

de Colombia con estos numerales
11. En las capitales de los departamentos y los municipios con po-

blación mayor de cincuenta mil habitantes, citar y requerir a los secre-
tarios del despacho del alcalde para que concurran a las sesiones. Las 
citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de cinco (5) 
días y formularse en cuestionario escrito. En caso de que los secretarios 
no concurran, sin excusa aceptada por el concejo distrital o municipal, 
este podrá proponer moción de censura. Los secretarios deberán ser 
oídos en la sesión para la cual fueron citados, sin perjuicio de que el 
debate continúe en las sesiones posteriores por decisión del concejo. El 
debate no podrá extenderse a asuntos ajenos al cuestionario y deberá 
encabezar el orden del día de la sesión.

Los concejos de los demás municipios, podrán citar y requerir a los 
secretarios del despacho del alcalde para que concurran a las sesio-
nes. Las citaciones deberán hacerse con una anticipación no menor de 
cinco (5) días y formularse en cuestionario escrito. En caso de que los 
secretarios no concurran, sin excusa aceptada por el concejo distrital o 
municipal, cualquiera de sus miembros podrá proponer moción de ob-
servaciones que no conlleva al retiro del funcionario correspondiente. 
Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las dos terceras partes de 
los miembros que integran la corporación.

 12. Proponer moción de censura respecto de los secretarios del des-
pacho del alcalde por asuntos relacionados con funciones propias del 
cargo o por desatención a los requerimientos y citaciones del concejo 
distrital o municipal. La moción de censura deberá ser propuesta por 
la mitad más uno de los miembros que componen el concejo distri-
tal o municipal. La votación se hará entre el tercero y el décimo día 
siguientes a la terminación del debate, con audiencia pública del fun-
cionario respectivo. Su aprobación requerirá el voto afirmativo de las 
dos terceras partes de los miembros que integran la corporación. Una 
vez aprobada, el funcionario quedará separado de su cargo e inhabili-
tado para ocupar otro cargo en la administración distrital o municipal 
durante el período institucional del nominador. Si fuere rechazada, no 
podrá presentarse otra sobre la misma materia a menos que la motiven 
hechos nuevos. La renuncia del funcionario respecto del cual se haya 
promovido moción de censura no obsta para que la misma sea aproba-
da conforme a lo previsto en este artículo. 

Artículo 7°. El presente acto legislativo rige a partir de su promul-
gación.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En sesión plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el texto definitivo del Proyecto de Acto Legislativo 
número 179 de 2006 Cámara, 08 de 2006 Senado, por medio del cual 
se modifican los numerales 8 y 9 del artículo 135, se modifican los 
artículos 299 y 312, y se adiciona dos numerales a los artículos 300 y 
313 de la Constitución Política de Colombia.

Esto con el fin de que el citado proyecto de acto legislativo siga su 
curso legal y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo 
establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Plenaria 033 del 12 de 
diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 2006, 
según Acta 032.

Cordialmente,
Miriam Paredes Aguirre,

Ponente.
El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.
* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 008 DE 2005 CAMARA, 284 DE 2006 SENADO
Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 

Cámara de Representantes del día 31 de mayo de 2006, según consta 
en el Acta 232, previo su anuncio el día 30 de mayo de 2006, según 
acta 231, por medio de la cual se reglamenta el ejercicio de la profesión 
                             de administrador del medio ambiente.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. La administración del medio ambiente es una carrera pro-
fesional a nivel universitario que está basada en una formación científica, 
técnica y humanística de conformidad con los requisitos exigidos espe-
cialmente para esta, por el Ministerio de Educación Nacional.

Parágrafo. La formación profesional en administración del medio 
ambiente podrá ser impartida bajo las modalidades educativas presen-
cial y a distancia.

Artículo 2º. Solo podrán obtener la matrícula profesional para ejer-
cer la profesión de Administradores del Medio Ambiente en el territo-
rio de la República, quienes:

a) Hayan obtenido el título profesional de Administrador del Medio 
Ambiente en una Institución de Educación Superior oficialmente reco-
nocida, cuyo pénsum educativo y base académica estén aprobados por 
el Ministerio de Educación Nacional;

b) Quienes hayan obtenido o tenga el título profesional de adminis-
tración del medio ambiente en el extranjero para la validez del título 
profesional se regirá para este efecto por el Decreto-ley 2150 de 1995.

Parágrafo. Una vez cumplidos los requisitos de los literales a) y b) 
del presente artículo, los profesionales de que trata el artículo 1° debe-
rán inscribirse ante el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo 
Territorial, entidad que expedirá la respectiva tarjeta profesional.

Artículo 3º. No serán válidos para el ejercicio de la profesión de 
administrador del medio ambiente los títulos o diplomas expedidos por 
correspondencia ni los meramente honoríficos.

Parágrafo. Los tecnólogos en administración del medio ambiente 
de universidades públicas y privadas podrán solicitar la tarjeta profe-
sional como administradores del medio ambiente, previa la nivelación 
académica de los pénsum, que para esta profesión haya establecido el 
Ministerio de Educación Nacional. 

Artículo 4º. Para los efectos legales se entiende por ejercicio de la 
profesión de administrador del medio ambiente, la aplicación de cono-
cimientos técnicos y científicos en las siguientes actividades:

a) Promover políticas y programas de mejoramiento ambiental a ni-
vel local, regional y nacional;

b) Asesorar y colaborar con las comunidades en el manejo de los 
recursos naturales;

c) Diseñar y ser gestor de planes que conduzcan a la conservación 
de la biodiversidad;
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d) Asesorar al sector industrial en el manejo de sus recursos;
e) Orientar a los entes territoriales en la planificación, programa-

ción, organización, ejecución y control de planes que conduzcan al me-
joramiento del medio ambiente;

f) Desarrollar planes con los miembros de las comunidades tendien-
tes a la conservación, preservación, renovación y mitigación del hábi-
tat para las generaciones presentes y futuras;

g) Participar en la ejecución de proyectos tendientes a solucionar 
problemas existentes a nivel ambiental;

h) Involucrarse y comprometerse como profesional en comunidades 
científicas, que propendan a nuevas alternativas de solución a los pro-
blemas ambientales;

i) Seleccionar y administrar el recurso humano en la elaboración de 
los estudios de impacto ambiental, evaluaciones de impacto ambien-
tal y planes de manejo ambiental que se propongan en los diferentes 
proyectos de infraestructura y de desarrollo que exijan las autoridades 
ambientales.

Artículo 5º. Los campos de ejercicio profesional definidos en el artículo 
4° se entienden como propios del administrador del medio ambiente.

Artículo 6º. Para obtener la matrícula profesional de administrador 
del medio ambiente, se debe llenar los siguientes requisitos:

a) Ser nacional colombiano en ejercicio de los derechos ciudadanos o 
extranjeros domiciliados en el país con no menos de tres años de anterio-
ridad a la respectiva solicitud de matrícula o que en su defecto haya ho-
mologado el título de acuerdo con lo establecido en el artículo segundo;

b) Acreditar el título profesional de administrador del medio am-
biente obtenido en una institución de educación superior reconocida 
y autorizada por el Estado para otorgarle o con cualquier otra de las 
alternativas consagradas en el artículo 2°.

Artículo 7º. Para desempeñar el cargo de administrador del medio 
ambiente, las entidades públicas o privadas deberán exigir al interesa-
do la presentación de la tarjeta profesional.

Artículo 8º. A quien ejerza ilegalmente la profesión de administra-
dor del medio ambiente se le impondrán las sanciones que las leyes 
establezcan para el ejercicio ilegal de las profesiones.

Artículo 9º. Los administradores del medio Ambiente, podrán agru-
parse y conformar la asociación nacional de administradores del medio 
ambiente, la cual tendrá su propia reglamentación, tramitarán ante el 
Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial su reconoci-
miento y gestionará para sus asociados ante el respectivo organismo, la 
expedición de la tarjeta profesional.

Artículo 10. Todas las empresas a nivel industrial deben tener un de-
partamento de gestión ambiental dentro de su organización, para velar 
por el cumplimiento de la normatividad ambiental de la República.

Artículo 11. La presente ley rige a partir de su promulgación y dero-
ga todas las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006
En sesión plenaria del día 31 de mayo de 2006, fue aprobado en 

segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 008 de 
2005 Cámara, 284 de 2006 Senado, por medio de la cual se reglamenta 
el ejercicio de la profesión de administrador del medio ambiente.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria 232 del 31 
de mayo de 2006, previo su anuncio el día 30 de mayo de 2006, según 
acta 231.

Cordialmente,
Carlos Enrique Soto J., Miguel angel Rangel S.,

Ponentes.
El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 060 DE 2005 CAMARA, ACUMULADO CON EL 

PROYECTO DE LEY NUMERO 156 DE 2005 CAMARA
Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre  
de 2006, según Acta 032, por medio de la cual se modifica la Ley 664 
                                            de julio 30 de 2001.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifícase el artículo 5° de la Ley 664 del 30 de julio 
de 2001, el cual quedará así: 

Artículo 5°. Responsabilidad. La obligación de adherir, anular la 
estampilla física, efectuar los descuentos sobre pagos o expedir recibo 
oficial de caja estará a cargo de los funcionarios de las entidades Na-
cionales que operan en el Tolima, departamentales y municipales, que 
intervengan en los actos o hechos sujetos del gravamen determinados 
por la ordenanza departamental que se expida en el desarrollo de la 
presente ley. El incumplimiento de esta obligación se sancionará por la 
autoridad disciplinaria correspondiente.

Artículo 2°. El artículo 3° de la Ley 664 de 2001, tendrá el siguiente 
parágrafo:

Parágrafo. Dentro de los hechos y actividades económicas sobre los 
cuales se obliga el uso de la estampilla, la asamblea departamental o 
los concejos municipales podrán incluir los licores y juegos de azar.

En todo caso, la estampilla no podrá superar el valor máximo seña-
lado en el artículo 1° de la Ley 664 del 30 de julio de 2001.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006
En sesión plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado en 

segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 060 de 
2005 Cámara, Acumulado con el Proyecto de Ley 156 de 2005 Cámara, 
por medio de la cual se modifica la Ley 664 del 30 de julio de 2001.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión plenaria 033 del 12 de 
diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 2006, 
según Acta 032.

Cordialmente,
Guillermo Antonio Santos M., Ponente Coordinador; Fabián Felipe 

Orozco Vivas, Carlos Alberto Zuluaga D., y Carlos Augusto Celis G., 
Ponentes.

El Secretario General,
Angelino Lizcano Rivera.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 222 DE 2005 CAMARA
Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre  
de 2006, según Acta 032, por medio de la cual se modifica el artículo 
              4° de la Ley 30 de 1971 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Modificar el artículo 4º de la Ley 30 de 1971, el cual 
quedará así: 
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Artículo 4º. El impuesto de que trata el artículo 2° de la presente 
ley será recaudado por las tesorerías de las entidades territoriales y 
entregado mensualmente a los entes deportivos de cada uno de los de-
partamentos.

A su vez, los Institutos Deportivos Territoriales distribuirán el 30% 
de ese recaudo en los Municipios de su jurisdicción, para la realiza-
ción de proyectos y programas específicos correspondientes al sector 
deporte.

Esta distribución se llevará conforme a los procedimientos estable-
cidos en el Sistema General de Participaciones.

Parágrafo 1°. Será de responsabilidad de las tesorerías departamen-
tales el estricto cumplimiento de la previsión contenida en el inciso pri-
mero del presente artículo. Para ese propósito suministrarán dentro de 
los primeros cinco (5) días de cada mes la información y documenta-
ción sobre el recaudo mensual, a los institutos deportivos territoriales.

Parágrafo 2°. El control y vigilancia de la inversión del producto 
del gravamen decretado en la presente ley serán ejercidos en el orden 
administrativo, técnico, financiero, presupuestal y contable por el Ins-
tituto Colombiano de la Juventud y El Deporte Coldeportes, tal como 
lo establece el Decreto 2343 del 2 de diciembre de 1970.

Artículo 2º. Vigencia. La presente Ley rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006
En sesión plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado en 

segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 222 de 
2005 Cámara, por medio de la cual se modifica el artículo 4° de la Ley 
30 de 1971 y se dictan otras disposiciones.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria 033 del 12 de 
diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 2006, 
según Acta 032.

Atentamente,
Luis A. Perea Albarracín, Coordinador Ponente; Germán Darío 

Hoyos Giraldo, Santiago Castro Gómez y Fabio Raúl Amín Saleme, 
Ponentes.

El Secretario General,
Angelino Lizcano Rivera.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 226 DE 2005 CAMARA
Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032, por medio de la cual se autoriza a la Asamblea 
Departamental del Vaupés para emitir la estampilla Prosalud Vaupés. 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Autorizase a la Asamblea Departamental del Vaupés y 
a los concejos de los municipios de Mitú, Carurú y Taraira, en la juris-
dicción de sus respectivos territorios, para que ordenen la emisión de 
la estampilla prosalud Vaupés.

Artículo 2°. La estampilla prosalud Vaupés, cuya emisión se autoriza 
será hasta por la suma de cinco mil millones de pesos ($ 5.000.000.000). 
El monto recaudado se establece a precios del año 2005.

Artículo 3°. El producido de los recursos provenientes de la estam-
pilla prosalud Vaupés se destinará para las siguientes inversiones de 
las instituciones de salud del Departamento de Vaupés: El desarrollo, 
modernización y adquisición de nuevas tecnologías en las áreas de 
laboratorio, centros de diagnósticos, informáticas y comunicaciones, 
mantenimiento, reparación de equipos de las distintas unidades de los 
centros asistenciales; para la dotación de instrumentos, para la compra 
de medicamentos y para la renovación del campo automotor.

Artículo 4°. Autorízase a la Asamblea del Departamento del Vau-
pés para que determine las características, hechos económicos, tarifas, 
actos administrativos u objetos de gravamen, excepciones y todos los 
demás asuntos pertinentes al uso obligatorio de la estampilla en las 
operaciones que se realizan en el departamento y los municipios de 
Mitú, Carurú y Taraira. Las providencias que en tal sentido expida la 
Asamblea Departamental del Vaupés serán de conocimiento del Go-
bierno Nacional a través del Ministerio de Hacienda.

Parágrafo. El porcentaje del valor del hecho u objeto del gravamen 
será determinado por la Asamblea Departamental del Vaupés pero en 
todo caso no podrá exceder del 3%.

Artículo 5°. La obligación de adherir y anular la estampilla que se 
autoriza mediante esta ley estará a cargo de los funcionarios del orden 
departamental y municipal que intervengan en los actos o hechos suje-
tos a gravamen estipulados por la asamblea mediante ordenanza. 

Artículo 6°. Los recaudos provenientes de la estampilla estarán a 
cargo de la Secretaría de Hacienda Departamental; y en el caso de los 
municipios corresponderá su recaudo a las tesorerías municipales de 
Mitú, Carurú y Taraira, los que serán manejados en cuentas presupues-
tales de destinación específica dirigidas a la inversión en el mismo de-
partamento en que se originaron. Las tesorerías municipales harán pe-
riódicamente las transferencias del recurso a la Secretaría de Hacienda 
Departamental, la que también llevará una cuenta de destinación espe-
cífica de estos recursos, para garantizar la financiación de los gastos a 
que se refiere el artículo 3º de esta ley.

Parágrafo. Los recursos captados por la estampilla que se autoriza 
en la presente ley serán distribuidos en forma equitativa de acuerdo a 
las necesidades de los centros asistenciales del departamento.

Artículo 7°. La Contraloría Departamental, ejercerá el control y vi-
gilancia fiscal, de los recursos provenientes de la estampilla autoriza-
da.

Artículo 8°. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulga-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006
En sesión plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado en 

segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 226 de 
2005 Cámara, por medio de la cual se autoriza a la Asamblea Depar-
tamental del Vaupés para emitir la estampilla prosalud Vaupés.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria 033 del 12 de 
diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 2006, 
según Acta 032.

Cordialmente,
Oscar L. Wílchez Carreño, Julián Silva Meche y René Rodrigo 

Garzón,Ponentes.
El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 260 DE 2006 CAMARA, 060 DE 2006 SENADO, 

ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NUMERO 263 
DE 2006 CAMARA

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 14 de junio de 2006, según consta 
en el Acta 236, previo su anuncio el día 13 de junio de 2006, según 
Acta 235, por el cual se modifica la Ley 546 de 1999 y se destinan 
                      recursos para la vivienda de interés social. 

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Modifícase el literal primero, el parágrafo 1° y adiciónese un nuevo 
parágrafo al artículo 29 de la Ley 546 de 1999, el cual quedará así:

Artículo 1°. Destinación de subsidios para vivienda de interés social. 
De conformidad con el artículo 51 y el numeral 2 del Artículo 359 de la 
Constitución Nacional, de los recursos del Presupuesto Nacional se asig-
nará una suma anual equivalente a un millón cuatro mil novecientos un 
(1.004.901) salarios mínimos mensuales legales vigentes, con el objeto 
de destinarlos al otorgamiento de Subsidios de Vivienda de Interés So-
cial Urbana y Rural. La partida presupuestal de que trata este artículo no 
podrá ser objeto en ningún caso de recorte presupuestal.

Parágrafo 1°. El Gobierno destinará anualmente a subsidios de 
vivienda de interés social urbana ochocientos cincuenta y siete mil 
ochocientos cuarenta y tres (857.843) smmlv y a subsidios de vivien-
da de interés social rural ciento cuarenta y siete mil cincuenta y ocho 
(147.058) smmlv.

Parágrafo 2°. Los oficiales, suboficiales y soldados profesionales de 
las Fuerzas Militares; los oficiales, suboficiales y miembros del nivel 
ejecutivo, agentes de la Policía Nacional; el personal civil al servicio 
del Ministerio de Defensa Nacional, de las Fuerzas Militares y de Po-
licía Nacional; el personal docente afiliado al Fondo de Prestaciones 
Sociales del Magisterio; los docentes vinculados a establecimientos 
educativos privados; los trabajadores independientes y quienes deven-
guen salario integral; podrán afiliarse al Fondo Nacional del Ahorro. 
La afiliación se hará a través de cesantías o de ahorro voluntario de 
acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional.

El ahorro voluntario recibirá los mismos beneficios tributarios con-
cedidos a las cuentas de ahorro para el fomento a la construcción AFC 
previstos en las Leyes 488 de 1998 y 633 de 2000.

Quienes se afilien al Fondo Nacional de Ahorro en virtud del pre-
sente parágrafo podrán acceder a crédito para vivienda y educación.

Artículo 2°. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulga-
ción.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 14 de junio de 2006
En sesión plenaria del día 14 de junio de 2006, fue aprobado en 

segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 260 de 
2006 Cámara, 060 de 2006 Senado, Acumulado con el Proyecto de ley 
número 263 de 2006 Cámara, por la cual se modifica la Ley 546 de 
1999 y se destinan recursos para la vivienda de interés social.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria 236 del 14 
de junio de 2006, previo su anuncio el día 13 de junio de 2006, según 
Acta 235.

Cordialmente,
Zulema Jattin Corrales y Sergio Diazgranados Guida, Ponentes 

Coordinadores; César Negret Mosquera, Oscar Darío Pérez, Adriana 
Gutiérrez Jaramillo, Rafael Amador Campos, Enrique Emilio Angel y 
Luis Enrique Salas Moisés, Ponentes.

El Secretario General,
Angelino Lizcano Rivera.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 02 DE 2006 CAMARA, 40 DE 2006 SENADO

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 29 de noviembre, 4 y 5 de diciembre 
de 2006, según consta en las Actas números 028, 029 y 030 previo 
su anuncio los días 28 y 29 de noviembre, 4 de diciembre de 2006, 
según Actas números 027, 028 y 29 y sus Acumulados: 01 de 2006, 
018 de 2006, 084 de 2006, 130 de 2006, 137 de 2006, 140 de 2006, 
141 de 2006 radicados en la Cámara de Representantes y 20 de 
2006, 26 de 2006, 38 de 2006, 67 de 2006, 116 de 2006, 122 de 2006, 
128 de 2006, 143 de 2006, radicados en el Senado de la República 
y el 01 de 2006 de Senado y 087 de 2006 de Cámara, por la cual  
se hacen algunas modificaciones en el Sistema General de Seguridad 
                   Social en Salud y se dictan otras disposiciones”.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene como objeto realizar ajus-
tes al Sistema General de Seguridad Social en Salud, teniendo como 
prioridad el mejoramiento en la prestación de los servicios a los usua-
rios. Con este fin se hacen reformas en los aspectos de dirección, uni-
versalización, financiación, equilibrio entre los actores del sistema, ra-
cionalización, y mejoramiento en la prestación de servicios de salud, 
fortalecimiento en los programas de salud pública y de las funciones de 
inspección, vigilancia y control.

CAPITULO II
De la Dirección

Artículo 2º. Evaluación por resultados. El Ministerio de la Protec-
ción Social, como órgano rector del sistema, establecerá dentro de los 
seis meses posteriores a la entrada en vigencia de la presente ley los 
mecanismos que permitan la evaluación a través de indicadores de ges-
tión y resultados en salud de todos los actores que operan en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. El Ministerio, como resultado 
de esta evaluación, podrá definir estímulos o exigir, entre otras, la firma 
de un convenio de cumplimiento, y si es del caso, solicitará a la Super-
intendencia suspender en forma cautelar la administración de los recur-
sos públicos, hasta por un año de la respectiva entidad. En este lapso 
el Ministerio de la Protección Social, administrará dichos recursos. Si 
hay reincidencia la Superintendencia Nacional de Salud impondrá las 
sanciones establecidas en la ley.

Respecto de las Empresas Sociales del Estado, ESE, los indicadores 
tendrán en cuenta la rentabilidad social, las condiciones de atención 
y hospitalización, cobertura, aplicación de estándares internacionales 
sobre contratación de profesionales en las áreas de la salud para la aten-
ción de pacientes, niveles de especialización, estabilidad laboral de sus 
servidores y acatamiento a las normas de trabajo.

Artículo 3º. Comisión de Regulación en Salud, creación y naturale-
za. Créase la Comisión de Regulación en Salud (CRES) como unidad 
administrativa especial, con personería jurídica, independencia admi-
nistrativa, técnica y patrimonial; y adscrita al Ministerio de la Protec-
ción Social.

Parágrafo. Se le dará al actual Consejo Nacional de Seguridad So-
cial en Salud un carácter de asesor y consultor del Ministerio de la 
Protección Social y de la Comisión de Regulación en Salud. El Minis-
terio de la Protección Social reglamentará las funciones de asesoría y 
consultoría del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud.

Artículo 4º. Composición. La Comisión de Regulación en Salud es-
tará integrada de la siguiente manera:

1. El Ministro de la Protección Social quien la preside. Excepcional-
mente podrá delegar solo en alguno de sus viceministros.
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2. El Ministro de Hacienda y Crédito Público quien excepcional-
mente podrá delegar solo en alguno de sus viceministros.

3. Cinco comisionados expertos, designados por el Presidente de 
la República, de ternas enviadas por diferentes entidades tales como, 
Asociación Colombiana de Universidades, Centros de Investigación en 
Salud, Centros de Investigación en Economía de la Salud, asociaciones 
de profesionales de la salud y asociaciones de usuarios debidamente 
organizados, este último será elegido directamente. El Gobierno Na-
cional reglamentará la materia.

Parágrafo. Las ternas serán elaboradas por las anteriores organiza-
ciones, a partir de una lista de elegibles conformada mediante concurso 
público de méritos para todas las profesiones que incluya examen de 
antecedentes laborales, examen de conocimientos sobre el Sistema Ge-
neral de Seguridad Social en Salud, de acuerdo con su experiencia y 
entrevista conforme lo señale el reglamento.

Artículo 5º. Comisionados expertos. Los comisionados expertos de 
la Comisión de Regulación en Salud serán de dedicación exclusiva.

Los anteriores comisionados ejercerán por períodos individuales de 
tres (3) años, reelegibles por una sola vez y no estarán sujetos a las 
disposiciones que regulan la carrera administrativa.

Parágrafo 1º. Los comisionados estarán sujetos al siguiente régimen 
de inhabilidades e incompatibilidades:

Los comisionados no podrán tener directa o a través de terceros nin-
gún vínculo contractual o comercial con entidades promotoras de sa-
lud, instituciones prestadoras de servicios de salud y productoras o co-
mercializadores mayoristas de medicamentos o insumos hospitalarios.

No podrán ser comisionados aquellas personas cuyo cónyuge o 
compañero (a) permanente, o sus parientes en el tercer grado de con-
saguinidad, segundo de afinidad o primero civil, sean representantes 
legales, miembros de junta directiva o accionistas o propietarios de 
entidades promotoras de salud, instituciones prestadoras de servicios 
de salud, empresas productoras o comercializadoras mayoristas de me-
dicamentos o insumos hospitalarios.

Parágrafo 2º. Los expertos deberán ser profesionales mínimo con 
título de maestría o su equivalente, cada uno de ellos deberá acreditar 
experiencia en su respectiva área no menor de 10 años.

Parágrafo transitorio. Los comisionados expertos y seleccionados 
en la primera integración de la CRES tendrán los siguientes períodos: 
un Comisionado tendrá un período de un (1) año, dos de (2) años y 
dos de tres (3) años. Al vencimiento del período de cada uno de estos 
expertos, el Presidente designará el reemplazo respectivo, con base en 
los criterios estipulados en el artículo anterior, para períodos ordinarios 
de tres (3) años.

Artículo 6º. Secretaría General. La Comisión de Regulación en Sa-
lud tendrá una Secretaría General, que apoyará los estudios técnicos 
que soporten las decisiones de este organismo. El Secretario General 
será designado por el Presidente de la Comisión de Regulación.

Artículo 7º. Funciones. La Comisión de Regulación en Salud ejer-
cerá las siguientes funciones:

1. Definir y modificar los Planes Obligatorios de Salud (POS) que 
las Entidades Promotoras de Salud (EPS) garantizarán a los afiliados 
según las normas de los Regímenes Contributivo y Subsidiado tenien-
do en cuenta la disponibilidad presupuestal.

2. Definir y revisar anualmente el listado de medicamentos esencia-
les y genéricos que harán parte de los Planes de Beneficios.

3. Definir el valor de la Unidad de Pago por Capitación de cada régi-
men y los criterios para establecer los pagos moderadores de que trata 
el numeral 3° del artículo 160 y los artículos 164 y 187 de la Ley 100 
de 1993. El valor de pagos moderadores y de la UPC serán revisados 
por lo menos una vez por año, antes de iniciar la siguiente vigencia 
fiscal. El nuevo valor se determinará con fundamento en estudios técni-
cos previos. Si a 31 de diciembre de cada año la Comisión no ha apro-

bado un incremento en el valor de la UPC dicho valor se incrementará 
automáticamente a la inflación causada.

4. Definir el régimen que deberán aplicar las EPS para el reconoci-
miento y pago de las incapacidades originadas en enfermedad general 
o en las licencias de maternidad, según las normas del Régimen Con-
tributivo.

5. Establecer y actualizar un Sistema de tarifas que debe contener 
entre otros componentes un manual de tarifas mínimas que será revi-
sado cada año, incluyendo los honorarios profesionales. En caso de no 
revisarse el mismo será indexado con la inflación causada.

6. Definir las medidas necesarias para evitar la selección adversa 
y selección de riesgo de usuarios por parte de las EPS y de los entes 
territoriales, para evitar la distribución inequitativa de los costos de la 
atención de los distintos tipos de riesgo.

7. Elaborar los mecanismos que hagan eficientes los consejos terri-
toriales de seguridad social en salud.

8. Ejercer las funciones de seguimiento del Fondo de Solidaridad y 
Garantía.

9. Presentar ante las Comisiones Séptimas de Senado y Cámara, un 
informe anual sobre la evolución del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y las recomendaciones para mejorarlo. 

10. Recomendar proyectos de ley o decretos reglamentarios cuando 
a su juicio sean requeridos en el ámbito de la salud.

11. Adoptar su propio reglamento que será aprobado por los propios 
comisionados.

Artículo 8º. Financiamiento de la CRES. El funcionamiento de 
la Comisión de Regulación en Salud se financiará con recursos del 
Fosyga. 

Artículo 9º. Suprimido.
Artículo 10. Suprimido.

CAPITULO III
Del financiamiento

Artículo 11. Financiación. El Sistema General de Seguridad Social 
en Salud alcanzará, en los próximos tres años, la cobertura universal de 
aseguramiento en los niveles I, II y III del Sisbén de las personas que 
cumplan con los requisitos para la afiliación al sistema.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 48 de la Constitu-
ción Política, el Gobierno Nacional deberá presupuestar la totalidad de 
los recaudos de la subcuenta de solidaridad ECAT. Por ningún motivo 
el valor presupuestado puede ser inferior al valor recaudado por estas 
subcuentas en la vigencia anterior, más la inflación. Los recursos de la 
UPC no podrán destinarse al pago de pensiones a cargo de las Empre-
sas Promotoras de Salud (EPS).

Artículo 12. Modifícase el inciso 1° del artículo 204 de la Ley 100 
de 1993, el cual quedará así: 

Artículo 204. Monto y distribución de las cotizaciones. La coti-
zación al régimen contributivo de Salud será a partir del primero (1°) 
enero del año 2007, hasta el 12,5% del ingreso o salario base de coti-
zación, el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. La cotización a 
cargo del empleador será del 8.5% y a cargo del empleado del 4%. Uno 
punto cinco por ciento de la cotización serán trasladados a la subcuen-
ta de Solidaridad del Fosyga para contribuir a la financiación de los 
beneficiarios del régimen subsidiado. Las cotizaciones que hoy tienen 
para salud los regímenes especiales y de excepción se incrementarán 
en cero punto cinco por ciento a cargo del empleador que será desti-
nado a la subcuenta de solidaridad para completar el uno punto cinco 
a los que hace referencia el presente artículo. El cero punto cinco por 
ciento adicional reemplaza en parte el incremento del punto en pensio-
nes aprobado en la Ley 797 de 2003, el cual solo será incrementado por 
el Gobierno Nacional en cero punto cinco por ciento.
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Artículo 13. Modifícase el artículo 214 de la Ley 100, el cual que-
dará así: 

Artículo 214. Recursos del Régimen Subsidiado. El Régimen Sub-
sidiado se financiará con los siguientes recursos: 

1. De las entidades territoriales. 
a) Los recursos del Sistema General de Participaciones en Salud, 

SGPS, que se destinarán previo concepto del Conpes, y en una forma 
progresiva al régimen subsidiado en salud: en el año 2007 el 56%, en 
el año 2008 el 61% y en el año 2009 el 65% porcentaje que no podrá 
ser superado a partir de ese año. El porcentaje restante se destinará, 
de acuerdo con la reglamentación que expida el Ministerio de la Pro-
tección Social para financiar la atención de la población pobre no ase-
gurada, las actividades no cubiertas por subsidio a la demanda y a las 
acciones en salud pública;

b) Los recursos obtenidos como producto del monopolio de juegos 
de suerte y azar y los recursos transferidos por ETESA a las entida-
des territoriales, que no estén asignados por ley a pensiones, funciona-
miento e investigación. Estos recursos se contabilizarán como esfuerzo 
propio territorial;

c) A partir del 1° de enero de 2009, por lo menos el 25% de las rentas 
cedidas destinadas a salud de los departamentos y del Distrito Capital. 
Estos recursos se contabilizarán como esfuerzo propio territorial;

d) Otros recursos propios de las entidades territoriales que hoy des-
tinan o que puedan destinar en el futuro a la financiación del régimen 
subsidiado.

2. Del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga:
a) Uno punto cinco de la cotización del régimen contributivo y de 

los regímenes especiales y de excepción;
b) El Gobierno Nacional aportará un monto por lo menos igual en 

pesos constantes más un punto anual adicional a lo aprobado en el 
presupuesto de la vigencia del año 2007 cuyo monto fue de doscien-
tos ochenta y seis mil novecientos cincuenta y tres millones de pesos 
($286.953.000.000). En todo caso el Gobierno Nacional garantizará 
los recursos necesarios para cumplir con el proceso de universalización 
de la población de Sisbén I, II y III en los términos establecidos en la 
presente ley;

c) El monto de las cajas de compensación familiar de que trata el 
artículo 217 de la Ley 100 de 1993.

3. Otros:
a) Los recursos que para tal efecto sean aportados por gremios, aso-

ciaciones y otras organizaciones;
b) Los rendimientos financieros que produzcan las diferentes fuen-

tes que financian el régimen subsidiado;
c) El 15% de los recursos adicionales que a partir de 2007 reciban 

los municipios, distritos y departamentos como participación y trans-
ferencias por concepto de impuesto de rentas sobre la producción de 
las empresas de la industria petrolera causada en la zona de Cupiagua 
y Cusiana;

d) Los recursos que aporten los afiliados que tienen derecho a sub-
sidio parcial y para optar al subsidio pleno.

Parágrafo. Los recursos del Régimen Subsidiado de salud transferi-
dos por el Sistema General de Participaciones y el Fondo de Solidari-
dad y Garantía se distribuirán dentro de los municipios y distritos con 
criterio de equidad territorial. En todo caso, se garantizará la continui-
dad del aseguramiento de quienes lo han adquirido, siempre y cuando 
cumplan los requisitos para estar en el régimen subsidiado. 

Artículo 14. Pago de deudas al Régimen Subsidiado. Autorízase a 
los municipios y departamentos para destinar por una sola vez, recursos 
no comprometidos, provenientes del Fondo de Ahorro y Estabilización 
Petrolera (FAEP) y del Fondo Nacional de Regalías, para el pago de las 
deudas con el régimen subsidiado de salud vigentes a 31 de diciembre 

de 2004 que estén debidamente registradas y reconocidas. Si las ARS 
(a partir de esta ley EPS del régimen subsidiado) con las que se tengan 
estas cuentas le adeudan a la red de prestadores, el FAEP y el Fondo 
Nacional de Regalías, realizarán el giro directo a las instituciones pres-
tadoras de servicios de salud de la red pública, previa revisión de las 
cuentas pendientes con el régimen subsidiado. 

Artículo 15. Flujo y protección de los recursos. Los actores respon-
sables de la administración, flujo y protección de los recursos deberán 
acogerse a las siguientes normas: 

a) El gasto de los recursos de la subcuenta cuenta de solidaridad del 
Fosyga se programará anualmente por un valor no inferior al recaudo 
del año anterior incrementado con la inflación causada y se girarán, a 
las entidades territoriales por trimestre anticipado previo cumplimiento 
de la radicación de los contratos, la acreditación de cuentas maestras y 
el envío y cruce de la base de datos de los afiliados, sin que sean exigi-
bles otros requisitos. El no cumplimiento oportuno de estos giros, ge-
nerará las sanciones correspondientes por parte de la Superintendencia 
Nacional de Salud de acuerdo a lo establecido en la presente ley. El Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público girará por trimestre anticipado 
los recursos que por presupuesto nacional le correspondan al Fosyga;

b) Todos los recursos de salud, se manejarán en las entidades terri-
toriales mediante los fondos locales, distritales y departamentales de 
salud en un capítulo especial, conservando un manejo contable y pre-
supuestal independiente y exclusivo, que permita identificar con preci-
sión el origen y destinación de los recursos de cada fuente. El manejo 
de los recursos se hará en tres cuentas maestras, con unidad de caja al 
interior de cada una de ellas. Estas cuentas corresponderán al recaudo 
y al gasto en salud pública colectiva, régimen subsidiado de salud y 
prestación de servicios de salud en lo no cubierto por subsidios a la 
demanda, con las excepciones de algunos rubros que en salud pública 
colectiva o en prestación de servicios de salud en lo no cubierto por 
subsidios a la demanda, señale el Ministerio de la Protección Social.

Las cuentas maestras deberán abrirse con entidades financieras que 
garanticen el pago de intereses a tasas comerciales aceptables, el in-
cumplimiento de lo anterior acarreará las sanciones previstas en el ar-
tículo 2º de la presente ley. Las cuentas maestras se pueden manejar 
además de las entidades financieras en los Institutos de Fomento y De-
sarrollo Regional.

El Ministerio de la Protección Social reglamentará la materia, den-
tro de los tres meses siguientes a la vigencia de la...;

c) Los pagos efectuados por la entidad territorial a las EPS del régi-
men subsidiado se harán bimestre anticipado dentro de los primeros 10 
días de cada bimestre. Estos pagos se harán solo mediante giro electró-
nico, a cuentas previamente registradas de entidades que estén debida-
mente habilitadas y mediante la presentación de facturas que cumplan 
lo previsto en el artículo 617 del Estatuto Tributario;

d) Las Entidades Promotoras de Salud, EPS, de ambos regímenes 
pagarán los servicios a los prestadores de servicios de salud habilita-
dos, mes anticipado en un 100% si los contratos son por capitación. Si 
fuesen por otra modalidad, como pago por evento, global prospectivo 
o grupo diagnóstico se hará como mínimo un pago anticipado del 50% 
del valor de la factura, dentro de los cinco (5) días posteriores a su pre-
sentación. En caso de no presentarse objeción o glosa alguna, el saldo 
se pagará dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de 
la factura, siempre y cuando haya recibido los recursos del ente terri-
torial en caso del régimen subsidiado, de lo contrario, pagará dentro de 
los quince (15) días posteriores a la recepción del pago por parte de las 
entidades territoriales. El Ministerio de la Protección Social reglamen-
tará lo referente a la forma y los tiempos de presentación, recepción, 
remisión y revisión de facturas, glosas y respuestas a glosas y pagos, 
asegurando que aquellas facturas que presenten glosas queden cancela-
das dentro de los 60 días posteriores a la presentación de la factura;

e) Los municipios y distritos destinarán hasta el 0,4% de los recur-
sos del régimen subsidiado, para financiar los servicios de interventoría 
de dicho régimen. La interventoría sólo podrá ser contratada con enti-
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dades previamente habilitadas departamentalmente y Distrito Capital, 
y a través de un concurso de méritos, de acuerdo con la reglamentación 
que expida el Ministerio de la Protección Social. De igual forma los 
municipios y distritos destinarán el 0,2% de los recursos del régimen 
subsidiado a la Superintendencia Nacional de Salud para que ejerza la 
inspección, vigilancia y control en dichas entidades territoriales;

f) Las Entidades Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado, ma-
nejarán los recursos en cuentas maestras separadas para el recaudo y 
gasto en la forma que reglamente el Ministerio de la Protección Social. 
Sus rendimientos deberán ser invertidos en los Planes Obligatorios de 
Salud. 

Parágrafo 1º. En todo caso, el Gobierno Nacional tomará todas las 
medidas necesarias para asegurar el flujo ágil y efectivo de los recursos 
del sistema utilizando, de ser necesario, el giro directo y la sanción a 
aquellos actores que no aceleren el flujo de los recursos. 

Parágrafo 2º. Los giros correspondientes al Sistema General de Parti-
cipaciones para salud, destinados a la financiación del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, se podrán efectuar directamente a los ac-
tores del sistema, en aquellos casos en que alguno de los actores no giren 
oportunamente. Este giro se realizará en la forma y oportunidad que se-
ñale el reglamento que para el efecto expida el Gobierno Nacional.

Parágrafo 3º. El Ministerio de la Protección Social, antes de seis 
meses de la entrada en vigencia de la presente ley, establecerá los me-
canismos que busquen eliminar la evasión y la elusión en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. Los mecanismos de sanción y 
giro oportuno de recursos también se deben aplicar a las EPS que ma-
nejan el régimen contributivo. 

Parágrafo 4º. El Ministerio de la Protección Social ejercerá las fun-
ciones propias del consejo de administración del Fosyga. 

CAPITULO IV
Del aseguramiento

Artículo 16. Organización del aseguramiento. Para efectos de esta 
ley entiéndase por aseguramiento en salud la administración del riesgo 
financiero, la gestión del riesgo en salud, la articulación de los servi-
cios que garantice el acceso efectivo, la garantía de la calidad en la 
prestación de los servicios de salud y la representación del afiliado ante 
el prestador y los demás actores sin perjuicio de la autonomía del usua-
rio. Lo anterior exige que el asegurador asuma el riesgo transferido 
por el usuario y cumpla con las obligaciones establecidas en los Planes 
Obligatorios de Salud. 

Las Entidades Promotoras de Salud en cada régimen son las respon-
sables de cumplir con las funciones indelegables del aseguramiento. 
Las entidades que a la vigencia de la presente ley administran el régi-
men subsidiado se denominarán en adelante Entidades Promotoras de 
Salud del Régimen Subsidiado (EPS). Cumplirán con los requisitos de 
habilitación y demás que señala el reglamento.

A partir de la vigencia de la presente ley el sistema tendrá las si-
guientes reglas adicionales para su operación: 

a) Se beneficiarán con subsidio total o pleno en el Régimen Subsi-
diado, las personas pobres y vulnerables clasificadas en los niveles I 
y II del Sisbén o del instrumento que lo reemplace, siempre y cuando 
no estén en el régimen contributivo o deban estar en él o en otros regí-
menes especiales y de excepción. Conservarán los subsidios quienes a 
la vigencia de la presente ley cuenten con subsidios parciales y estén 
clasificados en los niveles I y II del Sisbén y las poblaciones especiales 
que el Gobierno Nacional defina como prioritarias. 

Se promoverá la afiliación de las personas que pierdan la calidad de 
cotizantes o beneficiarios del régimen contributivo y que pertenezcan a 
los niveles I y II del Sisbén;

b) La ampliación de cobertura con subsidios parciales a nivel muni-
cipal se hará una vez se haya logrado una cobertura del 90% al régimen 
subsidiado de los niveles I y II del Sisbén y aplicará únicamente para 
personas clasificadas en el nivel III del Sisbén. Tendrán prioridad quie-

nes hayan perdido su afiliación al régimen contributivo, de acuerdo 
con la reglamentación que establezca el Ministerio de la Protección 
Social;

c) Los beneficiarios del nivel III del Sisbén que estén afiliados al 
Régimen Subsidiado mediante subsidios totales o parciales al momen-
to de la entrada en vigencia de la presente ley y que hayan recibido su 
carné de régimen subsidiado de acuerdo a las reglas vigentes en el mo-
mento de la carnetización, mantendrán su condición siempre y cuando 
cumplan con los requisitos exigidos para ser beneficiarios;

d) El Gobierno Nacional reglamentará los mecanismos e incentivos 
para promover que la población del nivel III del Sisbén pueda, median-
te los aportes complementarios al subsidio parcial, afiliarse al régimen 
contributivo o recibir los beneficios plenos del régimen subsidiado. La 
UPC de los subsidios parciales no podrá ser inferior al 50% del valor;

e) La Comisión de Regulación en Salud actualizará anualmente el 
Plan Obligatorio de Salud buscando el acercamiento progresivo de los 
contenidos de los planes de los dos regímenes con tendencia hacia el 
que se encuentra previsto para el régimen contributivo;

f) El valor total de la UPC del régimen subsidiado será entregado 
a las EPS del régimen subsidiado. Las actividades propias del POS 
subsidiado incluidas las de promoción y prevención serán ejecutadas a 
través de las EPS del Régimen Subsidiado.

La prestación de los servicios para la atención de Promoción y Pre-
vención se hará a través de la red pública contratada por las EPS del 
régimen Subsidiado del respectivo municipio. Cuando las ESE no ten-
gan capacidad para prestar estos servicios de promoción y prevención 
o cuando los resultados pactados entre EPS del régimen subsidiado y 
las ESE se incumplan, estos servicios podrán prestarse a través de otras 
entidades, previa autorización del Ministerio de la Protección social o 
en quien este delegue. Los municipios acordarán con las EPS del régi-
men subsidiado los mecanismos para que las atenciones en salud y de 
promoción y prevención se efectúen cerca a la residencia del afiliado, 
con agilidad y celeridad;

g) No habrá copagos ni cuotas moderadoras para los afiliados del 
Régimen Subsidiado en Salud clasificados en el nivel I del Sisbén o el 
instrumento que lo reemplace;

h) No habrá períodos mínimos de cotización o períodos de carencia 
superiores a 26 semanas en el régimen contributivo. A los afiliados se 
les contabilizará el tiempo de afiliación en el régimen subsidiado o en 
cualquier EPS del régimen contributivo, para efectos de los cálculos de 
los períodos de carencia;

i) La afiliación inicial de la población de desplazados y desmovili-
zados cuyo financiamiento en su totalidad esté a cargo del Fosyga se 
hará a una entidad promotora de salud de naturaleza pública del orden 
nacional, sin perjuicio de que preserve el derecho a la libre elección en 
el siguiente período de traslado. El Gobierno Nacional reglamentará 
la afiliación de esta población cuando en el respectivo municipio no 
exista dicha oferta;

j) En aquellos casos de enfermedad de alto costo en los que se soli-
citen medicamentos y/o servicios no incluidos en el Plan de beneficio 
del régimen contributivo, las EPS llevarán a consideración del Comité 
Técnico Científico dichos requerimientos. Si la EPS no estudia opor-
tunamente tales solicitudes ni las tramita ante el respectivo Comité y 
se obliga a la prestación de los mismos mediante acción de tutela, los 
costos serán cubiertos por partes iguales entre las EPS y el Fosyga. 
El Ministerio de la Protección Social reglamentará el presente artícu-
lo, dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigencia de la 
presente ley. En todo caso, cuando el Fosyga haga el reconocimiento 
el pago se hará sobre la base de las tarifas mínimas definidas por la 
Comisión de Regulación en Salud;

k) El Ministerio de la Protección Social, deberá definir los paráme-
tros y servicios para que los Planes Adicionales de Salud sean comple-
mentarios al Plan Obligatorio de Salud del Régimen Contributivo. 
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Artículo 17. Regulación de la integración vertical patrimonial y 
de la posición dominante. Las Empresas Promotoras de Salud (EPS) 
podrán contratar, directamente o a través de terceros, con sus propias 
IPS hasta el 30% del valor del gasto en salud, incluidas las IPS cuya 
composición accionaria mayoritaria sea integrada por los terceros de 
la EPS contratante. Las EPS del régimen contributivo garantizarán la 
inclusión en sus redes prestadoras de salud a la pública hospitalaria. La 
Comisión Reguladora en Salud definirá los mecanismos y sanciones 
para evitar la triangulación entre EPS.

Las EPS podrán distribuir este gasto en las proporciones que consi-
deren pertinentes dentro de los distintos niveles de complejidad de los 
servicios contemplados en el Plan Obligatorio de Salud. 

El Gobierno Nacional reglamentará dentro de los seis meses si-
guientes a la vigencia de la presente ley, las condiciones de competen-
cia necesarias para evitar el abuso de posición dominante o conflictos 
de interés, de cualquiera de los actores del sistema de salud.

Artículo 18. Contratación en el Régimen Subsidiado y EPS Públi-
cas del Régimen Contributivo. Las Entidades Promotoras de Salud del 
Régimen Subsidiado contratarán obligatoria y efectivamente un míni-
mo porcentual del gasto en salud con las Empresas Sociales del Esta-
do debidamente habilitadas en el municipio de residencia del afiliado, 
siempre y cuando exista allí la correspondiente capacidad resolutiva. 
Dicho porcentaje será, como mínimo, el sesenta por ciento (60%). Lo 
anterior estará sujeto al cumplimiento de requisitos e indicadores de 
calidad y resultados, oferta disponible, indicadores de gestión y tarifas 
competitivas. El Ministerio de la Protección Social reglamentará este 
artículo de tal manera que permita la distribución adecuada de este 
porcentaje en los diferentes niveles de complejidad, teniendo en cuenta 
la diversidad de las diferentes Entidades Territoriales.

A las entidades promotoras de salud de naturaleza pública del Régi-
men Contributivo, les será aplicable lo dispuesto en el presente artícu-
lo, respecto al porcentaje obligatorio de contratación y a las exigencias 
previstas con las ESE escindidas del Instituto de Seguros Sociales.

Parágrafo. Se garantizarán los servicios de baja complejidad de ma-
nera permanente en el municipio de residencia de los afiliados, salvo 
cuando a juicio de estos sea más favorable recibirlos en un municipio 
diferente con mejor accesibilidad geográfica. 

Artículo 19. Liquidación de contratos en el régimen subsidiado. Los 
gobernadores y/o alcaldes tendrán un plazo de seis (6) meses a partir 
de la vigencia de la presente ley, para liquidar de mutuo acuerdo, en 
compañía de las EPS del Régimen Subsidiado, los contratos que hayan 
firmado las Entidades territoriales como consecuencia de la operación 
del Régimen Subsidiado, y que tengan pendiente liquidar en cada En-
tidad Territorial. 

En los casos en que no haya acuerdo para la liquidación o que los 
entes territoriales no lo hagan una vez vencido el plazo señalado en el 
presente artículo, el Ministerio de la Protección Social reglamentará el 
mecanismo por el cual se permita que, a través de un mecanismo de 
arbitramiento técnico se proceda a la liquidación de los mismos, en el 
menor tiempo posible.

Artículo 20. Aseguramiento de los independientes contratistas de 
prestación de servicios. Los independientes contratistas de prestación 
de servicios cotizarán al Sistema General de Seguridad Social en Salud 
el porcentaje obligatorio para salud sobre una base de la cotización 
máxima de un 40% del valor mensualizado del contrato. El contratista 
podrá autorizar a la entidad contratante el descuento y pago de la coti-
zación sin que ello genere relación laboral.

Para los demás contratos y tipos de ingresos el Gobierno Nacional 
reglamentará un sistema de presunción de ingresos con base en la in-
formación sobre las actividades económicas, la región de operación, la 
estabilidad y estacionalidad del ingreso.

Parágrafo. Cuando el contratista pueda probar que ya está cotizando 
sobre el tope máximo de cotización no le será aplicable lo dispuesto en 
el presente artículo.

Artículo 21. Aseguramiento del alto costo. Para la atención de en-
fermedades de alto costo las Entidades Promotoras de Salud contrata-
rán el reaseguro o reasegurarán, directa o colectivamente dicho riesgo, 
de conformidad con la reglamentación que sobre la materia expida el 
Gobierno Nacional. 

Artículo 22. Prestación de servicios de salud a la población pobre 
en lo no cubierto por subsidios a la demanda. Las Entidades territoria-
les contratarán con Empresas Sociales del Estado debidamente habili-
tadas, la atención de la población pobre no asegurada y lo no cubierto 
por subsidios a la demanda. Cuando la oferta de servicios no exista o 
sea insuficiente en el municipio o en su área de influencia, la entidad 
territorial, previa autorización del Ministerio de la Protección Social o 
por quien delegue, podrá contratar con otras Instituciones Prestadoras 
de Servicios de Salud debidamente habilitadas.

Parágrafo. Se garantiza a todos los colombianos la atención inicial 
de urgencias en cualquier IPS del país. Las EPS o las entidades territo-
riales responsables de la atención a la población pobre no cubierta por 
los subsidios a la demanda, no podrán negar la prestación y pago de 
servicios a las IPS que atiendan sus afiliados, cuando estén causados 
por este tipo de servicios, aún sin que medie contrato. El incumpli-
miento de esta disposición, será sancionado por la Superintendencia 
Nacional de Salud con multas, por una sola vez o sucesivas, hasta de 
2000 salarios mínimos legales mensuales vigentes (smlmv) por cada 
multa, y en caso de reincidencia podrá conllevar hasta la pérdida o 
cancelación del registro o certificado de la institución. 

Artículo 23. Movilidad entre regímenes. Con el ánimo de lograr la 
permanencia en el sistema, los afiliados al régimen subsidiado que in-
gresen al régimen contributivo deberán informar tal circunstancia a la 
entidad territorial para que proceda a suspender su afiliación la cual se 
mantendrá por un año, término dentro del cual podrá reactivarlo.

Artículo 24. Del subsidio a la cotización. Aquellas personas que te-
niendo derecho al régimen subsidiado pero que hayan cotizado al régi-
men contributivo dos (2) años dentro de los últimos cuatro (4), tendrán 
prioridad en cualquier programa de subsidio a la cotización que como 
desarrollo de la presente ley, se implemente en el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud. 

Artículo 25. Obligaciones de las aseguradoras para garantizar la 
integralidad y continuidad en la prestación de los servicios. Las Em-
presas Promotoras de Salud (EPS) del régimen contributivo y subsi-
diado deberán atender con la celeridad y la frecuencia que requiera la 
complejidad de las patologías de los usuarios del mismo. Así mismo 
las citas médicas deben ser fijadas con la rapidez que requiere un trata-
miento oportuno de su EPS, en aplicación de los principios de accesi-
bilidad y calidad correspondiente. 

El Gobierno Nacional reglamentará dentro de los seis meses si-
guientes a la expedición de la presente ley, los límites de afiliación a 
las entidades promotoras de salud, previo estudio técnico que se realice 
de acuerdo a las capacidades técnicas, científicas y administrativas de 
las mismas.

Artículo 26. Agilidad en los recobros. El Ministerio de la Protección 
Social diseñará mecanismos que permitan que, sin poner en riesgo la 
garantía para todas las partes que deben tener los trámites y los pagos 
se agilicen y faciliten los mecanismos de recobro entre los actores del 
sistema y el Fosyga.

Artículo 27. Afiliación de empleados de entidades oficiales a la ARP 
del ISS. A partir del 1° de enero de 2008, todas las entidades oficiales 
del orden nacional, departamental, distrital y municipal deberán afiliar 
a sus empleados a la administradora de riesgos profesionales del Ins-
tituto de Seguros Sociales, para la protección de riesgos laborales que 
como empleador le corresponde cubrir en un ciento por ciento (100%) 
al Estado. 

La Administradora de Riesgos Profesionales del Instituto de los Se-
guros Sociales podrá trasladar anualmente a la EPS del mismo Institu-
to, un porcentaje del excedente de sus reservas técnicas acumuladas al 
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final de cada vigencia fiscal, previos estudios actuariales avalados por la 
Superintendencia Financiera, que asegure dichas reservas y los gastos de 
funcionamiento de la ARP. El porcentaje será definido por el consejo di-
rectivo del ISS, y solo tendrá como finalidad financiar gastos inherentes 
a la salud, distintos al pago de gastos de personal, gastos generales admi-
nistrativos y otros gastos no relacionados directamente con la prestación 
de servicios de salud.

Parágrafo. Se exceptúan de esta obligación las entidades públicas 
que a la vigencia de la presente ley se encuentren afiliadas a la admi-
nistradora de riesgos profesionales de La Previsora. 

CAPITULO V
De la prestación de servicios de salud

Artículo 28. De la regulación en la prestación de servicios de salud. 
Con el fin de regular la prestación de los servicios de salud, el Ministe-
rio de la Protección Social definirá: 

a) Los requisitos y el procedimiento para la habilitación de nuevas 
Instituciones prestadoras de servicios de salud teniendo en cuenta cri-
terios poblacionales, epidemiológicos, financieros, socioeconómicos y 
condiciones del mercado. Toda nueva Institución Prestadora de Servi-
cios de Salud, habilitará en forma previa al inicio de actividades, ante 
el Ministerio de la Protección Social los servicios de salud que preten-
da prestar. El Ministerio podrá delegar la habilitación en las entidades 
territoriales;

b) Definir las medidas necesarias para evitar la selección adversa 
y selección de riesgo de usuarios por parte de las EPS y de los entes 
territoriales, para evitar la distribución inequitativa de los costos de la 
atención de los distintos tipos de riesgo;

c) El diseño de un sistema de clasificación de IPS, con base en los 
indicadores, que provea el sistema obligatorio de garantía de calidad 
relacionado con el Sistema Tarifario, de manera que incentive a las IPS 
para ascender en su clasificación y optar por mejores tarifas;

d) Los mecanismos para que las EPS, de los diferentes regímenes, 
garanticen a los afiliados la posibilidad de escoger entre las diferentes 
opciones de IPS existentes en la red ofrecida por la aseguradora en su 
área de influencia, sin perjuicio de lo previsto en la presente ley como 
porcentaje mínimo a contratar con la red pública de prestación de ser-
vicios en el régimen subsidiado. 

Parágrafo. El usuario que vea menoscabado su derecho a la libre 
escogencia de IPS o que se haya afiliado con la promesa de obtener 
servicios en una determinada red de prestadores y esta no sea cierta, 
podrá cambiar de aseguradora sin importar el tiempo de permanencia 
en esta. El traslado voluntario de un usuario podrá hacerse a partir de 
un año de afiliado a esa EPS según reglamentación que para dichos 
efectos expida el Ministerio de la Protección Social. La Superinten-
dencia Nacional de Salud podrá delegar en las entidades territoriales 
la autorización de estos traslados. La aseguradora que incurra en las 
causales mencionadas en el presente artículo, salvo las limitaciones a 
la libre elección derivadas del porcentaje de obligatoria contratación 
con la red pública. 

Artículo 29. De la prestación de servicios por parte de las institu-
ciones públicas. La prestación de servicios de salud por parte de las 
instituciones públicas solo se hará a través de Empresas Sociales del 
Estado (ESE) que podrán estar constituidas por una o varias sedes o 
unidades prestadoras de servicios de salud. En todo caso, toda unidad 
prestadora de servicios de salud de carácter público deberá hacer parte 
de una Empresa Social del Estado, excepto las unidades de prestación 
de servicios de salud que hacen parte de las empresas industriales y co-
merciales del Estado y de aquellas entidades públicas cuyo objeto no es 
la prestación de servicios de salud. En cada municipio existirá una ESE 
o una unidad prestadora de servicios integrante de una ESE.

Parágrafo 1º. Cuando por las condiciones del mercado de su área de 
influencia, las empresas ESE no sean sostenibles financieramente en 
condiciones de eficiencia, las entidades territoriales podrán transferir 
recursos que procuren garantizar los servicios básicos requeridos por 

la población, en las condiciones y requisitos que establezca el regla-
mento.

Parágrafo 2º. La Nación y las entidades territoriales promoverán los 
servicios de Telemedicina para contribuir a la prevención de enferme-
dades crónicas, capacitación y a la disminución de costos y mejora-
miento de la calidad y oportunidad de prestación de servicios como es 
el caso de las imágenes diagnósticas.

Artículo 30. Regulación de las Empresas Sociales del Estado. El 
Gobierno Nacional reglamentará dentro de los seis meses a partir de la 
vigencia de la presente ley, los siguientes aspectos: 

a) Los requisitos para la creación, transformación, categorización, 
organización, y operación de las Empresas Sociales del Estado, tenien-
do en cuenta los siguientes criterios: Población, densidad poblacional, 
perfil epidemiológico, área de influencia, accesibilidad geográfica y 
cultural, servicios que ofrece, grado de complejidad, capacidad insta-
lada, capital de trabajo, producción, sostenibilidad, diseño y la partici-
pación de la Empresa Social del Estado (ESE) en la red de su área de 
influencia;

b) La forma de constituir Empresas Sociales del Estado cuando se 
trata de empresas de propiedad de varias entidades territoriales que se 
asocian;

c) Las condiciones y requisitos para que la Nación y las entidades 
territoriales puedan transferir a las Empresas Sociales del Estado, ESE, 
recursos cuando por las condiciones del mercado las ESE, en condicio-
nes de eficiencia, no sean sostenibles;

d) Los mecanismos de conformación, las funciones y funcionamien-
to de las juntas directivas del nivel nacional, departamental, distrital y 
municipal. En todo caso estas deberán estar integradas en forma tal que 
el cincuenta por ciento (50%) de sus integrantes sean del sector oficial 
(político-administrativo), veinticinco por ciento (25%) estén designa-
dos por la comunidad, y veinticinco por ciento (25%) represente el 
sector científico de la salud.

Parágrafo 1º. Mientras el Gobierno Nacional reglamente el presente 
artículo, y a partir de la vigencia de la presente ley, cualquier creación 
o transformación de una nueva Empresa Social del Estado (ESE) de-
berá tener previamente, el visto bueno del Ministerio de la Protección 
Social. 

Parágrafo 2º. Las Instituciones Prestadoras de Salud públicas que en 
el momento vienen funcionando y tienen contratación vigente podrán 
continuar su ejecución, y dispondrán de un año a partir de la fecha de 
la vigencia de la presente ley para transformarse en Empresas Sociales 
del Estado o afiliarse a una.

Parágrafo 3º. Por ser de categoría especial de entidad pública des-
centralizada, el Gobierno Nacional expedirá seis meses después de la 
entrada en vigencia de la presente ley, la reglamentación en lo refe-
rido a conformación de juntas directivas, nombramiento, evaluación 
y remoción de gerentes, régimen salarial, prestacional, sistemas de 
costos, información, adquisición y compras de las Empresas Sociales 
del Estado.

Parágrafo 4º. Para los departamentos nuevos creados por la Consti-
tución de 1991, en su artículo 309, que presenten condiciones especia-
les, el Ministerio de la Protección Social reglamentará en los seis me-
ses siguientes a la expedición de esta ley, la creación y funcionamiento 
de las Empresas Sociales del Estado, con los servicios especializados 
de mediana y alta complejidad requeridos, priorizando los servicios de 
telemedicina. 

La contratación de servicios de salud para las Empresas Sociales 
del Estado de estos Departamentos, se realizará preferiblemente con 
las EPS públicas administradoras del régimen subsidiado, las cuales se 
fortalecerán institucionalmente. 

Artículo 31. De los Gerentes de las Empresas Sociales del Estado. 
Los Gerentes de las Empresas Sociales del Estado serán nombrados 
por períodos institucionales de cuatro (4) años mediante proceso que 
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deberá realizarse dentro de los tres (3) meses del inicio del período del 
Presidente de la República o del Jefe de la Entidad Territorial respec-
tiva, para lo anterior, la Junta Directiva conformará una terna previo 
proceso de selección por méritos de la cual el nominador según estatu-
tos tendrá que escoger. 

Durante su período podrán ser removidos o retirados, a solicitud de 
la Junta Directiva por mayoría calificada de acuerdo con la reglamen-
tación que sobre la materia expida el Ministerio de la Protección Social 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la expedición de la presente 
ley.

Los gerentes de las Empresas Sociales del Estado (ESE), podrán ser 
reelegidos solo por un período igual, previo concurso. 

En caso de vacancia absoluta del gerente, deberá adelantarse el mis-
mo proceso de selección y el período del gerente seleccionado culmi-
nará con el período del respectivo nominador más tres (3) meses más. 
Cuando la vacancia se produzca a menos de seis (6) meses de terminar 
el respectivo período, el jefe de la administración nacional o territorial 
a la que pertenece la ESE, designará un gerente.

Parágrafo transitorio. A los gerentes de las ESE, cuyo período de 
tres (3) años termine el 31 de diciembre de 2006; la junta directiva con-
vocará a concurso de méritos de la cual enviará terna al respectivo no-
minador de la entidad territorial, quien designará el gerente. El período 
del gerente elegido de la terna, finalizará el 31 de marzo de 2008.

Para el caso de los gerentes de las ESE, que a la vigencia de la pre-
sente ley, hayan sido nombrados por concurso de méritos, su período 
será hasta el treinta y uno de marzo de 2008, si el período para el que 
fue nombrado supera dicha fecha.

Si el vencimiento del período se produce dentro del término com-
prendido entre la entrada en vigencia de la presente ley y el 31 de mar-
zo de 2008, previa selección de méritos, el jefe de la respectiva entidad 
territorial designará un gerente hasta dicha fecha. Si el vencimiento del 
período se produce a menos de seis (6) meses del 31 de marzo de 2008, 
el jefe de la administración de la respectiva entidad territorial designará 
un gerente hasta dicha fecha.

Artículo 32. Del pasivo prestacional de las Empresas Sociales del 
Estado. En concordancia con el artículo 242 de la Ley 100 de 1993, 
los artículos 61, 62, 63 de la Ley 715 de 2001, el Gobierno Nacio-
nal a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y los entes 
territoriales departamentales firmarán los contratos de concurrencia y 
pagarán el pasivo prestacional por concepto de cesantías, reserva para 
pensiones y pensiones de jubilación, vejez, invalidez y sustituciones 
pensionales, causadas en las Empresas Sociales del Estado al finalizar 
la vigencia de 1993.

Parágrafo. Concédase plazo de un (1) año a partir de la entrada en 
vigencia de la presente Ley para que el Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público y las entidades territoriales departamentales emitan los 
bonos pensionales respectivos de acuerdo a la concurrencia entre el 
Gobierno Nacional y el ente territorial departamental. El incumpli-
miento de lo establecido en el presente artículo será sancionado como 
falta gravísima 

Artículo 33. Del fortalecimiento de asociaciones y/o cooperativas 
de las ESE. El Gobierno Nacional, departamental y municipal promo-
verá la creación y el fortalecimiento de asociaciones y/o cooperativas 
de las ESE, que tengan como objetivo fortalecer la red pública hospi-
talaria. 

Estas asociaciones y/o cooperativas ofrecerán servicios y/o podrán 
proveer insumos, siempre y cuando beneficien a las entidades con eco-
nomía de escala, calidad, oportunidad, eficiencia y transparencia.

Artículo 34. Prohibición en la prestación de servicios de salud. En 
ningún caso se podrán prestar servicios asistenciales de salud directa-
mente por parte de las entidades territoriales.

CAPITULO VI
Salud Pública

Articulo 35. De la Salud Pública. La salud pública está constituida 
por el conjunto de políticas que buscan garantizar de una manera in-
tegrada, la salud de la población por medio de acciones de salubridad 
dirigidas tanto de manera individual como colectiva, ya que sus resul-
tados se constituyen en indicadores de las condiciones de vida, bienes-
tar y desarrollo del país. Dichas acciones se realizarán bajo la rectoría 
del Estado y deberán promover la participación responsable de todos 
los sectores de la comunidad. 

Artículo 36. Plan Nacional de Salud Pública. El Gobierno Nacional 
definirá el Plan Nacional de Salud Pública para cada cuatrienio, el cual 
quedará expresado en el respectivo Plan Nacional de Desarrollo. Su 
objetivo será la atención y prevención de los principales factores de 
riesgo para la salud y la promoción de condiciones y estilos de vida 
saludables, fortaleciendo la capacidad de la comunidad y la de los dife-
rentes niveles territoriales para actuar. Este plan debe incluir:

a) El perfil epidemiológico, identificación de los factores protecto-
res, de riesgo y determinantes, la incidencia y prevalencia de las princi-
pales enfermedades que definan las prioridades en Salud Pública.

Para el efecto se tendrán en cuenta las investigaciones adelantadas 
por el Ministerio de la Protección Social y cualquier Entidad Pública o 
privada. En materia de vacunación, salud sexual y reproductiva, salud 
mental con énfasis en violencia intrafamiliar, drogadicción y suicidio;

b) Las actividades que busquen promover el cambio de estilos de 
vida saludable y la integración de estos en los distintos niveles educa-
tivos;

c) Las acciones que, de acuerdo con sus competencias, debe realizar 
el nivel nacional, los niveles territoriales y las aseguradoras;

d) El plan financiero y presupuestal de salud pública, definido en 
cada uno de los actores responsables del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud, incluyendo las entidades territoriales, y las EPS;

e) Las coberturas mínimas obligatorias en servicios e intervenciones 
de salud, las metas en morbilidad y mortalidad evitables, que deben ser 
alcanzadas y reportadas con nivel de tolerancia cero, que serán fijadas 
para cada año y para cada período de cuatros años;

f) Las metas y responsabilidades en la vigilancia de salud pública y 
las acciones de inspección, vigilancia y control de los factores de ries-
go para la salud humana;

g) Las prioridades de salud pública que deben ser cubiertas en el 
Plan Obligatorio de Salud y las metas que deben ser alcanzadas por las 
EPS, tendientes a promover la salud y controlar o minimizar los riesgos 
de enfermar o morir;

h) Las actividades colectivas que estén a cargo de la Nación y de 
las entidades territoriales con recursos destinados para ello, deberán 
complementar las acciones previstas en el Plan Obligatorio de Salud. 
El Plan de salud pública de intervenciones colectivas, reemplazará el 
Plan de Atención Básica;

i) Los modelos de atención, tales como, salud familiar y comunita-
ria, atención primaria y atención domiciliaria;

j) El Plan nacional de inmunizaciones que estructure e integre el es-
quema de protección específica para la población colombiana en parti-
cular los biológicos a ser incluidos y que se revisarán cada cuatro años 
con la asesoría del Instituto Nacional de Salud y el Comité Nacional de 
Prácticas de Inmunización.

Parágrafo 1º. El Estado garantizará, que los programas de televisión 
en la franja infantil, incluyan de manera obligatoria la promoción de 
hábitos y comportamientos saludables. 

Parágrafo 2º. Las Empresas Promotoras de Salud (EPS) y las enti-
dades territoriales presentarán anualmente un plan operativo de acción, 
cuyas metas serán evaluadas por parte del Ministerio de la Protección 
Social, de acuerdo con la reglamentación que se expida para tal efecto. 
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Las personas que administran los recursos deberán contar con suficien-
te formación profesional e idónea para hacerlo. 

Parágrafo 3º. El Ministerio de la Protección Social definirá los pro-
tocolos de atención que respondan a las prioridades definidas en el lite-
ral a) del presente artículo. 

Artículo 37. Supervisión en algunas áreas de Salud Pública. Co-
rresponde al Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Ali-
mentos, Invima, como autoridad sanitaria nacional, además de las dis-
puestas en otras disposiciones legales, las siguientes:

a) La evaluación de factores de riesgo y expedición de medidas sa-
nitarias relacionadas con alimentos y materias primas para la fabrica-
ción de los mismos;

b) La competencia exclusiva de la inspección, vigilancia y control 
de la producción y procesamiento de alimentos, de las plantas de be-
neficio de animales, de los centros de acopio de leche y de las plantas 
de procesamiento de leche y sus derivados, así como del transporte 
asociado a dichas actividades;

c) La competencia exclusiva de la inspección, vigilancia y control 
en la inocuidad en la importación y exportación de alimentos y mate-
rias primas para la producción de los mismos, en puertos, aeropuertos 
y pasos fronterizos, sin perjuicio de las competencias que por ley le co-
rresponden al Instituto Colombiano Agropecuario, ICA. Corresponde 
a los departamentos, distritos y a los municipios de categorías 1, 2, 3 
y especial, la vigilancia y control sanitario de la distribución y comer-
cialización de alimentos y de los establecimientos gastronómicos, así 
como del transporte asociado a dichas actividades;

d) La garantía mediante una tecnología de señalización de medica-
mentos, su identificación en cualquier parte de la cadena de distribu-
ción, desde la producción hasta el consumidor final con el objetivo de 
evitar la falsificación, adulteración, vencimiento y contrabando. Las 
entidades territoriales exigirán tanto a distribuidores como a produc-
tores que todos los medicamentos que se comercialicen en su jurisdic-
ción cumplan con estos requisitos.

Parágrafo. El Invima podrá delegar algunas de estas funciones, de 
común acuerdo, con las entidades territoriales. 

Artículo 38. Suprimido. 
CAPITULO VII

Inspección, vigilancia y control
Artículo 39. Definiciones. Para efectos del presente título de la ley, 

se adoptan las siguientes definiciones: 
a) Inspección. La inspección es el conjunto de actividades y accio-

nes encaminadas al seguimiento, monitoreo y evaluación del sistema 
general seguridad social en salud y que sirven para solicitar, confirmar 
y analizar de manera puntual la información que se requiera sobre la 
situación de los servicios de salud y sus recursos, sobre la situación 
jurídica, financiera, técnica-científica, administrativa y económica de 
las entidades sometidas a vigilancia de la Superintendencia Nacional 
de Salud dentro del ámbito de su competencia.

Son funciones de inspección entre otras las visitas, la revisión de 
documentos, el seguimiento de peticiones de interés general o particu-
lar, la práctica de investigaciones administrativas;

b) Vigilancia. La vigilancia, consiste en la atribución de la Super-
intendencia Nacional de Salud para advertir, prevenir, orientar, asis-
tir y propender porque las entidades encargadas del financiamiento, 
aseguramiento, prestación del servicio de Salud, atención al usuario, 
participación social y demás sujetos de vigilancia de la Superintenden-
cia Nacional de Salud, cumplan con las normas que regulan el sistema 
general de seguridad social en salud para el desarrollo de este;

c) Control. El control consiste en la atribución de la Superintenden-
cia Nacional de Salud para ordenar los correctivos tendientes a la su-
peración de la situación crítica o irregular (jurídica, financiera, econó-
mica, técnica, científico-administrativa) de cualquiera de sus vigilados 

y sancionar las actuaciones que se aparten del ordenamiento legal bien 
sea por acción o por omisión. 

Artículo 40. Sistema de inspección, vigilancia y control. Créase el 
Sistema de inspección, vigilancia y control del Sistema General de Se-
guridad Social en Salud como un conjunto de normas, agentes, y proce-
sos articulados entre sí, el cual estará en cabeza de la Superintendencia 
Nacional de Salud de acuerdo con sus competencias constitucionales 
y legales. 

Artículo 41. Ejes del Sistema de Inspección, Vigilancia y control de 
la Superintendencia Nacional de Salud. Para cumplir con las funciones 
de inspección, vigilancia y control la Superintendencia Nacional de 
Salud ejercerá sus funciones teniendo como base los siguientes ejes: 

1. Financiamiento. Su objetivo es vigilar por la eficiencia, eficacia 
y efectividad en la generación, flujo, administración y aplicación de los 
recursos del sector salud. 

2. Aseguramiento. Su objetivo es vigilar el cumplimiento de los 
derechos de afiliación o vinculación de la población a un plan de bene-
ficios de salud. 

3. Prestación de servicios de atención en salud y salud pública. 
Su objetivo es vigilar la prestación de los servicios de atención en salud 
individual y colectiva en condiciones de disponibilidad, accesibilidad, 
aceptabilidad y estándares de calidad. 

4. Atención al usuario y participación social. Su objetivo es ga-
rantizar el cumplimiento de los derechos de los usuarios en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, así como los deberes por parte 
de los diferentes actores del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud; de igual forma promocionar y desarrollar los mecanismos de 
participación ciudadana y de protección al usuario del servicio de 
salud. 

5. Eje de acciones y medidas especiales. Su objetivo es adelantar 
los procesos de intervención forzosa administrativa para administrar o 
liquidar las entidades vigiladas que cumplen funciones de explotación u 
operación de monopolios rentísticos cedidos al sector salud, Empresas 
Promotoras de Salud e Instituciones Prestadoras de Salud de cualquier 
naturaleza, así como para intervenir técnica y administrativamente las 
direcciones territoriales de salud. Tratándose de liquidaciones volunta-
rias, la Superintendencia Nacional de Salud ejercerá inspección, vigi-
lancia y control sobre los derechos de los afiliados y los recursos del 
sector salud. En casos en que la Superintendencia Nacional de Salud 
revoque el certificado de autorización que le otorgue a las Empresas 
Promotoras de Salud o Administradoras del Régimen Subsidiado, de-
berá decidir sobre su liquidación. 

6. Información. Vigilar que los actores del Sistema garanticen la 
producción de los datos con calidad, cobertura, pertinencia, oportuni-
dad, fluidez y transparencia. 

7. Focalización de los subsidios en salud. Vigilar que se cumplan 
los criterios para la determinación, identificación y selección de be-
neficiarios y la aplicación del gasto social por parte de las entidades 
territoriales.

Artículo 42. Conciliación ante la Superintendencia Nacional de Sa-
lud. La Superintendencia Nacional de Salud podrá actuar como conci-
liadora, de oficio o a petición de parte, en los conflictos que surjan entre 
sus vigilados y/o entre estos y los usuarios generados en problemas que 
no les permitan atender sus obligaciones dentro del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud, afectando el acceso efectivo de los usuarios 
al servicio de salud. Los acuerdos conciliatorios tendrán efecto de cosa 
juzgada y el acta que la contenga, donde debe especificarse con toda 
claridad las obligaciones a cargo de cada una de ellas, prestará mérito 
ejecutivo. 

Parágrafo. En el trámite de los asuntos sometidos a conciliación, la 
Superintendencia Nacional de Salud aplicará las normas generales de 
la conciliación previstas en la Ley 640 de 2001. 
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Artículo 43. Objetivos de la Superintendencia Nacional de Salud. 
La Superintendencia Nacional de Salud, en ejercicio de sus atribucio-
nes de inspección, vigilancia y control, desarrollará, además de los se-
ñalados en otras disposiciones, los siguientes objetivos:

a) Fijar las políticas de Inspección, Vigilancia y Control del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud; 

b) Exigir la observancia de los principios y fundamentos del servi-
cio público esencial de Seguridad Social en Salud;

c) Vigilar el cumplimiento de las normas que regulan el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y promover el mejoramiento 
integral del mismo; 

d) Proteger los derechos de los usuarios, en especial, su derecho al 
aseguramiento y al acceso al servicio de atención en salud, individual 
y colectiva, en condiciones de disponibilidad, accesibilidad, aceptabi-
lidad y estándares de calidad en las fases de promoción, prevención, 
tratamiento y rehabilitación en salud; 

e) Velar porque la prestación de los servicios de salud se realicen sin 
ningún tipo de presión o condicionamiento frente a los profesionales de 
la medicina y las instituciones prestadoras de salud; 

f) Velar por la eficiencia en la generación, recaudo, flujo, adminis-
tración, custodia y aplicación de los recursos con destino a la presta-
ción de los servicios de salud;

g) Evitar que se produzca el abuso de la posición dominante dentro 
de los actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud; 

h) Promover la participación ciudadana y establecer mecanismos 
de rendición de cuentas a la comunidad, que deberá efectuarse por lo 
menos una vez al año, por parte de los actores del sistema. 

Artículo 44. Funciones y Facultades de la Superintendencia Nacio-
nal de Salud. La Superintendencia Nacional de Salud, además de las 
funciones y facultades ya establecidas en otras disposiciones, cumplirá 
dentro del sistema de inspección, vigilancia y control, las siguientes: 

a) Adelantar funciones de inspección, vigilancia y control al Fon-
do de Solidaridad y Garantías, Fosyga, y demás actores del sistema, 
incluidos los regímenes especiales y exceptuados contemplados en la 
Ley 100; 

b) Podrá delegar en los departamentos, distritos y municipios las 
funciones de inspección y vigilancia de su competencia. La función 
de control solo podrá ser delegada en los departamentos y el Distrito 
Capital. La segunda instancia la ejercerá la Superintendencia Nacional 
de Salud;

c) Señalar los procedimientos aplicables a los vigilados de la Super-
intendencia Nacional de Salud respecto de las investigaciones admi-
nistrativas sancionatorias que deba surtir, respetando los derechos del 
debido proceso, defensa, contradicción y doble instancia. Para tal fin 
aplicará las normas contenidas en el Código Contencioso Administra-
tivo; 

d) Introducir mecanismos de autorregulación y solución alternativa 
de conflictos en el Sistema General de Seguridad Social en Salud;

e) Ejercer la competencia preferente de la inspección, vigilancia y 
control frente a sus vigilados, en cuyo desarrollo podrá iniciar, prose-
guir o remitir cualquier investigación o juzgamiento de competencia de 
los demás órganos que ejercen inspección, vigilancia y control dentro 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud; 

f) Sancionar en el ámbito de su competencia y denunciar ante las 
instancias competentes las posibles irregularidades que se puedan estar 
cometiendo en el Sistema General de Seguridad Social de Salud; 

g) Sancionar, conforme a lo ordenado en el artículo 8° de esta Ley, 
al Fondo de Solidaridad y Garantía y/o al Consorcio que lo administre, 
según corresponda, con multa de hasta dos mil (2000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes, que será pagadera a una Cuenta Nacional a 
favor de la Superintendencia Nacional de Salud; 

h) Vigilar, inspeccionar y controlar que se cumplan los criterios para 
la determinación, identificación y selección de beneficiarios y aplica-
ción del gasto social por parte de las Entidades Territoriales; 

i) Las demás que conforme a las disposiciones legales se requieran 
para cumplimiento de sus objetivos.

Parágrafo. Para el cumplimiento de su función de inspección y vigi-
lancia, la Superintendencia Nacional de Salud podrá contratar la reali-
zación de programas o labores especiales con firmas de auditoría. 

Artículo 45. Función jurisdiccional de la Superintendencia Nacio-
nal de Salud. Con el fin de garantizar la efectiva prestación del derecho 
a la salud de los usuarios del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud y en ejercicio del artículo 116 de la Constitución Política, la Su-
perintendencia Nacional de Salud podrá conocer y fallar en derecho, 
con carácter definitivo y con las facultades propias de un juez, en los 
siguientes asuntos:

a) Cobertura de los procedimientos, actividades e intervenciones del 
plan obligatorio de salud cuando su negativa por parte de las Entidades 
Promotoras de Salud o entidades que se les asimilen, ponga en riesgo o 
amenace la salud del usuario;

b) Reconocimiento económico de los gastos en que haya incurrido 
el afiliado por concepto de atención de urgencias en caso de ser aten-
dido en una IPS que no tenga contrato con la respectiva EPS cuando 
haya sido autorizado expresamente por la EPS para una atención espe-
cífica y en caso de incapacidad, imposibilidad, negativa injustificada o 
negligencia demostrada de la Entidad Promotora de Salud para cubrir 
las obligaciones para con sus usuarios;

c) Conflictos que se susciten en materia de multiafiliación dentro del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud;

d) Conflictos relacionados con libre elección que se susciten entre 
los usuarios y las aseguradoras y entre estos y las prestadoras de ser-
vicios de salud y conflictos relacionados con la movilidad dentro del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.

Parágrafo 1°. La Superintendencia Nacional de Salud solo podrá 
conocer y fallar estos asuntos a petición de parte. No podrá conocer de 
ningún asunto que por virtud de las disposiciones legales vigentes deba 
ser sometido al proceso de carácter ejecutivo o acciones de carácter 
penal.

Parágrafo 2°. El procedimiento que utilizará la Superintendencia 
Nacional de Salud en el trámite de los asuntos de que trata este artículo 
será el previsto en el artículo 148 de la ley 446 de 1998.

Artículo 46º. Defensor del Usuario en Salud. Créase la figura del 
defensor del usuario en salud que dependerá de la Superintendencia 
Nacional de Salud en coordinación con la Defensoría del Pueblo. Su 
función será la de ser vocero de los afiliados ante las respectivas EPS 
en cada departamento o en el distrito capital, con el fin de conocer, ges-
tionar y dar traslado a las instancias competentes de las quejas relativas 
a la prestación de servicios de salud.

Créase el fondo-cuenta, dependiente de la Superintendencia Nacio-
nal de Salud, encargado de recaudar y administrar los recursos desti-
nados a la financiación de los costos que demande la defensoría del 
usuario. Dicho fondo se alimentará con los recursos girados por las 
EPS para el sostenimiento del mismo. El Ministerio de la Protección 
Social reglamentará todo lo relacionado con el número de defensores, 
la elección de los mismos quienes deben ser elegidos por los usuarios 
y la forma como deben contribuir, cada EPS para la financiación de 
dicho Fondo. 

CAPITULO VIII
Disposiciones finales

Artículo 47. Disposición transitoria-excedentes de la Subcuenta 
ECAT. De los excedentes de la subcuenta de eventos catastróficos y 
accidentes de tránsito, del Fondo de Solidaridad y Garantía, Fosyga, 
acumulados a diciembre 31 de 2005, se utilizará, por una sola vez, la 
suma de ciento cincuenta mil millones de pesos ($150.000.000.000) 
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para la prestación de servicios a la población pobre en lo no cubierto 
con subsidios a la demanda. Estos servicios serán liquidados a las tari-
fas mínimas.

Los recursos se distribuirán entre las entidades territoriales y/o las 
IPS, de acuerdo con los criterios que para tal efecto defina el Ministerio 
de la Protección Social y se ejecutarán a través de una cuenta especial 
en el respectivo Fondo de Salud.

Artículo 48. De la información e identificación en el Sistema Gene-
ral de Seguridad Social.  En el transcurso de los siguientes seis meses 
contados a partir de la vigencia de la presente ley, el Ministerio de la 
Protección Social definirá el plan de implementación del Sistema Inte-
grado de Información de la Protección Social, SISPRO. Este plan será 
enviado al Congreso Nacional.

 Dicho sistema deberá cumplir las siguientes funciones: 
a) Registrar la información de acuerdo con las normas emanadas del 

Ministerio de la Protección Social. Capturar y sistematizar la informa-
ción del Sistema de Vigilancia Epidemiológica, SIVIGILA, y ponerla 
a disposición del Instituto Nacional de Salud, del Ministerio de la Pro-
tección Social, la Comisión de Regulación en Salud, el Consejo Nacio-
nal de Seguridad Social en Salud y de las Entidades Territoriales; 

b) Recoger y sistematizar la información que determine el Ministe-
rio de la Protección Social para monitorear los resultados en salud de 
las Entidades Territoriales, las aseguradoras y los prestadores con el fin 
de alimentar el Sistema de Rectoría y Administración por resultados 
previsto en el artículo 2º de la presente ley. 

Parágrafo. En todo caso las Entidades Promotoras de Salud, EPS, 
garantizarán la administración en línea de las bases de datos de los 
afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, asegurando 
su depuración, y el correcto y oportuno registro de las novedades. Estas 
se administrarán de acuerdo a los lineamientos técnicos del Ministerio 
de la Protección Social y estarán al servicio de los diversos actores que 
deben tomar decisiones especialmente el Ministerio de la Protección 
Social, la Comisión Reguladora en Salud, el Fosyga, la Superinten-
dencia Nacional de Salud, los municipios, distritos y departamentos, 
las Administradoras del Régimen Subsidiado y los prestadores de ser-
vicios. 

Artículo 49. Régimen de contratación de EPS Públicas. Las Em-
presas Promotoras de Salud del Régimen Subsidiado y Contributivo 
Públicas tendrán el mismo régimen de contratación que las Empresas 
Sociales del Estado.

Artículo 50. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir 
de la fecha de su publicación y deroga las demás normas que le sean 
contrarias. 

CAMARA DE REPRESENTANTES
SecretarIa General

Bogotá, D. C., 14 de noviembre de 2006.
En sesión plenaria del día 14 de noviembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 02 
de 2006 Cámara, 40 de 2006 Senado, por la cual se hacen algunas 
modificaciones en el Sistema General de Seguridad Social en Salud y 
se dictan otras disposiciones, y sus acumulados: 01 de 2006, 018 de 
2006, 084 de 2006, 130 de 2006, 137 de 2006, 140 de 2006, 141 de 
2006 radicados en la Cámara de Representantes y 20 de 2006, 26 
de 2006, 38 de 2006, 67 de 2006, 116 de 2006, 122 de 2006, 128 de 
2006, 143 de 2006, radicados en el Senado de la República y el 01 
de 2006 de Senado y 087 de 2006 de Cámara.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de sesión plenaria 025 del 14 de 
noviembre de 2006, previo su anuncio el día 7 de noviembre de 2006, 
según Acta 024.

Cordialmente,
Eduardo Benítez Maldonado, Ponente Coordinador; Oscar Gómez 

Agudelo, Iván David Hernández G., Pedro Jiménez Salázar, Jorge Mo-
rales Gil, Rodrigo Romero Hernández, Venus Albeiro Silva Gómez, 
María Isabel Urrutia y Fernando Tafur Díaz, Ponentes.

El Secretario General,
Angelino Lizcano Rivera.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 039 DE 2006 CAMARA, 043 DE 2006 SENADO
Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes los días 11 y 12 de diciembre de 2006, 

según consta en las Actas 032 y 033, previo su anuncio el día 6  
de diciembre de 2006, según Acta 031, por la cual se modifica  

el Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados  
por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

CAPITULO I
Impuesto sobre la renta y complementarios

Artículo 1°. Adiciónase el artículo 23 del Estatuto Tributario con el 
siguiente inciso: 

“No son contribuyentes del impuesto sobre la renta y complementa-
rios, las asociaciones de hogares comunitarios autorizadas por el Insti-
tuto Colombiano de Bienestar Familiar”.

Artículo 2°. Modifícase el artículo 64 del Estatuto Tributario, el cual 
quedará así: 

“Artículo 64. Disminución del inventario final por faltantes de 
mercancías. Cuando se trate de mercancías de fácil destrucción o pér-
dida, las unidades del inventario final pueden disminuirse hasta en un 
tres por ciento (3%) de la suma del inventario inicial más las compras. 
Si se demostrare la ocurrencia de hechos constitutivos de fuerza mayor 
o caso fortuito, pueden aceptarse disminuciones mayores.

Cuando el costo de las mercancías vendidas se determine por el 
sistema de inventario permanente, serán deducibles las disminuciones 
ocurridas en mercancías de fácil destrucción o pérdida, siempre que se 
demuestre el hecho que dio lugar a la pérdida o destrucción, hasta en 
un tres por ciento (3%) de la suma del inventario inicial más las com-
pras. 

La disminución que afecta el costo, excluye la posibilidad de solici-
tar dicho valor como deducción”. 

Artículo 3°. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente 
artículo: 

“Artículo 68. Costo fiscal de activos. A partir del año gravable 
2007, la determinación del costo fiscal de los activos que hayan sido 
objeto de ajustes por inflación, se realizará con base en el costo ajusta-
do de dichos activos a 31 de diciembre de 2006. 

Cuando se trate de bienes depreciables, agotables o amortizables, 
la deducción o el costo por depreciación, agotamiento o amortización, 
se determinará sobre el costo del bien, sin incluir los ajustes a que se 
refieren los artículos 70, 72 y 90-2 de este Estatuto, el artículo 65 de la 
Ley 75 de 1986, el artículo 16 de la Ley 49 de 1990, ni los ajustes por 
inflación sobre dichas partidas, ni los ajustes por inflación a los mayo-
res valores fiscales originados en diferencias entre el costo fiscal de los 
inmuebles y el avalúo catastral cuando este hubiere sido tomado como 
valor patrimonial a 31 de diciembre de 1991”.

Artículo 4°. Modificase el artículo 115 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así: 

“Artículo 115. Deducción de impuestos pagados. Es deducible el 
cien por ciento (100%) de los impuestos de industria y comercio, avi-
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sos y tableros y predial, que efectivamente se hayan pagado durante el 
año o período gravable siempre y cuando tengan relación de causalidad 
con la actividad económica del contribuyente. La deducción de que tra-
ta el presente artículo en ningún caso podrá tratarse simultáneamente 
como costo y gasto de la respectiva empresa.

Igualmente será deducible el veinticinco por ciento (25%) del Gra-
vamen a los Movimientos Financieros efectivamente pagado por los 
contribuyentes durante el respectivo año gravable, independientemente 
que tenga o no relación de causalidad con la actividad económica del 
contribuyente, siempre que se encuentre debidamente certificado por 
el agente retenedor”.

Artículo 5°. Modifícanse los incisos 1° y 6° del artículo 147 del 
Estatuto Tributario, los cuales quedan así: 

“Artículo 147. Compensación de pérdidas fiscales de socieda-
des. Las sociedades podrán compensar las pérdidas fiscales reajustadas 
fiscalmente, con las rentas líquidas ordinarias que obtuvieren en los 
períodos gravables siguientes sin perjuicio de la renta presuntiva del 
ejercicio. Las pérdidas de las sociedades no serán trasladables a los 
socios.

Las pérdidas fiscales originadas en ingresos no constitutivos de ren-
ta ni de ganancia ocasional, y en costos y deducciones que no tengan 
relación de causalidad con la generación de la renta gravable, en ningún 
caso podrán ser compensadas con las rentas líquidas del contribuyente, 
salvo las generadas en la deducción por inversión en activos fijos a que 
se refiere el artículo 158-3 de este Estatuto”.

Artículo 6°. Modifícase el artículo 149 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así: 

“Artículo 149. Pérdidas en la enajenación de activos. El valor de 
los ajustes efectuados sobre los activos fijos a que se refieren los artí-
culos 73, 90-2 y 868 de este Estatuto y el artículo 65 de la Ley 75 de 
1986, no se tendrá en cuenta para determinar el valor de la pérdida en la 
enajenación de activos. Para este propósito, forman parte del costo los 
ajustes por inflación calculados, de acuerdo con las normas vigentes al 
respecto hasta el año gravable 2006”.

Artículo 7°. Modifícase el artículo 150 del Estatuto Tributario, el 
cual quedará así: 

“Artículo 150. Pérdidas sufridas por personas naturales en acti-
vidades agropecuarias. Las pérdidas de personas naturales y sucesio-
nes ilíquidas en empresas agropecuarias serán deducibles en los cinco 
años siguientes a su ocurrencia, siempre y cuando que se deduzcan 
exclusivamente de rentas de igual naturaleza y las operaciones de la 
empresa estén contabilizadas de conformidad con los principios de 
contabilidad generalmente aceptados. Esta deducción se aplicará sin 
perjuicio de la renta presuntiva”.

Artículo 8°. Modifícase el artículo 158-3 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 158-3. Deducción por inversión en activos fijos. A par-
tir del 1º de enero de 2007, las personas naturales y jurídicas contri-
buyentes del impuesto sobre la renta, podrán deducir el cuarenta por 
ciento (40%) del valor de las inversiones efectivas realizadas solo en 
activos fijos reales productivos adquiridos, aun bajo la modalidad de 
leasing financiero con opción irrevocable de compra, de acuerdo con la 
reglamentación expedida por el Gobierno Nacional. Los contribuyen-
tes que hagan uso de esta deducción no podrán acogerse al beneficio 
previsto en el artículo 689-1 de este Estatuto.

La utilización de esta deducción no genera utilidad gravada en cabe-
za de los socios o accionistas.

La deducción por inversión en activos fijos sólo podrá aplicarse con 
ocasión de aquellos activos fijos adquiridos que no hayan sido objeto 
de transacción alguna entre las demás empresas filiales o vinculadas 
accionariamente o con la misma composición mayoritaria de accionis-
tas, y la declarante, en el evento en que las hubiere.

Parágrafo. Los contribuyentes que adquieran activos fijos deprecia-
bles a partir del 1° de enero de 2007 y utilicen la deducción aquí es-
tablecida, sólo podrán depreciar dichos activos por el sistema de línea 
recta de conformidad con lo establecido en este Estatuto”.

Artículo 9°. Modificase el artículo 188 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así: 

“Artículo 188. Base y porcentaje de renta presuntiva. Para efec-
tos del impuesto sobre la renta, se presume que la renta líquida del con-
tribuyente no es inferior al tres por ciento (3%) de su patrimonio líqui-
do, en el último día del ejercicio gravable inmediatamente anterior”.

Artículo 10. Modifícase el artículo 189 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así: 

“Artículo 189. Depuración de la base de cálculo y determina-
ción. Del total del patrimonio líquido del año anterior, que sirve de 
base para efectuar el cálculo de la renta presuntiva, se podrán restar 
únicamente los siguientes valores:

a) El valor patrimonial neto de los aportes y acciones poseídos en 
sociedades nacionales;

b) El valor patrimonial neto de los bienes afectados por hechos 
constitutivos de fuerza mayor o caso fortuito, siempre que se demues-
tre la existencia de estos hechos y la proporción en que influyeron en la 
determinación de una renta líquida inferior;

c) El valor patrimonial neto de los bienes vinculados a empresas en 
período improductivo.

d) A partir del año gravable 2002 el valor patrimonial neto de los 
bienes vinculados directamente a empresas cuyo objeto social exclusi-
vo sea la minería distinta de la explotación de hidrocarburos líquidos 
y gaseosos.

e) Las primeras diecinueve mil (19.000) UVT de activos del con-
tribuyente destinados al sector agropecuario se excluirán de la base de 
aplicación de la renta presuntiva sobre patrimonio líquido.

f) Las primeras trece mil (13.000) UVT del valor de la vivienda de 
habitación del contribuyente.

Al valor inicialmente obtenido de renta presuntiva, se sumará la ren-
ta gravable generada por los activos exceptuados y este será el valor de 
la renta presuntiva que se compare con la renta líquida determinada por 
el sistema ordinario.

Parágrafo. El exceso de renta presuntiva sobre la renta líquida ordi-
naria podrá compensarse con las rentas líquidas ordinarias determina-
das dentro de los cinco (5) años siguientes, reajustado fiscalmente”.

Artículo 11. Modifícase el artículo 191 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así: 

“Artículo 191. Exclusiones de la renta presuntiva. De la presun-
ción establecida en el artículo 188 se excluyen:

1. Las entidades del régimen especial de que trata el artículo 19. 
2. Las empresas de servicios públicos domiciliarios.
3. Los fondos de inversión, de valores, comunes, de pensiones o de 

cesantías contemplados en los artículos 23-1 y 23-2 de este Estatuto.
4. Las empresas del sistema de servicio público urbano de transpor-

te masivo de pasajeros, así como las empresas de transporte masivo de 
pasajeros por el sistema de tren metropolitano.

5. Las empresas de servicios públicos que desarrollan la actividad 
complementaria de generación de energía.

6. Las entidades oficiales prestadoras de los servicios de tratamiento 
de aguas residuales y de aseo.

7. Las sociedades en concordato.
8. Las sociedades en liquidación por los primeros tres (3) años.
9. Las entidades sometidas al control y vigilancia de la Superinten-

dencia Bancaria que se les haya decretado la liquidación o que hayan 
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sido objeto de toma de posesión, por las causales señaladas en los 
literales a) o g) del artículo 114 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero.

10. Los bancos de tierras de las entidades territoriales, destinados a 
ser urbanizados con vivienda de interés social. 

11. Los centros de eventos y convenciones en los cuales participen 
mayoritariamente las Cámaras de de Comercio y los constituidos como 
empresas industriales y comerciales del estado o sociedades de econo-
mía mixta en las cuales la participación de capital estatal sea superior 
al 51%, siempre que se encuentren debidamente autorizados por el Mi-
nisterio de Comercio, Industria y Turismo.

12. Las sociedades anónimas de naturaleza pública, cuyo objeto 
principal sea la adquisición, enajenación y administración de activos 
improductivos de su propiedad, o adquiridos de los establecimientos 
de crédito de la misma naturaleza.

13. A partir del 1º de enero de 2003 y por el término de vigencia de 
la exención, los activos vinculados a las actividades contempladas en 
los numerales 1, 2, 3, 6 y 9 del artículo 207-2 de este Estatuto, en los 
términos que establezca el reglamento”.

Artículo 12. Modifíanse los artículos 240 y 241 del Estatuto Tribu-
tario, los cuales quedan así: 

“Artículo 240. Tarifa para sociedades nacionales y extranjeras. 
La tarifa única sobre la renta gravable de las sociedades anónimas, de 
las sociedades limitadas y de los demás entes asimilados a unas y otras, 
de conformidad con las normas pertinentes, incluidas las sociedades y 
otras entidades extranjeras de cualquier naturaleza, es del treinta y tres 
por ciento (33%).

Parágrafo. Las referencias a la tarifa del treinta y cinco por ciento 
(35%) contenidas en este Estatuto, deben entenderse modificadas de 
acuerdo con las tarifas previstas en este artículo. 

Parágrafo transitorio. Por el año gravable 2007 la tarifa a que se re-
fiere el presente artículo será del treinta y cuatro por ciento (34%)”.

“Artículo 241. Tarifa para personas naturales y extranjeras re-
sidentes y asignaciones y donaciones modales. El impuesto corres-
pondiente a la renta gravable de las personas naturales colombianas, 
de las sucesiones de causantes colombianos, de las personas naturales 
extranjeras residentes en el país, de las sucesiones de causantes extran-
jeros residentes en el país y de los bienes destinados a fines especiales, 
en virtud de donaciones o asignaciones modales, es determinado en la 
tabla que contiene el presente artículo.

Tabla de Impuesto sobre la Renta y Complementarios

Rangos en UVT
Tarifa 

marginal
% Impuesto

Desde Hasta
>0

>1.090

>1.700

>4.100

1.090
1.700

4.100

En adelante

  0
19

28

33

0
(Renta gravable o ganancia ocasional gravable 
expresada en UVT menos 1.090 UVT)*19%
(Renta gravable o ganancia ocasional  gravable 
expresada en UVT menos 1.700 UVT)*28% más 
116 UVT 
(Renta gravable o ganancia ocasional gravable 
expresada en UVT menos 4.100 UVT)*33% más 
788 UVT 

Parágrafo transitorio. Para el año gravable 2007, la tarifa a que se 
refiere el último rango de esta tabla será del treinta y cuatro por ciento 
(34%)”.

Artículo 13. Adiciónase el artículo 245 del Estatuto Tributario con 
el siguiente parágrafo: 

“Parágrafo 5°. A partir del año gravable 2007, la tarifa a que se refie-
re el inciso 1° de este artículo será del cero por ciento (0%)”.

Artículo 14. Adicióase el Estatuto Tributario con el siguiente ar-
tículo: 

“Artículo 249. Por inversión en acciones de sociedades agrope-
cuarias. Los contribuyentes que inviertan en acciones que se coticen 
en bolsa, en empresas exclusivamente agropecuarias, en las que la pro-
piedad accionaria esté altamente democratizada según lo establezca el 
reglamento, tendrán derecho a descontar el valor de la inversión reali-
zada, sin que exceda del uno por ciento (1%) de la renta líquida grava-
ble del año gravable en el cual se realice la inversión.

El descuento a que se refiere el presente artículo procederá siempre 
que el contribuyente mantenga la inversión por un término no inferior 
a dos (2) años”.

Artículo 15. Modifíase el artículo 254 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así: 

“Artículo 254. Por impuestos pagados en el exterior. Los contri-
buyentes nacionales que perciban rentas de fuente extranjera, sujetas al 
impuesto sobre la renta en el país de origen, tienen derecho a descontar 
del monto del impuesto colombiano de renta, el pagado en el extran-
jero sobre esas mismas rentas, siempre que el descuento no exceda del 
monto del impuesto que deba pagar el contribuyente en Colombia por 
esas mismas rentas.

Cuando se trate de dividendos o participaciones recibidos de socie-
dades domiciliadas en el exterior, tales dividendos o participaciones 
darán lugar a un descuento tributario en el impuesto de renta, equiva-
lente al resultado de multiplicar el monto de los dividendos o participa-
ciones, por la tarifa del impuesto de renta a la que se hayan sometido las 
utilidades que los generaron en cabeza de la sociedad emisora. Cuando 
los dividendos hayan sido gravados en el país de origen, el descuento 
se incrementará en el monto de tal gravamen. En ningún caso el des-
cuento a que se refiere este inciso, podrá exceder el monto del impuesto 
de renta generado en Colombia por tales dividendos”.

Artículo 16. Adiciónase el siguiente artículo:
“El Ministro de Minas y Energía fijará el precio de venta de las ex-

portaciones de minerales, cuando se trate de exportaciones que superen 
los cien millones de dólares (US$ 100.000.000) al año, teniendo en 
cuenta los precios en términos FOB en puerto colombiano que paguen 
los consumidores finales de estos minerales. 

Para tal efecto, el Ministro de Minas y Energía podrá solicitar a las 
empresas mineras, al exportador o a sus vinculados, las facturas de 
venta al consumidor final o una certificación de los auditores fiscales en 
las que consten los valores de estas transacciones. Se entiende por con-
sumidor final, el comprador que no sea vinculado económico o aquel 
comprador que adquiera embarques de minerales para ser reprocesados 
o fragmentados para su posterior venta a pequeños consumidores.

El Gobierno reglamentará el procedimiento mediante el cual se dará 
aplicación a lo dispuesto en este parágrafo y fijará un término de tran-
sición para que el mismo entre en vigencia” 

Artículo 17. Adiciónase el artículo 267 del Estatuto Tributario con 
el siguiente inciso:

“A partir del año gravable 2007, la determinación del valor patri-
monial de los activos no monetarios, incluidos los inmuebles, que 
hayan sido objeto de ajustes por inflación, se realizará con base en el 
costo ajustado de dichos activos a 31 de diciembre de 2006, salvo las 
normas especiales consagradas en los artículos siguientes”.

Artículo 18. Modifícase el Parágrafo del artículo 271-1 del Estatuto 
Tributario, el cual queda así:

“Parágrafo. Para fines de la determinación del impuesto sobre la 
renta y complementarios, los fiduciarios deberán expedir cada año, a 
cada uno de los beneficiarios de los fideicomisos a su cargo, un certifi-
cado indicando el valor de sus derechos, los rendimientos acumulados 
hasta el 31 de diciembre del respectivo ejercicio, aunque no hayan sido 
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liquidados en forma definitiva y los rendimientos del último ejercicio 
gravable. En caso de que las cifras incorporen ajustes por inflación de 
conformidad con las normas vigentes hasta el año gravable 2006, se 
deberán hacer las aclaraciones de rigor”. 

Artículo 19. Adiciónase un artículo al Estatuto Tributario, el cual 
queda así:

“Artículo 273. Revalorización del patrimonio. A partir del año 
gravable 2007 y para todos los efectos, el saldo de la cuenta de reva-
lorización del patrimonio registrado a 31 de diciembre de 2006, forma 
parte del patrimonio del contribuyente.

El valor reflejado en esta cuenta no podrá distribuirse como utilidad 
a los socios o accionistas, hasta tanto se liquide la empresa o se capita-
lice tal valor de conformidad con lo previsto en el artículo 36-3 de este 
Estatuto, en cuyo caso se distribuirá como un ingreso no gravado con 
el impuesto sobre la renta y complementarios”.

Artículo 20. Modifícase el artículo 277 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 277. Valor patrimonial de los inmuebles. Los contri-
buyentes obligados a llevar libros de contabilidad deben declarar los 
inmuebles por el costo fiscal, determinado de acuerdo con lo dispuesto 
en los Capítulos I y III del Título II del Libro I de este Estatuto y en el 
artículo 65 de la Ley 75 de 1986.

Los contribuyentes no obligados a llevar libros de contabilidad de-
ben declarar los inmuebles por el mayor valor entre el costo de adqui-
sición, el costo fiscal, el autoavalúo o el avalúo catastral actualizado al 
final del ejercicio, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 72 y 73 
de este Estatuto. Las construcciones o mejoras no incorporadas para 
efectos del avalúo o el costo fiscal del respectivo inmueble deben ser 
declaradas por separado.

Lo previsto en este artículo se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 90-2 de este Estatuto”.

Artículo 21. Modifícase el artículo 280 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 280. Reajuste fiscal a los activos patrimoniales. Los 
contribuyentes podrán ajustar anualmente el costo de los bienes que 
tengan el carácter de activos fijos en el mismo porcentaje en que se 
ajusta la Unidad de Valor Tributario, salvo para las personas naturales 
cuando hubieren optado por el ajuste previsto en el artículo 73 de este 
Estatuto”.

Artículo 22. Modifícase el artículo 281 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 281. Efectos del reajuste fiscal. El reajuste fiscal sobre 
los activos patrimoniales produce efecto para la determinación de:

– La renta en la enajenación de activos fijos.
– La ganancia ocasional obtenida en la enajenación de activos que 

hubieren hecho parte del activo fijo del contribuyente por un término 
de dos (2) años o más.

– La renta presuntiva.
– El patrimonio líquido”.
Artículo 23. Modifícase el artículo 383 del Estatuto Tributario, el 

cual queda así:
“Artículo 383. Tarifa. La retención en la fuente aplicable a los pa-

gos gravables, efectuados por las personas naturales o jurídicas, las 
sociedades de hecho, las comunidades organizadas y las sucesiones ilí-
quidas, originados en la relación laboral, o legal y reglamentaria, será 
la que resulte de aplicar a dichos pagos la siguiente tabla de retención 
en la fuente:

Tabla de Retención en la fuente para ingresos  
laborales gravados

Rangos en UVT
Tarifa 

marginal
% Impuesto

Desde Hasta
>0

>95

>150

>360

95

150

360

En adelante

0

19

28

33

0

(Ingreso laboral gravado expresado en UVT 
menos 95 UVT)*19%
(Ingreso laboral gravado expresado en UVT 
menos 150 UVT)*28% más 10 UVT 

(Ingreso laboral gravado expresado en UVT 
menos 360 UVT)*33% más 69 UVT

Parágrafo. Para efectos de la aplicación del Procedimiento 2 a que 
se refiere el artículo 386 de este Estatuto, el valor del impuesto en UVT 
determinado de conformidad con la tabla incluida en este artículo, se 
divide por el ingreso laboral total gravado convertido a UVT, con lo 
cual se obtiene la tarifa de retención aplicable al ingreso mensual.

Parágrafo transitorio. Para el año gravable 2007, la tarifa a que se 
refiere el último rango de esta tabla será del treinta y cuatro por ciento 
(34%)”.

Artículo 24. Modifícase el artículo 419 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 419. Para la aceptación de costos y deducciones por 
pagos al exterior se requiere acreditar la consignación del respecti-
vo impuesto retenido en la fuente. Sin perjuicio de los requisitos pre-
vistos en las normas vigentes para la aceptación de gastos efectuados 
en el exterior que tengan relación de causalidad con rentas de fuente 
dentro del país, el contribuyente debe conservar el comprobante de 
consignación de lo retenido a título de impuesto sobre la renta, si lo 
pagado o abonado en cuenta constituye para su beneficiario ingreso 
gravable en Colombia y cumplir las regulaciones previstas en el régi-
men cambiario vigente en Colombia”.

CAPITULO II
Impuesto al patrimonio

Artículo 25. Modifícase el artículo 292 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 292. Impuesto al patrimonio. Por los años gravables 
2007, 2008, 2009 y 2010, créase el impuesto al patrimonio a cargo de 
las personas jurídicas, naturales y sociedades de hecho, contribuyentes 
declarantes del impuesto sobre la renta. Para efectos de este gravamen, 
el concepto de riqueza es equivalente al total del patrimonio líquido 
del obligado.

Parágrafo. Los contribuyentes podrán imputar el impuesto al patri-
monio contra la cuenta de revalorización del patrimonio, sin afectar los 
resultados del ejercicio”.

Artículo 26. Modifícase el artículo 293 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 293. Hecho generador. El impuesto a que se refiere el 
artículo anterior se genera por la posesión de riqueza a 1º de enero del 
año 2007, cuyo valor sea igual o superior a tres mil millones de pesos 
($ 3.000.000.000)”.

Artículo 27. Modifícase el artículo 294 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 294. Causación. El impuesto al patrimonio se causa el 1º 
de enero de cada año, por los años 2007, 2008, 2009 y 2010”.

Artículo 28. Modifícase el artículo 295 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 295. Base gravable. La base imponible del impuesto al 
patrimonio está constituida por el valor del patrimonio líquido del con-
tribuyente poseído el 1º de enero del año 2007, determinado conforme 
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lo previsto en el Título II del Libro I de este Estatuto, excluyendo el 
valor patrimonial neto de las acciones o aportes poseídos en sociedades 
nacionales, así como los primeros doscientos veinte millones de pesos 
($220.000.000) del valor de la casa o apartamento de habitación”.

Artículo 29. Modifícase el artículo 296 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 296. Tarifa. La tarifa del impuesto al patrimonio es del 
uno punto dos (1.2%) por cada año, de la base gravable establecida de 
conformidad con el artículo anterior”.

Artículo 30. Modifícase el artículo 298 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 298. Declaración y pago. El impuesto al patrimonio de-
berá liquidarse en el formulario oficial que para el efecto prescriba la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales y presentarse con pago 
en los bancos y demás entidades autorizadas para recaudar ubicados 
en la jurisdicción de la Administración de Impuestos y Aduanas o de 
Impuestos Nacionales, que corresponda al domicilio del sujeto pasivo 
de este impuesto, dentro de los plazos que para tal efecto reglamente el 
Gobierno Nacional.

CAPITULO III
IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS

Artículo 31. Modifícase el artículo 424 del Estatuto Tributario en el 
siguiente sentido:

– Adiciónanse los siguientes bienes, los cuales quedan excluidos del 
impuesto sobre las ventas:

01.02 Animales vivos de la especie bovina, incluso los de 
género búfalo (excepto los toros de lidia)

01.03 Animales vivos de la especie porcina
01.04 Animales vivos de las especies ovina o caprina
01.05 Gallos, gallinas, patos, gansos, pavos (gallipavos) 

y pintadas, de las especies domésticas, vivos
01.06 Los demás animales vivos
03.01 Peces vivos, excepto los peces ornamentales de la 

posición 03.01.10.00.00.
04.04.90.00.00 Productos constituidos por los componentes natu- 

rales de la leche.
Los computadores personales de escritorio o portátiles, cuyo valor 

no exceda de ochenta y dos (82) UVT”.
Artículo 32. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente ar-

tículo:
“Artículo 462-1. Servicios gravados a la tarifa del 1.6%. En los 

servicios de aseo, en los de vigilancia autorizados por la Superinten-
dencia de Vigilancia Privada, en los de empleo temporal prestados por 
empresas autorizadas por el Ministerio de la Protección Social y en los 
prestados por las cooperativas y precooperativas de trabajo asociado 
en cuanto a mano de obra se refiere, vigiladas por la Superintendencia 
de Economía Solidaria o quien haga sus veces, a las cuales se les haya 
expedido resolución de registro por parte del Ministerio de la Protec-
ción Social, de los regímenes de trabajo asociado, compensaciones y 
seguridad social, la tarifa será del 1.6%.

Para tener derecho a este beneficio el contribuyente deberá haber 
cumplido con todas las obligaciones laborales, o de compensaciones 
si se trata de cooperativas y precooperativas de trabajo asociado y las 
atinentes a la seguridad social”.

Artículo 33. Modifícase el artículo 468-1 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 468-1. Bienes gravados con la tarifa del diez por ciento 
(10%). A partir del 1º de enero de 2007, los siguientes bienes quedan 
gravados con la tarifa del diez por ciento (10%):

09.01 Café tostado o descafeinado; cáscara y cascarilla 
de café; sucedáneos de café que contengan café en 
cualquier proporción, incluido el café soluble.

10.01 Trigo y morcajo (tranquillón)
10.05 Maíz para uso industrial
10.06 Arroz para uso industrial
11.01 Harina de trigo o de morcajo (tranquillón)
11.02 Las demás harinas de cereales
12.09.99.90.00 Semillas para caña de azúcar
16.01 Embutidos y productos similares, de carne, de 

despojos o de sangre, preparaciones alimenticias a 
base de estos productos

16.02 Las demás preparaciones y conservas de carne, de 
despojos o de sangre

17.01 Azúcar de caña o remolacha
17.02.30.20.00 Jarabes de glucosa
17.02.30.90.00 Las demás
17.02.40.20.00 Jarabes de glucosa
17.02.60.00.00 Las demás fructosas y jarabes de fructosa, con un 

contenido de fructosa, en estado seco, superior al 
50% en peso

17.03 Melazas de la extracción o del refinado del azúcar
18.03 Cacao en masa o en panes (pasta de cacao), incluso 

desgrasado
18.05 Cacao en polvo, sin azucarar
18.06 Chocolate y demás preparaciones alimenticias 

que contengan cacao, excepto gomas de mascar, 
bombones, confites, caramelos y chocolatinas

19.02.11.00.00 Pastas alimenticias sin cocer, rellenar ni preparar de 
otra forma, que contengan huevo

19.02.19.00.00 Las demás
19.05 Productos de panadería, pastelería o galletería, 

incluso con adición de cacao, excepto el pan.
52.01 Fibras de algodón”

Artículo 34. Modifícase el artículo 468-3 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 468-3. Servicios gravados con la tarifa del diez por 
ciento (10%). A partir del 1º de enero de 2007, los siguientes servicios 
quedan gravados con la tarifa del diez por ciento (10%):

1. Los planes de medicina prepagada y complementarios, las pólizas 
de seguros de cirugía y hospitalización, pólizas de seguros de servicios 
de salud y en general los planes adicionales, conforme con las normas 
vigentes.

2. Los servicios de clubes sociales o deportivos de trabajadores y de 
pensionados.

3. El servicio de alojamiento prestado por establecimientos hotele-
ros o de hospedaje.

4. Las comisiones percibidas por la colocación de los planes de sa-
lud del sistema de medicina prepagada, expedidos por las entidades 
autorizadas legalmente por la Superintendencia Nacional de Salud.

5. El almacenamiento de productos agrícolas por almacenes genera-
les de depósito y las comisiones directamente relacionadas con nego-
ciaciones de productos de origen agropecuario que se realicen a través 
de bolsas de productos agropecuarios legalmente constituidas. 

Parágrafo. Cuando en un establecimiento de comercio se lleven a 
cabo actividades mixtas de restaurante, cafetería, panadería, pastelería 
y/o galletería, se entenderá que la venta se hace como servicio de res-
taurante gravado a la tarifa general”.

Artículo 35. Modifíquese el numeral 3, adiciónese un numeral y 
modifíquese el segundo inciso del artículo 469 del Estatuto Tributario, 
los cuales quedan así:

3. Los vehículos para el transporte de mercancía de la partida 
87.04.
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6. Los aerodinos de enseñanza hasta de dos plazas y los de servicio 
público.

Así mismo, la tarifa general del impuesto sobre las ventas se aplica-
rá a las motos y motocicletas con motor hasta de 185 c.c., a los chasises 
cabinados y a las carrocerías de las partidas 87.06 y 87.07, siempre y 
cuando unos y otras se destinen a los vehículos automóviles de los nu-
merales señalados en este artículo”.

Artículo 36. Modifíquese el artículo 471 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así: 

“Artículo 471. Tarifas para otros vehículos, naves y aeronaves. 
A partir del 1º de enero de 2007, fijanse las siguientes tarifas para la 
importación y la venta efectuada por el importador, el productor o el 
comercializador, o cuando fueren el resultado del servicio de que trata 
el artículo 476, de los bienes relacionados a continuación:

1. Tarifa del veinte por ciento (20%):
a) Los camperos de la partida 87.03 cuyo valor FOB o el equiva-

lente del valor FOB, según el caso, sea inferior a treinta mil dólares 
de Norteamérica (US $30,000), así como sus chasises y carrocerías, 
incluidas las cabinas.

b) Los barcos de recreo y de deporte de la partida 89.03, fabricados 
o ensamblados en el país.

2. Tarifa del veinticinco por ciento (25%):
a) Los vehículos automotores de la partida 87.03 del arancel de 

aduanas, cuyo valor FOB o el equivalente del valor FOB, según sea el 
caso, sea inferior a treinta mil dólares de Norteamérica (US$30.000), 
así como sus chasises y carrocerías, incluidas las cabinas, excepto los 
camperos;

b) Las motocicletas y motos, con motor superior a 185 c.c.
3. Tarifa del treinta y cinco por ciento (35%): 
a) Los vehículos automotores incluidos los camperos de la partida 

87.03 del arancel de aduanas, y las Pick- Up, cuyo valor FOB o el 
equivalente del valor FOB, según el caso, sea igual ó superior a treinta 
mil dólares de Norteamérica (US $30,000), así como sus chasises y 
carrocerías, incluidas las cabinas;

b) Los aerodinos privados;
c) Barcos de recreo y de deporte de la partida 89.03, importados”.
Artículo 37. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente ar-

tículo:
“Artículo 470. Servicio gravado con la tarifa del veinte por cien-

to (20%). A partir del 1º de enero de 2007, el servicio de telefonía 
móvil está gravado con la tarifa del 20%.

El incremento del 4% a que se refiere este artículo será destinado a 
inversión social y se distribuirá así:

– Un 75% para el plan sectorial de fomento, promoción y desarrollo 
del deporte, y la recreación, escenarios deportivos incluidos los acce-
sos en las zonas de influencia de los mismos, así como para la atención 
de los juegos deportivos nacionales y los juegos paralímpicos naciona-
les, los compromisos del ciclo olímpico y paralímpico que adquiera la 
Nación y la preparación y participación de los deportistas en todos los 
juegos mencionados y los del calendario único nacional. 

– El 25% restante será girado al Distrito Capital y a los departamen-
tos, para que mediante convenio con los municipios y/o distritos que 
presenten proyectos que sean debidamente viabilizados, se destine a 
programas de fomento y desarrollo deportivo e infraestructura, aten-
diendo los criterios del sistema general de participación establecido en 
la Ley 715 de 2001 y también, el fomento, promoción y desarrollo de la 
cultura y la actividad artística colombiana. Los municipios y/o distritos 
cuyas actividades culturales y artísticas hayan recibido reconocimien-
tos a través de premios o celebraciones de parte de la Organización de 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, UNESCO, 

tendrán derecho a que del porcentaje asignado se destine el cincuenta 
por ciento (50%) para la promoción y fomento de estas actividades.

Parágrafo. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público o la Direc-
ción de Impuestos y Aduanas Nacionales, deberán informar anualmen-
te a las comisiones económicas del Congreso de la República, el valor 
recaudado por este tributo y la destinación de los mismos”. 

Artículo 38. Adiciónase el artículo 476 del Estatuto Tributario con 
los siguientes numerales:

“7. Los servicios de corretaje de reaseguros.
9. La comercialización de animales vivos y el servicio de faena-

miento”.
10. Los servicios de promoción y fomento deportivo prestados por 

los clubes deportivos definidos en el artículo 2° del Decreto-ley 1228 
de 1995”.

Artículo 39. Modifícase el numeral 1 del artículo 499 del Estatuto 
Tributario, el cual queda así:

“1. Que en el año anterior hubieren obtenido ingresos brutos totales 
provenientes de la actividad inferiores a cuatro mil (4.000) UVT”.

CAPITULO IV
Gravamen a los movimientos financieros

Artículo 40. Adiciónase el artículo 871 del Estatuto Tributario con 
el siguiente parágrafo:

“Parágrafo 2°. El movimiento contable y el abono en cuenta co-
rriente o de ahorros que se realice en las operaciones cambiarias se 
considera una sola operación hasta el pago al titular de la operación de 
cambio, para lo cual los intermediarios cambiarios deberán identificar 
la cuenta corriente o de ahorros mediante la cual dispongan de los re-
cursos. El gravamen a los movimientos financieros se causa a cargo del 
beneficiario de la operación cambiaria cuando el pago sea en efectivo, 
en cheque al que no se le haya puesto la restricción de “para consignar 
en cuenta corriente o de ahorros del primer beneficiario”, o cuando el 
beneficiario de la operación cambiaria disponga de los recursos me-
diante mecanismos tales como débito a cuenta corriente, de ahorros o 
contable”.

Artículo 41. Modifícase el artículo 872 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 872. Tarifa del Gravamen a los Movimientos Finan-
cieros. La tarifa del gravamen a los movimientos financieros será del 
cuatro por mil (4 x 1000)”.

Artículo 42. Modifícanse el inciso 1° del numeral 1, los numerales 
5, 7, 11 y 14 y adiciónase un numeral y un parágrafo al artículo 879 
del Estatuto Tributario, los cuales quedan así: 

“1. Los retiros efectuados de las cuentas de ahorro abiertas en enti-
dades financieras y/o cooperativas de naturaleza financiera o de ahorro 
y crédito vigiladas por las Superintendencias Financiera o de Econo-
mía Solidaria respectivamente, que no excedan mensualmente de tres-
cientas cincuenta (350) UVT, para lo cual el titular de la cuenta deberá 
indicar por escrito ante el respectivo establecimiento de crédito o coo-
perativa financiera, que dicha cuenta será la única beneficiada con la 
exención.

5. Los créditos interbancarios y la disposición de recursos origi-
nadas en las operaciones de reporto y operaciones simultáneas y de 
transferencia temporal de valores sobre títulos materializados o desma-
terializados, realizados exclusivamente entre entidades vigiladas por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, entre estas e intermediarios 
de valores inscritos en el Registro Nacional de agentes de mercado de 
valores o entre dichas entidades vigiladas y la Tesorería General de la 
Nación y las tesorerías de las entidades públicas.

7. La compensación y liquidación que se realice a través de sistemas 
de compensación y liquidación administradas por entidades autoriza-
das para tal fin respecto a operaciones que se realicen en el mercado de 
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valores, derivados, divisas o en las bolsas de productos agropecuarios 
o de otros comodities, incluidas las garantías entregadas por cuenta de 
participantes y los pagos correspondientes a la administración de valo-
res en los depósitos centralizados de valores.

11. Los desembolsos de crédito mediante abono a la cuenta o me-
diante expedición de cheques que realicen los establecimientos de cré-
dito, las cooperativas con actividad financiera o las cooperativas de 
ahorro y crédito vigiladas por las Superintendencias Financiera o de 
Economía Solidaria respectivamente.

14. Los traslados que se realicen entre cuentas corrientes y/o de aho-
rros abiertos en un mismo establecimiento de crédito, cooperativa con 
actividad financiera o cooperativa de ahorro y crédito vigiladas por las 
Superintendencias Financiera o de Economía Solidaria respectivamen-
te a nombre de un mismo y único titular.

Esta exención se aplicará también cuando el traslado se realice entre 
cuentas de ahorro colectivo y cuentas corrientes o de ahorros que perte-
nezcan a un mismo y único titular, siempre y cuando estén abiertas en 
el mismo establecimiento de crédito.

Los retiros efectuados de cuentas de ahorro especial que los pensio-
nados abran para depositar el valor de sus mesadas pensionales y hasta 
el monto de las mismas, cuando estas sean equivalentes a cuarenta y 
un (41) Unidades de Valor Tributario, UVT, o menos, están exentos 
del Gravamen a los Movimientos Financieros. Los pensionados podrán 
abrir y marcar otra cuenta en el mismo establecimiento de crédito para 
gozar de la exención a que se refiere el numeral 1 de este artículo.

18. Los retiros que realicen las asociaciones de hogares comunita-
rios autorizadas por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, de 
los recursos asignados por esta entidad.

Parágrafo 3°. Los contribuyentes beneficiarios de los contratos de 
estabilidad tributaria que regulaba el artículo 240-1 de este Estatuto, 
están excluidos del Gravamen a los Movimientos Financieros durante 
la vigencia del contrato, por las operaciones propias como sujeto pasi-
vo del tributo, para lo cual el representante legal deberá identificar las 
cuentas corrientes o de ahorros en las cuales maneje los recursos de 
manera exclusiva.

Cuando el contribuyente beneficiario del contrato de estabilidad tri-
butaria sea agente retenedor del Gravamen a los Movimientos Finan-
cieros, deberá cumplir con todas las obligaciones legales derivadas de 
esta condición, por las operaciones que realicen los usuarios o cuando, 
en desarrollo de sus actividades deba realizar transacciones en las cua-
les el resultado sea la extinción de obligaciones de su cliente”.

CAPITULO V
Normas de procedimiento

Artículo 43. Modifícase el artículo 559 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 559. Presentación de escritos y recursos. Las peticio-
nes, recursos y demás escritos que deban presentarse ante la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales, podrán realizarse personalmente 
o en forma electrónica. 

1. Presentación personal
Los escritos del contribuyente deberán presentarse en la adminis-

tración a la cual se dirijan, personalmente o por interpuesta persona, 
con exhibición del documento de identidad del signatario y en caso de 
apoderado especial, de la correspondiente tarjeta profesional. 

El signatario que esté en lugar distinto podrá presentarlos ante cual-
quier autoridad local quien dejará constancia de su presentación per-
sonal.

Los términos para la administración que sea competente comenza-
rán a correr a partir del día siguiente a la fecha de su recibo.

2. Presentación electrónica
Para todos los efectos legales la presentación se entenderá surtida 

en el momento en que se produzca el acuse de recibo en la dirección 

o sitio electrónico asignado por la DIAN. Dicho acuse consiste en el 
registro electrónico de la fecha y hora en que tenga lugar la recepción 
en la dirección electrónica. La hora de la notificación electrónica será 
la correspondiente a la oficial colombiana.

Para efectos de la actuación de la Administración, los términos se 
computarán a partir del día hábil siguiente a su recibo. 

Cuando por razones técnicas la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales no pueda acceder al contenido del escrito, dejará constan-
cia de ello e informará al interesado para que presente la solicitud en 
medio físico, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a dicha 
comunicación. En este caso, el escrito, petición o recurso se entende-
rá presentado en la fecha del primer envío electrónico y para la Ad-
ministración los términos comenzarán a correr a partir de la fecha de 
recepción de los documentos físicos. Cuando sea necesario el envío 
de anexos y documentos que por su naturaleza y efectos no sea posi-
ble enviar electrónicamente, deberán remitirse en la misma fecha por 
correo certificado o allegarse a la oficina competente, siempre que se 
encuentre dentro de los términos para la respectiva actuación. 

Los mecanismos técnicos y de seguridad que se requieran para la 
presentación en medio electrónico serán determinados mediante reso-
lución por el Director de Impuestos y Aduanas Nacionales.

Para efectos de la presentación de escritos contentivos de recursos, 
respuestas a requerimientos y pliegos de cargos, solicitudes de devolu-
ción, derechos de petición y todos aquellos que requieran presentación 
personal, se entiende cumplida dicha formalidad con la presentación en 
forma electrónica, con firma digital”.

Artículo 44. Modifícase el artículo 560 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 560. Competencia para el ejercicio de las funciones. 
Son competentes para proferir las actuaciones de la administración tri-
butaria los funcionarios y dependencias de la misma, de acuerdo con 
la estructura funcional que se establezca en ejercicio de las facultades 
previstas en el numeral 16 del artículo 189 de la Constitución Política.

Así mismo, los funcionarios competentes del nivel ejecutivo, podrán 
delegar las funciones que la Ley les asigne en los funcionarios del nivel 
ejecutivo o profesional de las dependencias bajo su responsabilidad, 
mediante resolución que será aprobada por el superior del mismo. En 
el caso del Director General de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales, esta resolución no requerirá tal aprobación.

Tratándose de fallos de los recursos de reconsideración contra los 
diversos actos de determinación de impuestos y que imponen sancio-
nes, y en general, los demás recursos cuya competencia no esté otorga-
da a determinado funcionario o dependencia, la competencia funcional 
de discusión corresponde:

1. Cuando la cuantía del acto objeto del recurso, incluidas las san-
ciones impuestas, sea inferior a setecientas cincuenta (750) UVT, serán 
competentes para fallar los recursos de reconsideración, los funciona-
rios y dependencias de la Administración de Impuestos, de Aduanas o 
de Impuestos y Aduanas Nacionales que profirió el acto recurrido, de 
acuerdo con la estructura funcional que se establezca.

2. Cuando la cuantía del acto objeto del recurso, incluidas las san-
ciones impuestas, sea igual o superior a setecientas cincuenta (750) 
UVT, pero inferior a cinco mil (5.000) UVT, serán competentes para 
fallar los recursos de reconsideración, los funcionarios y dependen-
cias de la Administración de Impuestos, de Aduanas o de Impuestos y 
Aduanas Nacionales de la capital del Departamento en el que esté ubi-
cada la Administración que profirió el acto recurrido, de acuerdo con la 
estructura funcional que se establezca.

3. Cuando la cuantía del acto objeto del recurso, incluidas las san-
ciones impuestas, sea igual o superior a cinco mil (5.000) UVT, serán 
competentes para fallar los recursos de reconsideración, los funciona-
rios y dependencias del Nivel Central de la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales, de acuerdo con la estructura funcional que se 
establezca.
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Lo anterior aplica igualmente en el caso de la revocatoria directa 
contra los actos de determinación de impuestos y que imponen sancio-
nes, cuya competencia no esté otorgada a determinado funcionario o 
dependencia.

Para efectos de lo previsto en los numerales 1, 2 y 3 del presente 
artículo, se entiende que la cuantía del acto objeto del recurso com-
prende los mayores valores determinados por concepto de impuestos 
y sanciones.

Cuando se trate de actos sin cuantía, serán competentes para fallar 
los recursos de reconsideración los funcionarios y dependencias de la 
Administración de Impuestos, de Aduanas o de Impuestos y Aduanas 
nacionales que profirió el acto recurrido, de acuerdo con la estructura 
funcional que se establezca.

Los recursos de reconsideración que sean confirmados o denegados 
deberán ser proferidos mediante resoluciones motivadas. Para efectos 
de lo previsto en los numerales 1, 2 y 3 del presente artículo, serán 
competentes para conocer los recursos de reconsideración en segunda 
instancia, los funcionarios y dependencias de la Administración de Im-
puestos y Aduanas Nacionales que de acuerdo con la estructura funcio-
nal sean superiores jerárquicamente a aquella que profirió el fallo.

Parágrafo. Cuando se trate del fallo de los recursos a que se refiere 
el numeral 3, previamente a la adopción de la decisión y cuando así lo 
haya solicitado el contribuyente, el expediente se someterá a la revisión 
del Comité Técnico que estará integrado por el Ministro de Hacienda 
y Crédito Público o su delegado, el Director General de Impuestos y 
Aduanas Nacionales o su delegado, el Jefe de la Oficina Jurídica o su 
delegado y los abogados ponente y revisor del proyecto de fallo.

Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo se aplica-
rá una vez se expida por el Gobierno Nacional el decreto de estructura 
funcional de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. Hasta 
tanto se produzca dicho decreto, continuarán vigentes las competen-
cias establecidas conforme con la estructura actual”. 

 Artículo 45. Modifícase el artículo 565 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 565. Formas de notificación de las actuaciones de la 
administración tributaria. Los requerimientos, autos que ordenen 
inspecciones o verificaciones tributarias, emplazamientos, citaciones, 
resoluciones en que se impongan sanciones, liquidaciones oficiales y 
demás actuaciones administrativas, deben notificarse de manera elec-
trónica, personalmente o a través de la red oficial de correos o de cual-
quier servicio de mensajería especializada debidamente autorizada por 
la autoridad competente. 

Las providencias que decidan recursos se notificarán personalmen-
te, o por edicto si el contribuyente, responsable, agente retenedor o 
declarante, no compareciere dentro del término de los diez (10) días 
siguientes, contados a partir de la fecha de introducción al correo del 
aviso de citación. En este evento también procede la notificación elec-
trónica.

Parágrafo 1°. La notificación por correo de las actuaciones de la ad-
ministración, en materia tributaria, aduanera o cambiaria se practicará 
mediante entrega de una copia del acto correspondiente en la última di-
rección informada por el contribuyente, responsable, agente retenedor 
o declarante en el Registro Unico Tributario, RUT. En estos eventos 
también procederá la notificación electrónica. 

Cuando el contribuyente, responsable, agente retenedor o declaran-
te, no hubiere informado una dirección a la administración tributaria, 
la actuación administrativa correspondiente se podrá notificar a la que 
establezca la administración mediante verificación directa o mediante 
la utilización de guías telefónicas, directorios y en general de informa-
ción oficial, comercial o bancaria. Cuando no haya sido posible esta-
blecer la dirección del contribuyente, responsable, agente retenedor o 
declarante, por ninguno de los medios señalados, los actos de la admi-
nistración le serán notificados por medio de publicación en un periódi-
co de circulación nacional.

Cuando la notificación se efectúe a una dirección distinta a la infor-
mada en el Registro Unico Tributario,  RUT, habrá lugar a corregir el 
error dentro del término previsto para la notificación del acto.

Parágrafo 2°. Cuando durante los procesos que se adelanten ante la 
administración tributaria, el contribuyente, responsable, agente retene-
dor o declarante, actúe a través de apoderado, la notificación se surtirá 
a la última dirección que dicho apoderado tenga registrada en el Regis-
tro Unico Tributario,  RUT.

Parágrafo 3°. Las actuaciones y notificaciones que se realicen a tra-
vés de los servicios informáticos electrónicos de la Dirección de Im-
puestos y Aduanas Nacionales como certificadora digital cerrada serán 
gratuitos, en los términos de la Ley 527 de 1999 y sus disposiciones 
reglamentarias”.

Artículo 46. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente ar-
tículo:

“Artículo 566-1. Notificación electrónica. Es la forma de notifi-
cación que se surte de manera electrónica a través de la cual la Di-
rección de Impuestos y Aduanas Nacionales pone en conocimiento de 
los administrados los actos administrativos producidos por ese mismo 
medio. 

La notificación aquí prevista se realizará a la dirección electrónica 
o sitio electrónico que asigne la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales a los contribuyentes, responsables, agentes retenedores o 
declarantes, que opten de manera preferente por esta forma de notifica-
ción, con las condiciones técnicas que establezca el reglamento.

Para todos los efectos legales, la notificación electrónica se enten-
derá surtida en el momento en que se produzca el acuse de recibo en 
la dirección o sitio electrónico asignado por la Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales. Dicho acuse consiste en el registro electrónico 
de la fecha y hora en la que tenga lugar la recepción en la dirección o 
sitio electrónico. La hora de la notificación electrónica será la corres-
pondiente a la hora oficial colombiana.

Para todos los efectos legales los términos se computarán a partir 
del día hábil siguiente a aquél en que quede notificado el acto de con-
formidad con la presente disposición. 

Cuando la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales por razo-
nes técnicas no pueda efectuar la notificación de las actuaciones a la 
dirección o sitio electrónico asignado al interesado, podrá realizarla a 
través de las demás formas de notificación previstas en este Estatuto, 
según el tipo de acto de que se trate. 

Cuando el interesado en un término no mayor a tres (3) días hábiles 
contados desde la fecha del acuse de recibo electrónico, informe a la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales por medio electrónico, 
la imposibilidad de acceder al contenido del mensaje de datos por razo-
nes inherentes al mismo mensaje, la administración previa evaluación 
del hecho, procederá a efectuar la notificación a través de las demás 
formas de notificación previstas en este Estatuto, según el tipo de acto 
de que se trate. En estos casos, la notificación se entenderá surtida para 
efectos de los términos de la Administración, en la fecha del primer 
acuse de recibo electrónico y para el contribuyente, el término para 
responder o impugnar se contará desde la fecha en que se realice la 
notificación de manera efectiva. 

El procedimiento previsto en este artículo será aplicable a la noti-
ficación de los actos administrativos que decidan recursos y a las ac-
tuaciones que en materia de Aduanas y de Control de Cambios deban 
notificarse por correo o personalmente.

El Gobierno Nacional señalará la fecha a partir de la cual será apli-
cable esta forma de notificación”.

Artículo 47. Modifícase el artículo 568 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 568. Notificaciones devueltas por el correo. Las actua-
ciones de la administración enviadas por correo, que por cualquier ra-
zón sean devueltas, serán notificadas mediante aviso en un periódico 
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de circulación nacional o de circulación regional del lugar que corres-
ponda a la última dirección informada en el RUT; la notificación se 
entenderá surtida para efectos de los términos de la administración, en 
la primera fecha de introducción al correo, pero para el contribuyente, 
el término para responder o impugnar se contará desde el día hábil si-
guiente, a la publicación del aviso o de la corrección de la notificación. 
Lo anterior no se aplicará cuando la devolución se produzca por notifi-
cación a una dirección distinta a la informada en el RUT, en cuyo caso 
se deberá notificar a la dirección correcta dentro del término legal”. 

Artículo 48. Adiciónase el artículo 579-2 del Estatuto Tributario con 
el siguiente parágrafo:

“Parágrafo. Las universidades públicas colombianas proveerán los 
servicios de páginas web integradoras desarrollados y administrados 
por las mismas, para facilitar el pago electrónico de obligaciones exigi-
bles por las Entidades Públicas a los usuarios responsables de: impues-
tos, tasas, contribuciones, multas y todos los conceptos que puedan ser 
generadores de mora en el pago. El servicio lo pagará el usuario.

 Para prestar estos servicios las universidades deben poseer certifi-
cación de calidad internacional mínimo ISO 9001:2000 en desarrollo 
de software y que adicionalmente tengan calificación de riesgo en so-
lidez y estabilidad financiera expedidas por certificadoras avaladas por 
la Superintendencia Financiera con calificación igual o superior a A+.

Este acceso deberá realizarse mediante protocolo de comunicacio-
nes desarrollado y publicado por el Gobierno Nacional en período no 
superior a seis (6) meses que permita estandarizar la transmisión de la 
información entre los entes generadores y las Universidades Públicas. 
Las Entidades Públicas tendrán un término máximo de un (1) año 
para adoptar e implementar el protocolo mencionado”.

Artículo 49. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artí-
culo:

“Artículo 658-3. Sanciones relativas al incumplimiento en la 
obligación de inscribirse en el RUT y obtención del NIT.

1. Sanción por no inscribirse en el Registro Unico Tributario,  
RUT, antes del inicio de la actividad, por parte de quien esté obligado 
a hacerlo.

Se impondrá la clausura del establecimiento, sede, local, negocio u 
oficina, por el término de un (1) día por cada mes o fracción de mes de 
retraso en la inscripción, o una multa equivalente a una (1) UVT por 
cada día de retraso en la inscripción, para quienes no tengan estableci-
miento, sede, local, negocio u oficina. 

2. Sanción por no exhibir en lugar visible al público la certificación 
de la inscripción en el Registro Unico Tributario, RUT, por parte del 
responsable del régimen simplificado del IVA. 

Se impondrá la clausura del establecimiento, sede, local, negocio u 
oficina, por el término de tres (3) días.

3. Sanción por no actualizar la información dentro del mes siguien-
te al hecho que genera la actualización, por parte de las personas o 
entidades inscritas en el Registro Unico Tributario, RUT. 

Se impondrá una multa equivalente a una (1) UVT por cada día de 
retraso en la actualización de la información. Cuando la desactualiza-
ción del RUT se refiera a la dirección o a la actividad económica del 
obligado, la sanción será de dos (2) UVT por cada día de retraso en la 
actualización de la información.

4. Sanción por informar datos falsos, incompletos o equivocados, 
por parte del inscrito o del obligado a inscribirse en el Registro Unico 
Tributario, RUT. 

Se impondrá una multa equivalente a cien (100) UVT”.
Artículo 50. Modifícase el artículo 868 del Estatuto Tributario, el 

cual queda así:
“Artículo 868. Unidad de Valor Tributario (UVT). Con el fin de 

unificar y facilitar el cumplimiento de las obligaciones tributarias se 
crea la unidad de valor tributario (UVT). La UVT es la medida de valor 
que permite ajustar los valores contenidos en las disposiciones relati-
vas a los impuestos y obligaciones administrados por la Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales.

El valor de la unidad de valor tributario se reajustará anualmente en la 
variación del índice de precios al consumidor para ingresos medios, cer-
tificado por el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, en 
el período comprendido entre el primero (1°) de octubre del año anterior 
al gravable y la misma fecha del año inmediatamente anterior a este. 

De acuerdo con lo previsto en el presente artículo, el Director Gene-
ral de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales publicará me-
diante Resolución antes del primero (1°) de enero de cada año, el valor 
de la UVT aplicable para el año gravable siguiente. Si no lo publicare 
oportunamente, el contribuyente aplicará el aumento autorizado. 

El valor en pesos de la UVT será de veinte mil pesos ($20.000) (Va-
lor año base 2006). 

Todas las cifras y valores absolutos aplicables a impuestos, sancio-
nes y en general a los asuntos previstos en las disposiciones tributarias 
se expresarán en UVT. 

Cuando las normas tributarias expresadas en UVT se conviertan en 
valores absolutos, se empleará el procedimiento de aproximaciones 
que se señala a continuación, a fin de obtener cifras enteras y de fácil 
operación:

a) Se prescindirá de las fracciones de peso, tomando el número entero 
más próximo cuando el resultado sea de cien pesos ($ 100) o menos;

b) Se aproximará al múltiplo de cien más cercano, si el resultado 
estuviere entre cien pesos ($ 100) y diez mil pesos ($10.000);

c) Se aproximará al múltiplo de mil más cercano, cuando el resulta-
do fuere superior a diez mil pesos ($10.000)”.

Artículo 51. Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente ar-
tículo:

“Artículo 868-1. Valores absolutos reexpresados en Unidades de 
Valor Tributario, UVT. Los valores absolutos contenidos tanto en las 
normas relativas a los impuestos sobre la renta y complementarios, 
IVA, timbre nacional, patrimonio, gravamen a los movimientos finan-
cieros, procedimiento y sanciones, convertidos a Unidades de Valor 
Tributario, UVT, son los siguientes:

Número Norma SMLV Valor en pesos Número de UVT
1 ART.108-1 PARÁGRAFO E.T. 30 12.240.000 610
2 ART. 108-3 E.T. 2,5 1.020.000 51
3 ART. 206  NUMERAL 5 E.T. DOS VALORES IGUALES 50 20.400.000 1.000

ART. 260-4 E.T.
4       PRIMER VALOR 5.000 2.040.000.000 100.000
5       SEGUNDO VALOR 3.000 1.224.000.000 61.000

ART. 260-8 E.T.
6       PRIMER VALOR 5.000 2.040.000.000 100.000
7       SEGUNDO VALOR 3.000 1.224.000.000 61.000
8 ART. 306-1 E.T. 20 8.160.000 410

ART. 387-1 E.T.
9       PRIMER VALOR 15 6.120.000 310

10       SEGUNDO VALOR 2 816.000 41
ART. 420 LITERAL d) E.T.

11       PRIMER VALOR 1 408.000 20
12       SEGUNDO VALOR 14 5.712.000 290

ART. 640-1 E.T.
13       PRIMER VALOR 200 81.600.000 4.100
14       RANGO 20 - 100 8.160.000 - 40.800.000 410 - 2.000
15 ART. 658-1 E.T. 200 81.600.000 4.100
16 ART. 689-1 PARÁGRAFO 2 E.T. 2 816.000 41
17 ART. 850 PARÁGRAFO 2 E.T. 135 55.080.000 2.800

LEY 98 DE 1993 
18       ART. 28 60 24.480.000 1.200
19       ART. 30 500 204.000.000 10.000

LEY 100 DE 1993
20       ART. 135 NUMERAL 5 (MODIFICADO LEY 223 DE 1995) 50 20.400.000 1.000

DECRETO 328 DE 1995
21       ART. 2 NIVEL NACIONAL 120 48.960.000 2.400

DECRETO 1595 DE 1995
22      ART. 4 PARÁGRAFO 1 0,5 204.000 10

DECRETO REGLAMENTARIO 900 DE 1997
23      ART. 7 7 2.856.000 140

DECRETO REGLAMENTARIO 1345 DE 1999
24       ART. 1 PARÁGRAFO 2 DOS VALORES IGUALES 2 816.000 41

LEY 599 DE 2000
25       ART. 313 50.000 20.400.000.000 1.020.000
26       ART. 320 PRIMER VALOR 50 20.400.000 1.000
27       ART. 320 RANGO 200 - 50.000 81.600.000 - 20.400.000.000 4.100 - 1.020.000
28       ART. 320- 1 300 - 1.500 122.400.000 - 612.000.000 6.100 - 31.000
29       ART. 402 50.000 20.400.000.000 1.020.000

AJUSTE DE CIFRAS EXPRESADAS EN SALARIOS MÍNIMOS
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Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
41 ART.588 PARÁGRAFO 2 E.T. 26.067.000 1.300

ART.592 E.T.
42       NUMERAL 1 PRIMER VALOR 27.870.000 1.400
43       NUMERAL 1 SEGUNDO VALOR 89.183.000 4.500

ART.593 E.T.
44       NUMERAL 1 89.183.000 4.500
45       NUMERAL 3 66.888.000 3.300

ART.594-1 E.T.
46       PRIMER VALOR 66.888.000 3.300
47       SEGUNDO VALOR 89.183.000 4.500

ART.594-3 E.T.
48       LITERALES a) y b) 55.740.000 2.800
49       LITERAL c) 89.183.000 4.500
50 ART.596 Y ART. 599 E.T. NUMERALES 6 2.007.179.000 100.000
51 ART.602 Y ART. 606 E.T. NUMERALES 6 2.007.179.000 100.000

ART. 260-10 E.T.
52        A.1. DOS VALORES IGUALES 557.396.000 28.000
53        A.2. DOS VALORES IGUALES 780.355.000 39.000
54        B.1. DOS VALORES IGUALES 780.355.000 39.000
55        B.3. DOS VALORES IGUALES 780.355.000 39.000
56        B.4. DOS VALORES IGUALES 780.355.000 39.000
57 ART.639 E.T. 201.000 10
58 ART.641 E.T. DOS VALORES IGUALES 50.074.000 2.500
59 ART.642 E.T. DOS VALORES IGUALES 100.149.000 5.000
60 ART.651 E.T. 296.640.000 15.000
61 ART.652 E.T. 19.044.000 950
62 ART.655 E.T. 401.436.000 20.000
63 ART.659-1 E.T. 11.866.000 590
64 ART.660 E.T. 11.866.000 590
65 ART.674 E.T.TRES VALORES IGUALES 20.000 1

ART.675 E.T.
66       NUMERAL 1 20.000 1
67       NUMERAL 2 40.000 2
68       NUMERAL 3 60.000 3
69 ART.676 E.T. 401.000 20
70 ART.814 E.T. 59.328.000 3.000
71 ART.820 E.T. 1.155.000 58
72 ART.844 E.T. 14.050.000 700
73 ART.862 E.T. 20.072.000 1.000

AJUSTE DE CIFRAS DECRETO DE VALORES ABSOLUTOS

Número
DECRETO 4715 DE 2005

Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
1 ART.126 - 1 E.T. 50.060.000 2.500
2 ART.177 - 2 E.T. LITERALES a) y b) 66.888.000 3.300

ART.206 E.T.
        NUMERAL 4

3         DOS VALORES IGUALES 7.033.000 350
4         RANGOS Entre $7.033.000 y $8.205.000 Entre  350 UVT  Y 410 UVT
5 Entre $8.205.001 y $9.377.000 Entre 410 UVT Y  470 UVT
6 Entre $9.377.001 y $10.549.000 Entre 470 UVT Y  530 UVT
7 Entre $10.549.001 y $11.721.000 Entre 530 UVT Y  590 UVT
8 Entre $11.721.001 y $12.893.000 Entre 590 UVT Y  650 UVT
9 De $12.893.001 en adelante De 650  UVT en adelante

10        NUMERAL 10 4.769.000 240
11 ART.307 E.T. DOS VALORES IGUALES 23.442.000 1.200
12 ART.308 E.T. 23.442.000 1.200
13 ART.368-2 E.T. 596.135.000 30.000
14 ART.387 INC. 3 E.T. 92.552.000 4.600
15 ART.401-1 E.T. 95.000 5
16 ART.404-1 E.T. 952.000 48

ART.476 NUMERAL 21 E.T. 
17         PRIMER VALOR 3.576.812.000 180.000
18         SEGUNDO VALOR 596.135.000 30.000
19         TERCER VALOR 1.192.271.000 60.000

ART.499 E.T.
20         NUMERAL 6 66.888.000 3.300
21         NUMERAL 7 89.183.000 4.500
22       PARÁGRAFO 1 66.888.000 3.300

ART. 521 E.T.
23          LITERAL a) 6 0,0003
24          LITERAL b) 600 0,03

ART. 523 E.T.
25          NUMERAL 1 PRIMER VALOR 30.000 1,5
26          NUMERAL 1 SEGUNDO VALOR 12.000 0,6
27          NUMERAL 2 PRIMER VALOR 59.000 3,0
28          NUMERAL 2 SEGUNDO VALOR 178.000 9
29          NUMERAL 3 297.000 15
30          NUMERAL 4 PRIMER VALOR 119.000 6
31          NUMERAL 4 SEGUNDO VALOR 30.000 1,5
32          NUMERAL 5 PRIMER VALOR 890.000 45
33          NUMERAL 5 SEGUNDO VALOR 593.000 30
34          NUMERAL 6 PRIMER VALOR 119.000 6
35          NUMERAL 6 SEGUNDO VALOR 59.000 3
36 ART. 544 E.T. 71.000 4

ART. 545 E.T.
37          PRIMER VALOR 143.000 7
38          SEGUNDO VALOR 7.131.000 360

ART. 546 E.T.
39          PRIMER VALOR 29.000 1,5
40          SEGUNDO VALOR 143.000 7

AJUSTE DE CIFRAS DECRETO DE VALORES ABSOLUTOS

Número
DECRETO 4715 DE 2005

Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
DECRETO 2715 DE 1983  ART. 1 

74          INCISO 1 300 0,015
75          INCISO 2 1.100 0,055

DECRETO 2775 DE 1983
76          ART. 2 700 0,035
77          ART. 6 78.000 4
78 DECRETO 1512 DE 1985 ART. 5 ,INCISO 3, LITERAL m) 545.000 27
79 DECRETO 198 DE 1988  ART. 3 162.000 8
80 DECRETO 1189 DE 1988 ART.3 DOS VALORES IGUALES 1.100 0,055
81 DECRETO 3019 DE 1989 ART. 6 1.001.000 50
82 DECRETO 2595 DE 1993 ART. 1 1.848.000 92
83 DECRETO 1479 DE 1996 ART. 1 3.128.000 160

DECRETO 782 DE 1996 
84          ART. 1 PRIMER VALOR 78.000 4
85          ART. 1 SEGUNDO VALOR 547.000 27
86 DECRETO 890 DE 1997 ART.3 LITERAL b) 216.278.000 11.000
87 DECRETO 260 DE 2001 ART. 1 Y ART. 2 LITERALES a) y b) 66.888.000 3.300
88 DECRETO 3110 DE 2004 ART.1 LITERALES a) y b) 66.888.000 3.300
89 DECRETO 3595 DE 2005 ART.1 27.870.000 1.400
90 DECRETO 4123 DE 2005 ART. 5 50.917.478.000 2.550.000

Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
91 ART. 1 51.000 2,6

Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
92 ART. 1 (ART.119 E.T.) 24.677.000 1.200

Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
93 ART. 2 92.552.000 4.600
94 ART. 3 92.552.000 4.600
95 ART. 5 2.056.000 100

Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
ART 4

96          PRIMER VALOR 24.810.000 1.200
97          SEGUNDO VALOR 26.067.000 1.300

Norma Valores absolutos en pesos Número de UVT
ART. 1 

98         LITERAL a) Hasta $30.552.000 Hasta 1.500 UVT
99         LITERAL b) Más de $30.552.000 hasta $68.740.000 Más de 1.500 hasta 3.400 UVT
100         LITERAL c) Más de $68.740.000 Más de 3.400 UVT

DECRETO 4711 DE 2005

DECRETO 4716 DE 2005

Número

Número

Número

Número
DECRETO 4714 DE 2005

Número
DECRETO 4713 DE 2005

DECRETO 4710 DE 2005

AJUSTE DE CIFRAS DECRETO DE VALORES ABSOLUTOS

Número
DECRETO 4715 DE 2005

Número Norma SMLV Valor en pesos Número de UVT

DECRETO REGLAMENTARIO  405 DE 2001
30       ART. 21 TODOS LOS VALORES 2 816.000 41

DECRETO REGLAMENTARIO  406 DE 2001
31       ART. 7 LITERAL b) y d) 2 816.000 41
32       ART. 9 LITERAL d) 2 816.000 41

DECRETO REGLAMENTARIO  1243 DE 2001
33       ART. 1 PRIMER VALOR 135 55.080.000 2.800
34                     SEGUNDO VALOR 4 1.632.000 82
35                     TERCER VALOR 120 48.960.000 2.400

LEY 789 DE 2002
36       ART. 19 1 408.000 20
37       ART. 19 PARÁGRAFO 1 2 816.000 41
38       ART. 44 CON REFERENCIA 2006 10 4.080.000 200

DECRETO REGLAMENTARIO  427 DE 2004
39       ART. 1 PARÁGRAFO 1 PRIMER VALOR 1 408.000 20
40                                                     SEGUNDO VALOR 14 5.712.000 290

DECRETO REGLAMENTARIO  1789 DE 2004
41        ART. 1 NUMERAL 13 135 55.080.000 2.800

DECRETO REGLAMENTARIO  1877 DE 2004
42        ART. 1 NUMERAL 16 135 55.080.000 2.800

DECRETO REGLAMENTARIO  4349 DE 2004
       ART. 1 LITERAL a) CON REFERENCIA 2006

43                                              PRIMER VALOR 5.000 2.040.000.000 100.000
44                                              SEGUNDO VALOR 3.000 1.224.000.000 61.000
45                                              TERCER VALOR 500 204.000.000 10.000
46        ART. 1 LITERAL b) CON REFERENCIA 2006 500 204.000.000 10.000

LEY 905 DE 2004
47       ART. 2 5.001  - 30.000 2.040.408.000 - 12.240.000.000 100.000 - 610.000

LEY 963 DE 2005
48        ART. 2 7.500 3.060.000.000 150.000

DECRETO REGLAMENTARIO  4713 DE 2005
49       ART. 4 PRIMER VALOR 15 6.120.000 310
50                     SEGUNDO VALOR 2 816.000 41

DECRETO REGLAMENTARIO  4714 DE 2005
      ART. 21 LITERAL a) CON REFERENCIA 2005

51                                                PRIMER VALOR 5.000 1.907.500.000 95.000
52                                                SEGUNDO VALOR 3.000 1.144.500.000 57.000
53       ART. 40 2 816.000 41

AJUSTE DE CIFRAS EXPRESADAS EN SALARIOS MÍNIMOS
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CAPITULO VI
Otras disposiciones

Artículo 52. Plazo máximo para remarcar precios por cambio de 
tarifa. Para la aplicación de las modificaciones al impuesto sobre las 
ventas por cambio en la tarifa, cuando se trate de establecimientos 
de comercio con venta directa al público de mercancías premarcadas 
directamente o en góndola, existentes en mostradores, podrán ven-
derse con el precio de venta al público ya fijado, de conformidad con 
las disposiciones sobre impuesto a las ventas aplicables antes de la 
entrada en vigencia de la presente ley, hasta agotar la existencia de 
las mismas.

En todo caso, a partir del 15 de enero del año 2007 todo bien ofre-
cido al público deberá cumplir con las modificaciones establecidas 
en la presente ley. 

Artículo 53. Renumeración del Estatuto Tributario. Dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de la 
presente ley, el Gobierno Nacional deberá renumerar el articulado 
del Estatuto Tributario, de tal forma que se compilen y organicen en 
un solo cuerpo jurídico la totalidad de las normas que regulan los 
impuestos administrados por la DIAN. En desarrollo de esta dispo-
sición se podrá reordenar la numeración de las diferentes disposi-
ciones tributarias, sin modificar su texto y eliminar aquellas que se 
encuentren repetidas o derogadas, sin que en ningún caso se altere su 
contenido. Para tal efecto, se solicitará asesoría de dos magistrados 
de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado”.

Artículo 54. Conciliación contenciosa administrativa tributaria. 
Los contribuyentes y responsables de los impuestos sobre la renta, 
ventas, retención en la fuente y timbre nacional, que hayan presenta-
do demanda de nulidad y restablecimiento del derecho ante la juris-
dicción de lo contencioso administrativo antes de la vigencia de esta 
ley, con respecto a la cual no se haya proferido sentencia definitiva, 
podrán conciliar hasta el día 31 de julio del año 2007, con la Direc-
ción de Impuestos y Aduanas Nacionales hasta un veinte por ciento 
(20%) del mayor impuesto discutido, y el valor total de las sanciones 
e intereses según el caso, cuando el proceso contra una liquidación 
oficial se halle en primera instancia, lo anterior siempre y cuando el 
contribuyente o responsable pague el ochenta por ciento (80%) del 
mayor impuesto en discusión. 

Si se trata de una demanda contra una resolución que impone 
una sanción, se podrá conciliar hasta un veinte por ciento (20%) el 
valor de la misma, para lo cual se deberá pagar el ochenta por ciento 
(80%) del valor de la sanción y su actualización, según el caso. 

Cuando el proceso contra una liquidación oficial se halle en única 
instancia o en conocimiento del honorable Consejo de Estado, se 
podrá conciliar sólo el valor total de las sanciones e intereses, siem-
pre que el contribuyente o responsable pague el ciento por ciento 
(100%) del mayor impuesto en discusión. 

Para tales efectos se deberá adjuntar la prueba del pago o acuerdo 
de pago de:

a. La liquidación privada de impuesto sobre la renta por el año 
gravable 2005 cuando se trate de un proceso por dicho impuesto.

b. Las declaraciones del impuesto a las ventas correspondientes al 
año 2006, cuando se trata de un proceso por dicho impuesto.

c. Las declaraciones de retención en la fuente correspondientes al 
año 2006, cuando se trate de un proceso por este concepto

d. De los valores conciliados, según el caso. 
El acuerdo conciliatorio prestará mérito ejecutivo de conformidad 

con lo señalado en los artículos 828 y 829 del Estatuto Tributario, y 
hará tránsito a cosa juzgada. 

Lo no previsto en esta disposición se regulará conforme a la Ley 
446 de 1998 y el Código Contencioso Administrativo, con excepción 
de las normas que le sean contrarias. 

Las disposiciones contenidas en el presente artículo podrán ser 
aplicadas por los entes territoriales en relación con las obligaciones 
de su competencia. Lo anterior también será aplicable respecto del 
impuesto al consumo.

No se aplicará esta disposición para los procesos que se encuen-
tren en recurso de súplica. 

Artículo 55. Terminación por mutuo acuerdo de los procesos ad-
ministrativos tributarios. Los contribuyentes y responsables de los 
impuestos sobre la renta, ventas, timbre y retención en la fuente, a 
quienes se les haya notificado antes de la vigencia de esta Ley, Re-
querimiento Especial, Pliego de Cargos, Liquidación de Revisión o 
resolución que impone sanción, podrán transar hasta el 31 de julio 
del año 2007 con la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales:

a) Hasta un cincuenta por ciento (50%) del mayor impuesto dis-
cutido como consecuencia de un requerimiento especial, y el valor 
total de las sanciones, intereses y actualización según el caso, en el 
evento de no haberse notificado liquidación oficial; siempre y cuan-
do el contribuyente o responsable corrija su declaración privada, y 
pague el cincuenta por ciento (50%) del mayor impuesto propuesto;

b) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del mayor impuesto y 
el valor total de las sanciones, intereses y actualización según el 
caso, determinadas mediante liquidación oficial, siempre y cuando 
no hayan interpuesto demanda ante la Jurisdicción Contencioso Ad-
ministrativa, y el contribuyente o responsable corrija su declaración 
privada pagando el setenta y cinco por ciento (75%) del mayor im-
puesto determinado oficialmente; 

c) Hasta un cincuenta por ciento (50%) del valor de la sanción sin 
actualización, propuesta como consecuencia de un pliego de cargos, 
en el evento de no haberse notificado resolución sancionatoria, siem-
pre y cuando se pague el cincuenta por ciento (50%) de la sanción 
propuesta;

d) Hasta un veinticinco por ciento (25%) del valor de la sanción 
sin actualización, en el evento de haberse notificado resolución san-
cionatoria, siempre y cuando se pague el setenta y cinco por ciento 
(75%) del valor de la sanción impuesta. 

Para tales efectos dichos contribuyentes deberán adjuntar la prue-
ba del pago o acuerdo de pago de la liquidación privada del impuesto 
de renta por el año gravable de 2005, del pago o acuerdo de pago de 
la liquidación privada del impuesto o retención según el caso corres-
pondiente al período materia de la discusión, y la del pago o acuerdo 
de pago de los valores transados según el caso. 

La terminación por mutuo acuerdo que pone fin a la actuación 
administrativa tributaria prestará mérito ejecutivo de conformidad 
con lo señalado en los artículos 828 y 829 del Estatuto Tributario, 
y con su cumplimiento se entenderá extinguida la obligación por la 
totalidad de las sumas en discusión. 

Los términos de corrección previstos en los artículos 588, 709 y 
713 del Estatuto Tributario, se extenderán temporalmente con el fin 
de permitir la adecuada aplicación de esta disposición, y la del pará-
grafo transitorio del artículo 424 del Estatuto Tributario. 

Las disposiciones contenidas en el presente artículo podrán ser 
aplicadas por los entes territoriales en relación con las obligaciones 
de su competencia. Lo anterior también será aplicable respecto del 
impuesto al consumo.

Artículo 56. Adiciónese al artículo 477 del Estatuto Tributario, 
con el siguiente inciso:

“También son exentos del impuesto sobre las ventas, los alimen-
tos de consumo humano y animal que se importen de los países co-
lindantes con los departamentos de Vichada, Guainía, Amazonas y 
Vaupés, siempre y cuando se destinen exclusivamente al consumo 
local”. 

Artículo 57. Adiciónese a la Ley 223 de 1995 el siguiente artículo: 



GACETA DEL CONGRESO  697	 Viernes 29 de diciembre de 2006	 Página 25

“Los sujetos activos deberán establecer la obligación a los sujetos 
pasivos del uso de tecnologías de señalización para el control, que 
permitan garantizar el pago de los impuestos. 

Esta determinación se confirmará mediante elementos tecnológi-
cos y no con la decisión del personal directo encargado del control 
fiscal. Los sujetos activos ejecutarán lo dispuesto en la presente nor-
ma en un plazo no mayor de seis (6) meses contados a partir de la 
vigencia de la presente ley, mediante mecanismos contractuales a 
través de Universidades Públicas Colombianas que posean certifica-
ción de calidad internacional mínimo ISO 9001:2000 en desarrollo 
de software y que además posean una calificación de riesgo en so-
lidez y estabilidad financiera expedidas por certificadoras avaladas 
por la Superintendencia Financiera con calificación igual o superior 
a A+. 

Los sujetos pasivos que no permitan realizar los operativos de 
control se les suspenderá de la actividad comercial o permisos otor-
gados por la autoridad competente entre uno (1) y cinco (5) años sin 
perjuicio de las sanciones policivas que se le impongan. Esta dispo-
sición no aplicará para las cervezas”.

Artículo 58. Adiciónase el artículo Estatuto Tributario con el si-
guiente artículo:

“Artículo 57-1. Ingresos no constitutivos de renta o ganancia 
ocasional. Son ingresos no constitutivos de renta o ganancia oca-
sional los subsidios y ayudas otorgadas por el Gobierno Nacional 
en el programa Agro Ingreso Seguro (AIS) y los provenientes del 
incentivo al almacenamiento y el incentivo a la capitalización rural 
previstos en la Ley 101 de 1993 y las normas que lo modifican o 
adicionan”. 

Artículo 59. Modifícase el parágrafo 2° del artículo 606 del Esta-
tuto Tributario, el cual queda así.

“Parágrafo 2°. La presentación de la declaración de que trata 
este artículo será obligatoria en todos los casos. Cuando en el mes 
no se hayan realizado operaciones sujetas a retención, la declaración 
se presentará en ceros. Lo dispuesto en este parágrafo no se aplicará 
a las Juntas de Acción Comunal, las cuales estarán obligadas a pre-
sentar la declaración solamente en el mes que realicen pagos sujetos 
a retención. 

Las Juntas de Acción Comunal podrán acogerse a la terminación 
por mutuo acuerdo de los procesos administrativos tributarios de que 
trata esta ley. 

Artículo 60. Adiciónase el numeral 20 del artículo 476 del Estatu-
to Tributario con el siguiente inciso:

“Tómese para todos los efectos legales como zona de difícil acce-
so aquellas regiones de Colombia donde no haya transporte terrestre 
organizado, certificado por el Ministerio de Transporte”. 

Artículo 61. Modifícase el artículo 533 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 533. Qué se entiende por entidades de derecho pú-
blico. Para los fines tributarios de este Libro, son entidades de dere-
cho público la Nación, los Departamentos, los Distritos Municipales, 
los Municipios, los entes universitarios autónomos y los organismos 
o dependencias de las ramas del poder público, central o seccional, 
con excepción de las empresas industriales y comerciales del Estado 
y de las sociedades de economía mixta. 

Artículo 62. Modifíquese el literal e) del artículo 481 del Estatuto 
Tributario, el cual queda así:

“e) También son exentos del impuesto sobre las ventas los ser-
vicios que sean prestados en el país en desarrollo de un contrato 
escrito y se utilicen exclusivamente en el exterior por empresas o 
personas sin negocios o actividades en Colombia, de acuerdo con los 
requisitos que señale el reglamento. Recibirán el mismo tratamiento 
los servicios turísticos prestados a residentes en el exterior que sean 
utilizados en territorio colombiano, originados en paquetes vendidos 

por agencias operadores u hoteles inscritos en el registro nacional de 
turismo, según las funciones asignadas, de acuerdo con lo estable-
cido en la Ley 300 de 1996. En el caso de los servicios hoteleros la 
exención rige independientemente que el responsable del pago sea el 
huésped no residente en Colombia o la agencia de viajes”. 

Artículo 63. Modifícase el inciso 3° y adiciónanse dos incisos al 
parágrafo 3° del artículo 689-1 del Estatuto Tributario:

“Si el incremento del impuesto neto de renta es de al menos cinco 
(5) veces la inflación causada en el respectivo año gravable, en rela-
ción con el impuesto neto de renta del año inmediatamente anterior, 
la declaración de renta quedará en firme si dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la fecha de su presentación no se hubiere notifi-
cado emplazamiento para corregir, siempre que la declaración sea 
debidamente presentada en forma oportuna y el pago se realice en 
los plazos que para tal efecto fije el Gobierno Nacional.

Cuando se trate de declaraciones que registren saldo a favor, el 
término para solicitar la devolución y/o compensación será el pre-
visto en este parágrafo para la firmeza de la declaración.

El beneficio contemplado en este artículo se prorroga por cuatro 
(4) años a partir del año gravable 2007”. 

Artículo 64. Adiciónese al artículo 580 del Estatuto Tributario 
con el siguiente parágrafo:

“Parágrafo. No se configurará la causal prevista en el literal e) 
del presente artículo, cuando la declaración de retención en la fuente 
se presente sin pago por parte de un agente retenedor que sea titular 
de un saldo a favor susceptible de compensar con el saldo a pagar de 
la respectiva declaración de retención en la fuente. Para tal efecto el 
saldo a favor debe haberse generado antes de la presentación de la 
declaración de retención en la fuente, por un valor igual o superior 
al saldo a pagar determinado en dicha declaración. 

El agente retenedor deberá solicitar a la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales la compensación del saldo a favor con el saldo 
a pagar determinado en la declaración de retención, dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la presentación de la respectiva declara-
ción de retención en la fuente. 

Cuando el agente retenedor no solicite la compensación del saldo 
a favor oportunamente o cuando la solicitud sea rechazada, la decla-
ración de retención en la fuente presentada sin pago se tendrá como 
no presentada”. 

Artículo 65. Modifícase el parágrafo 4° del artículo 127-1 del 
Estatuto Tributario, el cual quedará así:

“Parágrafo 4°. Todos los contratos de arrendamiento financiero 
o leasing con opción de compra, que se celebran a partir del 1º de 
enero del año 2012, deberán someterse al tratamiento previsto en el 
numeral 2 del presente artículo, independientemente de la naturaleza 
del arrendatario”.

Artículo 66. Modifícase el parágrafo del artículo 89 de la Ley 223 
de 1995, el cual quedará así:

“Parágrafo. Los contratos de arrendamiento financiero o leasing 
previstos en este artículo no podrán celebrarse sino hasta el 1º de 
enero de 2012; a partir de esa fecha se regirán por los términos y 
condiciones previstos en el artículo 127-1 de este Estatuto”.

Artículo 67. Adiciónase un parágrafo al artículo 126-1 y modifí-
case el inciso 3º del artículo 126-4 del Estatuto Tributario, los cuales 
quedan así:

“Parágrafo. El retiro de los aportes voluntarios de los fondos 
privados de pensiones antes de que transcurran cinco (5) años con-
tados a partir de su fecha de consignación, implica que el trabajador 
pierda el beneficio y que se efectúen, por parte del respectivo fondo, 
las retenciones inicialmente no realizadas, salvo que dichos recursos 
se destinen a la adquisición de vivienda, sea o no financiada por 
entidades sujetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia 
Financiera. En el evento en que la adquisición se realice sin finan-
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ciación, previamente al retiro, deberá acreditarse ante el respectivo 
fondo copia de la escritura de compraventa”.

“El retiro de los recursos de las cuentas de ahorros “AFC” antes 
de que transcurran inicio (5) años contados a partir de su fecha de 
consignación, implica que el trabajador pierda el beneficio y que se 
efectúen, por parte de la respectiva entidad financiera, las retencio-
nes inicialmente no realizadas, salvo que dichos recursos se destinen 
a la adquisición de vivienda, sea o no financiada por entidades su-
jetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera. 
En el evento en que la adquisición se realice sin financiación, previa-
mente al retiro, deberá acreditarse ante la entidad financiera copia de 
la escritura de compraventa”.

Artículo 68. Modifícase el artículo 41 del Estatuto Tributario, el 
cual queda así:

“Artículo 41. Componente inflacionario de rendimientos y 
gastos financieros. El componente inflacionario de los rendimientos 
y gastos financieros a que se refieren los artículos 40-1, 81-1 y 118 de 
este Estatuto, será aplicable únicamente por las personas naturales y 
sucesiones ilíquidas no obligadas a llevar libros de contabilidad.

Los intereses, los ajustes por diferencia en cambio, así como los 
demás gastos financieros, en los cuales se incurra para la adquisición 
o construcción de activos, constituirán un mayor valor del activo 
hasta cuando haya concluido el proceso de puesta en marcha o tales 
activos se encuentren en condiciones de utilización o enajenación. 
Después de este momento constituirán un gasto deducible”.

Artículo 69. Determinación oficial de los tributos distritales so-
bre la propiedad por el sistema de facturación. Autorízase a los 
Municipios y Distritos para establecer sistemas de facturación que 
constituyan determinación oficial del tributo y presten mérito ejecu-
tivo. El respectivo gobierno municipal o distrital dentro de sus com-
petencias, implementará los mecanismos para hacer efectivos estos 
sistemas, sin perjuicio de que se conserve el sistema declarativo de 
los impuestos sobre la propiedad. 

Artículo 70. Adiciónase el artículo 457-1 del Estatuto Tributario 
con el siguiente inciso:

“El mismo tratamiento se le dará a la venta de aerodinos usa-
dos”.

Artículo 71. Tasa por servicios de inspección no intrusiva de 
mercancías. Créase a favor de la Nación-Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales, quien obrará como sujeto activo, una tasa 
generada por la prestación de servicios de inspección no intrusiva 
de carga, unidades de carga y mercancías que ingresen o salgan del 
territorio nacional y sobre las cuales se surtan trámites de reconoci-
miento o inspección en desarrollo del control aduanero cumplido en 
lugares habilitados, autorizados o declarados por la misma entidad.

La prestación de servicios de inspección no intrusiva a cargo de 
la autoridad aduanera con infraestructura tecnológica propia o de 
terceros autorizados, constará entre otros aspectos de verificaciones 
ágiles sobre la naturaleza, estado, peso, cantidad, requisitos formales 
y demás características de carga, unidades de carga y mercancías. De 
establecerse indicios de carga no presentada, mercancías no decla-
radas o de cualquier otro incumplimiento de disposiciones legales, 
procederá la inspección física por parte de la autoridad aduanera o 
de otras autoridades de control.

Son sujetos pasivos de la tasa por la prestación de servicios de 
inspección no intrusiva los importadores, exportadores o transporta-
dores, directamente o a través del respectivo declarante.

Las tarifas de la tasa por la prestación de los servicios de inspec-
ción no intrusiva serán fijadas por el Gobierno Nacional, de acuerdo 
con el sistema y método establecidos a continuación:

1 Sistema: Para la fijación de las tarifas se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios: 

a) Costo de inversión inicial. Es el valor de adquisición de la in-
fraestructura tecnológica y física para la prestación del servicio de 
inspección no intrusiva que incluye, entre otros conceptos, el hard-
ware y software para su correcto funcionamiento, predios requeridos 
para la instalación de los sistemas, infraestructura para el montaje 
de equipos y redes, derechos de uso y de explotación de licencias de 
software, contratación y capacitación de personal, infraestructura de 
operación, pólizas, gastos financieros, actividades de preinversión y 
otros costos inherentes;

b) Costos de mantenimiento rutinario. Se entiende como todos 
los costos necesarios para mantener en las mejores condiciones de 
operatividad de la infraestructura de inspección no intrusiva;

c) Costos de mantenimiento preventivo. Se entiende como el va-
lor necesario para prevenir el deterioro de la infraestructura;

d) El costo del mantenimiento correctivo. Entendido como el va-
lor de las actividades necesarias para reconstruir, recuperar o susti-
tuir las condiciones originales de la infraestructura;

e) El costo de mejoramiento. Entendido como el valor necesario 
para mejorar, ampliar, adecuar o actualizar la infraestructura exis-
tente;

f) El costo de la operación de la infraestructura y del sistema. 
Entendido como el valor de las acciones necesarias para cubrir los 
gastos directos e indirectos para garantizar la adecuada prestación 
del servicio con la respectiva interventoría técnica. Entre los gas-
tos de operación se tienen la nómina, derechos, asistencias técnicas, 
contraprestaciones, uso de la infraestructura, impuestos, tasas.

2. Método. Una vez determinados los costos conforme al sistema, 
el Gobierno Nacional fijará la distribución de los mismos entre los 
sujetos pasivos de la tasa aplicando el siguiente método:

a) En primera instancia deberá estimar el número y/o porcentaje 
de inspecciones no intrusivas a realizar, con base en la información 
estadística de importaciones, exportaciones y tránsitos aduaneros;

b) Con base en los requerimientos técnicos del país y la informa-
ción estadística de los rendimientos de la infraestructura a utilizar, se 
deberá determinar la capacidad de la misma y se calcularán los cos-
tos de inversión asociados a esta de acuerdo con el literal anterior;

c) Los costos deben garantizar la competitividad del comercio 
exterior del país y tener en cuenta la diferencia de los bienes objeto 
de inspección no intrusiva y el volumen ocupado de la unidad de 
carga;

d) La tarifa variará con el fin de mantener un equilibrio entre los 
ingresos y los costos asociados, de acuerdo a lo definido en el literal 
anterior.

En todos los casos, el valor correspondiente a la tasa por la pres-
tación del servicio de inspección no intrusiva, deberá cancelarse con 
anterioridad al retiro de la carga, unidad de carga o mercancías del 
lugar habilitado, autorizado o declarado por la DIAN. Este servicio 
está excluido del impuesto sobre las ventas.

La administración, recaudación, fiscalización, determinación, 
discusión y cobro de la tasa a que se refiere este artículo, estará a 
cargo de la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impues-
tos y Aduanas Nacionales, conforme a las normas de procedimiento 
aduanero, directamente o a través de terceros autorizados.

Artículo 72. Suprimido.
Artículo 73. Modifícase el inciso primero y adiciónase un Pará-

grafo al artículo 519 del Estatuto Tributario, los cuales quedan así:
“Artículo 519. Base gravable en el impuesto de timbre nacio-

nal. El impuesto de timbre nacional, se causará a la tarifa del uno 
punto cinco por ciento (1.5%) sobre los instrumentos públicos y do-
cumentos privados, incluidos los títulos valores, que se otorguen o 
acepten en el país, o que se otorguen fuera del país pero que se eje-
cuten en el territorio nacional o generen obligaciones en el mismo, 
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en los que se haga constar la constitución, existencia, modificación 
o extinción de obligaciones, al igual que su prórroga o cesión, cuya 
cuantía sea superior a seis mil (6.000) Unidades de Valor Tributario, 
UVT, en los cuales intervenga como otorgante, aceptante o suscriptor 
una entidad pública, una persona jurídica o asimilada, o una persona 
natural que tenga la calidad de comerciante, que en el año inmedia-
tamente anterior tuviere unos ingresos brutos o un patrimonio bruto 
superior a treinta mil (30.000) Unidades de Valor Tributario, UVT. 

Parágrafo 2°. La tarifa del impuesto a que se refiere el presente 
artículo se reducirá de la siguiente manera:

– Al uno por ciento (1%) en el año 2008
– Al medio por ciento (0.5%) en el año 2009
– Al cero por ciento (0%) a partir del año 2010” 
Artículo 74. Modifícase el parágrafo 5° del artículo 485-2 del 

Estatuto Tributario, el cual queda así:
“Parágrafo 5°. El beneficio previsto en este artículo solo será 

aplicable para la maquinaria industrial que se adquiera o importe 
hasta el día 30 de abril del año 2007 inclusive”.

Artículo 75. Amplíase la base legal de los juegos novedosos in-
cluyendo los juegos o concursos de pronósticos o encuestas telefóni-
cas, televisivas o radiales en donde la llamada o el mensaje de texto 
tenga un valor y el resultado del juego, concurso o encuesta dependa 
del azar, es decir por su comunicación participe en algún sorteo u 
obtenga un premio.

Artículo 76. Adiciónase un inciso al artículo 392 del Estatuto Tri-
butario, el cual queda así:

“Los servicios integrales de salud que involucran servicios califi-
cados y no calificados, prestados a un usuario por instituciones pres-
tadoras de salud IPS, que comprenden hospitalización, radiología, 
medicamentos, exámenes y análisis clínicos, estarán sometidos a la 
tarifa del dos por ciento (2%)”.

Artículo 77. Modifícanse los artículos 189,190, 210 y 211 y 213 
de la Ley 223 de 1995, los cuales quedan así:

Impuesto al Consumo de cigarrillos y tabaco elaborado
Artículo 210. Base gravable. A partir del 1º enero de 2007 la base 

gravable del impuesto al consumo de cigarrillos y tabaco elaborado, 
nacionales y extranjeros está constituida así: el precio de venta al 
público certificado semestralmente por el DANE.

Artículo 211. Tarifas. A partir del 1º de enero del año 2007, las 
tarifas al impuesto al consumo de cigarrillos y tabaco elaborado, 
serán las siguientes:

1. Para los cigarrillos, tabacos, cigarros y cigarritos cuyo precio 
de venta al público sea hasta $2000 será de $400 por cada cajetilla 
de 20 unidades o proporcionalmente a su contenido.

2. Para los cigarrillos, tabacos, cigarros y cigarritos cuyo precio 
de venta al público sea superior a 2000 pesos será de $800 por cada 
cajetilla de 20 unidades o proporcionalmente a su contenido.

Parágrafo 1°. Dentro de las anteriores tarifas se encuentra incor-
porado el impuesto con destino al deporte creado por la Ley 30/71, 
en un porcentaje del 16% del valor liquidado por concepto de im-
puesto al consumo. 

Parágrafo 2°. La tarifa por cada gramo de picadura rapé o chinú 
será de $30.

Parágrafo 3°. Las tarifas aquí señaladas se actualizarán anualmen-
te en el porcentaje de crecimiento del precio al consumidor final de 
estos productos, certificados por el DANE. La Dirección de Apoyo 
Fiscal del Ministerio de Hacienda y Crédito Público certificará y pu-
blicará antes del 1 de enero de cada año, las tarifas actualizadas, en 
todo caso el incremento no podrá ser inferior a la inflación causada.

Parágrafo 4º Para estos efectos se tendrán en cuenta los precios 
vigentes en el mercado correspondientes al año 2006.

Artículo nuevo. En los demás aspectos, el impuesto se seguirá 
rigiendo por las disposiciones de la Ley 223 de 1995, sus reglamen-
tos, y/o las normas que los modifiquen o sustituyan, en tanto sean 
compatibles con las disposiciones del presente capítulo. 

Artículo 78. Vigencia y derogatorias. La presente Ley rige a par-
tir de su promulgación y deroga las normas que le sean contrarias, en 
especial las siguientes: El parágrafo del artículo 27; la frase: “Mien-
tras entran en vigencia los ajustes integrales por inflación, para las 
entidades financieras vigiladas por la Superintendencia Bancaria, el 
ajuste por diferencia en cambio constituirá ingreso, costo o deduc-
ción, cuando sea efectivamente realizada, independientemente de su 
causación” del artículo 32-1; el artículo 33; el parágrafo 4º del artí-
culo 38; el parágrafo del artículo 39; el parágrafo 2º del artículo 40; 
el parágrafo del artículo 66; el parágrafo 2º del artículo 67; la expre-
sión: “A partir del año gravable 1992, los contribuyentes sujetos a 
los ajustes contemplados en el Título V de este Libro, calcularán la 
depreciación sobre los activos fijos ajustados, de conformidad con 
lo allí previsto” del artículo 69; el parágrafo del artículo 70; el pa-
rágrafo del artículo 73; el parágrafo del artículo 74; el parágrafo del 
artículo 80; el parágrafo 2º del artículo 81; el parágrafo del artículo 
104; el parágrafo del artículo 118; el parágrafo del artículo 120; el 
artículo 133; el parágrafo del artículo 142; el artículo 260-11; los 
parágrafos 1º y 2º del artículo 276; la expresión “creado mediante la 
presente ley” del artículo 297; los artículos 318; 319, 320, 321, 321-
1, 322, 328; 329 a 332; 333-1 a 336; 338 a 343; 345 a 348; 349 a 353; 
la expresión “y de remesas” del inciso 2° del artículo 408; el artículo 
417; el inciso 2° del artículo 418; el inciso 2° del parágrafo 5° del 
artículo 420; el artículo 443; el artículo 468-2; el parágrafo 2° del 
artículo 499, el artículo 566; el literal d) del artículo 657; el artículo 
869 del Estatuto Tributario y el artículo 14 de la Ley 488 de 1998.

Igualmente, se derogan las referencias que sobre el efecto del sis-
tema de ajustes por inflación hacen las siguientes disposiciones: El 
literal b) numeral 2º del artículo 127-1; el inciso 1° del artículo 147; 
el numeral 2 del artículo 271-1 y el artículo 272 del Estatuto Tribu-
tario.

Deróguese la expresión “salvo el correspondiente a los producto-
res oficiales, que podrán descontar del componente del IVA de este 
impuesto, el IVA pagado en la producción de los bienes gravados” 
del inciso 4º del artículo 54 de la Ley 788 de 2002”.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En sesión plenaria de los días 11 y 12 de diciembre de 2006, fue 

aprobado en segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley 
número 039 de 2006 Cámara, 043 de 2006 Senado, por la cual se 
modifica el Estatuto Tributario de los Impuestos Administrados por 
la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en las Actas de Sesión Plenaria 032 y 
033 del 11 y 12 de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 6 de 
diciembre de 2006, según Acta 031.

Cordialmente,
Bernardo Miguel Elías y Luis Fernando Almario Rojas, Coordi-

nadores de Ponentes; Santiago Castro Gómez, Angel Cabrera Báez, 
Oscar Mauricio Lizcano, Rodrigo Roncallo, Wilson Borja,  Luis 
Alejandro Perea, Alfredo Cuello Baute y Carlos Augusto Celis, Po-
nentes;  Alfonso Campo Escobar,  Carlos Arturo Quintero Marín, 
Coordinadores de Ponentes;  Jorge Garcíaherreros Cabrera, Jaime 
Cervantes Varelo y Karelly Patricia Lara Vence, Ponentes; Angelino 
Lizcano Rivera, Secretario General.



Página 28	 Viernes 29 de diciembre de 2006	 GACETA DEL CONGRESO  697

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 055 DE 2006 CAMARA

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006,  
según consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de  
diciembre de 2006, según Acta 032, por la cual se autoriza la  
emisión de la estampilla prodesarrollo académico, científico  
y técnico de la Universidad Pública del Norte de Santander  
                              y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Autorízase a la Asamblea del Departamento de Norte 
de Santander para que ordene la emisión de la estampilla prodesa-
rrollo académico, científico y técnico de la Universidad Pública del 
Norte de Santander, cuyo producido se destinará exclusivamente a 
los programas de formación académica de docentes, investigación, 
construcción y adecuación de las plantas físicas de las sedes y subse-
des, y para los programas de dotación de materiales y equipos de las 
universidades públicas del departamento de Norte de Santander.

Artículo 2°. La emisión de la estampilla prodesarrollo académi-
co, científico y técnico de la Universidad Pública del Norte de San-
tander, se autoriza hasta por la suma de cien mil millones de pesos 
($100.000.000.000). El monto total recaudado se establece a precios 
constantes del año 2006.

Artículo 3°. Autorízase a la Asamblea Departamental de Norte de 
Santander, para que determine las características, tarifas y todos los 
demás asuntos referentes al uso obligatorio de la estampilla en las 
actividades y operaciones que se deben realizar en el departamento, 
en sus municipios, y en todos los actos y operaciones de los institu-
tos descentralizados y entidades del orden nacional que funcionen 
en el departamento. La ordenanza que expida en desarrollo de lo 
dispuesto en la presente ley, será dada a conocer al Gobierno Nacio-
nal a través de los Ministerios de Educación Nacional y Hacienda y 
Crédito Público.

Parágrafo 1°. La Asamblea del departamento de Norte de Santan-
der podrá autorizar la sustitución de la estampilla física por otros sis-
temas de recaudo del gravamen que permita cumplir con seguridad, 
eficiencia y eficacia el objeto de esta ley. 

Parágrafo 2°. La tarifa contemplada en esta ley no podrá exceder 
el dos por ciento (2%) de la base gravable.

Artículo 4°. Facúltese a los concejos municipales del departamen-
to de Norte de Santander para que previa autorización de la Asam-
blea departamental, hagan obligatorio el uso de la estampilla que 
por esta ley se autoriza con destino a las universidades Francisco 
de Paula Santander (UFPS)-Cúcuta y Ocaña, y a la universidad de 
Pamplona.

Artículo 5°. Los recursos que se recauden con la emisión de la es-
tampilla creada por esta ley, serán distribuidos de manera proporcio-
nal al número de estudiantes que posea cada una de las universidades 
públicas del departamento de Norte de Santander, en sus programas 
de pregrado y postgrado. Los recursos se destinarán exclusivamente 
para lo establecido en el artículo 1° de la presente ley.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional certificará en el 
mes de noviembre de cada año el número de estudiantes matricula-
dos en pregrado y postgrado de cada una de la universidades públi-
cas del departamento de Norte de Santander.

Artículo 6°. Autorízase a la administración del departamento 
Norte de Santander para recaudar los valores producidos por el uso 
de la estampilla en las actividades que se deban realizar en el depar-
tamento, en sus municipios y en todos sus actos y operaciones de 
los institutos descentralizados y entidades del orden nacional que 
funcionen en Norte de Santander.

Parágrafo. Los recursos recaudados se girarán directamente a las 
universidades dentro de los primeros cinco (5) días hábiles posterio-
res al vencimiento de cada trimestre.

 Artículo 7°. La obligación de adherir y anular la estampilla a que 
se refiere esta ley, queda a cargo de los funcionarios que intervengan 
en los actos.

Artículo 8°. El control del recaudo, el traslado de los recursos 
a las universidades y seccionales y la inversión de los fondos pro-
venientes del cumplimiento de la presente ley, estará a cargo de la 
Contraloría departamental de Norte de Santander.

Artículo 9°. Los contribuyentes que hagan donaciones a las uni-
versidades Francisco de Paula Santander Cúcuta y Ocaña y la uni-
versidad de Pamplona, tienen derecho a deducir de la renta el ciento 
por ciento (100%) del valor de las donaciones efectuadas durante el 
año o período gravable.

El valor a deducir por estos conceptos en ningún caso podrá exce-
der el treinta por ciento (30%) de la renta líquida determinada por el 
contribuyente, antes de restar el valor de la deducción.

Para gozar de estos beneficios deberá acreditarse el cumplimiento 
de las condiciones y requisitos establecidos en el Estatuto Tributario 
y las demás que establezca el reglamento.

Artículo 10. Las retenciones en la fuente y de impuesto a las ven-
tas que en cumplimiento de las normas tributarias de carácter nacio-
nal efectúen las universidades a las que hace referencia la presente 
ley, serán cedidas por parte de la Nación.

Artículo 11. Dentro de los hechos y actividades económicas sobre 
las cuales se obliga el uso de la estampilla, la Asamblea departa-
mental o los Concejos municipales podrán incluir licores, alcoholes, 
cervezas y juegos de azar.

Artículo 12. Esta ley rige a partir de su publicación.
CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En sesión plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 
055 de 2006 Cámara, por la cual se autoriza la emisión de la estam-
pilla prodesarrollo académico, científico y técnico de la Universidad 
Pública del Norte de Santander y se dictan otras disposiciones.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Carlos A. Celis Gutiérrez, Coordinador Ponente; Alfredo Cuello 

Baute, Jorge Julián Silva Meche,Coponentes.
El Secretario General,

Angelino Lizcano Rivera.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 075 DE 2006 CAMARA

Aprobado en segundo debate en la sesión plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre 
de 2006, según Acta 032, por medio de la cual se crea la estampilla 
prodesarrollo de la Universidad de Cundinamarca, UDEC, y se dictan 
                                         otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Créase la estampilla Prodesarrollo Universidad de 
Cundinamarca, UDEC.

Artículo 2º. Autorícese a la Asamblea Departamental de Cundi-
namarca, para que ordene la emisión de la estampilla Prodesarrollo 
Universidad de Cundinamarca, UDEC.

Artículo 3º. El valor correspondiente al recaudo por concepto de 
lo establecido en el artículo 1º de la presente ley, se distribuirá y 
destinará así: El treinta por ciento (30%) para inversión en el man-
tenimiento, ampliación y modernización de su planta física futuras 
ampliaciones y construcciones; el treinta por ciento (30%) para el 
desarrollo y modernización de la infraestructura tecnológica de la 
solución de tecnologías de información, Plataforma Virtual, Comu-
nicaciones, Digitalización y Educación Virtual; el veinte por cien-
to (20%) en la Investigación Científica; el cinco por ciento (5%) 
modernización y dotación de los laboratorios; el cinco por ciento 
(5%) modernización y dotación de las bibliotecas y para el Fondo 
Editorial; el cinco por ciento (5%) en la modernización de un centro 
de archivo y documental; el cinco por ciento (5%) para un programa 
especial de becas académicas y estudiantiles.

Artículo 4º. Autorícese a la Asamblea Departamental de Cundina-
marca, para que determine las características, tarifas, hechos, actos 
administrativos u objetos del gravamen, excepciones y todos los de-
más asuntos referentes al uso y pago obligatorio de la estampilla, en 
las actividades y operaciones que se deban realizar y ejecutar en todo 
el departamento de Cundinamarca y sus respectivos municipios, en 
las entidades descentralizadas de unos y de otros, y en las entidades 
nacionales con presencia en el departamento de Cundinamarca.

La Ordenanza que expida la Asamblea Departamental de Cundi-
namarca, en desarrollo de lo dispuesto en la presente ley, será dada 
a conocer al Gobierno Nacional, a través de los Ministerios de Ha-
cienda y Crédito Público y de Educación Nacional.

Artículo 5º. Facúltese a los concejos municipales del departamen-
to de Cundinamarca, para que hagan obligatorio el uso de la estam-
pilla que autoriza la presente ley.

 Artículo 6º. Autorícese al departamento de Cundinamarca para 
recaudar los valores producidos por el uso de la estampilla Prodesa-
rrollo Universidad de Cundinamarca, UDEC, en las actividades que 
se deban realizar en el departamento y en sus municipios, en las en-
tidades descentralizadas de unos y otros y en las entidades del orden 
nacional que funcionen en el departamento de Cundinamarca.

Parágrafo. El traslado de los recursos provenientes de la estampi-
lla a la Universidad de Cundinamarca, en ningún caso superará los 
treinta (30) días siguientes al recaudo respectivo.

Artículo 7º. La obligación de adherir y anular la estampilla a que 
se refiere la presente ley, quedará a cargo de los servidores públicos 
del orden departamental, municipal y nacional con asiento en el de-
partamento de Cundinamarca, que intervengan en los hechos, actos 
administrativos u objetos del gravamen. El incumplimiento de esta 
obligación generará las responsabilidades disciplinarias, fiscales y 
penales correspondientes.

Parágrafo. Establézcase como obligatorio el uso de la estampilla 
en los institutos descentralizados y entidades del orden nacional que 
funcionen en el departamento de Cundinamarca.

Artículo 8º El recaudo total de la estampilla se destinará a lo es-
tablecido en el artículo 3º de la presente ley. El recaudo y pago de la 
estampilla tendrá una contabilidad única especial y separada.

Parágrafo. La tarifa contemplada en esta ley no podrá exceder el 
tres por ciento (3%) del valor total del hecho, acto administrativo u 
objeto del gravamen.

Artículo 9º. Esta ley rige a partir de su promulgación.
CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En sesión plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el texto definitivo del Proyecto de ley número 
075 de 2006 Cámara, por medio de la cual se crea la estampilla 
Prodesarrollo de la Universidad de Cundinamarca, UDEC, y se dic-
tan otras disposiciones.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el Acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Felipe Fabián Orozco Vivas, Ponente-Coordinador; Luis Alejan-

dro Perea Albarracín, Fernando Tamayo Tamayo y Carlos Alberto 
Zuluaga Díaz, Ponentes.

El Secretario General,
Angelino Lizcano Rivera.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 082 DE 2006 CAMARA
Aprobado en segundo debate en la Sesión Plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006,  
según consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre 
de 2006, según Acta 032, por la cual se autoriza a la Asamblea 
Departamental del Meta para ordenar la emisión de la estampilla 
“Universidad de Los Llanos” 32 años construyendo Orinoquia  
                             y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Autorízase a la Asamblea Departamental del Meta y a 
los Concejos Municipales de cada una de sus entidades territoriales 
para que ordenen la emisión de la estampilla “Universidad de los 
Llanos”, 32 años construyendo Orinoquia.

Artículo 2º. La Estampilla “Universidad de los Llanos”, cuya emi-
sión se autoriza será hasta por la suma de cien mil millones de pesos 
($100.000.000.000.00). El monto recaudado se establece a precios 
del año 2006.

Artículo 3º. El producido de los recursos provenientes de la es-
tampilla “Universidad de los Llanos”, se destinarán exclusivamente 
al desarrollo científico en las líneas de investigación instituciona-
les de la Universidad de los Llanos, adoptadas mediante el Acuerdo 
Académico número 002 de 2004 o el que lo sustituya y, a la apertura 
de programas académicos de Medicina, Ingeniería Ambiental, Inge-
niería Forestal, Ingeniería de Petróleos, Ingeniería Civil, Filosofía, 
Bellas Artes y Sociología y en especial a la preparación de la región 
con miras a los Tratados de Libre Comercio en competitividad y 
productividad. 
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El Consejo Superior de la Universidad de los Llanos será el ór-
gano encargado de la administración de los recursos recaudados 
mediante la presente estampilla de acuerdo a lo estipulado en la 
presente ley.

Artículo 4º. Autorízase a la Asamblea del departamento del Meta 
para que determine las características, hechos económicos, tarifas, ac-
tos administrativos u objetos de gravamen, excepciones y todos los 
demás asuntos pertinentes al uso obligatorio de la estampilla en las 
operaciones que se realizan en el departamento y en cada uno de sus 
municipios. Las providencias que en tal sentido expida la Asamblea 
Departamental del Meta, serán de conocimiento del Gobierno Nacio-
nal a través del Ministerio de Hacienda.

Parágrafo. El porcentaje del valor de hecho u objeto del gravamen 
será determinado por la Asamblea Departamental del Meta pero en 
todo caso no podrá exceder del 3%.

Artículo 5º. La obligación de adherir y anular la estampilla que 
se autoriza mediante esta ley estará a cargo de los funcionarios del 
orden departamental y municipal que intervengan en los actos o he-
chos sujetos a gravamen estipulados por la Asamblea mediante or-
denanza.

Artículo 6º. Los recaudos provenientes de la estampilla estarán 
a cargo de la Secretaría de Hacienda Departamental y, en el caso de 
los municipios corresponderá su recaudo a las tesorerías municipa-
les, los que serán manejados en cuentas presupuestales de destina-
ción específica dirigidas a la Universidad de los Llanos. Las teso-
rerías municipales les harán periódicamente las transferencias del 
recurso a la Secretaría de Hacienda Departamental, la que también 
llevará una cuenta de destinación específica de estos recursos, para 
garantizar la destinación prevista en el artículo 3º de la esta ley.

Artículo 7º. La Contraloría Departamental ejercerá el control y 
vigilancia fiscal, de los recursos provenientes de la estampilla auto-
rizada.

Artículo 8º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
CAMARA DE REPRESENTANTES

SECRETARIA GENERAL
Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el Texto Definitivo al Proyecto de ley número 082 
de 2006 Cámara, por la cual se autoriza a la Asamblea Departamen-
tal del Meta para ordenar la emisión de la estampilla “Universidad 
de Los Llanos” 32 años construyendo Orinoquia y se dictan otras 
disposiciones.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Jorge Julián Silva Meche, Ponente Coordinador; Oscar Leonidas 

Wilches Carreño, Ponente; Angelino Lizcano Rivera, Secretario Ge-
neral.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 108 DE 2006 CAMARA, 049 DE 2006 SENADO 
ACUMULADO CON EL PROYECTO DE LEY NUMERO 75 

DE 2006 SENADO
Aprobado en segundo debate en la Sesión Plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre  
de 2006, según Acta 032, por la cual se organiza el concurso  
de méritos para la elección del Registrador Nacional del Estado Civil, 
en concordancia con lo dispuesto en el artículo 266 de la Constitución 
                                                 Nacional.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por objeto organizar el 
concurso de méritos para la elección del Registrador Nacional del 
Estado Civil, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 266 de 
la Constitución Nacional.

Artículo 2º. Del organizador del concurso de méritos. El concur-
so de méritos para la escogencia del Registrador Nacional del Estado 
Civil será público y lo realizarán los Presidentes de la Corte Consti-
tucional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado.

Artículo 3º. Funciones del organizador de concurso de méritos. 
En su condición de organizadores del presente concurso de méritos, 
los Presidentes de la Corte Constitucional, la Corte Suprema de Jus-
ticia y el Consejo de Estado tendrán las siguientes funciones:

1. Dictar el reglamento del concurso.
2. Convocar públicamente a los ciudadanos que reúnan las cali-

dades y los requisitos previstos en el artículo 266 de la Constitución 
y que deseen participar en el concurso, a fin de que se inscriban en 
la Secretaría General de cualquiera de las tres corporaciones, según 
se indique en la convocatoria y dentro de los términos señalados en 
la misma.

Artículo 4º. Contenido mínimo del reglamento del Concurso. EL 
reglamento del concurso público de méritos, deberá tener en cuenta 
los siguientes parámetros:

1. La convocatoria es norma obligatoria que regula todo el proce-
so de selección mediante concurso público de méritos.

2. Las solicitudes de los aspirantes que no reúnan las calidades 
señaladas en la convocatoria, o que no acrediten el cumplimiento de 
todos los requisitos exigidos por la Constitución y la ley, se rechaza-
rán mediante resolución motivada.

3. Los candidatos que cumplan las calidades y requisitos exigi-
dos por la Constitución y la ley y que no se encuentren incursos en 
ninguna causal de inhabilidad o incompatibilidad, serán evaluados 
teniendo en cuenta los siguientes criterios:

a) Experiencia en el desempeño de cargos en el sector público 
en el nivel directivo o superior; en el ejercicio de la profesión de 
abogado y/o de cátedra universitaria en disciplinas jurídicas afines 
con la administración pública o en áreas relacionadas con el cargo 
de Registrador;

b) Formación profesional avanzada o de postgrado en derecho 
público o en áreas relacionadas con el cargo;

c) Autoría de obras jurídicas, con preferencia en temas relaciona-
dos con el cargo;

d) Entrevista personal.
Parágrafo. En todo caso, la entrevista que se le haga a los candi-

datos tendrá un valor mínimo del 30% del puntaje total.
4. Evaluados los candidatos, los Presidentes de la Corte Constitu-

cional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, elabo-
rarán una lista de elegibles, de los cuales escogerán por mayoría al 
Registrador Nacional del Estado Civil.

5. En el reglamento se establecerá el contenido, los procedimien-
tos de cada una de las etapas de selección y el puntaje correspon-
diente a cada criterio de selección.

6. Las pruebas que se apliquen en el concurso y la documentación 
que constituya el soporte técnico de aquellas, tienen carácter reser-
vado.

Artículo 5º. En caso de vacancia temporal y/o absoluta, y/o termi-
nación del período titular, los Presidentes de la Corte Constitucional, 
la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, podrán encar-
gar a un interino por un período no mayor a la duración del concurso 
de méritos.



GACETA DEL CONGRESO  697	 Viernes 29 de diciembre de 2006	 Página 31

Artículo 6º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promul-
gación.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el Texto Definitivo al Proyecto de ley número 108 
de 2006 Cámara, 049 de 2006 Senado Acumulado con el Proyecto de 
ley número 75 de 2006 Senado, acumulado con el Proyecto de ley 
número  75 de 2006 Senado, por la cual se organiza el concurso de 
méritos para la elección del Registrador Nacional del Estado Civil, 
en concordancia con lo dispuesto en el artículo 266 de la Constitu-
ción Nacional.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Roy Barreras Montealegre, Oscar Arboleda Palacio, Edgar Gó-

mez Román, Jorge Homero Giraldo, David Luna Sánchez, Jorge 
Humberto Mantilla, Miguel Rangel Sosa, William Vélez Mesa, Po-
nentes; Angelino Lizcano Rivera, Secretario General.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 125 DE 2006 CAMARA, 113 DE 2006 SENADO
Aprobado en segundo debate en la Sesión Plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032, por la cual se modifica la naturaleza jurídica 
                 de Ecopetrol S. A., y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Naturaleza jurídica de Ecopetrol S. A. Autorizar a 
Ecopetrol S. A., la emisión de acciones para que sean colocadas en 
el mercado y puedan ser adquiridas por personas naturales o jurídi-
cas. Una vez emitidas y colocadas total o parcialmente las acciones 
de que trata la presente ley, la sociedad quedará organizada como 
una Sociedad de Economía Mixta de carácter comercial, del orden 
nacional, vinculada al Ministerio de Minas y Energía; se denominará 
Ecopetrol S. A., su domicilio principal será la ciudad de Bogotá, D. 
C. y podrá establecer subsidiarias, sucursales y agencias en el terri-
torio nacional y en el exterior. 

Parágrafo 1°. Para la determinación por parte de la Asamblea Ge-
neral de Accionistas, del valor inicial de los títulos a emitir, Ecopetrol 
S. A. contratará, atendiendo los principios de gobierno corporativo, 
dos diferentes bancas de inversión de reconocida idoneidad y trayec-
toria en procesos similares en el sector de hidrocarburos. Una de las 
bancas de inversión además de realizar la valoración de la empresa, 
se encargará de la estructuración del proceso en todas sus fases. 

Artículo 2°. Capitalización de Ecopetrol S. A. En el proceso de ca-
pitalización autorizado en el artículo 1° de esta ley, se garantizará que 
la Nación conserve, como mínimo, el ochenta por ciento (80%) de las 
acciones, en circulación, con derecho a voto, de Ecopetrol S. A. 

Parágrafo 1°. El presupuesto de inversión de Ecopetrol S. A. para 
los años 2007 y 2008, en ningún caso será inferior al presupuesto de 
inversión del año anterior, incrementado en el PIB nominal del año 
anterior.

Artículo 3°. Democratización. Para garantizar la democratización 
de la propiedad accionaria, el programa de emisión y colocación 

de acciones de Ecopetrol S. A. incluirá dos primeras rondas a las 
cuales podrán acceder los destinatarios de condiciones especiales de 
que trata el artículo 3° de la Ley 226 de 1995, los patrimonios autó-
nomos pensionales de Ecopetrol S. A., las entidades territoriales, y 
cualquier ciudadano colombiano. Agotadas estas rondas, la oferta se 
extenderá al público en general y a personas naturales o jurídicas. 

Parágrafo 1°. Eliminado.
Parágrafo 2°. Para la emisión a que hace referencia la presente 

ley, ninguna persona natural podrá adquirir títulos por valor supe-
rior a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(smlmv).

Parágrafo 3°. En las dos primeras rondas, cada una de las perso-
nas jurídicas que suscriban acciones no podrán adquirir más de un 
límite porcentual que será fijado por la Asamblea General de Accio-
nistas de Ecopetrol S. A., y que en ningún caso excederá el 3% de las 
acciones en circulación de la empresa.

Exceptúense de esta disposición los fondos de pensiones y cesan-
tías, los fondos mutuos de inversión y los patrimonios autónomos 
pensionales de Ecopetrol S. A., los cuales podrán superar el límite 
atrás indicado, siempre que se ajusten a lo que se determine en los 
lineamientos de inversión establecidos por la Superintendencia Fi-
nanciera de Colombia.

En todo caso, colectivamente los fondos de pensiones y cesantías, 
los fondos mutuos de inversión y los patrimonios autónomos pen-
sionales de Ecopetrol S. A. no podrán adquirir más del 15% de las 
acciones en circulación de Ecopetrol S. A.

Artículo 4°. Objetivos. Ecopetrol S. A., además de los objetivos 
consagrados en el artículo 34 del Decreto-ley 1760 de 2003, podrá 
realizar la investigación, desarrollo y comercialización de fuentes 
convencionales y alternas de energía; la producción, mezcla, alma-
cenamiento, transporte y comercialización de componentes oxige-
nantes y biocombustibles, la operación portuaria y la realización de 
cualesquiera actividades conexas, complementarias o útiles para el 
desarrollo de las anteriores. 

Artículo 5°. Organos de Dirección y Administración. Ecopetrol 
S. A., una vez constituida como sociedad de economía mixta, será 
dirigida y administrada por la Asamblea General de Accionistas, la 
Junta Directiva y el Presidente de la sociedad, de acuerdo con lo que 
señalen sus estatutos. La Asamblea General designará los miembros 
de la Junta Directiva y esta, a su vez, designará al Presidente. 

Parágrafo 1°. Los departamentos productores de hidrocarburos 
explotados por Ecopetrol S. A. tendrán acceso a un asiento en la 
Junta Directiva de Ecopetrol S. A. que se designará de acuerdo a las 
exigencias de la Asamblea de Accionistas.

Parágrafo Transitorio. Mientras se designan los miembros de la 
Junta Directiva y el Presidente de la sociedad en la forma establecida 
en los estatutos, continuarán ejerciendo las respectivas funciones los 
miembros de la Junta Directiva y el Presidente de Ecopetrol S. A. 
que estuvieren ejerciendo dichas funciones en el momento en que 
ocurra el cambio de naturaleza jurídica.

Artículo 6°. Régimen aplicable a Ecopetrol S. A. Todos los ac-
tos jurídicos, contratos y actuaciones necesarias para administrar y 
desarrollar el objeto social de Ecopetrol S. A., una vez constituida 
como sociedad de economía mixta, se regirán exclusivamente por 
las reglas del derecho privado, sin atender el porcentaje del aporte 
estatal dentro del capital social de la empresa. Para tal fin, la Junta 
Directiva de Ecopetrol S. A. adoptará los respectivos reglamentos.

Artículo 7°. Régimen Laboral. Una vez ocurra el cambio de natu-
raleza jurídica de Ecopetrol S. A., la totalidad de los servidores pú-
blicos de Ecopetrol S. A. tendrán el carácter de trabajadores particu-
lares y por ende, a los contratos individuales de trabajo continuarán 
aplicándoles las disposiciones contenidas en el Código Sustantivo 
del Trabajo, en la Convención Colectiva de Trabajo y en el Acuerdo 
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01 de 1977, según sea el caso, con las modificaciones y adiciones 
que se presenten.

Los trabajadores y pensionados de Ecopetrol S. A. continuarán 
rigiéndose por las normas que hoy les son aplicables en materia de 
seguridad social.

Parágrafo 1°. A Ecopetrol S. A., una vez constituida como socie-
dad de economía mixta, no le será aplicable la disposición contenida 
en el artículo 92 de la Ley 617 de 2000 y las normas que la adicio-
nen, modifiquen o sustituyan.

Artículo 8°. Transición en materia disciplinaria. La Oficina de 
Control Disciplinario Interno de Ecopetrol S. A., continuará cono-
ciendo de los procesos que se encontraren con apertura de investi-
gación disciplinaria hasta por el término de dos (2) años, contados a 
partir de que la Empresa se constituya como sociedad de economía 
mixta.

Las demás investigaciones y quejas que a dicha fecha se encon-
traren por tramitar, pasarán a conocimiento de la Procuraduría Ge-
neral de la Nación, al igual que aquellos procesos disciplinarios que 
transcurridos los dos años no se hubieren culminado.

Artículo 9°. Cargas fiscales. Ecopetrol S. A., una vez constitui-
da como sociedad de economía mixta, no estará obligada a asumir 
cargas fiscales diferentes a las derivadas del desarrollo de su objeto 
social. 

Parágrafo 1°. Las cargas fiscales señaladas en el artículo 55 de la 
Ley 191 de 1995 y en el artículo 17 literal k) de la Ley 161 de 1994, 
seguirán siendo asumidas por Ecopetrol S. A. durante la vigencia 
2007. A partir de la vigencia 2008, dichas cargas serán asumidas por 
la Nación en las mismas condiciones, de acuerdo con la ley.

Artículo 10. Transitorio. Las comunidades colombianas que a la 
fecha de la expedición de esta ley tengan problemas en lo referente 
a reubicación de territorios por explotación petrolera, serán solucio-
nados por Ecopetrol S. A., en el menor tiempo posible.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su publicación, deroga todas las disposiciones que le sean contrarias, 
en especial los parágrafos 2° y 4° del artículo 5º, el artículo 21, los 
artículos 33 y 36 al 51 y el parágrafo 2° del artículo 52 del Decreto-
ley 1760 de 2003 y modifica el artículo 55 de la Ley 191 de 1995 y 
el artículo 17 literal k) de la Ley 161 de 1994.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el Texto Definitivo al Proyecto de ley número 
125 de 2006 Cámara, 113 de 2006 Senado, por la cual se modifica 
la naturaleza jurídica de Ecopetrol S. A., y se dictan otras disposi-
ciones.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Sandra Arabella Velásquez, Coordinadora Ponente; Liliana Barón 

Caballero, Bladimiro Cuello Daza, Jorge Carmelo Pérez Alvarado, 
Orlando Duque Quiroga, Jairo Díaz Conteras, Héctor Julio Alfonso 
López, Fuad Rapag Matar, Lucero Cortés Méndez, Dumith Antonio 
Nader, Ponentes; Angelino Lizcano Rivera, Secretario General.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 138 DE 2006 CAMARA, 208 DE 2005 SENADO

Aprobado en segundo debate en la Sesión Plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre  
de 2006, según Acta 032, por la cual se dictan normas para la preven-
ción, detección, investigación y sanción de la financiación del terrorismo 
                                           y otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
decreta:

T I T U L O  I
NORMAS PARA LA PREVENCION Y DETECCION  

DE LA FINANCIACION DEL TERRORISMO
CAPITULO I

Mecanismos de Prevención, Reporte  
y Detección de Operaciones

Artículo 1°. Modifícase el numeral 1 y el literal d) del numeral 
2 del artículo 102 del Decreto 663 de 1993, los cuales quedarán 
así:

Artículo 102. Régimen General. 
1. Obligación y control a actividades delictivas. Las instituciones 

sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia Financiera 
o quien haga sus veces, estarán obligadas a adoptar medidas de con-
trol apropiadas y suficientes, orientadas a evitar que en la realización 
de sus operaciones puedan ser utilizadas como instrumento para el 
ocultamiento, manejo, inversión o aprovechamiento en cualquier 
forma de dinero u otros bienes provenientes de actividades delicti-
vas o destinados a su financiación, o para dar apariencia de legalidad 
a las actividades delictivas o a las transacciones y fondos vinculados 
con las mismas. 

2. Mecanismos de control. (...) 
d) Reportar de forma inmediata y suficiente a la Unidad de Infor-

mación y Análisis Financiero cualquier información relevante sobre 
manejo de activos o pasivos u otros recursos, cuya cuantía o caracte-
rísticas no guarden relación con la actividad económica de sus clien-
tes, o sobre transacciones de sus usuarios que por su número, por 
las cantidades transadas o por las características particulares de las 
mismas, puedan conducir razonablemente a sospechar que los mis-
mos están usando a la entidad para transferir, manejar, aprovechar o 
invertir dineros o recursos provenientes de actividades delictivas o 
destinados a su financiación.

Artículo 2°. Modifícase el artículo 105 del Decreto 663 de 1993, 
modificado por el artículo 11 de la Ley 526 de 1999, el cual que-
dará así:

Artículo 105. Reserva sobre la información reportada. Sin per-
juicio de la obligación de reportar de forma inmediata y suficiente 
a la Unidad de Información y Análisis Financiero la información a 
que se refiere la letra d) del numeral 2 del artículo 102, las institu-
ciones financieras sólo estarán obligadas a suministrar información 
obtenida en desarrollo de los mecanismos previstos en los artículos 
anteriores cuando así lo solicite la Unidad de Información y Análisis 
Financiero o la Fiscalía General de la Nación.

Las autoridades, las entidades, sus administradores y sus funcio-
narios que tengan conocimiento por cualquier motivo de las infor-
maciones y documentos a que se refieren los artículos anteriores de-
berán mantener reserva sobre los mismos.

Las autoridades, las entidades, sus administradores y sus funcio-
narios no podrán dar a conocer a las personas que hayan efectuado 
o intenten efectuar operaciones sospechosas, que se ha comunicado 
a la Unidad de Información y Análisis Financiero información sobre 
las mismas, y deberán guardar reserva sobre dicha información.
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Artículo 3°. Modifícase el artículo 43 de la Ley 190 de 1995, el 
cual quedará así:

Artículo 43. Las obligaciones establecidas en los artículos 102 a 
107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero (Decreto 663 de 
1993) y demás normas concordantes serán aplicables en lo pertinen-
te a las personas que se dediquen profesionalmente a actividades de 
comercio exterior, operaciones de cambio y del mercado libre de 
divisas, casinos o juegos de azar, así como aquellas que determine el 
Gobierno Nacional.

Parágrafo. El control del cumplimiento de las obligaciones im-
puestas por la presente disposición se realizará por la respectiva en-
tidad que ejerza vigilancia sobre la persona obligada. 

Artículo 4°. Modifícanse los incisos 1°, 2° y 3° del artículo 3° 
de la Ley 526 de 1999, los cuales quedarán así:

Artículo 3º. Funciones de la unidad. La Unidad tendrá como ob-
jetivo la prevención y detección, de operaciones que puedan ser uti-
lizadas como instrumento para el ocultamiento, manejo, inversión o 
aprovechamiento en cualquier forma de dinero u otros bienes pro-
venientes de actividades delictivas o destinados a su financiación, o 
para dar apariencia de legalidad a las actividades delictivas o a las 
transacciones y fondos vinculados con las mismas, prioritariamente 
el lavado de activos y la financiación del terrorismo. Para ello centra-
lizará, sistematizará y analizará mediante actividades de inteligencia 
financiera la información recaudada, en desarrollo de lo previsto en 
los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
y sus normas remisorias o complementarias, las normas tributarias, 
aduaneras y demás información que conozcan las entidades del Es-
tado o privadas que pueda resultar relevante para el ejercicio de sus 
funciones. Dichas entidades estarán obligadas a suministrar de oficio 
o a solicitud de la Unidad, la información de que trata el presente ar-
tículo. Así mismo, la Unidad podrá recibir información de personas 
naturales.

La Unidad en cumplimiento de su objetivo, comunicará a las au-
toridades competentes y a las entidades legitimadas para ejercitar la 
acción de extinción de dominio, cualquier información pertinente 
dentro del marco de la lucha integral contra el lavado de activos, 
la financiación del terrorismo y las actividades que dan origen a la 
acción de extinción del dominio. 

Artículo 5°. Modifícanse los numerales 1, 2, 3, 4, 7, 8 y 9 del 
artículo 4° de la Ley 526 de 1999, los cuales quedarán así:

Artículo 4º. Funciones de la Dirección General. Las siguientes 
serán las funciones de la Dirección General:

1. Participar en la formulación de las políticas para la prevención 
y detección, y en general, la lucha contra el lavado de activos y la 
financiación del terrorismo en todas sus manifestaciones.

2. Centralizar, sistematizar y analizar la información suministrada 
por quienes están obligados a cumplir con lo establecido en los artí-
culos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y sus 
normas remisorias y complementarias, las normas tributarias, adua-
neras, cambiarias y demás información que conozcan las entidades 
del Estado y privadas que pueda resultar vinculada con operaciones 
de lavado de activos o de financiación del terrorismo, la cual podrá 
reposar en las bases de datos de cada entidad si no fuere necesario 
mantenerla de manera permanente en la Unidad.

3. Coordinar el estudio por parte de la Unidad de nuevos sectores 
afectados o susceptibles de ser utilizados para el lavado de activos o 
la financiación del terrorismo.

4. Comunicar a las autoridades competentes y a las entidades le-
gitimadas para ejercitar la acción de extinción del dominio cualquier 
información pertinente dentro del marco de la lucha integral contra 
el lavado de activos, la financiación de terrorismo y las actividades 
que den origen a la acción de extinción de dominio.

(...)

7. Participar en las modificaciones legales a que haya lugar para 
el efectivo control del lavado de activos y de la financiación de te-
rrorismo.

8. Rendir los informes que le soliciten los Ministros de Hacienda 
y Crédito Público y del Interior y Justicia, en relación con el control 
al lavado de activos y la financiación del terrorismo.

9. Evaluar y decidir sobre la pertinencia de enviar a la Fiscalía 
General de la Nación y a las demás autoridades competentes, para su 
verificación, la información que conozca en desarrollo de su objeto.

Artículo 6°. Modifícase el numeral 2 del artículo 6° de la Ley 
526 de 1999, el cual quedará así:

Artículo 6º. Funciones de la Subdirección de Análisis Estratégi-
co. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección 
de Análisis Estratégico: (...) 

2. Realizar los estudios necesarios para mantener actualizada la 
Unidad sobre las prácticas, técnicas y tipologías utilizadas para el 
lavado de activos y la financiación del terrorismo, en los diferentes 
sectores de la economía, así como la identificación de los perfiles de 
los presuntos responsables de estas actividades.

Artículo 7°. Modifícanse los numerales 3 y 6 del artículo 7° de 
la Ley 526 de 1999, los cuales quedarán así:

Artículo 7º. Funciones de la Subdirección de Análisis de Opera-
ciones. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirec-
ción de Análisis de Operaciones: (...)

3. Preparar los informes acerca de posibles casos de lavado de 
activos o financiación del terrorismo detectados, y presentarlos a la 
Dirección General para su consideración, de acuerdo con los flujos 
de información recibidos y los análisis que desarrolle.

(…)
6. Cooperar y servir de enlace con las unidades antilavado o con-

tra la financiación del terrorismo existentes o con las dependencias 
que desarrollan esta función en las entidades nacionales. Interac-
tuar con los sectores que puedan estar involucrados en el tema de 
la prevención y control al lavado de activos y la financiación del 
terrorismo.

Artículo 8°. Adiciónase un parágrafo y modifícanse los incisos 
3° y 4° del artículo 9° de la Ley 526 de 1999, los cuales quedarán 
así:

Artículo 9º. Manejo de información. (...)
Para los temas de competencia de la UIAF, no será oponible la re-

serva bancaria, cambiaria, bursátil y tributaria respecto de las bases 
gravables y la determinación privada de los impuestos que figuren 
en las declaraciones tributarias, así como aquella que exista sobre 
los datos de suscriptores y equipos que suministran los concesio-
narios y licenciatarios que prestan los servicios de comunicaciones 
previsto en el artículo 32 de la Ley 782 de 2002, el registro de ex-
tranjeros, los datos sobre información judicial e investigaciones de 
carácter migratorio, el movimiento migratorio, tanto de nacionales 
como de extranjeros, antecedentes y anotaciones penales, y datos so-
bre la existencia y estado de investigaciones en los entes de control, 
lo anterior sin perjuicio de la obligación de las entidades públicas y 
de los particulares de suministrar de oficio o a solicitud de la Unidad, 
la información de que trata el artículo 3º de esta ley.

La información que recaude la Unidad de que trata la presente 
ley en cumplimiento de sus funciones y la que se produzca como 
resultado de su análisis, estará sujeta a reserva, salvo solicitud de las 
autoridades competentes y las entidades legitimadas para ejercitar la 
acción de extinción de dominio quienes deberán mantener la reserva 
aquí prevista.

Parágrafo. Para el acceso a la información reservada a la cual tie-
ne acceso la UIAF de acuerdo con la presente ley, y que esté bajo la 
custodia de otra autoridad, la UIAF podrá celebrar convenios en los 
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que se precisen las condiciones para el acceso a la información y se 
garantice el mantenimiento de la reserva.

Artículo 9°. Modifícase el artículo 23 de la Ley 365 de 1997, el 
cual quedará así:

Artículo 23. Entidades cooperativas que realizan actividades de 
ahorro y crédito. Además de las entidades Cooperativas de grado 
superior que se encuentren bajo la vigilancia de la Superintendencia 
Financiera o quien haga sus veces, también estarán sujetas a lo esta-
blecido en los artículos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, todas las entidades cooperativas que realicen actividades 
de ahorro y crédito.

Para las cooperativas de ahorro y crédito y las cooperativas mul-
tiactivas e integrales con sección de ahorro y crédito vigiladas por 
la Superintendencia de la Economía Solidaria, este ente de supervi-
sión reglamentará lo dispuesto en los citados artículos del Estatuto 
Financiero y podrá modificar las cuantías a partir de las cuales de-
berá dejarse constancia de la información relativa a transacciones en 
efectivo.

Las cooperativas de ahorro y crédito y las cooperativas multiacti-
vas e integrales con sección de ahorro y crédito, deberán informar a 
la UIAF la totalidad de las transacciones en efectivo de que trata el 
artículo 103 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, conforme 
a las instrucciones que para el efecto imparta la Superintendencia de 
la Economía Solidaria.

Artículo 10. Responsabilidad de entidades o personas obliga-
das a cumplir con las normas y principios contenidos en los artí-
culos 102 a 107 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 

El régimen previsto para las instituciones sometidas al control 
y vigilancia de la Superintendencia Financiera, o de la entidad que 
haga sus veces, a que se refieren los artículos 209, 210 y 211 nu-
meral 3 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero, salvo norma 
especial, se aplicará a las entidades o personas obligadas a cumplir 
con las normas y principios contenidos en los artículos 102 a 107 del 
Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.

La aplicación del procedimiento e imposición de las sanciones 
será realizada por la respectiva autoridad que ejerza las funciones de 
inspección, control o vigilancia, para lo cual dará cumplimiento a las 
normas administrativas de carácter especial que le sean aplicables o 
en su defecto dará aplicación al procedimiento contemplado en el 
Código Contencioso Administrativo.

CAPITULO II
Cooperación Internacional

Artículo 11. Modifícase el inciso 4° del artículo 3° de la Ley 
526 de 1999, el cual quedará así:

Artículo 3°. Funciones de la unidad. (…)
La Unidad de que trata este artículo, dentro del ámbito de su com-

petencia, podrá celebrar convenios de cooperación con entidades de 
similar naturaleza de otros estados e instancias internacionales per-
tinentes y con las instituciones nacionales públicas o privadas a que 
hubiere lugar, sin perjuicio de las obligaciones consagradas en la 
presente ley.

Artículo 12. Modifícase el literal e) y adiciónase un literal f) 
al numeral 2 del artículo 102 del Decreto 663 de 1993, los cuales 
quedarán así:

Artículo 102. Régimen general. (…)
e) Estar en consonancia con los estándares internacionales en la 

materia;
f) Los demás que señale el Gobierno Nacional.
Artículo 13. Modifícase el numeral 6 del artículo 4° de la Ley 

526 de 1999, el cual quedará así:

Artículo 4º. Funciones de la Dirección General. Las siguientes 
serán las funciones de la Dirección General (...)

6. Celebrar dentro del ámbito de su competencia, convenios de 
cooperación con entidades de similar naturaleza de otros Estados e 
instancias internacionales pertinentes y con las instituciones nacio-
nales públicas o privadas a que hubiere lugar.

Artículo 14. Modifícase el numeral 6 del artículo 6° de la Ley 
526 de 1999, el cual quedará así:

Artículo 6º. Funciones de la Subdirección de Análisis Estratégi-
co. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirección 
de Análisis Estratégico: (...) 

6. Preparar los convenios de cooperación con las entidades de 
similar naturaleza en otros países, con las instancias internacionales 
pertinentes y con las instituciones nacionales públicas o privadas a 
que hubiere lugar.

Artículo 15. Modifícase el numeral 7 del artículo 7° de la Ley 
526 de 1999, el cual quedará así:

Artículo 7º. Funciones de la Subdirección de Análisis de Opera-
ciones. Las siguientes serán las funciones generales de la Subdirec-
ción de Análisis de Operaciones: (...)

7. Desarrollar los convenios de intercambio de información ce-
lebrados con las unidades de similar naturaleza del exterior, con las 
instancias internacionales pertinentes y con las instituciones nacio-
nales públicas o privadas a que hubiere lugar. 

T I T U L O  II
NORMAS PARA LA INVESTIGACION  
Y SANCION DE LA FINANCIACION

DEL TERRORISMO
CAPITULO I

Normas Sustanciales
Artículo 16. Modifícase el artículo 345 de la Ley 599 de 2000, 

el cual quedará así:
Artículo 345. Financiación del terrorismo y administración de 

recursos relacionados con actividades terroristas. El que directa o 
indirectamente provea, recolecte, entregue, reciba, administre, apor-
te, custodie o guarde fondos, bienes o recursos, o realice cualquier 
otro acto que promueva, organice, apoye, mantenga, financie o sos-
tenga económicamente a grupos armados al margen de la ley o a 
sus integrantes, o a grupos terroristas nacionales o extranjeros, o a 
terroristas nacionales o extranjeros, o a actividades terroristas, in-
currirá en prisión de trece (13) a veintidós (22) años y multa de mil 
trescientos (1.300) a quince mil (15.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 17. Modifícase el inciso 1° del artículo 323 de la Ley 
599 de 2000, modificado por el artículo 8° de la Ley 747 de 2002, 
el cual quedará así: 

Artículo 323. Lavado de activos. El que adquiera, resguarde, in-
vierta, transporte, transforme, custodie o administre bienes que ten-
gan su origen mediato o inmediato en actividades de tráfico de mi-
grantes, trata de personas, extorsión, enriquecimiento ilícito, secues-
tro extorsivo, rebelión, tráfico de armas, financiación del terrorismo y 
administración de recursos relacionados con actividades terroristas, 
tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, 
delitos contra el sistema financiero, delitos contra la administración 
pública, o vinculados con el producto de delitos ejecutados bajo con-
cierto para delinquir, o les dé a los bienes provenientes de dichas 
actividades apariencia de legalidad o los legalice, oculte o encubra 
la verdadera naturaleza, origen, ubicación, destino, movimiento o 
derecho sobre tales bienes o realice cualquier otro acto para ocultar 
o encubrir su origen ilícito, incurrirá por esa sola conducta en prisión 
de ocho (8) a veintidós (22) años y multa de seiscientos cincuenta 
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(650) a cincuenta mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 

Artículo 18. Modifícase el artículo 441 de la Ley 599 de 2000, 
modificado por el artículo 9° de la Ley 733 de 2002, el cual que-
dará así: 

Artículo 441. Omisión de denuncia de particular. El que teniendo 
conocimiento de la comisión de un delito de genocidio, desplaza-
miento forzado, tortura, desaparición forzada, homicidio, secuestro, 
secuestro extorsivo o extorsión, narcotráfico, tráfico de drogas tóxi-
cas, estupefacientes o sustancias sicotrópicas, terrorismo, financia-
ción del terrorismo y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas, enriquecimiento ilícito, testaferrato, lavado 
de activos, cualquiera de las conductas contempladas en el Título II 
y en el Capítulo IV del Título IV de este libro, en este último caso 
cuando el sujeto pasivo sea un menor de doce (12) años, omitiere 
sin justa causa informar de ello en forma inmediata a la autoridad, 
incurrirá en prisión de tres (3) a ocho (8) años.

Artículo 19. Modifícase el inciso 2° del artículo 340 de la Ley 
599 de 2000, modificado por el artículo 8º de la Ley 733 de 2002, 
el cual quedará así:

Artículo 340. Concierto para delinquir. (...)
Cuando el concierto sea para cometer delitos de genocidio, des-

aparición forzada de personas, tortura, desplazamiento forzado, 
homicidio, terrorismo, tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o 
sustancias sicotrópicas, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión, 
enriquecimiento ilícito, lavado de activos o testaferrato y conexos, o 
Financiamiento del Terrorismo y administración de recursos relacio-
nados con actividades terroristas, la pena será de prisión de ocho (8) 
a dieciocho (18) años y multa de dos mil setecientos (2.700) hasta 
treinta mil (30.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

CAPITULO II
Cooperación Internacional

Artículo 20. Procedimiento para la publicación y cumplimien-
to de las obligaciones relacionadas con listas internacionales vin-
culantes para Colombia de conformidad con el Derecho Interna-
cional. 

El Ministerio de Relaciones Exteriores transmitirá las listas de 
personas y entidades asociadas con organizaciones terroristas, vin-
culantes para Colombia conforme al Derecho Internacional y soli-
citará a las autoridades competentes que realicen una verificación 
en las bases de datos con el fin de determinar la posible presencia o 
tránsito de personas incluidas en las listas y bienes o fondos relacio-
nados con estas.

Las autoridades consultadas deberán realizar las verificaciones 
pertinentes e informar a la Fiscalía General de la Nación, quien eva-
luará la pertinencia de la información y comunicará los resultados 
obtenidos al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, a través 
del Ministerio de Relaciones Exteriores.

Los particulares que conozcan de la presencia o tránsito de una 
persona incluida en una de las listas mencionadas o de bienes o 
fondos relacionados con estas deberán informar oportunamente al 
Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y a la Unidad de 
Información y Análisis Financiero, UIAF, para lo de su competencia. 
Al suministro de esta información se le aplicará el régimen de res-
ponsabilidad previsto en el artículo 42 de la Ley 190 de 1995.

Parágrafo. Si alguna persona considera que fue indebidamente 
incluida en una lista internacional en materia del terrorismo o fi-
nanciación del terrorismo, vinculante para Colombia conforme al 
Derecho Internacional, podrá solicitar al Defensor del Pueblo iniciar 
las gestiones necesarias para presentar las acciones pertinentes ante 
la respectiva instancia internacional, destinadas a proteger los de-
rechos del afectado. El trámite de esta solicitud no suspenderá los 
términos y procedimientos mencionados en el inciso anterior.

CAPITULO III
Normas sobre Jurisdicción de la Ley Penal  

y modificaciones procesales
Artículo 21. Modifícase el inciso 1° del artículo 15 de la Ley 

599 de 2000, el cual quedará así: 
Artículo 15. Territorialidad por extensión. (...)
La ley penal colombiana se aplicará a la persona que cometa la 

conducta punible a bordo de nave o aeronave del Estado o explota-
da por este, que se encuentre fuera del territorio nacional, salvo las 
excepciones consagradas en los tratados o convenios internacionales 
ratificados por Colombia.

Artículo 22. Modifícase el inciso 1° del numeral 1 del artículo 
16 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

Artículo 16. Extraterritorialidad. La ley penal colombiana se 
aplicará:

1. A la persona que cometa en el extranjero delito contra la exis-
tencia y seguridad del Estado, contra el régimen constitucional, con-
tra el orden económico social excepto la conducta definida en el 
artículo 323 del presente Código, contra la administración pública, o 
falsifique moneda nacional o incurra en el delito de financiación de 
terrorismo y administración de recursos relacionados con activida-
des terroristas, aún cuando hubiere sido absuelta o condenada en el 
exterior a una pena menor que la prevista en la ley colombiana. 

Artículo 23. Modifícanse los numerales 6 y 7 del artículo 5° 
transitorio de la Ley 600 de 2000, los cuales quedarán así:

Los jueces penales de circuito especializados conocen, en primera 
instancia: (...)

6. De los delitos de entrenamiento para actividades ilícitas (artí-
culos 341 y 342 del Código Penal), de terrorismo, financiación del 
terrorismo y administración de recursos relacionados con activida-
des terroristas (artículos 343, 344 y 345 del Código Penal), de la ins-
tigación a delinquir con fines terroristas (artículo 348 inciso 2°), del 
empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos con fines 
terroristas (artículo 359 inciso 2°), de la corrupción de alimentos, 
productos médicos o material profiláctico con fines terroristas (artí-
culo 372 inciso 4°), y del constreñimiento ilegal con fines terroristas 
(artículo 185 numeral 1). 

7. Del Concierto para cometer delitos de terrorismo y de financia-
ción del terrorismo y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas, narcotráfico, secuestro extorsivo, extorsión o 
para conformar escuadrones de la muerte, grupo de justicia privada 
o bandas de sicarios, lavado de activos u omisión de control (artículo 
340 del Código Penal), testaferrato (artículo 326 del Código Penal); 
extorsión en cuantía superior a ciento cincuenta (150) salarios míni-
mos legales mensuales vigentes. 

Artículo 24. Modifícase el numeral 20 del artículo 35 de la Ley 
906 de 2004, el cual quedará así: 

Los jueces penales de circuito especializados conocen de: (...)
20. Financiamiento del terrorismo y administración de recursos 

relacionados con actividades terroristas. 
Artículo 25. Modifícase el parágrafo 3° del artículo 324 de la 

Ley 906 de 2004, el cual quedará así: 
El principio de oportunidad se aplicará en los siguientes casos: 

(...)
Parágrafo 3°. En ningún caso el fiscal podrá hacer uso del princi-

pio de oportunidad cuando se trate de hechos que puedan significar 
violaciones graves al Derecho Internacional Humanitario, crímenes 
de lesa humanidad o genocidio de acuerdo con lo dispuesto en el 
Estatuto de Roma, y delitos de narcotráfico, terrorismo y financia-
ción del terrorismo y administración de recursos relacionados con 
actividades terroristas.
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Artículo 26. Exclusión de beneficios y subrogados. Cuando se 
trate de delitos de terrorismo, financiación del terrorismo, secuestro 
extorsivo, extorsión y conexos, no procederán las rebajas de penas 
por sentencia anticipada y confesión, ni se concederán subrogados 
penales o mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad 
de condena de ejecución condicional o suspensión condicional de 
ejecución de la pena, o libertad condicional. Tampoco a la prisión 
domiciliaria como sustitutiva de la prisión, ni habrá lugar a ningún 
otro beneficio o subrogado legal, judicial o administrativo, salvo los 
beneficios por colaboración consagrados en el Código de Procedi-
miento Penal, siempre que esta sea eficaz.

Artículo 27. El Estado colombiano y las Entidades Territoriales 
en cualquier proceso de contratación deberán identificar plenamente 
a las personas naturales y a las personas jurídicas que suscriban el 
contrato, así como el origen de sus recursos; lo anterior con el fin de 
prevenir actividades delictivas.

Artículo 28. Vigencia. La presente ley rige a partir de la fecha de 
su promulgación, modifica las siguientes normas el numeral 1 y los 
literales d) y e) del numeral 2 del artículo 102 del Decreto 663 de 
1993, el artículo 105 del Decreto 663 de 1993 modificado por el artí-
culo 11 de la Ley 526 de 1999, el artículo 43 de la Ley 190 de 1995, 
el artículo 23 de la Ley 365 de 1997, los incisos 1°, 2°, 3° y 4° del 
artículo 3° de la Ley 526 de 1999, los numerales 1, 2, 3, 4, 6, 7, 8 y 9 
del artículo 4° de la Ley 526 de 1999, los numerales 2 y 6 del artícu-
lo 6° de la Ley 526 de 1999, los numerales 3, 6 y 7 del artículo 7° de 
la Ley 526 de 1999, los incisos 3° y 4° del artículo 9° de la Ley 526 
de 1999, el inciso 1° del artículo 15 de la ley 599 de 2000, el inciso 
1° del numeral 1 del artículo 16 de la Ley 599 de 2000, el inciso 1° 
del artículo 323 de la Ley 599 de 2000 modificado por el artículo 8° 
de la Ley 747 de 2002, el artículo 340 de la Ley 599 de 2000 modi-
ficado por el artículo 8° de la Ley 733 de 2002, el artículo 345 de la 
Ley 599 de 2000, el artículo 441 de la Ley 599 de 2000 modificado 
por el artículo 9° de la Ley 733 de 2002, el numeral 20 del artículo 
35 de la Ley 905 de 2004, el parágrafo 3° del artículo 324 de la Ley 
906 de 2004 y deroga las normas que le sean contrarias. 

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el Texto Definitivo al Proyecto de ley número 138 
de 2006 Cámara, 208 de 2005 Senado, por la cual se dictan normas 
para la prevención, detección, investigación y sanción de la finan-
ciación del terrorismo y otras disposiciones.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Nicolás Uribe Rueda, Edgar Gómez Román, Germán Varón Co-

trino, Dixon Tapasco Triviño, David Luna Sánchez, Jorge H. Man-
tilla Serrano, Jorge Caballero Caballero, Oscar Arboleda Palacio, 
Ponentes; Angelino Lizcano Rivera, Secretario General.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 142 DE 2006 CAMARA
Aprobado en segundo debate en la Sesión Plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes del día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre  
de 2006, según Acta 032, por la cual se declara el día 6 de enero Día  
                              Nacional de la Música Vallenata.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La música vallenata es un instrumento cultural, fol-
clórico, turístico y económico de la Nación.

Artículo 2°. Declárese el 6 de enero, Día de la Fundación de la 
Ciudad de los Santos Reyes de Valledupar, “Día Nacional de la Mú-
sica Vallenata”.

Artículo 3°. El Gobierno Nacional, a través de los Ministerios de 
Cultura y Comercio, Industria y Turismo, programará y coordinará 
actividades que promuevan el desarrollo y divulgación de la música 
vallenata dentro y fuera del país, para lo cual apropiará los recursos 
necesarios para tal fin.

El artículo 4°. El Ministerio de la Cultura contará cada, año con 
un programa especial de promoción de la música vallenata para lo 
cual definirá una política pública específica en un término no supe-
rior a los seis meses de la sanción de la presente ley.

Artículo 5°. La Alcaldía Municipal de Valledupar se encargará 
de la organización de los actos culturales, deportivos, folclóricos, 
académicos y científicos que harán parte de la programación que se 
llevará a cabo, cada año, durante la celebración del Día Nacional de 
la Música Vallenata y, para ello, contará con el apoyo del Ministerio 
de Cultura y la gobernación del departamento del Cesar.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la fecha de su san-
ción. 

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el Texto Definitivo al Proyecto de ley número 
142 de 2006 Cámara, por la cual se declara el día 6 de enero Día 
Nacional de la Música Vallenata.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Buenaventura León León, Ponente; Angelino Lizcano Rivera, Se-

cretario General.
* * *

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 
NUMERO 154 DE 2006 CAMARA, 207 DE 2005 SENADO

Aprobado en segundo debate en la Sesión Plenaria de la honora-
ble Cámara de Representantes el día 12 de diciembre de 2006, se-
gún consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciem-
bre de 2006, según Acta 032, por la cual se establece el Régimen  
de Insolvencia Empresarial en la República de Colombia y se dictan 
                                         otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

T I T U L O  I
DEL REGIMEN DE INSOLVENCIA

CAPITULO I
Finalidad, principios y alcance del Régimen de Insolvencia
Artículo 1°. Finalidad del Régimen de Insolvencia. El régimen 

judicial de insolvencia regulado en la presente ley, tiene por objeto 
la protección del crédito y la recuperación y conservación de la em-
presa como unidad de explotación económica y fuente generadora de 
empleo, a través de los procesos de reorganización y de liquidación 
judicial, siempre bajo el criterio de agregación de valor. 
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El proceso de reorganización pretende a través de un acuerdo, 
preservar empresas viables y normalizar sus relaciones comerciales 
y crediticias, mediante su reestructuración operacional, administra-
tiva, de activos o pasivos. 

El proceso de liquidación judicial persigue la liquidación pronta y 
ordenada, buscando el aprovechamiento del patrimonio del deudor.

El Régimen de Insolvencia, además, propicia y protege la buena 
fe en las relaciones comerciales y patrimoniales en general y sancio-
na las conductas que le sean contrarias.

Artículo 2°. Ambito de aplicación. Estarán sometidas al Régimen 
de Insolvencia las personas naturales comerciantes y las jurídicas 
no excluidas de la aplicación del mismo, que realicen negocios per-
manentes en el territorio nacional, de carácter privado o mixto. Así 
mismo, estarán sometidos al Régimen de Insolvencia las sucursales 
de sociedades extranjeras y los patrimonios autónomos afectos a la 
realización de actividades empresariales.

El Gobierno Nacional establecerá los requisitos de admisión de 
dichos patrimonios autónomos al trámite de insolvencia a que se 
refiere la presente ley.

Artículo 3°. Personas excluidas. No están sujetas al Régimen de 
Insolvencia previsto en la presente ley:

1. Las Entidades Promotoras de Salud, las Administradoras del 
Régimen Subsidiado del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud y las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.

2. Las Bolsas de Valores y Agropecuarias.
3. Las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de 

Colombia. Lo anterior no incluye a los emisores de valores, someti-
dos únicamente a control de la referida entidad.

4. Las entidades vigiladas por la Superintendencia de Economía 
Solidaria que desarrollen actividades financieras, de ahorro y cré-
dito.

5. Las sociedades de capital público, y las empresas industriales y 
comerciales del Estado nacionales y de cualquier nivel territorial.

6. Las entidades de derecho público, entidades territoriales y des-
centralizadas.

7. Las empresas de servicios públicos domiciliarios.
8. Las personas naturales no comerciantes.
9. Las demás personas jurídicas que estén sujetas a un régimen 

especial de recuperación de negocios, liquidación o intervención ad-
ministrativa para administrar o liquidar. 

Parágrafo. Las empresas desarrolladas mediante contratos que 
no tengan como efecto la personificación jurídica, salvo en los pa-
trimonios autónomos que desarrollen actividades empresariales, no 
pueden ser objeto del proceso de insolvencia en forma separada o 
independiente del respectivo o respectivos deudores.

Artículo 4°. Principios del Régimen de Insolvencia. El Régimen 
de Insolvencia está orientado por los siguientes principios: 

1. Universalidad: La totalidad de los bienes del deudor y todos 
sus acreedores quedan vinculados al proceso de insolvencia a partir 
de su iniciación.

2. Igualdad: Tratamiento equitativo a todos los acreedores que 
concurran al proceso de insolvencia, sin perjuicio de la aplicación de 
las reglas sobre prelación de créditos y preferencias.

3. Eficiencia: Aprovechamiento de los recursos existentes y la 
mejor administración de los mismos, basados en la información dis-
ponible.

4. Información: En virtud del cual, deudor y acreedores deben 
proporcionar la información de manera oportuna, transparente y 
comparable, permitiendo el acceso a ella en cualquier oportunidad 
del proceso.

5. Negociabilidad: Las actuaciones en el curso del proceso deben 
propiciar entre los interesados la negociación no litigiosa, proactiva, 
informada y de buena fe, en relación con las deudas y bienes del 
deudor.

6. Reciprocidad: Reconocimiento, colaboración y coordinación 
mutua con las autoridades extranjeras, en los casos de insolvencia 
transfronteriza.

7. Gobernabilidad económica: Obtener, a través del proceso de 
insolvencia, una dirección gerencial definida, para el manejo y des-
tinación de los activos, con miras a lograr propósitos de pago y de 
reactivación empresarial.

Artículo 5°. Facultades y atribuciones del Juez del Concurso. 
Para los efectos de la presente ley, el juez del concurso, según lo 
establecido en el artículo siguiente de esta ley, tendrá las siguientes 
facultades y atribuciones, sin perjuicio de lo establecido en otras 
disposiciones:

1. Solicitar u obtener, en la forma que estime conveniente, la in-
formación que requiera para la adecuada orientación del proceso de 
insolvencia.

2. Ordenar las medidas pertinentes a proteger, custodiar y recu-
perar los bienes que integran el activo patrimonial del deudor, inclu-
yendo la revocatoria de los actos y/o contratos efectuados en perjui-
cio de los acreedores, con excepción de:

a) Aquellas transacciones sobre valores u otros derechos de na-
turaleza negociable que hayan recibido una orden de transferencia 
aceptada por el sistema de compensación y liquidación de que tratan 
los artículos 2°, 10 y 11 de la Ley 964 de 2005;

b) Los actos y contratos que tengan como objeto o por efecto la 
emisión de valores u otros derechos de naturaleza negociable en el 
mercado público de valores de Colombia.

3. Objetar los nombramientos o contratos hechos por el liquida-
dor, cuando afecten el patrimonio del deudor o los intereses de los 
acreedores.

4. Decretar la inhabilidad hasta por diez (10) años para ejercer el 
comercio en los términos previstos en la presente ley. Los adminis-
tradores objeto de la inhabilidad podrán solicitar al juez del Régimen 
de Insolvencia la disminución del tiempo de inhabilidad, cuando el 
deudor haya pagado la totalidad del pasivo externo calificado y gra-
duado.

5. Imponer sanciones o multas, sucesivas o no, hasta de doscien-
tos (200) salarios mínimos legales mensuales, cualquiera sea el caso, 
a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos.

6. Actuar como conciliador en el curso del proceso.
7. Con base en la información presentada por el deudor en la 

solicitud, reconocer y graduar las acreencias objeto del proceso de 
insolvencia, de conformidad con lo establecido sobre prelación de 
créditos en el Título XL del Libro Cuarto del Código Civil y demás 
normas legales que lo modifiquen o adicionen, y resolver las obje-
ciones presentadas, cuando haya lugar a ello.

8. Decretar la sustitución, de oficio o a petición de parte, de los 
auxiliares de la justicia, durante todo el proceso de insolvencia, con 
ocasión del incumplimiento de las funciones previstas en la ley o de 
las órdenes del juez del concurso, mediante providencia motivada en 
la cual designará su reemplazo.

9. Ordenar la remoción de los administradores y del revisor fiscal, 
según sea el caso, por incumplimiento de las órdenes del juez del 
concurso o de los deberes previstos en la ley o en los estatutos, de 
oficio o a petición de acreedor, mediante providencia motivada en la 
cual designará su reemplazo.

10. Reconocer, de oficio o a petición de parte, los presupuestos de 
ineficacia previstos en esta ley.
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11. En general, tendrá atribuciones suficientes para dirigir el pro-
ceso y lograr que se cumplan las finalidades del mismo.

Artículo 6°. Competencia. Conocerán del proceso de insolvencia, 
como jueces del concurso:

La Superintendencia de Sociedades, en uso de facultades juris-
diccionales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso 3° del 
artículo 116 de la Constitución Política, en el caso de todas las so-
ciedades, empresas unipersonales y sucursales de sociedades ex-
tranjeras y, a prevención, tratándose de deudores personas naturales 
comerciantes.

El Juez Civil del Circuito del domicilio principal del deudor, en 
los demás casos, no excluidos del proceso.

Parágrafo 1°. El proceso de insolvencia adelantado ante la Super-
intendencia de Sociedades es de única instancia. 

Las providencias que profiera el juez civil del circuito dentro de 
los trámites previstos en esta ley, solo tendrán recurso de reposición, 
a excepción de las siguientes, contra las cuales procede el recurso 
de apelación, en el efecto en que respecto de cada una de ellas se 
indica:

1. La de apertura del trámite, en el devolutivo.
2. La que apruebe la calificación y graduación de créditos, en el 

devolutivo.
3. La que rechace pruebas, en el devolutivo.
4. La que rechace la solicitud de nulidad, en el efecto devolutivo, 

y la que la decrete en el efecto suspensivo. 
5. La que decrete o niegue medidas cautelares, en el efecto devo-

lutivo.
6. La que ordene la entrega de bienes, en el efecto suspensivo y la 

que la niegue, en el devolutivo.
7. Las que impongan sanciones, en el devolutivo.
8. La que declare cumplido el acuerdo de reorganización, en el 

efecto suspensivo y la que lo declare incumplido en el devolutivo.
Parágrafo 2°. Sin perjuicio de las atribuciones conferidas en la 

presente ley al juez del concurso, la superintendencia u organismo 
de control que ejerza facultades de supervisión las conservará de 
manera permanente durante el proceso.

Parágrafo 3º. El Superintendente de Sociedades deberá delegar en 
las intendencias regionales las atribuciones necesarias para conocer 
de estos procesos, conforme a la reglamentación que expida el Go-
bierno Nacional.

Artículo 7°. No prejudicialidad. El inicio, impulsión y finaliza-
ción del proceso de insolvencia y de los asuntos sometidos a él, no 
dependerán ni estarán condicionados o supeditados a la decisión que 
haya de adoptarse en otro proceso, cualquiera sea su naturaleza. De 
la misma manera, la decisión del proceso de insolvencia tampoco 
constituirá prejudicialidad.

Artículo 8°. Incidentes y actos de trámite. Las cuestiones acceso-
rias que se susciten en el curso del proceso de insolvencia se resol-
verán siguiendo el procedimiento previsto en los artículos 135 a 139 
del Código de Procedimiento Civil.

Los actos de trámite que deban surtirse dentro del proceso de in-
solvencia y que correspondan a actuaciones que no deben ser con-
trovertidas por las demás partes del proceso, tales como expedición 
de copias, archivo y desglose de documentos, comunicación al pro-
motor o liquidador de su designación como tal, entre otros, no re-
querirán la expedición de providencia judicial que así lo ordene o 
decrete y para su perfeccionamiento bastará con el hecho de dejar 
constancia en el expediente de lo actuado, lo cual tampoco requerirá 
notificación.

CAPITULO II
Requisitos de inicio del proceso de reorganización

Artículo 9°. Supuestos de admisibilidad. El inicio del proceso de 
reorganización de un deudor supone la existencia de una situación de 
cesación de pagos o de incapacidad de pago inminente.

1. Cesación de pagos. El deudor estará en cesación de pagos 
cuando: 

Incumpla el pago por más de noventa (90) días de dos (2) o más 
obligaciones a favor de dos (2) o más acreedores, contraídas en de-
sarrollo de su actividad, o tenga por lo menos dos (2) demandas de 
ejecución presentadas por dos (2) o más acreedores para el pago de 
obligaciones. En cualquier caso, el valor acumulado de las obliga-
ciones en cuestión deberá representar no menos del diez por ciento 
(10%) del pasivo total a cargo del deudor a la fecha de los estados 
financieros de la solicitud, de conformidad con lo establecido para el 
efecto en la presente ley. 

2. Incapacidad de pago inminente. El deudor estará en situación 
de incapacidad de pago inminente, cuando acredite la existencia de 
circunstancias en el respectivo mercado o al interior de su organiza-
ción o estructura, que afecten o razonablemente puedan afectar en 
forma grave, el cumplimiento normal de sus obligaciones, con un 
vencimiento igual o inferior a un año. 

Parágrafo. En el caso de las personas naturales comerciantes, no 
procederá la causal de incapacidad de pago inminente. Para efectos 
de la cesación de pagos no contarán las obligaciones alimentarias, ni 
los procesos ejecutivos correspondientes a las mismas. 

Artículo 10. Otros presupuestos de admisión. La solicitud de ini-
cio del proceso de reorganización deberá presentarse, acompañada 
de los documentos que acrediten, además de los supuestos de cesa-
ción de pagos o de incapacidad de pago inminente, el cumplimiento 
de los siguientes requisitos:

1. No haberse vencido el plazo establecido en la ley para enervar 
las causales de disolución, sin haber adoptado las medidas tendien-
tes a subsanarla. 

2. Estar cumpliendo con sus obligaciones de comerciante, esta-
blecidas en el Código de Comercio, cuando sea del caso. Las per-
sonas jurídicas no comerciantes deberán estar registradas frente a la 
autoridad competente.

3. Si el deudor tiene pasivos pensionales a cargo, tener aprobado 
el cálculo actuarial y estar al día en el pago de las mesadas pensio-
nales, bonos y títulos pensionales exigibles. 

4. No tener a cargo obligaciones vencidas por retenciones de ca-
rácter obligatorio, a favor de autoridades fiscales, por descuentos 
efectuados a los trabajadores, o por aportes al Sistema de Seguridad 
Social Integral.

Parágrafo. Las obligaciones por los conceptos indicados en los 
numerales 3 y 4 del presente artículo, causadas durante el proceso, o 
las facilidades celebradas con las respectivas entidades responsables 
sobre tales conceptos con anterioridad a la apertura del proceso con-
cursal que haya suscrito el deudor para cumplir con el presupuesto 
para acceder al mismo, serán pagadas de preferencia, inclusive sobre 
los demás gastos de administración.

Artículo 11. Legitimación. El inicio de un proceso de reorganiza-
ción podrá ser solicitado únicamente por los siguientes interesados:

1. En la cesación de pagos, por el respectivo deudor, o por uno o 
varios de sus acreedores titulares de acreencias incumplidas, o soli-
citada de oficio por la Superintendencia que ejerza supervisión sobre 
el respectivo deudor o actividad. 

2. En la situación de incapacidad de pago inminente, el inicio 
deberá ser solicitado por el deudor o por un número plural de acree-
dores externos sin vinculación con el deudor o con sus socios, 
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3. Como consecuencia de la solicitud presentada por el represen-
tante extranjero de un proceso de insolvencia extranjero.

Parágrafo. La solicitud de inicio del proceso de reorganización y 
la intervención de los acreedores en el mismo, podrá hacerse direc-
tamente o a través de abogado.

Artículo 12. Matrices, controlantes, vinculados y sucursales de 
sociedades extranjeras en Colombia. Una solicitud de inicio del 
proceso de reorganización podrá referirse simultáneamente a varios 
deudores vinculados entre sí por su carácter de matrices, controlantes 
o subordinados, o cuyos capitales estén integrados mayoritariamente 
por las mismas personas jurídicas o naturales, sea que estas obren 
directamente o por conducto de otras personas, o de patrimonios au-
tónomos afectos a la realización de actividades empresariales que no 
tengan como efecto la personificación jurídica. Para tales efectos, no 
se requerirá que la situación de control haya sido declarada o inscrita 
previamente en el registro mercantil.

El inicio de los procesos deberá ser solicitado ante la Superin-
tendencia de Sociedades de existir deudores sujetos a su competen-
cia, que tengan un vínculo de subordinación o control, quien será 
la competente para conocer de los procesos de todos los deudores 
vinculados, sin perjuicio de la posibilidad de celebrar acuerdos de 
reorganización independientes.

El reconocimiento del proceso extranjero de insolvencia de la ma-
triz o controlante de la sucursal extranjera establecida en Colombia, 
en la forma prevista en esta ley, dará lugar al inicio del proceso de 
reorganización de la sucursal.

Artículo 13. Solicitud de Admisión. La solicitud de inicio del pro-
ceso de reorganización por parte del deudor o de este y sus acreedo-
res deberá venir acompañada de los siguientes documentos:

1. Los cinco (5) estados financieros básicos, correspondientes a 
los tres (3) últimos ejercicios y los dictámenes respectivos, si exis-
tieren, suscrito por Contador Público o Revisor Fiscal, según sea el 
caso.

2. Los cinco (5) estados financieros básicos, con corte al último 
día calendario del mes inmediatamente anterior a la fecha de la so-
licitud, suscrito por Contador Público o Revisor Fiscal, según sea el 
caso.

3. Un estado de inventario de activos y pasivos con corte en la 
misma fecha indicada en el numeral anterior, debidamente certifica-
do y valorado, suscrito por Contador Público o Revisor Fiscal, según 
sea el caso.

4. Memoria explicativa de las causas que lo llevaron a la situación 
de insolvencia.

5. Un flujo de caja para atender el pago de las obligaciones.
6. Un plan de negocios de reorganización del deudor que contem-

ple no solo la reestructuración financiera, sino también organiza-
cional, operativa o de competitividad, conducentes a solucionar las 
razones por las cuales es solicitado el proceso, cuando sea del caso.

7. Un proyecto de calificación y graduación de acreencias del 
deudor, en los términos previstos en el Título XL del Libro Cuarto 
del Código Civil y demás normas legales que lo modifiquen y adi-
cionen, así como el proyecto de determinación de los derechos de 
voto correspondientes a cada acreedor.

Parágrafo. Cuando la solicitud se presente por los acreedores se 
deberá acreditar mediante prueba siquiera sumaria la existencia, 
cuantía y fecha desde la cual están vencidas las obligaciones a cargo 
del deudor, o la existencia de los supuestos que configuran la inca-
pacidad de pago inminente.

Artículo 14. Admisión o rechazo de la solicitud de inicio del pro-
ceso. Recibida la solicitud de inicio de un proceso de reorganización, 
el Juez del Concurso verificará el cumplimiento de los supuestos y 
requisitos legales necesarios para su presentación y trámite, y si está 

ajustada a la ley, la aceptará dentro de los tres (3) días siguientes a 
su presentación.

Si falta información exigida, el Juez del Concurso requerirá me-
diante oficio al solicitante para que, dentro de los diez (10) días si-
guientes, complete lo que haga falta o rinda las explicaciones a que 
haya lugar. Este requerimiento interrumpirá los términos para que 
las autoridades competentes decidan. Desde la fecha en que el inte-
resado aporte nuevos documentos e informaciones para satisfacer el 
requerimiento, comenzarán a correr otra vez los términos.

Cuando el requerimiento no sea respondido oportunamente o la 
respuesta no contenga las informaciones o explicaciones pedidas, 
será rechazada la solicitud. 

Si la solicitud es presentada por acreedores la autoridad compe-
tente requerirá al deudor para que, dentro de los treinta (30) días 
siguientes presente los documentos exigidos en la ley. 

Si la información allegada por el deudor no cumple dichos requi-
sitos se le requerirá para que dentro de los diez (10) días siguientes 
los allegue al proceso. Si este requerimiento no se cumple, se or-
denará la apertura del proceso de liquidación judicial u ordenará la 
remoción inmediata de los administradores. 

Artículo 15. Inicio de oficio. La Superintendencia de Sociedades 
podrá decretar de oficio el inicio de un proceso de reorganización en 
los siguientes eventos:

1. Cuando una sociedad comercial sometida a su vigilancia o con-
trol incurra en la cesación de pagos prevista en la presente ley.

2. Como consecuencia de la solicitud expresa de otra autoridad 
que adelante funciones de inspección y vigilancia de empresas, cuan-
do se cumpla el supuesto de cesación de pagos previsto en esta ley.

3. Cuando con ocasión del proceso de insolvencia de una vincula-
da o de un patrimonio autónomo relacionado, la situación económica 
de la sociedad matriz o controlante, filial o subsidiaria, o de otro pa-
trimonio autónomo, provoque la cesación de pagos de la vinculada 
o relacionadas.

Parágrafo 1º. El Juez Civil del Circuito podrá iniciar de manera 
oficiosa el proceso de reorganización en el evento establecido en el 
numeral 2 del presente artículo.

Parágrafo 2º. Para la iniciación oficiosa del proceso de reorga-
nización, el Juez del Concurso requerirá al deudor en los términos 
establecidos por el artículo anterior de la presente ley.

Artículo 16. Ineficacia de estipulaciones contractuales. Son inefi-
caces, sin necesidad de declaración judicial, las estipulaciones con-
tractuales que tengan por objeto o finalidad impedir u obstaculizar 
directa o indirectamente el inicio de un proceso de reorganización, 
mediante la terminación anticipada de contratos, la aceleración de 
obligaciones, la imposición de restricciones y, en general, a través 
de cualquier clase de prohibiciones, solicitud de autorizaciones o 
imposición de efectos desfavorables para el deudor que sea admitido 
al proceso de reorganización previsto en esta ley. Así mismo, toda 
estipulación que impida o dificulte la participación del deudor en 
licitaciones públicas o privadas, en igualdad de circunstancias.

Las discrepancias sobre los presupuestos de la ineficacia de una 
estipulación, en el supuesto previsto en el presente artículo, serán 
decididas por el Juez del Concurso. 

De verificarse la ocurrencia de la ineficacia y haber intentado ha-
cer efectiva la cláusula el acreedor, el pago de los créditos a su fa-
vor quedará legalmente postergado a la atención previa de todos los 
demás créditos dentro de dicho proceso, y el juez de considerarlo 
necesario para el logro de los fines del proceso, podrá ordenar la can-
celación inmediata de todas las garantías que hayan sido otorgadas 
por el deudor o por terceros para caucionar los créditos objeto de la 
ineficacia.

Artículo 17. Efectos de la presentación de la solicitud de admi-
sión al proceso de reorganización con respecto al deudor. A partir de 
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la fecha de presentación de la solicitud, se prohíbe a los administra-
dores la adopción de reformas estatutarias; la constitución y ejecu-
ción de garantías o cauciones que recaigan sobre bienes propios del 
deudor, incluyendo fiducias mercantiles o encargos fiduciarios que 
tengan dicha finalidad; efectuar compensaciones, pagos, arreglos, 
desistimientos, allanamientos, terminaciones unilaterales o de mu-
tuo acuerdo de procesos en curso; conciliaciones o transacciones de 
ninguna clase de obligaciones a su cargo; ni efectuarse enajenacio-
nes de bienes u operaciones que no correspondan al giro ordinario de 
los negocios del deudor o que se lleven a cabo sin sujeción a las limi-
taciones estatutarias aplicables, incluyendo las fiducias mercantiles 
y los encargos fiduciarios que tengan esa finalidad o encomienden 
o faculten al fiduciario en tal sentido; salvo que exista autorización 
previa, expresa y precisa del Juez del Concurso.

La autorización para la celebración, ejecución o modificación de 
cualquiera de las operaciones indicadas podrá ser solicitada por el 
deudor mediante escrito motivado ante el Juez del Concurso, según 
sea el caso.

La celebración de fiducias mercantiles u otro tipo de contratos 
que tenga por objeto o como efecto la emisión de títulos colocados a 
través del mercado público de valores en Colombia, deberán obtener 
autorización de la autoridad competente.

La emisión de títulos colocados a través del mercado público de 
valores en Colombia, a través de patrimonios autónomos o de cual-
quier otra manera, deberán obtener adicionalmente la autorización 
de la autoridad competente.

Tratándose de la ejecución de fiducias mercantiles cuyos patri-
monios autónomos estén constituidos por los bienes objeto de titu-
larizaciones, colocadas a través del mercado público de valores, no 
se requerirá la autorización a que se refiere este artículo. Tampoco 
se requerirá en el caso de que la operación en cuestión corresponda 
a la ejecución de una fiducia mercantil en garantía que haga parte 
de la estructuración de una emisión de títulos colocados a través del 
mercado público de valores.

Parágrafo 1°. Cualquier acto celebrado o ejecutado en contraven-
ción a lo dispuesto en el presente artículo dará lugar a la remoción de 
los administradores, quienes serán solidariamente responsables de 
los daños y perjuicios causados a la sociedad, a los socios y acreedo-
res. Así mismo, se podrá imponer multas sucesivas hasta de doscien-
tos (200) salarios mínimos mensuales legales vigentes al acreedor, 
al deudor y a sus administradores, según el caso, hasta tanto sea re-
versada la operación respectiva; así como a la postergación del pago 
de sus acreencias. El trámite de dichas sanciones se adelantará de 
conformidad con el artículo 8° de esta ley y no suspende el proceso 
de reorganización.

Parágrafo 2°. A partir de la admisión al proceso de insolvencia, de 
realizarse cualquiera de los actos a que hace referencia el presente 
artículo sin la respectiva autorización, será ineficaz de pleno dere-
cho, sin perjuicio de las sanciones a los administradores señaladas 
en el parágrafo anterior.

CAPITULO III
Inicio del proceso

Artículo 18. Inicio del proceso de reorganización. El proceso de 
reorganización comienza el día de expedición del auto de iniciación 
del proceso por parte del Juez del Concurso.

La providencia que decrete la iniciación del proceso de reorgani-
zación no será susceptible de ningún recurso. La que lo niegue sólo 
será susceptible del recurso de reposición, que podrá ser interpuesto 
por el deudor o el acreedor o acreedores solicitantes. Lo anterior sin 
perjuicio de lo establecido en el parágrafo 1° del artículo 6° de la 
presente ley.

Artículo 19. Inicio del proceso de reorganización. La providencia 
que decreta el inicio del proceso de reorganización deberá, compren-
der los siguientes aspectos:

1. Establecer la fecha de la audiencia pública para realizar el sor-
teo de designación del promotor. Una vez designado el promotor, el 
Juez del Concurso pondrá a su disposición la totalidad de los docu-
mentos aportados con la solicitud de admisión al trámite.

2. Ordenar la inscripción del auto de inicio del proceso de reorga-
nización en el registro mercantil de la Cámara de Comercio corres-
pondiente al domicilio del deudor y de sus sucursales o en el registro 
que haga sus veces.

3. Ordenar al promotor designado, que con base en la información 
aportada por el deudor y demás documentos y elementos de prueba 
que aporten los interesados, el proyecto de calificación y graduación 
de créditos y derechos de voto, incluyendo aquellas acreencias cau-
sadas entre la fecha de corte presentada con la solicitud de admisión 
al proceso y la fecha de inicio del proceso, so pena de remoción, 
dentro del plazo asignado por el Juez del Concurso, el cual no podrá 
ser inferior a veinte (20) días ni superior a dos (2) meses.

4. Disponer el traslado por el término de diez (10) días, a partir 
del vencimiento del término anterior, del estado del inventario de los 
bienes del deudor, presentado con la solicitud de inicio del proceso, 
y del proyecto de calificación y graduación de créditos y derechos de 
voto mencionada en el anterior numeral, con el fin de que los acree-
dores puedan objetarlos.

5. Ordenar al deudor, a sus administradores, o vocero, según co-
rresponda, mantener a disposición de los acreedores, en su página 
electrónica, si la tiene, y en la de la Superintendencia de Sociedades, 
o por cualquier otro medio idóneo que cumpla igual propósito, den-
tro de los diez (10) primeros días de cada trimestre, a partir del inicio 
de la negociación, los estados financieros básicos actualizados, y la 
información relevante para evaluar la situación del deudor y llevar a 
cabo la negociación, así como el estado actual del proceso de reor-
ganización, so pena de la imposición de multas.

6. Prevenir al deudor que, sin autorización del Juez del Concurso, 
no podrá realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro 
ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del 
deudor, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones, 
ni adoptar reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas.

7. Decretar, cuando lo considere necesario, medidas cautelares 
sobre los bienes del deudor y ordenar, en todo caso, la inscripción en 
el registro competente la providencia de inicio del proceso de reor-
ganización, respecto de aquellos sujetos a esa formalidad. 

8. Ordenar al deudor y al promotor, la fijación de un aviso que 
informe sobre el inicio del proceso, en la sede y sucursales del 
deudor. 

9. Ordenar a los administradores del deudor y al promotor que, a 
través de los medios que estimen idóneos en cada caso, efectivamen-
te informen a todos los acreedores la fecha de inicio del proceso de 
reorganización, transcribiendo el aviso que informe acerca del inicio 
expedido por la autoridad competente, incluyendo a los jueces que 
tramiten procesos de ejecución y restitución. En todo caso, deberá 
acreditar ante el Juez del Concurso el cumplimiento de lo anterior y 
siempre los gastos serán a cargo del deudor.

10. Disponer la remisión de una copia de la providencia de aper-
tura al Ministerio de la Protección Social, a la Dirección de Impues-
tos y Aduanas Nacionales, y a la Superintendencia que ejerza la vi-
gilancia o control del deudor, para lo de su competencia.

11. Ordenar la fijación en sus oficinas, en un lugar visible al públi-
co y por un término de cinco (5) días, de un aviso que informe acerca 
del inicio del mismo, del nombre del promotor, la prevención al deu-
dor que, sin autorización del juez del concurso, según sea el caso, no 
podrá realizar enajenaciones que no estén comprendidas en el giro 
ordinario de sus negocios, ni constituir cauciones sobre bienes del 
deudor, ni hacer pagos o arreglos relacionados con sus obligaciones, 
ni adoptar reformas estatutarias tratándose de personas jurídicas.
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Parágrafo. De común acuerdo el deudor y los acreedores titulares 
de la mayoría absoluta de los votos, podrán, en cualquier momento, 
reemplazar al promotor designado por el juez del concurso, siempre 
y cuando este último haga parte de la lista elaborada por la Superin-
tendencia de Sociedades.

CAPITULO IV
Efectos del inicio del proceso de reorganización

Artículo 20. Nuevos procesos de ejecución y procesos de ejecu-
ción en curso. A partir de la fecha de inicio del proceso de reorga-
nización no podrá admitirse ni continuarse demanda de ejecución o 
cualquier otro proceso de cobro en contra del deudor. Así, los proce-
sos de ejecución o cobro que hayan comenzado antes del inicio del 
proceso de reorganización, deberán remitirse para ser incorporados 
al trámite y considerar el crédito y las excepciones de mérito pen-
dientes de decisión, las cuales serán tramitadas como objeciones, 
para efectos de calificación y graduación y las medidas cautelares 
quedarán a disposición del Juez del Concurso, según sea el caso, 
quien determinará si la medida sigue vigente o si debe levantarse, 
según convenga a los objetivos del proceso, atendiendo la recomen-
dación del promotor y teniendo en cuenta su urgencia, conveniencia 
y necesidad operacional, debidamente motivada.

El Juez o funcionario competente declarará de plano la nulidad de 
las actuaciones surtidas en contravención a lo prescrito en el inciso 
anterior, por auto que no tendrá recurso alguno.

El promotor o el deudor quedan legalmente facultados para alegar 
individual o conjuntamente la nulidad del proceso al juez compe-
tente, para lo cual bastará aportar copia del certificado de la Cámara 
de Comercio, en el que conste la inscripción del aviso de inicio del 
proceso, o de la providencia de apertura. El Juez o funcionario que 
incumpla lo dispuesto en los incisos anteriores incurrirá en causal de 
mala conducta. 

Artículo 21. Continuidad de contratos. Por el hecho del inicio del 
proceso de reorganización no podrá decretarse al deudor la termina-
ción unilateral de ningún contrato, incluidos los contratos de fiducia 
mercantil y encargos fiduciarios con fines diferentes a los de garan-
tía. Tampoco podrá decretarse la caducidad administrativa, a no ser 
que el proceso de declaratoria de dicha caducidad haya sido iniciado 
con anterioridad a esa fecha.

Los incumplimientos de obligaciones contractuales causadas con 
posterioridad al inicio del proceso de reorganización, o las distintas 
al incumplimiento de obligaciones objeto de dicho trámite, podrán 
alegarse para exigir su terminación, independientemente de cuando 
hayan ocurrido dichas causales.

El deudor admitido a un trámite de reorganización podrá buscar la 
renegociación, de mutuo acuerdo, de los contratos de tracto sucesivo 
de que fuera parte.

Cuando no sea posible la renegociación de mutuo acuerdo, el deu-
dor podrá solicitar al Juez del Concurso, autorización para la termi-
nación del contrato respectivo, la cual se tramitará como incidente, 
observando para el efecto el procedimiento indicado en el artículo 
8° de esta ley. La autorización podrá darse cuando el empresario 
acredite las siguientes circunstancias:

1. El contrato es uno de tracto sucesivo que aún se encuentra en 
proceso de ejecución.

2. Las prestaciones a cargo del deudor resultan excesivas, toman-
do en consideración el precio de las operaciones equivalentes o de 
reemplazo que el deudor podría obtener en el mercado al momento 
de la terminación. Al momento de la solicitud, el deudor deberá pre-
sentar:

a) Un análisis de la relación costo-beneficio para el propósito de 
la reorganización de llevarse a cabo la terminación, en la cual se 
tome en cuenta la indemnización a cuyo pago podría verse sujeto el 
deudor con ocasión de la terminación;

b) En caso que el Juez de Concurso autorice la terminación del 
contrato, la indemnización respectiva se tramitará a través del proce-
dimiento abreviado y el monto que resulte de la indemnización se in-
cluirá en el acuerdo de reorganización, en la clase que corresponda. 

Artículo 22. Procesos de restitución de bienes operacionales 
arrendados y contratos de leasing. A partir de la apertura del pro-
ceso de reorganización no podrán iniciarse o continuarse procesos 
de restitución de tenencia sobre bienes muebles o inmuebles con los 
que el deudor desarrolle su objeto social, siempre que la causal invo-
cada fuere la mora en el pago de cánones, precios, rentas o cualquier 
otra contraprestación correspondiente a contratos de arrendamiento 
o de leasing. 

El incumplimiento en el pago de los cánones causados con poste-
rioridad al inicio del proceso podrá dar lugar a la terminación de los 
contratos y facultará al acreedor para iniciar procesos ejecutivos y 
de restitución, procesos estos en los cuales no puede oponerse como 
excepción el hecho de estar tramitándose el proceso de reorganiza-
ción. 

Artículo 23. Suspensión de la causal de disolución por pérdidas. 
Durante el trámite del proceso de reorganización queda suspendido 
de pleno derecho, el plazo dentro del cual pueden tomarse u ordenar 
las medidas conducentes al restablecimiento del patrimonio social, 
con el objeto de enervar la causal de disolución por pérdidas. 

En el acuerdo de reorganización deberá pactarse expresamente la 
forma y términos cómo subsanarán dicha causal, incluyendo el do-
cumento de compromiso de los socios, cuando sea del caso.

CAPITULO V
Calificación y graduación de créditos y derechos  

de voto e inventario de bienes
Artículo 24. Calificación y graduación de créditos y derechos de 

voto. Para el desarrollo del proceso, el deudor deberá allegar con 
destino al promotor un proyecto de calificación y graduación de cré-
ditos y derechos de voto, en el cual estén detalladas claramente las 
obligaciones y los acreedores de las mismas, debidamente clasifica-
dos para el caso de los créditos, en los términos del Título XL del 
Libro Cuarto del Código Civil y demás normas legales que lo modi-
fiquen o adicionen.

Los derechos de voto, y sólo para esos efectos, serán calculados, 
a razón de un voto por cada peso del valor de su acreencia cierta, 
sea o no exigible, sin incluir intereses, multas, sanciones u otros 
conceptos distintos del capital, salvo aquellas provenientes de un 
acto administrativo en firme, adicionándoles para su actualización 
la variación en el índice mensual de precios al consumidor certifica-
do por el DANE, durante el período comprendido entre la fecha de 
vencimiento de la obligación y la fecha de corte de la calificación y 
graduación de créditos. En el caso de obligaciones pagadas en varios 
contados o instalamentos, serán actualizadas en forma separada.

En esta relación de acreedores deberá indicarse claramente cuáles 
de ellos son los vinculados al deudor, a sus socios, administradores 
o controlantes, por cualquiera de las siguientes razones:

1. Parentesco, hasta cuarto grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o único civil.

2. Tener o haber tenido en los cinco últimos años accionistas, so-
cios o asociados comunes.

3. Tener o haber tenido, en el mismo período indicado en el nume-
ral anterior, representantes o administradores comunes.

4. Existencia de una situación de subordinación o grupo empre-
sarial.

Las reglas anteriores deberán aplicarse en todos los eventos don-
de haya lugar a la actualización de la calificación y graduación de 
créditos y los derechos de voto de los acreedores.
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Artículo 25. Créditos. Los créditos a cargo del deudor deben ser 
relacionados precisando quiénes son los acreedores titulares y su 
lugar de notificación, discriminando cuál es la cuantía del capital 
y cuáles son las tasas de interés, expresadas en términos efectivos 
anuales, correspondientes a todas las acreencias causadas u origina-
das con anterioridad a la fecha de inicio del proceso.

Los créditos litigiosos y las acreencias condicionales, quedarán 
sujetos a los términos previstos en el acuerdo, en condiciones igua-
les a los de su misma clase y prelación legal, así como a las resultas 
correspondientes al cumplimiento de la condición o de la sentencia 
o laudo respectivo. En el entretanto, el deudor constituirá una provi-
sión contable para atender su pago. 

Los fallos de cualquier naturaleza proferidos con posterioridad a 
la firma del acuerdo, por motivo de obligaciones objeto del proceso 
de reorganización, no constituyen gastos de administración y serán 
pagados en los términos previstos en el mismo para los de su misma 
clase y prelación legal. En el evento de estar cancelados los de su 
categoría, procederá su pago, dentro de los diez (10) días siguientes 
a la ejecutoria del fallo.

Artículo 26. Acreencias no relacionadas por el deudor o el pro-
motor. Los acreedores cuyas obligaciones no hayan sido relaciona-
das en el inventario de acreencias y en el correspondiente proyecto 
de reconocimiento y graduaciones de créditos y derechos de voto 
a que hace referencia esta ley y que no hayan formulado oportu-
namente objeciones a las mismas, sólo podrán hacerlas efectivas 
persiguiendo los bienes del deudor que queden una vez cumplido 
el acuerdo celebrado o cuando sea incumplido este, salvo que sean 
expresamente admitidos por los demás acreedores en el acuerdo de 
reorganización.

No obstante, las acreencias que, a sabiendas, no hubieren sido 
relacionadas en el proyecto de reconocimiento y graduación de cré-
ditos y que no estuvieren registradas en la contabilidad, darán dere-
cho al acreedor de perseguir solidariamente, en cualquier momento, 
a los administradores, contadores públicos y revisores fiscales, por 
los daños que le ocasionen, sin perjuicio de las acciones penales a 
que haya lugar. 

Artículo 27. Reglas especiales de votos. Los votos de los siguien-
tes acreedores están sujetos a reglas especiales adicionales:

1. Los votos de las acreencias laborales serán los que correspon-
dan a acreencias ciertas, establecidas en la ley, contrato de trabajo, 
convención colectiva, pacto colectivo o laudo arbitral, aunque no 
sean exigibles.

2. Los correspondientes a las acreencias derivadas de contratos 
de tracto sucesivo, sólo incluirán los instalamentos causados y pen-
dientes de pago. 

Artículo 28. Subrogación y cesión de acreencias. La subrogación 
legal o cesión de créditos traspasan al nuevo acreedor todos los dere-
chos, acciones, privilegios y accesorios en los términos del artículo 
1670 del Código Civil. El adquirente de la respectiva acreencia será 
titular también de los votos correspondientes a ella.

Artículo 29. Objeciones. Del proyecto de reconocimiento y gra-
duación de créditos y derechos de voto presentados por el promo-
tor y del inventario de bienes del deudor, se correrá traslado, en las 
oficinas del Juez del Concurso o donde este determine, según sea el 
caso, por el término de diez (10) días.

Dentro del término de traslado previsto en el inciso anterior, los 
acreedores podrán presentar las objeciones, con relación a tales ac-
tuaciones, solicitando o allegando las pruebas que pretendan hacer 
valer.

Al día siguiente de vencido el término anterior, el Juez del con-
curso correrá traslado de las objeciones y observaciones por un tér-
mino de cinco (5) días para que los interesados hagan los pronun-
ciamientos que consideren pertinentes, solicitando o allegando las 
pruebas a que haya lugar.

Una vez vencido dicho término, el promotor tendrá diez (10) días 
para provocar la conciliación de dichas objeciones. Dentro de los dos 
(2) días siguientes al vencimiento del término mencionado, el pro-
motor informará al Juez del Concurso, el resultado de su gestión.

No presentadas objeciones, el juez del concurso declarará aproba-
do el inventario, reconocerá los créditos, establecerá los derechos de 
voto, y fijará plazo para la presentación del acuerdo.

Artículo 30. Decisión de objeciones. Si se presentaren objecio-
nes, el juez del concurso procederá así:

1. Decretará y ordenará de oficio o a solicitud de los interesados 
la práctica de las pruebas que sean conducentes. 

2. Practicadas las pruebas en un tiempo no superior a treinta (30) 
días, convocará a audiencia en la cual resolverá las objeciones. En la 
misma providencia aprobará el inventario, reconocerá los créditos, 
asignará los derechos de voto y fijará plazo para la presentación del 
acuerdo.

3. La suspensión de la audiencia sólo podrá ser decretada por el 
Juez del Concurso cuando existan comprobados motivos que ame-
riten dicha suspensión, siempre en beneficio del proceso y en todo 
caso por un término no mayor a diez (10) días.

Resueltas las objeciones, el Juez del concurso mediante provi-
dencia declarará aprobado el inventario valorado, la calificación y 
graduación de créditos, así como los derechos de voto, y fijará plazo 
para la presentación del acuerdo, de conformidad con lo previsto en 
el artículo siguiente.

Igualmente, el deudor, con la mayoría absoluta de acreedores, po-
drán acordar la designación de un nuevo promotor.

CAPITULO VI
Acuerdo de reorganización

Artículo 31. Término para celebrar el acuerdo de reorganiza-
ción. En la providencia de reconocimiento de créditos se señalará el 
plazo para celebrar el acuerdo, el cual, en principio, no será superior 
a cuatro (4) meses.

No obstante, antes del vencimiento del término indicado en el 
inciso anterior, el deudor y un número plural de acreedores que re-
presente la mayoría de los votos, podrán presentar una solicitud con-
junta, debidamente motivada, para que sea concedida una prórroga 
en el plazo para celebrar el acuerdo, la cual en ningún caso podrá ser 
superior a dos (2) meses adicionales a los inicialmente otorgados.

Para efectos de lo anterior, el promotor deberá informar acerca 
de esta situación, respaldada en una certificación expedida por el 
representante legal y contador público o revisor fiscal, según sea el 
caso, donde acrediten que la sociedad viene cumpliendo con el pago 
oportuno de las obligaciones causadas con posterioridad al inicio del 
proceso de insolvencia.

Esta misma regla aplicará para el evento de la no confirmación 
del acuerdo en la audiencia respectiva.

Dentro del plazo indicado para celebrar el acuerdo, el promotor 
con fundamento en el plan de reorganización de la empresa y el flujo 
de caja elaborado para atender el pago de las obligaciones, deberá 
presentar ante el juez del concurso, según sea el caso, un acuerdo 
de reorganización debidamente aprobado por el voto favorable de 
un número plural de acreedores que representen, por lo menos, la 
mayoría absoluta de los votos admitidos. Dicha mayoría deberá, adi-
cionalmente, conformarse de acuerdo con las siguientes reglas:

1. Existen cinco (5) clases de acreedores, compuestas respectiva-
mente por:

a) Los titulares de acreencias laborales;
b) Las entidades públicas y las instituciones de seguridad social;
c) Las instituciones financieras nacionales y demás entidades su-

jetas a la inspección y vigilancia de la Superintendencia Financiera 
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de Colombia de carácter privado, mixto o público; y las instituciones 
financieras extranjeras; 

d) Acreedores internos, y
e) Los demás acreedores externos.
2. Deben obtener votos favorables provenientes de por lo menos 

de tres (3) clases de acreedores. 
3. En caso de que sólo existan tres (3) clases de acreedores, la 

mayoría deberá conformarse con votos favorables provenientes de 
acreedores pertenecientes a dos (2) de ellas.

4. De existir sólo dos (2) clases de acreedores, la mayoría deberá 
conformarse con votos favorables provenientes de ambas clases de 
acreedores.

Si el acuerdo de reorganización debidamente aprobado no es pre-
sentado en el término previsto en este artículo, comenzará a correr 
de inmediato el término para celebrar el acuerdo de adjudicación.

El acuerdo de reorganización aprobado con el voto favorable de 
un número plural de acreedores que representen, por lo menos, el se-
tenta y cinco por ciento (75%) de los votos no requerirá de las clases 
de acreedores votantes, establecido en las reglas contenidas en los 
numerales anteriores. 

Parágrafo. Para los efectos previstos en esta ley se consideran 
acreedores internos los socios o accionistas de las sociedades, el titu-
lar de las cuotas o acciones en la empresa unipersonal, y los titulares 
de participaciones en cualquier otro tipo de persona jurídica.

Para efectos de calcular los votos, cada acreedor interno tendrá 
derecho a un número de votos equivalente al valor que se obtenga al 
multiplicar su porcentaje de participación en el capital, por la cifra 
que resulte de restar del patrimonio, las partidas correspondientes a 
utilidades decretadas en especie y el monto de la cuenta de revalo-
rización del patrimonio, así haya sido capitalizada, de conformidad 
con el balance e información con corte a la fecha de admisión al 
proceso de insolvencia.

La reforma del acuerdo de reorganización deberá ser adoptada 
con el mismo porcentaje de votos requeridos para su aprobación y 
confirmación. Para el efecto, serán descontados de los votos origi-
nalmente determinados aquellas acreencias que ya hayan sido extin-
guidas en ejecución del acuerdo de reorganización, permaneciendo 
los votos de los acreedores internos igual a los calculados para la 
primera determinación, con base en la fecha de inicio del proceso.

Artículo 32. Mayoría especial en el caso de las organizaciones 
empresariales y acreedores internos. Además de la mayoría exigida 
por el artículo anterior para la aprobación del acuerdo, cuando los 
acreedores internos o cuando uno o varios acreedores, pertenecien-
tes a una misma organización o grupo empresarial emitan votos en 
un mismo sentido que equivalgan a la mayoría absoluta o más de los 
votos admisibles, la aprobación requerirá, además, del voto emitido 
en el mismo sentido por un número plural de acreedores de cual-
quier clase o clases que sea igual o superior al veinticinco por ciento 
(25%) de los votos restantes admitidos. 

Forman parte de una organización empresarial:
1. Las personas que tengan la calidad de matrices o controlantes 

y sus subordinadas, en los términos de los artículos 260 y 261 del 
Código de Comercio. 

2. Los empresarios y empresas anunciados ante terceros como 
“grupo”, “organización”, “agrupación”, “conglomerado” o expre-
sión semejante.

3. Las personas naturales o jurídicas vinculadas por medio de 
contratos de colaboración tales como sociedades de hecho, consor-
cios, uniones temporales y contrato de riesgo compartido, siempre y 
cuando exista plena prueba sobre la existencia de tales contratos. 

Las discrepancias al respecto serán decididas por el juez del con-
curso, en la audiencia de confirmación. 

Cuando dos o más acreedores configuren una misma organización 
o grupo empresarial, deberán informar al promotor sobre el particu-
lar, a más tardar en la fecha de la audiencia de decisión de objeciones 
o en la fecha de la expedición de la providencia que fija el plazo para 
la celebración del acuerdo. En caso de incumplimiento de la ante-
rior obligación, respecto de los acreedores que no hayan informado 
sobre la conformación de grupo empresarial, sus derechos de voto 
quedarán reducidos a la mitad.

Artículo 33. Mayoría especial para las rebajas al capital. Sin 
perjuicio de las mayorías establecidas en el artículo precedente, las 
prórrogas, plazos de gracia, quitas y condonaciones estipulados en 
el acuerdo, no podrán implicar que el pago de las acreencias objeto 
de reorganización sea inferior al valor del capital de las mismas, a 
menos que tales estipulaciones:

1. Sean aprobadas con el voto favorable de un número plural de 
acreedores que equivalga a no menos del sesenta por ciento (60%) 
de votos admisibles de los acreedores externos, de la clase cuyas 
acreencias serán afectadas y sin participación del voto de los acree-
dores internos; o

2. Cuenten con el consentimiento individual y expreso del respec-
tivo acreedor, en el caso de no contar con la mayoría prevista en el 
numeral anterior.

Artículo 34. Contenido del acuerdo. Las estipulaciones del acuer-
do deberán tener carácter general, en forma que no quede excluido 
ningún crédito reconocido o admitido, y respetarán para efectos del 
pago, la prelación, los privilegios y preferencias establecidas en la 
ley.

Los créditos a favor de la DIAN y los demás acreedores de carác-
ter fiscal no estarán sujetos a los términos del Estatuto Tributario y 
demás disposiciones especiales, para efectos de determinar sus con-
diciones de pago y tasas, las cuales quedarán sujetas a las resultas 
del acuerdo de reorganización o de adjudicación.

El acuerdo deberá incluir, entre otras, cláusulas que regulen la 
conformación y funciones de un comité de acreedores con participa-
ción de acreedores internos y externos, que no tendrán funciones de 
administración ni coadministración de la empresa.

Así mismo deberá pactarse la celebración de, por lo menos, una 
reunión anual de acreedores, con el fin de hacer seguimiento al cum-
plimiento del mismo, dando aviso oportuno de su convocatoria al 
Juez del concurso.

Parágrafo 1º. Los acuerdos de reorganización que suscriban los 
empleadores que tengan a su cargo el pago de pasivos pensionales, 
deberán incluir un mecanismo de normalización de pasivos pensio-
nales. Dichos mecanismos podrán consistir en la constitución de re-
servas adecuadas dentro de un plazo determinado, la conciliación, 
negociación y pago de pasivos, la conmutación pensional total o par-
cial y la constitución de patrimonios autónomos, todo ello de confor-
midad con la ley y con la reglamentación que para el efecto expida 
el Gobierno Nacional.

Los mecanismos de normalización pensional podrán aplicarse vo-
luntariamente en todos los casos en que sea procedente la normali-
zación del pasivo pensional, aun cuando esta no sea realizada dentro 
de un proceso de insolvencia.

La Superintendencia que ejerza la inspección, vigilancia o control 
del empleador, autorizará el mecanismo que este elija para la norma-
lización de su pasivo, previo el concepto favorable del Ministerio de 
la Protección Social. Los acuerdos de reorganización o los mecanis-
mos de normalización pensional que sean establecidos sin la autori-
zación y el concepto mencionados, carecerán de eficacia jurídica.

Parágrafo 2º. Cuando sean otorgados créditos para financiar el 
pago de los pasivos pensionales o para realizar su conmutación, di-
chos créditos tendrán el mismo privilegio de los créditos laborales 
cuyo pago haya sido realizado o conmutado. 
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Parágrafo 3º. Los créditos por IVA descontable a favor de la em-
presa insolvente deberán ser utilizados para atender las acreencias a 
favor del fisco. En los demás casos se regirá por las normas existen-
tes sobre la materia.

Artículo 35. Audiencia de confirmación del acuerdo de reorga-
nización. Dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha en que 
el promotor radique el acuerdo de reorganización aprobado por los 
acreedores, el juez del concurso convocará a una audiencia de con-
firmación del acuerdo, la cual deberá ser realizada dentro de los cin-
co (5) días siguientes, para que los acreedores tengan la oportunidad 
de presentar sus observaciones tendientes a que el Juez, verifique su 
legalidad. 

Si el juez niega la confirmación, expresará las razones que tuvo 
para ello, y suspenderá la audiencia, por una sola vez y por un térmi-
no máximo durante ocho (8) días, para que el acuerdo sea corregido 
y aprobado por los acreedores, de conformidad con lo ordenado, so 
pena del inicio del término para celebrar acuerdo de adjudicación.

Presentado debidamente dentro del plazo mencionado en el inciso 
anterior, el Juez, determinará dentro de los ocho (8) días siguientes, 
si lo confirma o no. Al vencimiento de tal término, será reanudada la 
audiencia de confirmación, en la cual se emitirá el fallo, que no será 
susceptible de recurso alguno. No presentado o no confirmado el 
acuerdo de reorganización, el juez ordenará la celebración del acuer-
do de adjudicación, mediante providencia en la cual fijará la fecha 
de extinción de la persona jurídica, la cual deberá enviarse de oficio 
para su inscripción en el registro mercantil.

Artículo 36. Inscripción del acta y levantamiento de medidas 
cautelares. El Juez del concurso, en la providencia de confirmación 
del acuerdo de reorganización o de adjudicación, ordenará a las au-
toridades o entidades correspondientes la inscripción de la misma, 
junto con la parte pertinente del acta que contenga el acuerdo. 

En la misma providencia ordenará el levantamiento de las me-
didas cautelares vigentes, salvo que el acuerdo haya dispuesto otra 
cosa. 

Cuando el mismo tenga por objeto transferir, modificar, limitar 
el dominio u otro derecho real sobre bienes sujetos a registro, cons-
tituir gravámenes o cancelarlos, ordenará la inscripción de la parte 
pertinente del acta en el correspondiente registro, no siendo necesa-
rio el otorgamiento previo de ningún documento. 

Artículo 37. Plazo y confirmación del acuerdo de adjudicación. 
Vencido el término para presentar el acuerdo de reorganización, sin 
que este haya sido presentado, o no confirmado el mismo, empezará 
a contarse un plazo máximo de treinta (30) días para que el promo-
tor presente al juez del concurso, el acuerdo de adjudicación, al que 
hayan llegado los acreedores del deudor, incluyendo los gastos de 
administración.

Durante el término anterior, sólo podrán enajenarse los bienes 
perecederos del deudor que estén en riesgo inminente de deterioro, 
depositando el producto de la venta a orden del Juez del concurso. 
Los demás bienes podrán enajenarse si así lo autoriza la mayoría 
absoluta de los acreedores, autorización que en todo caso deberá ser 
confirmada por el Juez competente.

En el acuerdo de adjudicación pactarán la forma como serán ad-
judicados los bienes del deudor, pagando primero las obligaciones 
causadas con posterioridad al inicio del proceso de insolvencia y 
luego las contenidas en la calificación y graduación aprobada. En 
todo caso deberán seguirse las reglas de adjudicación señaladas en 
esta ley.

El acuerdo de adjudicación debe ser aprobado por las mayorías y 
en la forma prevista en la presente ley para la aprobación del acuerdo 
de reorganización, respetando en todo caso las prelaciones de ley y, 
en especial, las relativas a los pasivos pensionales. Para el efecto, el 
deudor acreditará estado actual de los gastos de administración y los 

necesarios para la ejecución del acuerdo y la forma de pago, respe-
tándoles su prelación.

Si el acuerdo de adjudicación, no es presentado ante el juez del 
concurso en el plazo previsto en la presente norma, se entenderá que 
los acreedores aceptan que la Superintendencia o el juez adjudiquen 
los bienes del deudor, conforme a las reglas de adjudicación de bie-
nes previstas en la presente ley. 

Para la confirmación del acuerdo de adjudicación regirán las mis-
mas normas de confirmación del acuerdo de reorganización, enten-
diéndose que, si no hay confirmación del de adjudicación, el juez del 
concurso, procederá a adjudicar los bienes del deudor en los térmi-
nos señalados en el inciso anterior. 

La providencia que adjudica deberá proferirse a más tardar dentro 
de los quince (15) días siguientes a la audiencia de confirmación del 
acuerdo de adjudicación sin que el mismo haya sido confirmado o al 
vencimiento del plazo para su presentación observando los paráme-
tros previstos en esta ley. Contra el acto que decrete la adjudicación 
de los bienes no procederá recurso alguno.

Parágrafo 1º. En todo caso, el juez del concurso ordenará la can-
celación de los gravámenes que pesen sobre los bienes adjudicados, 
incluyendo los de mayor extensión.

Parágrafo 2º. Respecto de los bienes que no forman parte del pa-
trimonio a adjudicar, se aplicará lo dispuesto a los bienes excluidos 
de conformidad con lo previsto en la presente ley para el proceso de 
liquidación judicial.

Artículo 38. Efectos de la no presentación o falta de confirmación 
del acuerdo de reorganización. Los efectos que producirá la no pre-
sentación o no confirmación del acuerdo serán los siguientes:

1. Disolución de la persona jurídica.
2. Separación de los administradores, quienes finalizarán sus 

funciones entregando la totalidad de los bienes y la contabilidad al 
promotor, quien para los efectos de celebración y culminación del 
acuerdo de adjudicación asumirá la representación legal de la em-
presa, a partir de su inscripción en el registro mercantil.

3. La culminación de los contratos de tracto sucesivo, de cum-
plimiento diferido o de ejecución instantánea, no necesarios para la 
preservación de los activos, así como los contratos de fiducia mer-
cantil o encargos fiduciarios, celebrados por el deudor en calidad 
de constituyente, sobre bienes propios y para amparar obligaciones 
propias o ajenas, salvo autorización para continuar su ejecución, im-
partida por el juez del proceso.

4. La finalización de pleno derecho de los encargos fiduciarios y 
los contratos de fiducia mercantil celebrados por el deudor, con el fin 
de garantizar obligaciones propias o ajenas con sus propios bienes. 
El juez del proceso ordenará la cancelación de los certificados de 
garantía y la restitución de los bienes que conforman el patrimonio 
autónomo. Serán tenidas como obligaciones del fideicomitente las 
adquiridas por cuenta del patrimonio autónomo.

Tratándose de inmuebles, el juez comunicará la terminación del 
contrato, mediante oficio al notario competente que conserve el ori-
ginal de las escrituras pertinentes. La providencia respectiva será 
inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, en la 
matrícula correspondiente. El acto de restitución de los bienes que 
conforman el patrimonio autónomo será considerado sin cuantía, 
para efectos de derechos notariales, de registro y de timbre.

Los acreedores beneficiarios del patrimonio autónomo serán 
tratados como acreedores con garantía prendaria o hipotecaria, de 
acuerdo con la naturaleza de los bienes fideicomitidos.

La restitución de los activos que conforman el patrimonio autó-
nomo implica que la masa de bienes pertenecientes al deudor, res-
ponderá por las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo de 
conformidad con las prelaciones de ley aplicables al concurso.
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La fiduciaria entregará los bienes al promotor dentro del plazo 
que el juez del concurso señale y no podrá alegar en su favor derecho 
de retención por concepto de comisiones, honorarios o remuneracio-
nes derivadas del contrato.

Parágrafo. Lo previsto en el presente artículo no se aplicará res-
pecto de cualquier tipo de acto o contrato que tenga por objeto o 
como efecto la emisión de valores u otros derechos de naturaleza 
negociable en el mercado público de valores de Colombia o en el 
exterior, ni respecto de patrimonios autónomos constituidos para 
adelantar procesos de titularización a través del mercado público de 
valores, ni de aquellos patrimonios autónomos que tengan fines de 
garantía que formen parte de la estructura de la emisión.

Artículo 39. Publicidad y depósito del acuerdo. La providencia 
de confirmación ordenará la inscripción del acuerdo de reorganiza-
ción o de adjudicación en el registro mercantil de la Cámara de Co-
mercio correspondiente al domicilio del deudor y el de las sucursales 
que este posea o en el registro que haga sus veces, dentro de los tres 
(3) días siguientes a la ejecutoria de la misma. Dicha inscripción no 
generará costo alguno y el texto completo del acuerdo deberá ser 
depositado en el expediente.

Todos los gastos derivados de la publicidad del proceso, de la ne-
gociación, de la celebración y de la ejecución de un acuerdo de reor-
ganización o del acuerdo de adjudicación, con excepción de los ava-
lúos solicitados por los acreedores, correrán por cuenta del deudor, 
sin perjuicio de estipulación en contrario prevista en el acuerdo. 

CAPITULO VII
Efectos, ejecución y terminación de los acuerdos  

de reorganización y de adjudicación
Artículo 40. Efecto general del acuerdo de reorganización y del 

acuerdo de adjudicación. Como consecuencia de la función social 
de la empresa, los acuerdos de reorganización y los acuerdos de ad-
judicación celebrados en los términos previstos en la presente ley, 
serán de obligatorio cumplimiento para el deudor o deudores res-
pectivos y para todos los acreedores, incluyendo a quienes no hayan 
participado en la negociación del acuerdo o que, habiéndolo hecho, 
no hayan consentido en él. 

Parágrafo 1º. Las empresas que hayan celebrado un acuerdo de 
reorganización no estarán sometidas a renta presuntiva por los tres 
primeros años contados a partir de la fecha de confirmación del 
acuerdo.

Parágrafo 2º. Las empresas que hayan celebrado acuerdo de reor-
ganización, tendrán derecho a solicitar la devolución de la retención 
en la fuente del impuesto sobre la renta que se les hubiere practicado 
por cualquier concepto desde el mes calendario siguiente a la fe-
cha de confirmación del acuerdo y durante un máximo de tres años 
contados a partir de la misma fecha. La solicitud se presentará por 
períodos trimestrales, con base en los certificados expedidos por los 
agentes retenedores o por el mismo contribuyente cuando sea auto-
rretendor, siempre y cuando en uno u otro caso, la retención objeto 
de la solicitud haya sido declarada y consignada a la administración 
tributaria respectiva. Para el efecto, el Gobierno Nacional, dentro de 
los tres meses siguientes a la fecha de vigencia de esta ley, expedirá 
el reglamento correspondiente.

La devolución se hará por períodos trimestrales así: Enero-febre-
ro-marzo; abril-mayo-junio; julio-agosto-septiembre y octubre-no-
viembre-diciembre.

La solicitud seguirá el trámite señalado en el Título X, Libro Quin-
to del Estatuto Tributario, y sin perjuicio del impuesto que resulte a 
cargo del contribuyente, en las liquidaciones privadas u oficiales.

Artículo 41. Prelación de créditos y ventajas. En el acuerdo podrá 
modificarse la prelación de créditos, siempre que sean cumplidas las 
siguientes condiciones:

1. La decisión sea adoptada con una mayoría superior al sesenta 
por ciento (60%) de los votos admisibles.

2. Tenga como propósito facilitar la finalidad del acuerdo de re-
organización.

3. No degrade la clase de ningún acreedor sino que mejore la ca-
tegoría de aquellos que entreguen recursos frescos o que en general 
adopten conductas que contribuyan a mejorar el capital de trabajo y 
la recuperación del deudor.

4. No afecte la prelación de créditos pensionales, laborales, de la 
seguridad social, adquirentes de vivienda, sin perjuicio que un pen-
sionado o trabajador, o cualquier otro acreedor, acepte expresamente 
los efectos de una cláusula del acuerdo referente a un derecho renun-
ciable, siempre que ello conduzca a la recuperación de su crédito.

La prelación de las obligaciones de la DIAN y demás autorida-
des fiscales, podrá ser compartida a prorrata con aquellos acreedores 
que durante el proceso hayan entregado nuevos recursos al deudor o 
que se comprometan a hacerlo en ejecución del acuerdo, la cual será 
aplicada inclusive en el evento del proceso de liquidación judicial. 
Para tal efecto, cada peso nuevo suministrado, dará prelación a un 
peso de la deuda anterior. La prelación no es aplicable por la capita-
lización de pasivos, ni por la mera continuación de los contratos de 
tracto sucesivo.

Para el caso de nuevas capitalizaciones que generen ingreso de 
recursos frescos al deudor, durante el proceso y ejecución del acuer-
do de reorganización, los inversionistas que realicen tales aportes 
de capital, además de las ventajas anteriores, al momento de su li-
quidación, tendrán prelación en el reembolso de su remanente fren-
te a otros aportes y hasta por el monto de los nuevos recursos apor-
tados.

Los acreedores que entreguen al deudor nuevos recursos, condo-
nen parcialmente sus obligaciones, otorguen quitas, plazos de gracia 
especiales, podrán obtener, como contraprestación las ventajas que 
en el acuerdo se otorguen a todos aquellos que concedan los mismos 
beneficios al deudor.

Parágrafo 1º. En el evento de no cumplirse el acuerdo de manera 
tal que satisfaga las obligaciones que han renunciado a prelación o 
preferencia, estas recuperarán dicha prelación o preferencia cual-
quiera que sea la modalidad con la que concluya el proceso de in-
solvencia.

Parágrafo 2º. Los créditos laborales podrán capitalizarse siem-
pre y cuando sus titulares convengan, individual y expresamente, las 
condiciones, proporciones, cuantías y plazos en que se mantenga o 
modifique, total o parcialmente la prelación que le corresponde como 
acreencias privilegiadas. En caso de incumplimiento del acuerdo de 
reorganización los créditos laborales capitalizados recuperan la pre-
lación de primer grado para efectos del acuerdo de adjudicación y el 
de liquidación judicial.

Artículo 42. Flexibilización de las condiciones de aportes al ca-
pital. La suscripción y pago de nuevos aportes en el capital de los 
deudores reestructurados, podrá hacerse en condiciones, proporcio-
nes y plazos distintos de los previstos en el Código de Comercio, sin 
exceder el plazo previsto para la ejecución del acuerdo.

La colocación de las participaciones sociales podrá hacerse por 
un precio de suscripción inferior al valor nominal, fijado con base en 
procesos de valoración técnicamente reconocidos, por avaluadores 
independientes.

La capitalización de acreencias y las daciones en pago requerirán 
del consentimiento individual del respectivo acreedor.

Artículo 43. Conservación y exigibilidad de gravámenes y de ga-
rantías reales y fiduciarias. En relación con las garantías reales y 
los contratos de fiducia mercantil y encargos fiduciarios que inclu-
yan entre sus finalidades las de garantía y que estén vinculadas con 
acuerdos de reorganización, aplicarán las siguientes reglas:
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1. Los créditos amparados por fiducias mercantiles y encargos 
fiduciarios se asimilan a los créditos de la segunda y tercera clase 
previstos en los artículos 2497 y 2499 del Código Civil, de acuerdo 
con la naturaleza de los bienes fideicomitidos o que formen parte del 
patrimonio autónomo, salvo cláusula expresamente aceptada por el 
respectivo acreedor que disponga otra cosa.

2. Durante la vigencia del acuerdo queda suspendida la exigibili-
dad de gravámenes y garantías reales y fiduciarias, constituidas por 
el deudor. La posibilidad de hacer efectivas tales garantías durante 
dicha vigencia, o la constitución de las mismas, tendrá que pactarse 
en el acuerdo, con la mayoría absoluta de los votos admisibles, adi-
cionada con el voto del beneficiario o beneficiarios respectivos.

3. Si el acuerdo termina por incumplimiento, conforme a lo dis-
puesto en la presente ley, para efectos del proceso de liquidación 
judicial, queda restablecida de pleno derecho la preferencia de los 
gravámenes y garantías reales y fiduciarias suspendidas, a menos 
que el acreedor beneficiario haya consentido en un trato distinto.

4. Si durante la ejecución del acuerdo son enajenados los bienes 
objeto de la garantía, el acreedor gozará de la misma prelación que 
le otorgaba el gravamen para que le paguen el saldo insoluto de sus 
créditos, hasta la concurrencia del monto por el cual haya sido ena-
jenado el respectivo bien.

5. La constitución, modificación o cancelación de garantías, o la 
suspensión o conservación de su exigibilidad derivadas del acuerdo, 
requerirá el voto del beneficiario respectivo y bastará la inscripción 
de la parte pertinente del mismo en el correspondiente registro, sin 
necesidad de otorgar nuevamente ningún otro documento y, salvo 
pacto en contrario, compartirá proporcionalmente el mismo grado 
de todos aquellos acreedores que concedan las mismas ventajas al 
deudor. Para tales efectos, las cláusulas pertinentes del acuerdo pres-
tarán mérito ejecutivo.

6. La estipulación de un acuerdo de reorganización que amplíe el 
plazo de aquellas obligaciones del deudor que cuenten con garantes 
personales o con cauciones reales constituidas sobre bienes distintos 
de los del deudor, no pone fin a la responsabilidad de los garantes ni 
extingue dichas cauciones reales.

7. En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización, el 
acreedor que cuente con garantías reales o personales constituidas 
por terceros para amparar créditos cuyo pago haya sido contemplado 
en el acuerdo, podrá iniciar procesos de cobro contra los garantes del 
deudor o continuar los que estén en curso al momento de la celebra-
ción del acuerdo.

Artículo 44. Reformas estatutarias y enajenación de estableci-
mientos de comercio y disposición de activos dentro del acuerdo 
de reorganización. Cuando el acuerdo de reorganización contenga 
cláusulas que reformen los estatutos del deudor persona jurídica, el 
mismo hará las veces de reforma estatutaria, sin que se requiera de 
otra formalidad, cuya decisión deberá ser adoptada por parte del ór-
gano competente al interior del concursado, de conformidad con lo 
dispuesto en los estatutos sociales, lo cual producirá efectos entre 
los asociados desde la confirmación del acuerdo, sin que sea posible 
impugnar la correspondiente decisión.

En caso de fusiones y escisiones, la adopción del acuerdo de re-
organización en la forma prevista en la ley, excluye el ejercicio de 
los derechos previstos en los artículos 175 del Código de Comercio 
y 6º de La ley 222 de 1995, así como las disposiciones especiales 
referentes a los tenedores de bonos; tampoco podrá ejercerse el de-
recho de retiro de socios previsto en el artículo 12 de la Ley 222 de 
1995. Dicha exclusión es aplicable únicamente a los derechos de los 
acreedores externos y socios de aquellos deudores mencionados en 
el acuerdo de reorganización, quedando a salvo los derechos de los 
acreedores y socios de otras personas jurídicas. 

En las enajenaciones de establecimientos de comercio de propie-
dad del deudor como consecuencia de un acuerdo de reorganización, 

no habrá lugar a la oposición de acreedores prevista en el artículo 
530 del Código de Comercio. 

Para la inscripción en el registro mercantil de cualquiera de los 
actos contemplados en este artículo bastará que se presente a la Cá-
mara de Comercio correspondiente la parte pertinente del acuerdo 
que contenga la decisión.

Artículo 45. Causales de terminación del acuerdo de reorgani-
zación. El acuerdo de reorganización terminará en cualquiera de los 
siguientes eventos:

1. Por el cumplimiento de las obligaciones pactadas en el mismo.
2. Si ocurre un evento de incumplimiento no subsanado en au-

diencia. 
3. Por la no atención oportuna en el pago de las mesadas pen-

sionales o aportes al sistema de seguridad social y demás gastos de 
administración.

Parágrafo. En el supuesto previsto en el numeral 1 de este ar-
tículo, el deudor informará de su ocurrencia al juez del concurso 
para que verifique la situación y decrete la terminación del acuerdo 
mediante providencia inscrita de oficio en la Cámara de Comercio 
del domicilio principal y sucursales del deudor, o en el que haga sus 
veces, y contra la cual sólo procederá recurso de reposición. En los 
eventos descritos en los numerales 2 y 3, habrá lugar a la declara-
toria de liquidación judicial, previa celebración de la audiencia de 
incumplimiento descrita a continuación.

Artículo 46. Audiencia de incumplimiento. Si algún acreedor o el 
deudor denuncia el incumplimiento del acuerdo de reorganización o 
de los gastos de administración, el Juez del concurso verificará dicha 
situación y en caso de encontrarlo acreditado, requerirá al promotor 
para que, dentro de un término no superior a un (1) mes, actualice 
la calificación y graduación de créditos y derechos de voto, gestione 
las posibles alternativas de solución y presente al Juez del concurso 
el resultado de sus diligencias. 

Recibido el Informe del Promotor, el Juez del concurso, convo-
cará al deudor y a los acreedores cuyos créditos no hayan sido pa-
gados, a una audiencia para deliberar sobre la situación y decidir lo 
pertinente. 

Cuando el incumplimiento provenga de gastos de administración, 
debe ser subsanado con el consentimiento individual de cada acree-
dor, sin que sus créditos cuenten para efectos de voto.

Si la situación es resuelta, el Juez del concurso confirmará la al-
ternativa de solución acordada y el promotor deberá cumplir con las 
formalidades previstas en la presente ley. En caso contrario, el juez 
del concurso declarará terminado el acuerdo de reorganización y or-
denará la apertura del trámite del proceso de liquidación judicial.

A partir de la fecha de convocatoria de la audiencia de incum-
plimiento, deberán suspenderse los pagos previstos en el acuerdo 
de reorganización, so pena de ineficacia de pleno derecho de los 
mismos.

CAPITULO VIII
Proceso de liquidación judicial

Artículo 47. Inicio. El proceso de liquidación judicial iniciará 
por:

1. Incumplimiento del acuerdo de reorganización, fracaso o in-
cumplimiento del concordato o de un acuerdo de reestructuración de 
los regulados por la Ley 550 de 1999.

2. Las causales de liquidación judicial inmediata previstas en la 
presente ley.

Artículo 48. Providencia de apertura. La providencia de apertura 
del proceso de liquidación judicial dispondrá:

1. El nombramiento de un liquidador, quien tendrá la representa-
ción legal, advirtiendo que su gestión deberá ser austera y eficaz.
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2. La imposibilidad, a partir de la fecha de la misma, para que el 
deudor realice operaciones en desarrollo de su objeto, pues conser-
vará su capacidad jurídica únicamente para los actos necesarios a 
la inmediata liquidación, sin perjuicio de aquellos que busquen la 
adecuada conservación de los activos. Los actos celebrados en con-
travención a lo anteriormente dispuesto, serán ineficaces de pleno 
derecho.

3. Las medidas cautelares sobre los bienes del deudor y ordenar al 
liquidador la inscripción en el registro competente de la providencia 
de inicio del proceso de liquidación judicial, respecto de aquellos 
sujetos a esa formalidad. 

4. La fijación por parte del Juez del concurso, en un lugar visible 
al público y por un término de diez (10) días, de un aviso que infor-
me acerca del inicio del mismo, el nombre del liquidador y el lugar 
donde los acreedores deberán presentar sus créditos. Copia del aviso 
será fijada en la página web de la Superintendencia de Sociedades, 
en la del deudor, en la sede, sucursales, agencias, por este y el liqui-
dador durante todo el trámite.

5. Un plazo de veinte (20) días, a partir de la fecha de desfijación 
del aviso que informa sobre la apertura del proceso de liquidación 
judicial, para que los acreedores presenten su crédito al liquidador, 
allegando prueba de la existencia y cuantía del mismo. Cuando el 
proceso de liquidación judicial sea iniciado como consecuencia del 
incumplimiento del acuerdo de reorganización, de liquidación judi-
cial, fracaso o incumplimiento del concordato o de un acuerdo de 
reestructuración, los acreedores reconocidos y admitidos en ellos, 
se entenderán presentados en tiempo al liquidador, en el proceso de 
liquidación judicial. Los créditos no calificados y graduados en el 
acuerdo de reorganización y los derivados de gastos de administra-
ción, deberán ser presentados al liquidador.

Transcurrido el plazo previsto en este numeral, el liquidador, con-
tará con un plazo establecido por el juez del concurso, el cual no será 
inferior a un (1) mes, ni superior a tres (3) meses, para que remita al 
juez del concurso todos los documentos que le hayan presentado los 
acreedores y el proyecto de graduación y calificación de créditos y 
derechos de voto, con el fin de que aquel, dentro de los quince (15) 
días siguientes, emita auto que reconozca los mismos, de no haber 
objeciones. De haberlas, se procederá de igual manera que para lo 
establecido en el proceso de reorganización.

6. La remisión de una copia de la providencia de apertura al Mi-
nisterio de la Protección Social, a la Dirección de Impuestos y Adua-
nas Nacionales, y a la superintendencia que ejerza vigilancia o con-
trol, para lo de su competencia.

7. Inscribir en el registro mercantil de la Cámara de Comercio del 
domicilio del deudor y sus sucursales, el aviso que informa sobre la 
expedición de la providencia de inicio del proceso de liquidación 
judicial.

8. Oficiar a los jueces que conozcan de procesos de ejecución o de 
aquellos en los cuales se esté ejecutando la sentencia.

9. Ordenar al liquidador la elaboración del inventario de los ac-
tivos del deudor, el cual deberá elaborar el liquidador en un plazo 
máximo de treinta (30) días a partir de su posesión. Los bienes serán 
avaluados por expertos designados de listas elaboradas por la Super-
intendencia de Sociedades.

Una vez vencido el término, el liquidador entregará al juez con-
cursal el inventario para que este le corra traslado por el término de 
diez (10) días.

Artículo 49. Apertura del proceso de liquidación judicial inme-
diata. Procederá de manera inmediata en los siguientes casos: 

1. Cuando el deudor lo solicite directamente, o cuando incumpla 
su obligación de entregar oportunamente la documentación requeri-
da, como consecuencia de la solicitud a un proceso de insolvencia 
por parte de un acreedor.

2. Cuando el deudor abandone sus negocios.
3. Por solicitud de la autoridad que vigile o controle a la respec-

tiva empresa.
4. Por decisión motivada de la Superintendencia de Sociedades 

adoptada de oficio o como consecuencia de la solicitud de apertura 
de un proceso de reorganización, o cuando el deudor no actualice el 
proyecto de reconocimiento y graduación de créditos y derechos de 
voto requerida en la providencia de inicio del proceso de reorgani-
zación.

5. A petición conjunta del deudor y de un número plural de acree-
dores titular de no menos del cincuenta por ciento (50%) del pasivo 
externo.

6. Solicitud expresa de inicio del trámite del proceso de liquida-
ción judicial por parte de una autoridad o representante extranjero, 
de conformidad con lo dispuesto en la presente ley.

7. Tener a cargo obligaciones vencidas, por concepto de mesadas 
pensionales, retenciones de carácter obligatorio a favor de autori-
dades fiscales, descuentos efectuados a los trabajadores, o aportes 
al Sistema de Seguridad Social Integral, sin que las mismas fuesen 
subsanadas dentro del término indicado por el Juez del concurso, 
que en ningún caso será superior a tres (3) meses.

8. La providencia judicial que decreta la apertura inmediata del 
trámite del proceso de liquidación judicial no admite ningún recurso, 
con excepción de la causal prevista en los numerales 2 y 7 de este 
artículo, evento en el que sólo cabrá el recurso de reposición.

Si el juez del concurso verifica previamente que el deudor no 
cumple con sus deberes legales, especialmente en cuanto a llevar 
contabilidad regular de sus negocios, conforme a las leyes vigentes, 
podrá ordenar la disolución y liquidación del ente, en los términos 
del artículo 225 y siguientes del Código de Comercio, caso en el cual 
los acreedores podrán demandar la responsabilidad subsidiaria de 
los administradores, socios o controlantes.

Parágrafo 1º. El inicio del proceso de liquidación judicial de un 
deudor supone la existencia de una situación de cesación de pagos, 
conforme a lo dispuesto en esta ley para el efecto en el proceso de 
reorganización.

Parágrafo 2º. La solicitud de inicio del proceso de liquidación 
judicial por parte del deudor o de este y sus acreedores deberá venir 
acompañada de los siguientes documentos:

1. Los cinco (5) estados financieros básicos, correspondientes a 
los tres (3) últimos ejercicios y los dictámenes respectivos, si exis-
tieren.

2. Los cinco (5) estados financieros básicos, cortados al último 
día calendario del mes inmediatamente anterior a la fecha de la so-
licitud.

3. Un estado de inventario de activos y pasivos cortado en la mis-
ma fecha indicada en el numeral anterior, debidamente certificado y 
valorado.

4. Memoria explicativa de las causas que lo llevaron a la situación 
de insolvencia.

Artículo 50. Efectos de la apertura del proceso de liquidación 
judicial. La declaración judicial del proceso de liquidación judicial 
produce:

1. La disolución de la persona jurídica. En consecuencia, para 
todos los efectos legales, esta deberá anunciarse siempre con la ex-
presión “en liquidación judicial”.

2. La cesación de funciones de los órganos sociales y de fiscaliza-
ción de la persona jurídica, si los hubiere.

3. La separación de todos los administradores.
4. La terminación de los contratos de tracto sucesivo, de cum-

plimiento diferido o de ejecución instantánea, no necesarios para la 
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preservación de los activos, así como los contratos de fiducia mer-
cantil o encargos fiduciarios, celebrados por el deudor en calidad de 
constituyente, sobre bienes propios y para amparar obligaciones pro-
pias o ajenas; salvo por aquellos contratos respecto de los cuales se 
hubiere obtenido autorización para continuar su ejecución impartido 
por el juez del concurso.

5. La terminación de los contratos de trabajo, con el correspon-
diente pago de las indemnizaciones a favor de los trabajadores, de 
conformidad con lo previsto en el Código Sustantivo del Trabajo, 
para lo cual no será necesaria autorización administrativa o judicial 
alguna quedando sujetas a las reglas del concurso, las obligaciones 
derivadas de dicha finalización sin perjuicio de las preferencias y 
prelaciones que les correspondan.

6. Disponer la remisión de una copia de la providencia de apertu-
ra del proceso de liquidación judicial al Ministerio de la Protección 
Social, con el propósito de velar por el cumplimiento de las obliga-
ciones laborales.

7. La finalización de pleno derecho de los encargos fiduciarios y 
los contratos de fiducia mercantil celebrados por el deudor, con el fin 
de garantizar obligaciones propias o ajenas con sus propios bienes. 
El juez del proceso ordenará la cancelación de los certificados de 
garantía y la restitución de los bienes que conforman el patrimonio 
autónomo. Serán tenidas como obligaciones del fideicomitente las 
adquiridas por cuenta del patrimonio autónomo.

Tratándose de inmuebles, el juez comunicará la terminación del 
contrato, mediante oficio al notario competente que conserve el ori-
ginal de las escrituras pertinentes. La providencia respectiva será 
inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, en la 
matrícula correspondiente. El acto de restitución de los bienes que 
conforman el patrimonio autónomo se considerará sin cuantía, para 
efectos de derechos notariales, de registro y de timbre.

Los acreedores beneficiarios del patrimonio autónomo serán 
tratados como acreedores con garantía prendaria o hipotecaria, de 
acuerdo con la naturaleza de los bienes fideicomitidos.

La restitución de los activos que conforman el patrimonio autó-
nomo implica que la masa de bienes pertenecientes al deudor, res-
ponderá por las obligaciones a cargo del patrimonio autónomo de 
conformidad con las prelaciones de ley aplicables al concurso.

La fiduciaria entregará los bienes al liquidador dentro del plazo 
que el juez del proceso de liquidación judicial señale y no podrá 
alegar en su favor derecho de retención por concepto de comisiones, 
honorarios o remuneraciones derivadas del contrato.

8. La interrupción del término de prescripción y la inoperancia de 
la caducidad de las acciones respecto de las obligaciones que contra 
el deudor o contra sus codeudores, fiadores, avalistas, aseguradores, 
emisores de cartas de crédito o cualquier otra persona que deba cum-
plir la obligación, estuvieren perfeccionadas o sean exigibles desde 
antes del inicio del proceso de liquidación judicial.

9. La exigibilidad de todas las obligaciones a plazo del deudor. La 
apertura del proceso de liquidación judicial del deudor solidario no 
conllevará la exigibilidad de las obligaciones solidarias respecto de 
los otros codeudores.

10. La prevención a los deudores del concursado de que sólo pue-
den pagar al liquidador, advirtiendo la ineficacia del pago hecho a 
persona distinta.

11. La prohibición para administradores, asociados y controlantes 
de disponer de cualquier bien que forme parte del patrimonio liqui-
dable del deudor o de realizar pagos o arreglos sobre obligaciones 
anteriores al inicio del proceso de liquidación judicial, a partir de la 
fecha de la providencia que lo decrete, so pena de ineficacia, cuyos 
presupuestos serán reconocidos por el Juez del concurso, sin perjui-
cio de las sanciones que aquellos le impongan.

12. La remisión al Juez del concurso de todos los procesos de eje-
cución que estén siguiéndose contra el deudor, hasta antes de la au-
diencia de decisión de objeciones, con el objeto de que sean tenidos 
en cuenta para la calificación y graduación de créditos y derechos de 
voto. Con tal fin, el liquidador oficiará a los jueces de conocimiento 
respectivos. La continuación de los mismos por fuera de la actuación 
aquí descrita será nula, cuya declaratoria corresponderá al Juez del 
concurso. 

Los procesos de ejecución incorporados al proceso de liquidación 
judicial, estarán sujetos a la suerte de este y deberán incorporarse 
antes del traslado para objeciones a los créditos.

Cuando se remita un proceso de ejecución en el que no se hubie-
sen decidido en forma definitiva las excepciones de mérito propues-
tas estas serán consideradas objeciones y tramitadas como tales.

13. La preferencia de las normas del proceso de liquidación judi-
cial sobre cualquier otra que le sea contraria.

Parágrafo. Lo previsto en el presente artículo no se aplicará res-
pecto de cualquier tipo de acto o contrato que tenga por objeto o 
como efecto la emisión de valores u otros derechos de naturaleza 
negociable en el mercado público de valores de Colombia o del ex-
terior, ni respecto de patrimonios autónomos constituidos para ade-
lantar procesos de titularización a través del mercado público de 
valores, ni de aquellos patrimonios autónomos que tengan fines de 
garantía que formen parte de la estructura de la emisión.

Artículo 51. Promitentes compradores de inmuebles destinados a 
vivienda. Los promitentes compradores de bienes inmuebles desti-
nados a vivienda, deberán comparecer al proceso dentro de la opor-
tunidad legal, a solicitar la ejecución de la venta prometida.

En tal caso, el juez del concurso, ordenará al liquidador el otor-
gamiento de la escritura pública de compraventa, previa consigna-
ción a sus órdenes del valor restante del precio si lo hubiere, y de 
las sanciones contractuales e intereses de mora generados por el no 
cumplimiento, para lo cual procederá al levantamiento de las medi-
das cautelares que lo afecten.

La misma providencia dispondrá la cancelación de la hipoteca de 
mayor extensión que afecte el inmueble, así como la entrega mate-
rial, si la misma no se hubiere producido.

Los recursos obtenidos como consecuencia de esta operación de-
berán destinarse de manera preferente a la atención de los gastos de 
administración y las obligaciones de la primera clase.

El juez del concurso autorizará el otorgamiento de la escritura 
pública, si con los bienes restantes queda garantizado el pago de los 
gastos de administración y de las obligaciones privilegiadas. De no 
poder cumplirse la obligación prometida, procederá la devolución de 
las sumas pagas por el promitente comprador siguiendo las reglas de 
prelación de créditos. 

Artículo 52. Prorratas e hipotecas de mayor extensión. Cuando 
la actividad del deudor incluya la construcción de inmuebles desti-
nados a vivienda y la propiedad de los mismos hubiera sido trans-
ferida al adquirente estando pendiente la cancelación de la hipoteca 
de mayor extensión, el propietario comparecerá al proceso dentro de 
la oportunidad procesal correspondiente y, previa acreditación del 
pago de la totalidad del precio, el juez del concurso dispondrá la 
cancelación del gravamen de mayor extensión. 

Artículo 53. Inventario de bienes, reconocimiento de créditos y 
derechos de voto. El liquidador procederá a actualizar los créditos 
reconocidos y graduados y el inventario de bienes en el acuerdo de 
reorganización y a incorporar los créditos calificados y graduados en 
el concordato, si fuere el caso, los derechos de votos y los créditos 
en el acuerdo de reorganización fallido y a realizar el inventario de 
bienes en estos dos últimos, desde la fecha del vencimiento de la 
obligación hasta la de inicio del proceso de liquidación judicial, en 
los términos previstos en la presente ley.
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En el caso del proceso de liquidación judicial inmediata, o respec-
to a los gastos causados con posterioridad a la admisión al acuerdo 
de reorganización, el acuerdo de reestructuración o el concordato, 
tendrá aplicación lo dispuesto en esta ley en materia de elaboración 
de inventarios por parte del liquidador y presentación de acreen-
cias.

En el proceso de liquidación judicial, el traslado del reconoci-
miento de créditos, del inventario de los bienes del deudor y las 
objeciones a los mismos serán tramitados en los mismos términos 
previstos en la presente ley para el acuerdo de reorganización.

Parágrafo. El liquidador, al determinar los derechos de voto, no 
incluirá a los acreedores internos, de conformidad con las reglas 
para los derechos de voto de los acreedores internos establecidos en 
esta ley.

Artículo 54. Medidas cautelares. Las medidas cautelares prac-
ticadas y decretadas sobre bienes del deudor, continuarán vigentes 
y deberán inscribirse a órdenes del juez del proceso de liquidación 
judicial. 

De haberse practicado diligencias de secuestro, el juez, previa 
remisión del proceso al liquidador, ordenará efectuar el relevo in-
mediato de los secuestres designados, ordenando para ello la entrega 
de los bienes al liquidador con la correspondiente obligación del 
secuestre de rendir cuentas comprobadas de su gestión ante el juez 
del proceso de liquidación judicial y para tal efecto presentará una 
relación de los bienes entregados en la diligencia de secuestro, indi-
cando su estado y ubicación, así como una memoria detallada de las 
actividades realizadas durante el período de la vigencia de su cargo. 
Así mismo, el secuestre deberá consignar a órdenes del juez del pro-
ceso de liquidación judicial, en la cuenta de depósitos judiciales, los 
rendimientos obtenidos en la administración de los bienes. 

Artículo 55. Bienes excluidos. No formarán parte del patrimonio 
a liquidar los siguientes bienes:

1. Las mercancías que tenga el deudor en su poder a título de 
comisión.

2. Los títulos de crédito entregados al deudor para su cobranza y 
los que haya adquirido por cuenta de otro, siempre y cuando estén 
emitidos o endosados directamente a favor del comitente.

3. El dinero remitido al deudor fuera de cuenta corriente, en desa-
rrollo de una comisión o mandato del comitente o mandante.

4. Las mercancías que el deudor haya adquirido al fiado, mientras 
no se haya producido su entrega.

5. Los bienes que tenga el deudor en calidad de depositario.
6. Las prestaciones que por cuenta ajena estén debiendo al deudor 

a la fecha de la apertura del proceso, de proceso de liquidación judi-
cial, si del hecho hubiere por lo menos un principio de prueba.

7. Los documentos que estén en poder del deudor, siempre que los 
hubiere recibido por cuenta de un comitente, aún cuando no estén 
otorgados a favor de este.

8. En general, las especies que aún encontrándose en poder del 
deudor, pertenezcan a otra persona, para lo cual deberá acreditar 
prueba suficiente.

9. Los bienes inmuebles destinados a vivienda respecto de los 
cuales el deudor hubiere otorgado la escritura pública de venta que 
no estuviere registrada. En atención a esa circunstancia, el juez del 
concurso, previa solicitud del adquirente, dispondrá el levantamien-
to de la cautela que recaiga sobre el inmueble, a fin de facilitar la 
inscripción del título en la Oficina de Registro de Instrumentos Pú-
blicos y Privados.

En el evento que el adquirente tenga sumas pendientes de cance-
lar como consecuencia de la operación, el levantamiento de la cau-
tela quedará condicionado a la previa consignación por su parte a 
órdenes del juez del concurso del saldo por pagar.

Si los bienes descritos en este numeral están gravados con hi-
poteca de mayor extensión constituida por el deudor a favor de un 
acreedor para garantizar las obligaciones por él contraídas, el juez 
del concurso dispondrá, a solicitud de los acreedores, de manera si-
multánea con el levantamiento de la cautela y la cancelación del 
gravamen de mayor extensión.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará los casos en los 
cuales los bienes transferidos a título de fiducia mercantil con fines 
de garantía se excluyen de la masa de la liquidación en provecho de 
los beneficiarios de la fiducia.

Artículo 56. Proceso para entregar bienes excluidos. Para la en-
trega de los bienes que no forman parte del patrimonio a liquidar 
por parte del liquidador, el solicitante, dentro de los seis (6) me-
ses siguientes al inicio del proceso de liquidación judicial, deberá 
presentarse al proceso y solicitar al juez del concurso la restitución 
del bien, acompañando prueba siquiera sumaria del derecho que le 
asiste.

Cumplidos los requisitos anteriores, se procederá a la entrega de 
los bienes, en el término señalado por el juez del concurso, quien 
deberá fijar dicho plazo atendiendo la naturaleza del bien; o en su 
defecto, dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha en la cual 
el juez del concurso imparta la orden respectiva. Para ello, el liqui-
dador levantará un acta en la que identificará el bien que restituye, 
así como el estado del mismo, la que deberá suscribirse por el liqui-
dador y quien lo reciba. 

Artículo 57. Enajenación de activos y plazo para presentar el 
acuerdo de adjudicación. En un plazo de dos (2) meses contados a 
partir de la fecha en que quede en firme la calificación y graduación 
de créditos y el inventario de bienes del deudor, el liquidador pro-
cederá a enajenar los activos inventariados por un valor no inferior 
al del avalúo, en forma directa o acudiendo al sistema de subasta 
privada.

Con relación a los dineros recibidos y los activos no enajenados, 
el liquidador tendrá un plazo máximo de treinta (30) días para pre-
sentar al juez del concurso, el acuerdo de adjudicación al que hayan 
llegado los acreedores del deudor.

El acuerdo de adjudicación requiere, además de la aprobación de 
los acreedores, la confirmación del juez del concurso, impartida en 
audiencia que será celebrada en los términos y para los fines pre-
vistos en esta ley para la audiencia de confirmación del acuerdo de 
reorganización. 

De no aprobarse el citado acuerdo, el Juez dictará la providencia 
de adjudicación dentro de los quince (15) días siguientes al venci-
miento del término anterior.

Artículo 58. Reglas para la adjudicación. Los bienes no enajena-
dos por el liquidador, de conformidad con lo previsto en el artículo 
anterior, serán adjudicados a los acreedores mediante providencia 
motivada, de conformidad con las siguientes reglas:

1. La totalidad de los bienes a adjudicar, incluyendo el dinero 
existente y el obtenido de las enajenaciones, será repartido con suje-
ción a la prelación legal de créditos.

2. Respetará la igualdad entre los acreedores, adjudicando en lo 
posible a todos y cada uno de la misma clase, en proporción a su 
respectivo crédito, cosas de la misma naturaleza y calidad.

3. En primer lugar será repartido el dinero, enseguida los inmue-
bles, posteriormente los bienes muebles corporales y finalmente las 
cosas incorporales.

4. Habrá de preferirse la adjudicación en bloque o en estado de 
unidad productiva. Si no pudiera hacerse en tal forma, los bienes 
serán adjudicados en forma separada, siempre con el criterio de ge-
neración de valor.

5. La adjudicación de bienes a varios acreedores será realizada en 
común y proindiviso en la proporción que corresponda a cada uno.
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6. El juez del proceso de liquidación judicial hará la adjudicación 
aplicando criterios de semejanza, igualdad y equivalencia entre los 
bienes, con el propósito de obtener el resultado más equitativo po-
sible.

Con la adjudicación, los acreedores adquieren el dominio de los 
bienes, extinguiéndose las obligaciones del deudor frente a cada uno 
de ellos, hasta concurrencia del valor de los mismos.

Para la transferencia del derecho de dominio de bienes sujetos 
a registro, bastará la inscripción de la providencia de adjudicación 
en el correspondiente registro, sin necesidad de otorgar ningún otro 
documento o paz y salvo. Dicha providencia será considerada sin 
cuantía para efectos de timbre, impuestos y derechos de registro, sin 
que al nuevo adquirente se le pueda hacer exigibles las obligaciones 
que pesen sobre los bienes adjudicados o adquiridos. 

Tratándose de bienes muebles, la tradición de los mismos operará 
por ministerio de la ley, llevada a cabo a partir del décimo (10º) día 
siguiente a la ejecutoria de la providencia.

El liquidador procederá a la entrega material de los bienes mue-
bles e inmuebles dentro de los treinta (30) días siguientes a la cele-
bración de la adjudicación o de la expedición de la providencia de 
adjudicación, en el estado en que se encuentren.

Parágrafo. Las obligaciones que se deriven para el adquirente so-
bre los bienes adjudicados serán las que se causen a partir de la eje-
cutoria de la providencia que apruebe la enajenación o adjudicación 
del respectivo bien.

Artículo 59. Pagos, adjudicaciones y rendición de cuentas. Den-
tro de los cinco (5) días siguientes a la ejecutoria de la providencia 
de adjudicación de bienes, el acreedor destinatario que opte por no 
aceptar la adjudicación deberá informarlo al liquidador. 

Vencido este término, el liquidador, de manera inmediata, deberá 
informar al juez del concurso cuáles acreedores no aceptaron reci-
bir los bienes, evento en el cual se entenderá que estos renuncian al 
pago de su acreencia dentro del proceso de liquidación judicial y, en 
consecuencia, el juez procederá a adjudicar los bienes a los acreedo-
res restantes, respetando el orden de prelación.

Los bienes no recibidos se destinarán al pago de los acreedores 
que acepten la adjudicación hasta concurrencia del monto de sus 
créditos reconocidos y calificados.

Los bienes remanentes serán adjudicados a los socios o accio-
nistas de una sociedad a prorrata de sus aportes, para el caso de las 
personas jurídicas o al deudor en el caso de las personas naturales 
comerciantes o propietarias de una empresa. Los bienes no recibidos 
por los socios o accionistas o por la persona natural comerciante o 
que desarrolle actividades empresariales, serán adjudicados a una 
entidad pública de beneficencia del domicilio del deudor o, en su 
defecto, del lugar más cercano. Los bienes no recibidos por aquellas 
dentro de los diez (10) días siguientes a su adjudicación serán con-
siderados vacantes o mostrencos según su naturaleza y recibirán el 
tratamiento legal respectivo. 

El liquidador, una vez ejecutadas las órdenes incluidas en el auto 
de adjudicación de bienes, respetando los plazos señalados en el ar-
tículo anterior, deberá presentar al juez del proceso de liquidación 
judicial una rendición de cuentas finales de su gestión, donde inclui-
rá una relación pormenorizada de los pagos efectuados, acompañada 
de las pruebas pertinentes.

No obstante, previa autorización del juez del concurso, y respe-
tando la prelación y los privilegios de ley, al igual que las reglas de 
la adjudicación previstas en esta ley, el liquidador podrá solicitar al 
juez autorización para la cancelación anticipada de obligaciones a 
cargo del deudor y a favor de acreedores cuyo crédito haya quedado 
en firme.

Artículo 60. Obligaciones a cargo de los socios. Cuando sean 
insuficientes los activos para atender el pago de los pasivos de la 

entidad deudora, el liquidador deberá exigir a los socios el pago del 
valor de los instalamentos de las cuotas o acciones no pagadas y el 
correspondiente a la responsabilidad adicional pactada en los esta-
tutos.

Para los efectos de este artículo, el liquidador promoverá pro-
ceso ejecutivo contra los socios, el cual tramitará ante el juez que 
conozca del proceso de liquidación judicial. En estos procesos, el 
título ejecutivo lo integrará la copia de los inventarios y avalúos en 
firme y una certificación de contador público o de revisor fiscal, si lo 
hubiere, que acredite la insuficiencia de los activos y la cuantía de la 
prestación a cargo del socio. 

No obstante, los socios podrán proponer como excepción la sufi-
ciencia de los activos sociales, o el hecho de que no fueron destina-
dos al pago del pasivo externo de la sociedad.

Artículo 61. De los controlantes. Cuando la situación de insol-
vencia o de liquidación judicial, haya sido producida por causa o 
con ocasión de las actuaciones que haya realizado la sociedad matriz 
o controlante en virtud de la subordinación y en interés de esta o de 
cualquiera de sus subordinadas y en contra del beneficio de la socie-
dad en reorganización o proceso de liquidación judicial, la matriz o 
controlante responderá en forma subsidiaria por las obligaciones de 
aquella. Se presumirá que la sociedad está en esa situación concur-
sal, por las actuaciones derivadas del control, a menos que la matriz 
o controlante o sus vinculadas, según el caso, demuestren que esta 
fue ocasionada por una causa diferente. 

El Juez de Concurso conocerá, a solicitud de parte, de la presente 
acción, la cual se tramitará mediante procedimiento abreviado. Esta 
acción tendrá una caducidad de cuatro (4) años.

Artículo 62. Exoneración de gravámenes. La adjudicación de bie-
nes a pensionados y trabajadores no será un ingreso constitutivo de 
renta ni de ganancia ocasional para efectos tributarios.

En la adjudicación de bienes a los acreedores no habrá lugar a la 
obligación legal de retención en la fuente.

En adición a las excepciones previstas en el artículo 191 del Es-
tatuto Tributario, en caso de declaración judicial de liquidación judi-
cial, el deudor no estará sometido al régimen de la renta presuntiva.

Artículo 63. Terminación. El proceso de liquidación judicial ter-
minará:

1. Ejecutoriada la providencia de adjudicación.
2. Por la celebración de un acuerdo de reorganización.
Cumplido lo anterior, dispondrá el archivo del expediente, sin 

perjuicio de la responsabilidad civil y penal que proceda contra el 
deudor, los administradores, socios y el liquidador, y ordenará la 
inscripción de la providencia en el registro mercantil o en el que 
corresponda. La anotación indicada extinguirá la persona jurídica de 
la deudora.

Artículo 64. Adjudicación adicional. Cuando después de termi-
nado el proceso de liquidación judicial, aparezcan nuevos bienes del 
deudor, o cuando el juez del proceso de liquidación judicial dejó de 
adjudicar bienes inventariados, habrá lugar a una adjudicación adi-
cional conforme a las siguientes reglas:

1. Podrá formular la solicitud cualquiera de los acreedores reco-
nocidos o el liquidador, haciendo una relación de los nuevos bienes, 
acompañando las pruebas a que hubiere lugar.

2. De la adjudicación adicional conocerá el mismo juez del con-
curso ante quien cursó el proceso de liquidación judicial, sin nece-
sidad de reparto.

3. El juez del proceso de liquidación judicial informará de la soli-
citud a los acreedores insolutos distintos del solicitante y adelantará 
la actuación en el mismo expediente.

4. Una vez establecida la existencia de los bienes, ordenará al 
liquidador que proceda a valorar el inventario en los términos de la 
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presente ley, sin que sea necesaria la intervención de los acreedo-
res.

5. Una vez acreditada esta circunstancia, el juez del proceso de 
liquidación judicial procederá a adjudicar los bienes objeto de la 
solicitud a los acreedores insolutos, en el orden estrictamente esta-
blecido en la calificación y graduación de créditos.

Artículo 65. Rendición de cuentas finales. Las cuentas finales de 
la gestión del liquidador estarán sujetas a las siguientes reglas:

1. Contendrán una memoria detallada de las actividades realiza-
das durante el período.

2. Las cuentas presentadas serán puestas a disposición de las par-
tes por el término de veinte (20) días con el fin de que puedan ser 
objetadas. Vencido dicho traslado, el liquidador tendrá dos (2) días 
para pronunciarse sobre las objeciones, después de lo cual el juez 
decidirá en auto que no es susceptible de recurso.

Artículo 66. Acuerdo de reorganización dentro del proceso de 
liquidación judicial. Aprobado el inventario valorado, la califica-
ción y graduación de créditos y los derechos de voto, el liquidador 
o quienes representen no menos del treinta y cinco por ciento (35%) 
de los derechos de voto admitidos, podrán proponer la celebración 
de un acuerdo de reorganización, para lo cual, el juez del concurso, 
convocará a una audiencia. A este acuerdo, le serán aplicables en lo 
pertinente las reglas previstas en esta ley para el acuerdo de reorga-
nización.

En caso de incumplimiento del acuerdo de reorganización, será 
reiniciado el proceso de liquidación judicial.

T I T U L O  II
DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 67. Promotores o liquidadores. Al iniciar el proceso de 
insolvencia, el juez del concurso, según sea el caso, designará por 
sorteo público al promotor o liquidador, en calidad de auxiliar de la 
justicia, escogido de la lista elaborada para el efecto por la Superin-
tendencia de Sociedades. 

En cualquier tiempo, los acreedores que representen por lo menos 
el sesenta por ciento (60%) de las acreencias, calificadas y gradua-
das, podrán sustituir al liquidador designado por el Juez, escogiendo 
el reemplazo de la lista citada en el inciso anterior, quien deberá 
posesionarse ante aquel. Lo anterior aplicará también al promotor 
cuando actúe como representante legal para efectos del acuerdo de 
adjudicación. 

Adicionalmente, los promotores y liquidadores podrán ser recu-
sados o removidos por el juez del concurso por las causales objetivas 
establecidas por el Gobierno.

El promotor o liquidador removidos en los términos de la presen-
te ley, no tendrán derecho sino al pago mínimo que para el efecto de-
termine el Gobierno, teniendo en consideración el estado de avance 
del proceso.

Una misma persona podrá actuar como promotor o como liquida-
dor en varios procesos, sin exceder un máximo de tres (3) procesos 
en que pueda actuar en forma simultánea. 

Parágrafo 1°. La lista de promotores y liquidadores de la Super-
intendencia de Sociedades será abierta y a ella ingresarán todas las 
personas que cumplan con los requisitos mínimos de experiencia e 
idoneidad profesional que para el efecto establezca el Gobierno.

Parágrafo 2°. Salvo en los casos en los cuales la empresa carezca 
de activos suficientes y se requiera un pago mínimo, la remuneración 
de liquidadores no podrá exceder, del seis por ciento (6%) del valor 
de los activos de la empresa insolvente. Para los promotores el valor 
de los honorarios no podrá exceder del punto dos por ciento (0,2%) 
del valor de los activos de la empresa insolvente, por cada mes de 
negociación.

Parágrafo 3°. El Gobierno reglamentará el presente artículo den-
tro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de promulgación de la 
presente ley. Mientras tanto, se aplicarán a promotores y liquidado-
res los requisitos y demás normas establecidas en las normas vigen-
tes al momento de promulgarse la presente ley.

Artículo 68. Formalidades. El acuerdo de reorganización y el de 
adjudicación deberán constar íntegramente en un documento escri-
to, firmado por quienes lo hayan votado favorablemente. Cuando el 
acuerdo tenga por objeto transferir, modificar, limitar el dominio u 
otro derecho real sobre bienes sujetos a registro, constituir graváme-
nes o cancelarlos, la inscripción de la parte pertinente del acta en el 
correspondiente registro será suficiente sin que se requiera el otorga-
miento previo de escritura pública u otro documento.

Si el promotor ha utilizado para la votación sistemas de comu-
nicación simultánea o sucesiva, deberá acompañar prueba de la ex-
presión y contenido de las decisiones y de los votos en documento o 
documentos escritos, debidamente firmados por él mismo. 

Para efectos de timbre, impuestos y derechos de registro el acuer-
do de reorganización o de adjudicación, al igual que las escrituras 
públicas otorgadas en su desarrollo o ejecución, incluidas aquellas 
que tengan por objeto reformas estatutarias o daciones en pago su-
jetas a dicha solemnidad, directamente relacionadas con el mismo, 
serán documentos sin cuantía. Los documentos en que consten las 
deudas una vez reestructuradas quedan exentos del impuesto de 
timbre.

El pago de impuestos prediales, cuotas de administración, servi-
cios públicos y cualquier otra tasa o contribución necesarios para 
obtener el paz y salvo en la enajenación de inmuebles o cualquier 
otro bien sujeto a registro, sólo podrá exigirse respecto de aquellas 
acreencias causadas con posterioridad al inicio del proceso de insol-
vencia. Las anteriores, quedarán sujetas a los términos del acuerdo 
o a las resultas del trámite de liquidación judicial. El funcionario 
que desatienda lo dispuesto en el presente inciso, responderá civil y 
penalmente por los daños y perjuicios causados, sin perjuicio de las 
multas sucesivas que imponga el Juez del concurso, las cuales po-
drán ascender hasta doscientos (200) salarios mínimos legales men-
suales vigentes.

Artículo 69. Créditos legalmente postergados en el proceso de 
reorganización y de liquidación judicial. Estos créditos serán aten-
didos, una vez cancelados los demás créditos y corresponden a:

1. Obligaciones con personas especialmente relacionadas con el 
deudor, salvo aquellas provenientes de recursos entregados después 
de la admisión al trámite y destinados a la recuperación de la em-
presa.

2. Deudas por servicios públicos, si la entidad prestadora se niega 
a restablecerlos cuando han sido suspendidos sin atender lo dispues-
to en la presente ley.

3. Créditos de los acreedores que intenten pagarse por su propia 
cuenta a costa de bienes o derechos del deudor, o que incumplan 
con las obligaciones pactadas en el acuerdo de reorganización o del 
proceso de liquidación judicial.

4. Valores derivados de sanciones pactadas mediante acuerdos de 
voluntades.

5. Las obligaciones que teniendo la carga de presentarse al trá-
mite de liquidación judicial, no lo hicieren dentro de los términos 
fijados en la presente ley. 

6. El valor de intereses, en el proceso de liquidación judicial.
7. Los demás cuya postergación está expresamente prevista en 

esta ley.
Parágrafo 1º. El pago de los créditos postergados respetará las 

reglas de prelación legal.
Parágrafo 2º. Para efectos del presente artículo, son personas es-

pecialmente relacionadas con el deudor, las siguientes:
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1. Las personas jurídicas vinculadas entre sí por su carácter de 
matrices o subordinadas, y aquellas en las cuales exista unidad de 
propósito y de dirección respecto del deudor.

2. Administradores, revisores fiscales y apoderados judiciales por 
salarios u honorarios no contabilizados en su respectivo ejercicio, 
así como indemnizaciones, sanciones y moratorias, provenientes de 
conciliaciones, fallos judiciales o actos similares.

3. Los cesionarios o adjudicatarios de créditos pertenecientes a 
cualquiera de las personas antes mencionadas, siempre que la adqui-
sición hubiera tenido lugar dentro de los dos (2) años anteriores a la 
iniciación del proceso de insolvencia.

Parágrafo 3º. No serán postergadas las obligaciones de los acree-
dores que suministren nuevos recursos al deudor o que se compro-
metan a hacerlo en ejecución del acuerdo.

Artículo 70. Continuación de los procesos ejecutivos en donde 
existen otros demandados. En los procesos de ejecución en que sean 
demandados el deudor y los garantes o deudores solidarios, o cual-
quier otra persona que deba cumplir la obligación, el juez de la eje-
cución, dentro de los tres (3) días siguientes al recibo de la comuni-
cación que le informe del inicio del proceso de insolvencia, mediante 
auto pondrá tal circunstancia en conocimiento del demandante, a fin 
que en el término de su ejecutoria, manifieste si prescinde de cobrar 
su crédito al garante o deudor solidario. Si guarda silencio, continua-
rá la ejecución contra los garantes o deudores solidarios.

Estando decretadas medidas cautelares sobre bienes de los ga-
rantes, deudores solidarios o cualquier persona que deba cumplir la 
obligación del deudor, serán liberadas si el acreedor manifiesta que 
prescinde de cobrar el crédito a aquellos.

Satisfecha la acreencia total o parcialmente, quien efectúe el pago 
deberá denunciar dicha circunstancia al promotor o liquidador y al 
juez del concurso para que sea tenida en cuenta en la calificación y 
graduación de créditos y derechos de voto.

De continuar el proceso ejecutivo, no habrá lugar a practicar me-
didas cautelares sobre bienes del deudor en reorganización, y las 
practicadas respecto de sus bienes quedarán a órdenes del juez del 
concurso, aplicando las disposiciones sobre medidas cautelares con-
tenidas en esta ley. 

Parágrafo. Si al inicio del proceso de insolvencia un acreedor no 
hubiere iniciado proceso ejecutivo en contra del deudor, ello no le 
impide hacer efectivo su derecho contra los garantes o codeudores. 

Artículo 71. Obligaciones posteriores al inicio del proceso de in-
solvencia. Las obligaciones causadas con posterioridad a la fecha 
de inicio del proceso de insolvencia son gastos de administración 
y tendrán preferencia en su pago sobre aquellas objeto del acuerdo 
de reorganización o del proceso de liquidación judicial, según sea 
el caso, y podrá exigirse coactivamente su cobro, sin perjuicio de la 
prioridad que corresponde a mesadas pensionales y contribuciones 
parafiscales de origen laboral, causadas antes y después del inicio 
del proceso de liquidación judicial. Igualmente tendrán preferencia 
en su pago, inclusive sobre los gastos de administración, los créditos 
por concepto de facilidades de pago a que hace referencia el parágra-
fo del artículo 10 y el parágrafo 2º del artículo 34 de esta ley.

Artículo 72. Interrupción del término de prescripción e inope-
rancia de la caducidad. Desde el inicio del proceso de reorganiza-
ción o de liquidación judicial, y durante la ejecución del acuerdo de 
reorganización o de adjudicación queda interrumpido el término de 
prescripción y no operará la caducidad de las acciones respecto de 
los créditos causados contra el deudor antes del inicio del proceso.

Artículo 73. Servicios públicos. Desde la presentación de la soli-
citud de inicio del proceso de reorganización o de liquidación judi-
cial, las personas o sociedades que presten al deudor servicios públi-
cos domiciliarios, no podrán suspenderlos o terminarlos por causa 
de créditos insolutos a su favor, exigibles con anterioridad a dicha 
fecha. Si la prestación estuviere suspendida o terminada, estarán 

obligadas a restablecerlos de manera inmediata a partir de la soli-
citud, so pena de responder por los perjuicios que ocasionen y que 
el pago de su crédito sea postergado en los términos establecidos en 
esta ley. 

El valor de los nuevos servicios prestados a partir del inicio del 
proceso será pagado con la preferencia propia de los gastos de ad-
ministración.

Cuando sea necesaria la prestación del servicio público para la 
conservación de los activos, el juez podrá ordenar su prestación in-
mediata, por tiempo definido, aún existiendo créditos insolutos a 
favor de la empresa prestadora de los mismos, causados con pos-
terioridad al inicio del proceso, indicando en la providencia que lo 
ordene la manera preferente de su pago, cuyo plazo en ningún caso 
podrá superar los tres (3) meses siguientes a partir de la orden de 
suministro.

Artículo 74. Acción revocatoria y de simulación. Durante el trá-
mite del proceso de insolvencia podrá demandarse ante el Juez del 
concurso, la revocación o simulación de los siguientes actos o nego-
cios realizados por el deudor cuando dichos actos hayan perjudicado 
a cualquiera de los acreedores o afectado el orden de prelación de los 
pagos y cuando los bienes que componen el patrimonio del deudor 
sean insuficientes para cubrir el total de los créditos reconocidos:

1. La extinción de las obligaciones, las daciones en pago y, en 
general, todo acto que implique transferencia, disposición, consti-
tución o cancelación de gravámenes, limitación o desmembración 
del dominio de bienes del deudor, realizados en detrimento de su 
patrimonio, o contratos de arrendamiento o comodato que impidan 
el objeto del proceso, durante los dieciocho (18) meses anteriores al 
inicio del proceso de reorganización, o del proceso de liquidación 
judicial, cuando no aparezca que el adquirente, arrendatario o como-
datario, obró de buena fe.

2. Todo acto a título gratuito celebrado dentro de los veinticuatro 
(24) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización o del 
proceso de liquidación judicial.

3. Las reformas estatutarias acordadas de manera voluntaria por 
los socios, solemnizadas e inscritas en el registro mercantil dentro de 
los seis (6) meses anteriores al inicio del proceso de reorganización, 
o del proceso de liquidación judicial, cuando ellas disminuyan el 
patrimonio del deudor, en perjuicio de los acreedores, o modifiquen 
el régimen de responsabilidad de los asociados. 

Parágrafo. En el evento que la acción prospere, total o parcial-
mente, el acreedor demandante tendrá derecho a que la sentencia le 
reconozca a título de recompensa, una suma equivalente al cuarenta 
por ciento (40%) del valor comercial del bien recuperado para el 
patrimonio del deudor, o del beneficio que directa o indirectamente 
se reporte.

Artículo 75. Legitimación, procedimiento, alcance y caducidad. 
Las acciones revocatorias y de simulación podrán interponerse por 
cualquiera de los acreedores, el promotor o el liquidador hasta den-
tro de los seis (6) meses siguientes a la fecha en que quede en firme 
la calificación y graduación de créditos y derechos de voto.

La acción se tramitará como proceso abreviado regulado en el 
Código de Procedimiento Civil.

La sentencia que decrete la revocación o la simulación del acto 
demandado dispondrá, entre otras medidas, la cancelación de la ins-
cripción de los derechos del demandado vencido y las de sus caus-
ahabientes, y en su lugar ordenará inscribir al deudor como nuevo 
titular de los derechos que le correspondan. Con tal fin, la secretaría 
librará las comunicaciones y oficios a las oficinas de registro corres-
pondientes.

Todo aquel que haya contratado con el deudor y sus causahabien-
tes, de mala fe, estará obligado a restituir al patrimonio las cosas 
enajenadas en razón de la revocación o la declaración de simulación, 
así como, sus frutos y cualquier otro beneficio percibido. Si la resti-
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tución no fuere posible, deberá entregar al deudor el valor en dinero 
de las mencionadas cosas a la fecha de la sentencia.

Cuando fuere necesario asegurar las resultas de las acciones re-
vocatorias o de simulación de actos del deudor, el juez, de oficio o a 
petición de parte y previo el otorgamiento de la caución que fijare, 
decretará el embargo y secuestro de bienes o la inscripción de la 
demanda. Estas medidas estarán sujetas a las disposiciones previstas 
en el Código de Procedimiento Civil.

Parágrafo. La acción referente a las daciones en pago y los actos 
a título gratuito, podrán ser iniciadas de oficio por el juez del con-
curso.

Artículo 76. Presupuestos de ineficacia. El Juez del concurso, se-
gún el caso, de oficio o a solicitud de parte, podrán reconocer la ocu-
rrencia de los presupuestos que den lugar a la sanción de ineficacia 
en los casos señalados en la presente ley.

Artículo 77. Procesos ejecutivos alimentarios en curso. En los 
procesos de insolvencia de las personas naturales comerciantes o 
que desarrollen una actividad empresarial, los procesos ejecutivos 
alimentarios continuarán su curso y no serán suspendidas ni levan-
tadas las medidas cautelares decretadas y practicadas en ellos. No 
obstante, en caso de llegar a desembargarse bienes o de quedar un 
remanente del producto de los embargados o subastados, serán pues-
tos a disposición del Juez que conoce del proceso de insolvencia.

No obstante lo anterior, en la calificación y graduación de cré-
ditos y derechos de voto deben ser relacionados todos los procesos 
alimentarios en curso contra el deudor.

Artículo 78. Transparencia Empresarial. Los acuerdos de reor-
ganización incluirán un Código de Gestión Ética Empresarial y de 
responsabilidad social, exigible al deudor, el cual precisará, entre 
otras, las reglas a que debe sujetarse la administración del deudor en 
relación con:

1. Operaciones con asociados y vinculados, incluyendo normas 
sobre distribución de utilidades y reparto de dividendos durante la 
vigencia del acuerdo, sujetando el reparto a la satisfacción de los 
créditos y el fortalecimiento patrimonial del deudor. En todo caso, 
cualquier decisión al respecto deberá contar con la autorización pre-
via del comité de vigilancia.

2. Manejo del flujo de caja y de los activos no relacionados con la 
actividad empresarial.

3. Ajustes administrativos exigidos en el acuerdo para hacer efec-
tivos los deberes legales de los administradores de las sociedades 
consagrados en el artículo 23 de la Ley 222 de 1995, y en cualquier 
otra disposición, de la manera que corresponda según la forma de 
organización propia del respectivo empresario.

4. Los compromisos de ajuste de las prácticas contables y de di-
vulgación de información de la actividad del deudor o ente contable 
respectivo a las normas legales que le sean aplicables, los cuales 
deberán cumplirse en un plazo no superior a seis (6) meses. 

5. Las reglas que deba observar la administración en su planea-
ción y ejecución financiera y administrativa, con el objeto de atender 
oportunamente los créditos pensionales, laborales, de seguridad so-
cial y fiscales que surjan durante la ejecución del acuerdo.

6. Otras obligaciones que se acuerden en códigos de buen go-
bierno. 

Los administradores de todas las empresas, en forma acorde con 
la organización del respectivo deudor que no tenga naturaleza aso-
ciativa, están sujetos a los deberes legales consagrados en el artículo 
23 de la Ley 222 de 1995 y a las reglas de responsabilidad civil 
previstas en el artículo 24 de la misma ley, sin perjuicio de las reglas 
especiales que les sean aplicables en cada caso.

Parágrafo. El incumplimiento de las obligaciones derivadas de 
los códigos de gestión ética empresarial dará lugar a la remoción del 
cargo y a la imposición de multas sucesivas de carácter personal a 

cada uno de los administradores y al revisor fiscal, contralor, auditor 
o contador público responsables, hasta por doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales legales vigentes. La imposición de una o ambas 
clases de sanciones corresponderá al juez del concurso competente, 
según el caso, y su trámite no suspende el proceso de insolvencia. 

Artículo 79. Facultades de los apoderados. Los apoderados de-
signados por el deudor y los acreedores, respectivamente, que con-
curran al proceso de reorganización y de liquidación judicial, de-
berán ser abogados con y se entenderán facultados para tomar toda 
clase de decisiones que correspondan a sus mandantes, inclusive las 
de celebrar acuerdos de reorganización y adjudicación y obligarlos a 
las resultas del mismo.

Parágrafo. De conformidad con lo previsto en el presente artículo, 
el representante de la entidad estatal acreedora, tendrá entre otras fa-
cultades, la posibilidad de otorgar rebajas, disminuir intereses, con-
ceder plazos, para lo cual deberá contar con autorización expresa del 
funcionario respectivo de la entidad oficial.

Artículo 80. Funciones de conciliación de las Superintendencias. 
Las Superintendencias Financiera de Colombia, de Servicios Públi-
cos Domiciliarios, de Transporte, Nacional de Salud, del Subsidio 
Familiar, de Vigilancia y Seguridad Privada, de Economía Solidaria 
y de Sociedades, tratándose de empresarios sujetos, respectivamen-
te, a su inspección, vigilancia o control, con excepción de aquellos 
que supervisa la Superintendencia de Economía Solidaria que ejer-
zan actividad financiera y de ahorro y crédito, podrán actuar como 
conciliadoras en los conflictos que surjan entre dichos empresarios y 
sus acreedores, generados por problemas de crisis económica que no 
les permitan atender el pago regular de sus obligaciones mercantiles 
de contenido patrimonial, siempre y cuando no estén adelantando 
alguno de los trámites previstos en la presente ley. Para tal efecto 
podrán organizar y poner en funcionamiento centros de conciliación 
de conformidad con las leyes aplicables.

Artículo 81. Peritos y avaluadores. El Gobierno Nacional estable-
cerá las condiciones que deberán cumplir los peritos y avaluadores 
para la prestación de los servicios que requiera esta ley, observando 
como mínimo las condiciones y requisitos exigidos por el Código de 
Procedimiento Civil para los auxiliares de la justicia; en todo caso, 
será el juez del concurso quien designe a los peritos y avaluadores.

Mientras el Gobierno Nacional no establezca los requisitos apli-
cables a peritos y avaluadores, se aplicarán las normas vigentes al 
momento de expedirse la presente ley.

Parágrafo. Cuando en el acuerdo de reorganización, en la adju-
dicación o en la liquidación judicial se pacte la venta de la empre-
sa como unidad de explotación económica, será necesario adelantar 
una valoración por firmas especializadas, que ingresen a la lista es-
tablecida por la Superintendencia de Sociedades. 

El presente parágrafo será reglamentado por el Gobierno Na-
cional.

Artículo 82. Responsabilidad civil de los Socios, administrado-
res, revisores fiscales y empleados. Cuando la prenda común de los 
acreedores sea desmejorada con ocasión de conductas, dolosas o cul-
posas de los socios, administradores, revisores fiscales, y emplea-
dos, los mismos serán responsables civilmente del pago del faltante 
del pasivo externo.

No estarán sujetos a dicha responsabilidad los socios que no ha-
yan tenido conocimiento de la acción u omisión o hayan votado en 
contra, siempre y cuando no la ejecuten. En los casos de incumpli-
miento o extralimitación de funciones, violación de la ley o de los 
estatutos, será presumida la culpa del interviniente. Igualmente, se-
rán tenidas por no escritas las cláusulas contractuales que tiendan a 
absolver a los socios, administradores, revisores fiscales, y emplea-
dos de las responsabilidades antedichas o a limitarlas al importe de 
las cauciones que hayan prestado para ejercer sus cargos.
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Si el administrador es persona jurídica, la responsabilidad respec-
tiva será de ella y de quien actúe como su representante legal.

La demanda deberá promoverse por cualquier acreedor de la deu-
dora y será tramitada por el proceso abreviado regulado en el Código 
de Procedimiento Civil, ante el juez del concurso, según sea el caso 
en uso de facultades jurisdiccionales y en trámite independiente al 
de la insolvencia, el cual no será suspendido.

La responsabilidad aquí establecida será exigible sin perjuicio de 
las demás sanciones a que haya lugar y sin consideración al tipo 
societario.

Artículo 83. Inhabilidad para ejercer el comercio. Los adminis-
tradores y socios de la deudora y las personas naturales serán inha-
bilitados para ejercer el comercio, hasta por diez (10), cuando estén 
acreditados uno o varios de los siguientes eventos o conductas: 

1. Constituir o utilizar la empresa con el fin de defraudar a los 
acreedores.

2. Llevar la empresa mediante fraude al estado de crisis econó-
mica.

3. Destruir total o parcialmente los bienes que conforman su pa-
trimonio.

4. Malversar o dilapidar bienes, que conduzcan a la apertura del 
proceso de liquidación judicial.

5. Incumplir sin justa causa el acuerdo de reorganización suscrito 
con sus acreedores.

6. Cuando antes o después de la apertura del trámite, especule con 
las obligaciones a su cargo, adquiriéndolas a menor precio.

7. La distracción, disminución, u ocultamiento total o parcial de 
bienes.

8. La realización de actos simulados, o cuando simule gastos, 
deudas o pérdidas.

9. Cuando sin justa causa y en detrimento de los acreedores, hu-
bieren desistido, renunciado o transigido, una pretensión patrimo-
nial cierta.

10. Cuando a sabiendas se excluyan acreencias de la relación de 
acreedores o se incluyan obligaciones inexistentes.

Parágrafo. En los casos a que haya lugar, el juez del concurso or-
denará la inscripción en el registro mercantil de la sanción prevista 
en este artículo.

Artículo 84. Validación Judicial de Acuerdos Extrajudiciales de 
Reorganización. Cuando por fuera del proceso de reorganización, 
con el consentimiento del deudor, un número plural de acreedores 
que equivalga a la mayoría que se requiere en la presente ley para ce-
lebrar un acuerdo de reorganización, celebren por escrito un acuerdo 
de esta naturaleza, cualquiera de las partes de dicho acuerdo podrá 
pedir al juez del concurso que hubiere sido competente para tramitar 
el proceso de reorganización, la apertura de un proceso de validación 
del acuerdo extrajudicial de reorganización celebrado, con el fin de 
verificar que este:

1. Cuenta con los porcentajes requeridos en esta ley.
2. Deja constancia de que las negociaciones han tenido suficiente 

publicidad y apertura frente a todos los acreedores.
3. Otorga los mismos derechos a todos los acreedores de una mis-

ma clase.
4. No incluye cláusulas ilegales o abusivas, y
5. En términos generales, cumple con los preceptos legales.
El proceso de validación tendrá en consideración las reglas sobre 

notificación establecidas en esta ley, las reglas para la calificación 
y graduación de créditos y votos, y las demás que en lo relativo a 
su forma y sustancia le sean aplicables, incluyendo los efectos ju-

rídicos a que hace referencia el artículo 17 y el Capítulo IV de la 
presente ley. 

Si como resultado del proceso de validación el juez del Concurso 
autoriza el acuerdo, este tendrá los mismos efectos que la presente 
ley confiere a un acuerdo de reorganización.

Incumplido el acuerdo de reorganización extrajudicial, se aplica-
rán las normas que para el efecto están establecidas para el incumpli-
miento del acuerdo de reorganización de que trata la presente ley. 

T I T U LO  III
DE LA INSOLVENCIA TRANSFRONTERIZA

CAPITULO I
Disposiciones generales

Artículo 85. Finalidades. El presente Título tiene como propósi-
to: 

1. Regular la cooperación entre las autoridades competentes de la 
República de Colombia y de los Estados extranjeros que hayan de 
intervenir en casos de insolvencia transfronteriza.

2. Crear un mecanismo que dote de mayor seguridad jurídica al 
comercio y las inversiones.

3. Propender por una administración equitativa y eficiente de las 
insolvencias transfronterizas, que proteja los intereses de todos los 
acreedores y de las demás partes interesadas, incluido el deudor.

4. Garantizar la protección de los bienes del deudor y la optimi-
zación de su valor.

Artículo 86. Casos de insolvencia transfronteriza. Las normas del 
presente Título serán aplicables a los casos en que:

1. Un tribunal extranjero o un representante extranjero solicite 
asistencia en la República de Colombia en relación con un proceso 
extranjero; o

2. Sea solicitada la asistencia en un Estado extranjero en relación 
con un proceso tramitado con arreglo a las normas colombianas re-
lativas a la insolvencia; o

3. Estén tramitándose simultáneamente y respecto de un mismo 
deudor un proceso extranjero y un proceso en la República de Co-
lombia; o

4. Los acreedores u otras personas interesadas, que estando en un 
Estado extranjero, tengan interés en solicitar la apertura de un pro-
ceso o en participar en un proceso en curso con arreglo a las normas 
colombianas relativas a la insolvencia.

Artículo 87. Definiciones. Para los fines del presente Título:
1. “Proceso extranjero” es el proceso colectivo, ya sea judicial 

o administrativo, incluido el de índole provisional, que tramite un 
Estado extranjero con arreglo a una ley relativa a la insolvencia y en 
virtud del cual los bienes y negocios del deudor queden sujetos al 
control o a la supervisión del tribunal extranjero, a los efectos de su 
reorganización o liquidación.

2. “Proceso extranjero principal” es el proceso extranjero que 
cursa en el Estado donde el deudor tenga el centro de sus principales 
intereses.

3. “Proceso extranjero no principal” es el proceso extranjero, que 
no es un proceso extranjero principal y que cursa en un Estado donde 
el deudor tiene un establecimiento en el sentido del numeral 6 del 
presente artículo.

4. “Representante extranjero” es la persona o el órgano, incluso el 
designado a título provisional, que haya sido facultado en un proce-
so extranjero para administrar la reorganización o la liquidación de 
los bienes o negocios del deudor o para actuar como representante 
del proceso extranjero.
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5. “Tribunal extranjero” es la autoridad judicial o de otra índole 
competente a los efectos para controlar o supervisar un proceso ex-
tranjero.

6. “Establecimiento” es todo lugar de operaciones en el que el 
deudor ejerza una actividad económica de manera permanente.

7. “Autoridades colombianas competentes” son la Superintenden-
cia de Sociedades y los jueces civil del circuito y municipales del 
domicilio principal del deudor.

8. “Normas colombianas relativas a la insolvencia” son las conte-
nidas en la presente ley.

Artículo 88. Obligaciones internacionales del Estado. En caso de 
conflicto entre la presente ley y una obligación de la República de 
Colombia nacida de un tratado u otra forma de acuerdo en el que sea 
parte con uno o más Estados, prevalecerán las disposiciones de ese 
tratado o acuerdo.

Artículo 89. Autoridades competentes. Las funciones descritas en 
la presente ley relativas al reconocimiento de procesos extranjeros y 
en materia de cooperación con tribunales extranjeros, serán ejercidas 
por la Superintendencia de Sociedades y los jueces civiles del circui-
to y municipales del domicilio principal del deudor.

Artículo 90. Autorización dada al promotor o liquidador para 
actuar en un Estado extranjero. El promotor o liquidador estará fa-
cultado para actuar en un Estado extranjero en representación de un 
proceso abierto en la República de Colombia con arreglo a las nor-
mas colombianas relativas a la insolvencia, en la medida en que lo 
permita la ley extranjera aplicable.

Artículo 91. Excepción de orden público. Nada de lo dispuesto en 
el presente Título impedirá que las autoridades colombianas compe-
tentes nieguen la adopción de una medida manifiestamente contraria 
al orden público de la República de Colombia.

Artículo 92. Asistencia adicional en virtud de alguna otra norma. 
Nada de lo dispuesto en el presente Título limitará las facultades 
que pueda tener una autoridad colombiana competente, para prestar 
asistencia adicional al representante extranjero con arreglo a alguna 
otra norma de la República de Colombia.

Artículo 93. Interpretación. En la interpretación de la presente 
ley habrán de tenerse en cuenta su origen internacional y la necesi-
dad de promover la uniformidad de su aplicación y la observancia 
de la buena fe.

CAPITULO II
Acceso de los representantes y acreedores extranjeros  

ante las autoridades colombianas competentes
Artículo 94. Derecho de acceso directo. Todo representante ex-

tranjero estará legitimado para comparecer directamente ante una 
autoridad colombiana competente.

Artículo 95. Alcance de la solicitud de reconocimiento de un pro-
ceso extranjero. El solo hecho de la presentación de una solicitud, 
con arreglo a la presente ley, ante una autoridad colombiana com-
petente por un representante extranjero, no supone la sumisión de 
este, ni de los bienes y negocios del deudor en el extranjero, a la ley 
colombiana para efecto alguno que sea distinto de la solicitud.

Artículo 96. Solicitud del representante extranjero de apertura de 
un proceso con arreglo a las normas colombianas relativas a la in-
solvencia. Todo representante extranjero estará facultado para soli-
citar la apertura de un proceso con arreglo a las normas colombianas 
relativas a la insolvencia, si por lo demás cumple las condiciones, 
requisitos y supuestos para la apertura de ese proceso.

Artículo 97. Participación de un representante extranjero en un 
proceso abierto con arreglo a las normas colombianas relativas a 
la insolvencia. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, 
el representante extranjero estará facultado para participar en todo 

proceso abierto respecto del deudor con arreglo a las normas colom-
bianas relativas a la insolvencia. 

Artículo 98. Acceso de los acreedores extranjeros a un proceso 
seguido con arreglo a las normas colombianas relativas a la insol-
vencia. Los acreedores extranjeros gozarán de los mismos derechos 
que los acreedores nacionales respecto de la apertura de un proceso 
en la República de Colombia y de la participación en él con arreglo a 
las normas colombianas relativas a la insolvencia, sin que ello afecte 
el orden de prelación de los créditos en un proceso abierto con arre-
glo a las normas colombianas relativas a la insolvencia.

Artículo 99. Publicidad a los acreedores en el extranjero con 
arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia. Siem-
pre que, con arreglo a las normas colombianas relativas a la insol-
vencia, deba informarse el inicio o apertura de algún proceso a los 
acreedores que residan en la República de Colombia, esa informa-
ción también deberá remitirse a los acreedores conocidos que no 
tengan una dirección en Colombia.

CAPITULO III
Reconocimiento de un proceso extranjero  

y medidas otorgables
Artículo 100. Solicitud de reconocimiento de un proceso extran-

jero. El representante extranjero podrá solicitar ante las autoridades 
colombianas competentes el reconocimiento del proceso extranjero 
en el que haya sido nombrado.

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompaña-
da de:

1. Una copia certificada de la resolución que declare abierto el 
proceso extranjero y nombre el representante extranjero; o

2. Un certificado expedido por el tribunal extranjero que acredite 
la existencia del proceso extranjero y el nombramiento del represen-
tante extranjero; o

3. En ausencia de una prueba conforme a los numerales 1 y 2, 
cualquier otra prueba admisible para las autoridades colombianas 
competentes de la existencia del proceso extranjero y del nombra-
miento del representante extranjero.

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada 
de una declaración que indique debidamente los datos de todos los 
procesos extranjeros abiertos respecto del deudor de los que tenga 
conocimiento el representante extranjero.

La autoridad colombiana competente podrá exigir que todo do-
cumento presentado en apoyo de una solicitud de reconocimiento 
sea traducido oficialmente al castellano y se encuentre debidamente 
protocolizado ante el Consulado respectivo.

Artículo 101. Presunciones relativas al reconocimiento. Si la re-
solución o el certificado de los que tratan los numerales 1 y 2 del 
artículo anterior indican que el proceso extranjero es un proceso en 
el sentido del numeral 1 del artículo de las definiciones del presente 
Título y que el representante extranjero es una persona o un órgano 
en el sentido del numeral 4 del mismo artículo, la autoridad colom-
biana competente podrá presumir que ello es así.

Salvo prueba en contrario, se presumirá que el domicilio social 
del deudor o su residencia habitual, tratándose de una persona natu-
ral, es el centro de sus principales intereses.

Artículo 102. Medidas otorgables a partir de la solicitud de reco-
nocimiento de un proceso extranjero. Desde la presentación de una 
solicitud de reconocimiento hasta que sea resuelta esa solicitud, la 
autoridad colombiana competente podrá, a instancia del represen-
tante extranjero y cuando las medidas sean necesarias y urgentes 
para proteger los bienes del deudor o los intereses de los acreedores, 
otorgar medidas provisionales, incluidas las siguientes:

1. Ordenar la suspensión de todo proceso de ejecución contra los 
bienes del deudor.
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2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra perso-
na designada por la autoridad colombiana competente, y en la medi-
da en que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud, la 
administración o la realización de todos o de parte de los bienes del 
deudor ubicados en territorio colombiano, para proteger y preser-
var el valor de aquellos que, por su naturaleza o por circunstancias 
concurrentes, sean perecederos, susceptibles de devaluación, o estén 
amenazados por cualquier otra causa.

3. Aplicar cualquiera de las medidas previstas en los numerales 3 
y 5 del artículo sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento 
de un proceso extranjero.

Para la adopción de las medidas mencionadas en este artículo, 
deberán observarse, en lo procedente, las disposiciones del Código 
de Procedimiento Civil relativas a las medidas cautelares.

Salvo prórroga con arreglo a lo previsto en el numeral 4 del ar-
tículo sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de un 
proceso extranjero, las medidas otorgadas con arreglo al presente 
artículo, quedarán sin efecto si es proferida una resolución sobre la 
solicitud de reconocimiento.

La autoridad colombiana competente podrá denegar toda medida 
prevista en el presente artículo cuando se le demuestre que la misma 
afecte al desarrollo de un proceso extranjero principal.

Artículo 103. Providencia de reconocimiento de un proceso ex-
tranjero. Salvo lo dispuesto en el artículo sobre excepción de orden 
público de la presente ley, habrá lugar al reconocimiento de un pro-
ceso extranjero cuando:

1. El proceso extranjero sea uno de los señalados en el numeral 1 
del artículo sobre definiciones del presente Título.

2. El representante extranjero que solicite el reconocimiento sea 
una persona o un órgano en el sentido del numeral 4 del artículo so-
bre definiciones del presente Título.

3. La solicitud cumpla los requisitos del artículo sobre solicitud 
de reconocimiento de un proceso extranjero de la presente ley; y

4. La solicitud haya sido presentada ante la autoridad colombiana 
competente conforme al artículo sobre autoridades competentes del 
presente Título.

Será reconocido el proceso extranjero:
a) Como proceso extranjero principal, en caso de estar tramitado 

en el Estado donde el deudor tenga el centro de sus principales in-
tereses; o

b) Como proceso extranjero no principal, si el deudor tiene en 
el territorio del Estado del foro extranjero un establecimiento en el 
sentido del numeral 6 del artículo sobre definiciones del presente 
Título.

En caso de demostrarse la ausencia parcial o total de los motivos 
que dieron lugar al reconocimiento, o que estos han dejado de exis-
tir, podrá producirse la modificación o revocación del mismo.

Parágrafo. La publicidad de la providencia de reconocimiento de 
un proceso extranjero se regirá por los mecanismos de publicidad 
previstos en la presente ley para la providencia de inicio del proceso 
e insolvencia.

Artículo 104. Información subsiguiente. Presentada la solicitud 
de reconocimiento de un proceso extranjero, el representante ex-
tranjero informará de inmediato a la autoridad colombiana compe-
tente de:

1. Todo cambio importante en la situación del proceso extranjero 
reconocido o en el nombramiento del representante extranjero; y

2. Todo otro proceso extranjero que se siga respecto del mismo 
deudor y del que tenga conocimiento el representante extranjero.

Artículo 105. Efectos del reconocimiento de un proceso extran-
jero principal. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero 
que sea un proceso principal:

1. No podrá iniciarse ningún proceso de ejecución en contra del 
deudor, suspendiéndose los que estén en curso, quedando legalmen-
te facultado el representante extranjero y el deudor para solicitar, 
individual o conjuntamente, su suspensión y para alegar la nulidad 
del proceso o de las actuaciones procesales posteriores al reconoci-
miento de un proceso extranjero principal. El juez que fuere infor-
mado del reconocimiento de un proceso extranjero principal y actúe 
en contravención a lo dispuesto en el presente numeral, incurrirá en 
causal de mala conducta. 

2. Se suspenderá todo derecho a transmitir o gravar los bienes del 
deudor, así como a disponer de algún otro modo de esos bienes, sal-
vo el caso de un acto u operación que corresponda al giro ordinario 
de los negocios de la empresa. Cualquier acto celebrado o ejecutado 
en contravención de lo dispuesto en este numeral, será ineficaz de 
pleno derecho y dará lugar a la imposición de multas sucesivas hasta 
por doscientos (200) salarios mínimos legales vigentes por parte de 
la autoridad colombiana competente, hasta tanto reversen la respec-
tiva operación. De los efectos y sanciones previstos en el presente 
numeral, advertirá la providencia de reconocimiento del proceso ex-
tranjero.

Lo dispuesto en el presente artículo no afectará al derecho de so-
licitar el inicio de un proceso con arreglo a las normas colombianas 
relativas a la insolvencia o a presentar créditos en ese proceso.

Parágrafo. El reconocimiento del proceso de insolvencia extran-
jero del propietario de una sucursal extranjera en Colombia dará lu-
gar a la apertura del proceso de insolvencia de la misma conforme a 
las normas colombianas relativas a la insolvencia. 

Artículo 106. Medidas otorgables a partir del reconocimiento de 
un proceso extranjero. Desde el reconocimiento de un proceso ex-
tranjero, ya sea principal o no principal, de ser necesario para pro-
teger los bienes del deudor o los intereses de los acreedores, la au-
toridad colombiana competente podrá, a instancia del representante 
extranjero, otorgar toda medida apropiada, incluidas las siguientes:

1. Disponer el examen de testigos, la presentación de pruebas o 
el suministro de información respecto de los bienes, negocios, dere-
chos, obligaciones o responsabilidades del deudor.

2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra perso-
na nombrada por la autoridad colombiana competente, y en la me-
dida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud, 
la administración o la realización de todos o de parte de los bienes 
del deudor, que se encuentren en el territorio de este Estado, para 
proteger y preservar el valor de aquellos que, por su naturaleza o 
por circunstancias concurrentes, sean perecederos, susceptibles de 
devaluación, o estén amenazados por cualquier otra causa.

3. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, principal 
o no principal, la autoridad colombiana competente, y en la medida 
en que la ley colombiana lo permita respecto de cada solicitud podrá, 
a instancia del representante extranjero, encomendar al representan-
te extranjero, o a otra persona nombrada por autoridad colombia-
na competente, la adjudicación de todos o de parte de los bienes 
del deudor ubicados en el territorio de la República de Colombia, 
siempre que la autoridad colombiana competente se asegure que los 
intereses de los acreedores domiciliados en Colombia estén suficien-
temente protegidos.

4. Prorrogar toda medida cautelar otorgada con arreglo al artículo 
sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento 
de un proceso extranjero.

5. Conceder al representante extranjero cualquier otra medida 
que, conforme a las normas colombianas relativas a la insolvencia, 
digan relación al cumplimiento de funciones propias del promotor o 
liquidador.
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Al otorgar medidas con arreglo a este artículo al representante de 
un proceso extranjero no principal, la autoridad colombiana compe-
tente deberá asegurarse de que las medidas atañen a bienes que, con 
arreglo al derecho de la República de Colombia, hayan de ser admi-
nistrados en el marco del proceso extranjero no principal, o que ata-
ñen a información requerida en ese proceso extranjero no principal.

Artículo 107. Protección de los acreedores y de otras personas 
interesadas. Al conceder o denegar una medida con arreglo a los 
artículos sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de reco-
nocimiento de un proceso extranjero y sobre medidas otorgables a 
partir del reconocimiento de un proceso extranjero, o al modificar o 
dejar sin efecto esa medida con arreglo al inciso tercero del presente 
artículo, la autoridad colombiana competente deberá asegurarse de 
que quedan debidamente protegidos los intereses de los acreedores y 
de otras personas interesadas, incluido el deudor.

La autoridad colombiana competente podrá supeditar toda medi-
da otorgada con arreglo a los artículos anteriormente mencionados a 
las condiciones que juzgue convenientes.

A instancia del representante extranjero o de toda persona afectada 
por alguna medida otorgada con arreglo a los artículos anteriormente 
mencionados, o de oficio, la autoridad colombiana competente podrá 
modificar o dejar sin efecto la medida impugnada.

Artículo 108. Acciones de impugnación de actos perjudiciales 
para los acreedores. A partir del reconocimiento de un proceso ex-
tranjero, el representante extranjero estará legitimado para entablar 
las acciones revocatorias de acuerdo con lo previsto en la presente 
ley. 

Artículo 109. Intervención de un representante extranjero en pro-
cesos que se sigan en este Estado. Desde el reconocimiento de un 
proceso extranjero, el representante extranjero podrá intervenir, con-
forme a las condiciones prescritas por la legislación colombiana, en 
todo proceso de insolvencia en el que el deudor sea parte.

CAPITULO IV
Cooperación con tribunales y representantes extranjeros

Artículo 110. Cooperación y comunicación directa entre las auto-
ridades colombianas competentes y los tribunales o representantes 
extranjeros. En los asuntos indicados en el artículo sobre casos de 
insolvencia transfronteriza del presente Título, la autoridad colom-
biana competente deberá cooperar en la medida de lo posible con los 
tribunales extranjeros o los representantes extranjeros, ya sea direc-
tamente o por conducto del promotor o liquidador, según el caso. La 
autoridad colombiana competente estará facultada para ponerse en 
comunicación directa con los tribunales o representantes extranjeros 
o para recabar información o asistencia directa de los mismos. 

Artículo 111. Cooperación y comunicación directa entre los agen-
tes de la insolvencia y los tribunales o representantes extranjeros. 
En los asuntos indicados en el artículo sobre casos de insolvencia 
transfronteriza del presente Título, el promotor o liquidador deberá 
cooperar, en el ejercicio de sus funciones y bajo la supervisión de la 
autoridad colombiana competente, con los tribunales y representan-
tes extranjeros.

El promotor o liquidador estará facultado, en el ejercicio de sus 
funciones y bajo la supervisión de la autoridad colombiana compe-
tente, para ponerse en comunicación directa con los tribunales o los 
representantes extranjeros.

Artículo 112. Formas de cooperación. La cooperación de que tra-
tan los artículos anteriores podrá ser puesta en práctica por cualquier 
medio apropiado y, en particular, mediante:

1. El nombramiento de una persona para que actúe bajo dirección 
de la autoridad colombiana competente.

2. La comunicación de información por cualquier medio que la 
autoridad colombiana competente considere oportuno.

3. La coordinación de la administración y la supervisión de los 
bienes y negocios del deudor.

4. La aprobación o la aplicación por los tribunales de los acuerdos 
relativos a la coordinación de los procedimientos.

5. La coordinación de los procesos seguidos simultáneamente res-
pecto de un mismo deudor.

CAPITULO V
Procesos paralelos

Artículo 113. Apertura de un proceso con arreglo a las normas 
colombianas relativas a la insolvencia tras el reconocimiento de un 
proceso extranjero principal. Desde el reconocimiento de un proce-
so extranjero principal, sólo podrá iniciarse un proceso con arreglo a 
las normas colombianas relativas a la insolvencia cuando el deudor 
tenga bienes en Colombia. Los efectos de este proceso se limitarán a 
los bienes del deudor ubicados en Colombia y, en la medida reque-
rida para la puesta en práctica de la cooperación y coordinación pre-
vistas en Capítulo IV del presente Título, a otros bienes del deudor 
ubicados en el extranjero que, con arreglo a las leyes colombianas, 
deban ser administrados en el proceso adelantado conforme a las 
normas colombianas relativas a la insolvencia.

Artículo 114. Coordinación de un proceso seguido con arreglo 
a las normas colombianas relativas a la insolvencia y un proceso 
extranjero. En caso de tramitarse simultáneamente y respecto de un 
mismo deudor un proceso extranjero y un proceso con arreglo a las 
normas colombianas relativas a la insolvencia, la autoridad colom-
biana competente procurará colaborar y coordinar sus actuaciones 
con las del otro proceso, conforme a lo dispuesto en el Capítulo IV 
del presente Título, en los términos siguientes:

1. Cuando el proceso seguido en Colombia esté en curso en el 
momento de presentarse la solicitud de reconocimiento del proceso 
extranjero:

a) Toda medida otorgada con arreglo a los artículos sobre medidas 
otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un proceso 
extranjero y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de 
un proceso extranjero de la presente ley deberá ser compatible con 
el proceso seguido en Colombia; y 

b) De reconocerse el proceso extranjero en Colombia como pro-
ceso extranjero principal, el artículo sobre medidas otorgables a par-
tir del reconocimiento de un proceso extranjero del presente Título, 
no será aplicable, en caso de ser incompatible con el proceso local.

2. Cuando el proceso seguido en Colombia se ha iniciado tras el 
reconocimiento, o presentación de la solicitud de reconocimiento del 
proceso extranjero, toda medida que estuviera en vigor con arreglo 
a los artículos sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de 
reconocimiento de un proceso extranjero y sobre medidas otorgables 
a partir del reconocimiento de un proceso extranjero, será reexami-
nada por la autoridad colombiana competente y modificada o revo-
cada en caso de ser incompatible con el proceso que se adelante en 
Colombia.

3. Al conceder, prorrogar o modificar una medida otorgada a un 
representante de un proceso extranjero no principal, la autoridad co-
lombiana competente deberá asegurarse de que esa medida afecta 
bienes que, con arreglo a las leyes colombianas, deban ser adminis-
trados en el proceso extranjero no principal o concierne a informa-
ción requerida para ese proceso.

Artículo 115. Coordinación de varios procesos extranjeros. En los 
casos contemplados en el artículo sobre casos de insolvencia trans-
fronteriza de este Título, si es seguido más de un proceso extranjero 
respecto de un mismo deudor, la autoridad colombiana competente 
procurará que haya cooperación y coordinación con arreglo a lo dis-
puesto en el Capítulo IV del presente Título y serán aplicables las 
siguientes reglas:
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1. Toda medida otorgada con arreglo a los artículos sobre medidas 
otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un proceso 
extranjero y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de 
un proceso extranjero a un representante de un proceso extranjero 
no principal, una vez reconocido un proceso extranjero principal, 
deberá ser compatible con este último.

2. Cuando un proceso extranjero principal sea reconocido tras el 
reconocimiento o una vez presentada la solicitud de reconocimiento 
de un proceso extranjero no principal, toda medida que estuviera en 
vigor con arreglo a los artículos sobre medidas otorgables a partir de 
la solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero y sobre me-
didas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso extranje-
ro, deberá ser reexaminada por la autoridad colombiana competente 
y modificada o dejada sin efecto en caso de ser incompatible con el 
proceso extranjero principal.

3. Si una vez reconocido un proceso extranjero no principal, es 
otorgado reconocimiento a otro proceso extranjero no principal, la 
autoridad colombiana competente deberá conceder, modificar o de-
jar sin efecto toda medida que proceda para facilitar la coordinación 
de los procesos.

Artículo 116. Regla de pago para procesos paralelos. Sin per-
juicio de los derechos de los titulares de créditos garantizados o de 
derechos reales, un acreedor que haya percibido un cobro parcial 
respecto de su crédito en un proceso seguido en un Estado extranjero 
con arreglo a una norma extranjera relativa a la insolvencia, no po-
drá percibir un nuevo pago por ese mismo crédito en un proceso de 
insolvencia seguido con arreglo a las normas colombianas relativas 
a la insolvencia respecto de ese mismo deudor, en tanto que el pago 
percibido por los demás acreedores de la misma categoría sea pro-
porcionalmente inferior al cobro ya percibido por el acreedor.

T I T U L O  IV
DEROGATORIAS Y TRANSITO DE LEGISLACION

Artículo 117. Concordatos y liquidaciones obligatorias en cur-
so y acuerdos de reestructuración. Las negociaciones de acuerdos 
de reestructuración, los concordatos y liquidaciones obligatorias de 
personas naturales y jurídicas iniciados durante la vigencia del Tí-
tulo II de la Ley 222 de 1995, al igual que los acuerdos de reestruc-
turación ya celebrados y los concordatos y quiebras indicados en 
el artículo 237 de la Ley 222 de 1995, seguirán rigiéndose por las 
normas aplicables al momento de entrar a regir esta ley. 

No obstante, esta ley tendrá aplicación inmediata sobre las perso-
nas naturales comerciantes y las personas jurídicas:

1. Ante el fracaso o incumplimiento de un concordato, dando ini-
cio al proceso de liquidación judicial regulada en esta ley.

2. Para el inicio de las acciones revocatorias y de simulación en 
los procesos concursales.

3. Respecto de las disposiciones referentes a inmuebles destina-
dos a vivienda, promitentes compradores de vivienda y prorratas 
previstas en esta ley, incluyendo los procesos liquidatorios en curso, 
al momento de su vigencia.

Artículo 118. Solicitudes de promoción y de liquidación obliga-
toria en curso. Las solicitudes de promoción de negociación de un 
acuerdo de reestructuración y las de apertura de un trámite de liqui-
dación obligatoria que, en los términos de la Ley 550 de 1999 y de la 
Ley 222 de 1995, estén en curso y pendientes de decisión al momen-
to de entrar a regir esta ley, serán tramitadas por el juez del concurso, 
según el caso, para lo cual los solicitantes deberán adecuarlas a los 
términos de la misma.

Artículo 119. Reglas de la Ley 550 de 1999 aplicables a las liqui-
daciones obligatorias en curso. A las liquidaciones obligatorias de 
personas naturales comerciantes y de las jurídicas, iniciadas antes de 
la entrada en vigencia de esta ley, continuarán aplicándose los artí-
culos 67, 68 y 69 de la Ley 550 de 1999, hasta su terminación.

Artículo 120. Exclusión de la lista, cesación de funciones, remo-
ción, recusación, impedimentos y procesos judiciales previstos en la 
Ley 550 de 1999. A los promotores de acuerdos de reestructuración 
de las sociedades de capital público y las empresas industriales y 
comerciales del Estado de los niveles nacional y territorial, les serán 
aplicables, en materia de exclusión de la lista, cesación de funciones, 
remoción, recusación e impedimentos, las normas sobre el particular 
previstas en la presente ley, siendo el competente para adelantar di-
chos trámites el Ministerio del Interior y de Justicia, el cual decidirá 
en uso de facultades jurisdiccionales, conforme a lo dispuesto por el 
artículo 116 de la Constitución Política.

De la misma forma, este Ministerio resolverá todos los asuntos 
pendientes de decisión o nuevos, de los previstos en los artículos 26 
y 37 de la Ley 550 de 1999.

Artículo 121. Contribuciones. Los recursos necesarios para cubrir 
los gastos de funcionamiento e inversión que requiera la Superinten-
dencia de Sociedades provendrán de la contribución a cargo de las 
sociedades sometidas a su vigilancia o control, así como de las tasas 
de que trata el presente artículo.

La contribución consistirá en una tarifa que será calculada sobre 
el monto total de los activos, incluidos los ajustes integrales por in-
flación, que registre la sociedad a 31 de diciembre del año inmedia-
tamente anterior. Dicha contribución será liquidada conforme a las 
siguientes reglas:

1. El total de las contribuciones corresponderá al monto del pre-
supuesto de funcionamiento e inversión que demande la Superinten-
dencia en la vigencia anual respectiva, deducidos los excedentes por 
contribuciones y tasas de la vigencia anterior.

2. Con base en el total de activos de las sociedades vigiladas y 
controladas al final del período anual anterior, el Gobierno Nacio-
nal, mediante resolución, establecerá la tarifa de la contribución a 
cobrar, que podrá ser diferente según se trate de sociedades activas, 
en período preoperativo, en concordato, en reorganización o en li-
quidación.

3. La tarifa que sea fijada no podrá ser superior al uno por mil del 
total de activos de las sociedades vigiladas o controladas.

4. En ningún caso, la contribución a cobrar a cada sociedad podrá 
exceder del uno por ciento del total de las contribuciones, ni ser in-
ferior a un (1) salario mínimo legal mensual vigente.

5. Cuando la sociedad contribuyente no permanezca vigilada o 
controlada durante toda la vigencia, su contribución será proporcio-
nal al período bajo vigilancia o control. No obstante, si por el hecho 
de que alguna o algunas sociedades no permanezcan bajo vigilancia 
o control durante todo el período, se genera algún defecto presu-
puestal que requiera subsanarse, el Superintendente podrá liquidar y 
exigir a los demás contribuyentes el monto respectivo en cualquier 
tiempo durante la vigencia correspondiente.

6. Las contribuciones serán liquidadas para cada sociedad 
anualmente con base en el total de sus activos, multiplicados por 
la tarifa que fije el Gobierno Nacional para el período fiscal co-
rrespondiente.

7. Cuando una sociedad no suministre oportunamente los balan-
ces cortados a 31 de diciembre del año inmediatamente anterior, la 
Superintendencia hará la correspondiente liquidación con base en 
los activos registrados en el último balance que repose en los archi-
vos de la entidad. Sin embargo, una vez recibidos los estados finan-
cieros correspondientes a la vigencia anterior, deberá procederse a la 
reliquidación de la contribución.

8. Cuando una sociedad presente saldos a favor producto de la 
reliquidación, estos podrán ser aplicados, en primer lugar, a obliga-
ciones pendientes de pago con la entidad, y, en segundo lugar, para 
ser deducidos del pago de la vigencia fiscal que esté en curso.
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La Superintendencia de Sociedades podrá cobrar a las sociedades 
no vigiladas ni controladas o a otras entidades o personas, tasas por 
los servicios que les preste, según sean los costos que cada servicio 
implique para la entidad, determinados con base en la remunera-
ción del personal dedicado a la actividad, en forma proporcional 
al tiempo requerido; el coste de su desplazamiento en términos de 
viáticos y transporte terrestre y aéreo, cuando a ello hubiere lugar; 
y gastos administrativos tales como correo, fotocopias, certificados 
y peritos.

Las sumas por concepto de contribuciones o tasas por prestación 
de servicios que no sean canceladas en los plazos fijados por la Su-
perintendencia, causarán los mismos intereses de mora aplicables al 
impuesto de renta y complementarios.

Artículo 122. Armonización de normas contables y subsidio de 
liquidadores. Para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y 
oportunidad de la información que se suministre a los asociados y a 
terceros, el Gobierno Nacional revisará las normas actuales en mate-
ria de contabilidad, auditoría, revisoría fiscal y divulgación de infor-
mación, con el objeto de ajustarlas a los parámetros internacionales 
y proponer al Congreso las modificaciones pertinentes.

En aquellas liquidaciones en las cuales no existan recursos sufi-
cientes para atender gastos de archivo y remuneración de los liqui-
dadores, sus honorarios serán subsidiados con el dinero proveniente 
de las contribuciones que sufragan las sociedades vigiladas por la 
Superintendencia de Sociedades, de conformidad con la reglamenta-
ción que expida el Gobierno. El subsidio no podrá ser en ningún caso 
superior a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales, pagade-
ros, siempre y cuando el respectivo auxiliar cumpla con sus funcio-
nes y el proceso liquidatorio marche normalmente.

En el proceso de liquidación judicial, tramitados ante la Super-
intendencia de Sociedades que no existan recursos suficientes para 
atender gastos de archivo y los honorarios de los liquidadores, serán 
subsidiados con el dinero proveniente de las contribuciones que su-
fragan las sociedades vigiladas por la Superintendencia de Socieda-
des, hasta por veinte (20) salarios mínimos.

Artículo 123. Publicidad de los contratos de fiducia mercantil 
que consten en documento privado. Los contratos de fiducia mer-
cantil que consten en documento privado deberán inscribirse en el 
Registro Mercantil de la Cámara de Comercio con jurisdicción en 
el domicilio del fiduciante, sin perjuicio de la inscripción o registro 
que, de acuerdo con la clase de acto o con la naturaleza de los bienes, 
deba hacerse conforme a la ley. 

Artículo 124. Adiciones, derogatorias y remisiones. Adiciónese 
el siguiente numeral al artículo 2502 del Código Civil Colombiano: 
“7. Los de los proveedores de materias primas o insumos necesarios 
para la producción o transformación de bienes o para la prestación 
de servicios”.

A partir de la entrada en vigencia de esta ley, se deroga el artículo 
470 del Código de Comercio, en cuanto a la competencia que ejer-
ce la Superintendencia de Sociedades frente a las Sucursales de las 
Sociedades extranjeras que desarrollen actividades permanentes en 
Colombia, la cual se regirá por lo establecido en el artículo 84 de la 
Ley 222 de 1995.

Salvo aquellos casos que expresamente determine el Gobierno 
Nacional, en razón a la conservación del orden público económico, 
no habrá lugar a la intervención de la Superintendencia de Socieda-
des respecto de lo establecido en los artículos 233 a 237 del Código 
de Comercio.

En los casos no regulados expresamente en esta ley, se aplicarán 
las disposiciones del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 125. Entidades territoriales. Las entidades territoriales, 
las descentralizadas del mismo orden y las universidades estatales 
del orden nacional o territorial de que trata la Ley 922 de 2004, po-
drán seguir celebrando acuerdos de reestructuración de pasivos de 
acuerdo con lo dispuesto en el Título V y demás normas pertinentes 
de la Ley 550 de 1999 y sus Decretos Reglamentarios, incluidas las 

modificaciones introducidas a dichas normas con posterioridad a su 
entrada en vigencia por la Ley 617 de 2000, sin que sea necesario 
constituir las garantías establecidas en el artículo 10 de la Ley 550 
de 1999.

A partir de la promulgación de esta ley, en relación con los acuer-
dos de reestructuración de pasivos adelantados por las universidades 
estatales de que trata el presente artículo, su nominación y promo-
ción corresponderá al Ministerio de Educación, el cual asumirá los 
procesos en curso cuya promoción se encuentre adelantando el Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público.

Parágrafo. Exceptúese de la prohibición consagrada en el pará-
grafo 2º del artículo 11 de la Ley 550 de 1999, por una sola vez, las 
entidades territoriales que, con anterioridad a la entrada en vigencia 
de la presente ley hayan negociado un acuerdo de reestructuración, 
sin haber llegado a celebrarlo.

Artículo 126. Vigencia. Salvo lo que se indica en los incisos an-
teriores, la presente ley comenzará a regir seis (6) meses después de 
su promulgación y deroga el Título II de la Ley 222 de 1995, la cual 
estará vigente hasta la fecha en que entre a regir la presente ley.

A partir de la promulgación de la presente ley, se prorroga la Ley 
550 de 1999 por seis (6) meses y vencido dicho término, se aplicará 
de forma permanente solo a las entidades de que trata el artículo 
anterior de esta ley.

Las normas del régimen establecido en la presente ley prevalece-
rán sobre cualquier otra de carácter ordinario que le sea contraria. 

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el Texto Definitivo al Proyecto de ley número 154 
de 2006 Cámara, 207 de 2005 Senado, por la cual se establece el 
Régimen de Insolvencia Empresarial en la República de Colombia y 
se dictan otras disposiciones.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal 
y reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo estableci-
do en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión Plenaria 033 del 12 
de diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032.

Cordialmente,
Bernardo Miguel Elías Vidal, Fabio Amín Saleme, Omar Flórez 

Vélez, (Ponentes Coordinadores); Simón Gaviria Muñoz, Eduardo 
Crissién Borrero, Santiago Castro Gómez, Fernando Tamayo Ta-
mayo, Mauricio Lizcano Arango, Oscar Wilchez Carreño, Enrique 
Angel Barco, Alfredo Cuello Baute, Luis Fernando Almario Rojas, 
Luis Alejandro Perea Albarracín, Ponentes; Angelino Lizcano Rive-
ra, Secretario General.

* * *
TEXTO DEFINITIVO PLENARIA AL PROYECTO DE LEY 

NUMERO 229 DE 2006 CAMARA
Aprobado en segundo debate en la Sesión Plenaria de la honorable 
Cámara de Representantes el día 12 de diciembre de 2006, según 
consta en el Acta 033, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 
2006, según Acta 032, por la cual se modifica la Ley 551 de diciembre 
                                              30 de 1999.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El artículo 1º de la Ley 551 de 1999, quedará así:
Artículo 1°. Amplíese hasta por la suma de cien mil millones de 

pesos ($100.000.000.000) a valor constante a la fecha de expedición de 
la presente ley, la emisión de la estampilla “Pro Universidad Popular 
del Cesar”, creada por la Ley 07 de 1984.

Artículo 2º. El artículo 2º de la Ley 551 de 1999 quedará así:
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Artículo 2°. Establécese como obligatorio el gravamen de la estam-
pilla de la que trata el artículo 1º de la presente ley, en las entidades es-
tatales del Orden Nacional, Departamental y Municipal que funcionan 
en la jurisdicción del departamento del Cesar.

Artículo 3º. El artículo 3º de la Ley 551 de 1999 quedará así:
Artículo 3°. Créase una Junta Especial denominada “Junta Pro 

Construcción de la Ciudadela Universitaria del Cesar”, encargada de 
administrar los Fondos que produzca la estampilla de que trata el artí-
culo 1º de esta ley, con el fin de asegurar su destinación.

Parágrafo 1º. La Junta creada mediante este artículo estará confor-
mada por:

a) El Gobernador del departamento del Cesar, o su delegado, quien 
la presidirá;

b) El Rector de la Universidad Popular del Cesar;
c) El Representante de los docentes ante el Consejo Superior Uni-

versitario;
d) El representante de los estudiantes ante el Consejo Superior Uni-

versitario;
e) El representante de los Gremios ante el Consejo Superior Uni-

versitario.
Parágrafo 2º. El Rector de la Universidad Popular del Cesar, actuará 

como Representante legal de la Junta, y en tal calidad, será el ordena-
dor del gasto previa autorización de la misma Junta.

Parágrafo 3º. Actuará como Secretario de la Junta, el Secretario Ge-
neral de la Universidad Popular del Cesar.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulga-
ción y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

CAMARA DE REPRESENTANTES
SECRETARIA GENERAL

Bogotá, D. C., 12 de diciembre de 2006.
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 2006, fue aprobado 

en segundo debate el Texto Definitivo al Proyecto de ley número 229 
de 2006 Cámara, por la cual se modifica la Ley 551 de diciembre 30 
de 1999.

Esto con el fin de que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento con lo establecido en 
el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior según consta en el acta de Sesión Plenaria 033 del 12 de 
diciembre de 2006, previo su anuncio el día 11 de diciembre de 2006, 
según Acta 032.

Del honorable Representante, 
Carlos Ramiro Chavarro Cuéllar, Ponente; Angelino Lizcano Rive-

ra, Secretario General.
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